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solicita se cursen los siguientes pedidos de 
3), 25), 30) y 34) Asuntos entrados.... 198, 404, 416 y 441 informes: 


196-C.S. 


- con destino al Ministerio de Educación y Cul- 
tura y al Consejo de Formación en Educación 
de la ANEP, relacionado con una denuncia 
de plagio referente al documento “Propuesta 
para el diseño curricular de la formación de 
grado de los educadores”; 


- con destino al Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca, relacionado con el Fondo 
Permanente de Indemnización para la Cam- 
paña de Control y Erradicación de la Fiebre 
Aftosa y Enfermedades Exóticas. 


—La señora senadora Bianchi solicita se curse 
un pedido de informes con destino al Mi- 
nisterio de Educación y Cultura y, por su 
intermedio, a la Administración Nacional de 
Educación Pública, relacionado con la licita- 
ción pública n.* 9/18 Contratación de Servi- 
cio de Transporte para Escuelas en el Área 
Especial. 


—La señora senadora Nane solicita se curse un 
pedido de informes con destino al Ministerio 
de Industria, Energía y Minería y, por su in- 
termedio, a la Unidad Reguladora de Servi- 
cios de Comunicaciones, relacionado con el 
estado de situación del mecanismo de porta- 
bilidad numérica de telefonía móvil. 


—El señor senador Carrera solicita se curse un 
pedido de informes con destino al Ministerio 
del Interior, relacionado con la actuación del 
exdirector del Polo Industrial de la Unidad 
n.? 4 de Santiago Vázquez (ex-Comcan). 


* Oportunamente fueron tramitados. 


5) y 16) Proyectos presentadoS......oocoomommommom. 211 y 272 


—La bancada de senadores del Frente Amplio 
presenta los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se busca la reorganización institu- 
cional de los juegos de azar. 


» Pasa a la Comisión de Hacienda. 


- por el que se garantiza el acceso diario a una 
alimentación adecuada y saludable para los 
niños, niñas y adolescentes durante los 365 
días del año. 


» Pasa a la Comisión de Población, Desarrollo 
e Inclusión. 


- por el que se crea el servicio descentralizado 
Defensa Pública del Uruguay. 
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6) 


» Pasa a la Comisión de Constitución y Legis- 
lación. 


- para la protección de personas físicas ante el 
eventual abuso o acoso por parte de institu- 
ciones de intermediación financiera, y de las 
demás personas físicas y jurídicas que realicen 
operaciones abarcadas por el artículo 1. de la 
Ley n.? 18212 o que adquieran carteras de cré- 
dito o realicen gestión de cobranza de créditos. 


» Pasa a la Comisión de Hacienda. 


* A solicitud del señor senador Carrera, pasa a 
la Comisión de Constitución y Legislación. 


Inasistencias anterioreS.......oomommomsmmsm*m******... 


—Por Secretaría se da cuenta de las inasistencias 
registradas a las anteriores convocatorias. 


7), 15), 27), 29), 35) y 37) Solicitudes de licencia e 


8) 


—El Senado concede las licencias solicitadas 
por la señora presidenta del Cuerpo, Beatriz 
Argimón, y los señores senadores Manini 
Ríos, Lazo, Sabini, Nane, Rubio, Sartori, As- 
tori, Asiaín, Caggiani, Andrade y Penadés. 


—Quedan convocados los señores senadores 
Methol, Meléndez, Barrera, Russi, Brenta, 
Straneo, Mahía, Ponte, Saravia, Castillo y 
Delpino. 


Fallecimiento de la actriz uruguaya Stella 
TexeiLD.ococnconconcnnonanonncononanononononcnnoonconroorconoconoses 


— Manifestaciones de la señora senadora Ke- 
chichian. 


* Por moción de la señora senadora, el Sena- 
do resuelve enviar la versión taquigráfica de 
sus palabras al Ministerio de Educación y 
Cultura, al teatro El Galpón, a la Federación 
Uruguaya de Teatros Independientes, a la So- 
ciedad Uruguaya de Actores y a la Embajada 
de México, así como homenajear a la gran ar- 
tista con un último aplauso. 


9) Belloni por BelloNi........wmommoommermes. 


— Manifestaciones del señor senador Botana. 


+ Por moción del señor senador, el Senado re- 
suelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras a la familia de José Belloni, a la 
Escuela n.* 107 José Belloni de La Paz, a la 
Escuela n.” 66 José Belloni de Montevideo, 
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256 


integración del Cuerpo.... 256, 271, 404, 416, 441 y 443 


258 


259 
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10) 


11) 


12) 


13) 


a la Junta Departamental de Lavalleja, al al- 
calde del Municipio de La Paz, doctor Bruno 
Fernández, así como entregar un ejemplar a 
la señora presidenta Argimón y otro a la Bi- 
blioteca del Poder Legislativo. 


Jornada electoral del 30 de julio de 1916...... 


—Manifestaciones del señor senador Manini 
Ríos. 


+ Por moción del señor senador, el Senado re- 
suelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras a Presidencia de la República, al Mi- 
nisterio de Educación y Cultura, a la Corte 
Electoral y a todos los partidos políticos con 
representación parlamentaria. 


2002. Memorias de la crisiS......ooomommommmmmmomo 
— Manifestaciones del señor senador Sánchez. 


+ Por moción del señor senador, el Senado re- 
suelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras al PIT-CNT, a Fucvam, a la FEUU, 
a los partidos políticos del Uruguay, a la Fe- 
deración Rural del Uruguay y a los medios de 
prensa. 


Uruguay, mejor productor de carne del 


— Manifestaciones del señor senador Da Silva. 


+ Por moción del señor senador, el Senado re- 
suelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras a la Federación Rural del Uruguay, 
a la Asociación Rural del Uruguay, al movi- 
miento Un Solo Uruguay y a las Cooperati- 
vas Agrarias Federadas. 


Última actuación de Joan Manuel Serrat en 
NUEStrO PAÍS. cocoocconconcnncnnonncnncnocononoaccnrnorononnonnonos 


— Manifestaciones de la señora senadora Della 
Ventura. 


+ Por moción de la señora senadora, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras a la Comisión de Educación y Cul- 
tura del Senado a efectos de que el Parlamen- 
to realice un reconocimiento al artista en esa 
ocasión. 
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260 
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14) Homenaje a la cantante Olga Delgrossi.......... 


—Exposición de la señora senadora Lazo por el 
término de treinta minutos. 


—Se exhibe un video sobre su trayectoria y la 
cantante Olga Delgrossi entona dos piezas 


musicales. 


— Manifestaciones de varios señores senadores. 


197-C.S. 


17) y 18) Ascensos en la Armada......cocccmmmmmo.. 282 y 288 


Solicitudes de venia del Poder Ejecutivo. 
+ Concedidas. 
19) Ascensos en la Fuerza Aérea Uruguaya.......... 
Solicitudes de venia del Poder Ejecutivo. 
+ Concedidas. 
20) Ascensos en el Ejército nacional...........oomoooo 
Solicitudes de venia del Poder Ejecutivo. 
+ Concedidas. 
21) Ejercicio combinado ACRUX.ocoonccncccocnnonanonoss 
—Proyecto de ley por el que se autoriza el ingre- 
so a aguas jurisdiccionales y al territorio na- 
cional de personal y equipos de las Armadas 
de la República Argentina y de la República 


Federativa del Brasil, con su tripulación. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


22), 24), 28), 31), 33) y 36) Corresponsabilidad en 
la crianza.....omooocmmomsoo 


—Proyecto de ley por el que se establecen nor- 
mas al respecto. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


23) Prórroga de la hora de finalización de la 
A OA O 


+ A solicitud del señor senador Niffouri, el Se- 
nado resuelve prorrogar la hora de finaliza- 


ción de la sesión. 


26) Crisis del año 2022....ooonoccccuucconononnnoconconnnonnonos 


313, 393, 405, 416, 419 y 441 


392 


198-C.S. 


—La señora senadora Kechichian solicita auto- 
rización al Cuerpo para que el señor senador 
Bergara realice una exposición verbal sobre 
el tema, por el término de treinta minutos, en 
la sesión ordinaria del 16 de agosto. 


+ Concedida. 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 1. de agosto de 2022 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria, mañana martes 2 de agosto, a las 09:30, a fin 
de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 

Orden del día 


1) Exposición de la señora senadora Sandra Lazo, por 
el término de treinta minutos, a fin de homenajear a la can- 
tante Olga Delgrossi. 


2) Informe de la Comisión de Defensa Nacional re- 
lacionado con la solicitud de venia remitida por el Poder 
Ejecutivo a fin de conferir el ascenso al grado de capitán 
de navío de la Armada nacional a varios señores capitanes 
de fragata. 

Carp. n.* 679/2022 - rep. n.? 505/2022 


3) Informe de la Comisión de Defensa Nacional re- 
lacionado con la solicitud de venia remitida por el Poder 
Ejecutivo a fin de conferir el ascenso al grado de capitán 
de navío de la Armada nacional a varios señores capitanes 
de fragata. 

Carp. n.? 702/2022 - rep. n.? 506/2022 


4) Informe de la Comisión de Defensa Nacional re- 
lacionado con la solicitud de venia remitida por el Poder 
Ejecutivo a fin de conferir el ascenso al grado de coronel 
de la Fuerza Aérea Uruguaya a varios señores tenientes 
coroneles. 

Carp. n.? 682/2022 - rep. n.? 501/2022 


5) Informe de la Comisión de Defensa Nacional re- 
lacionado con la solicitud de venia remitida por el Poder 
Ejecutivo a fin de conferir el ascenso al grado de coronel 
del Ejército nacional a varios señores tenientes coroneles. 

Carp. n.? 718/2022 - rep. n.? 502/2022 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


6) por el que se autoriza, de acuerdo con el numeral 
11 del artículo 85 de la Constitución de la república, el 
ingreso a aguas jurisdiccionales y al territorio nacional de 
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32) Suspensión de la sesión ordinaria del día 3 de 


+ Por moción de los señores senadores Niffouri, 
Lozano, Sanguinetti y Kechichian, el Senado 
resuelve suspenderla. 


38) Levantamiento de la sesión........o.omomomoomsmos»o e 


personal y equipos de las Armadas de la República Argen- 
tina y de la República Federativa de Brasil para su partici- 
pación en el ejercicio combinado Acrux X en las ciudades 
de Fray Bentos y Nuevo Berlín, entre los días 14 y 24 de 
agosto de 2022. 

Carp. n.? 732/2022 - rep. n.* 509/2022 


7) Por el que se declara, de conformidad con el artículo 
18 de la Convención sobre los Derechos del Niño de 2 de 
setiembre de 1990 y el artículo 14 del Código de la Niñez y 
la Adolescencia, que el Estado garantiza el reconocimien- 
to del principio de corresponsabilidad en la crianza. 

Carp. n.? 307/2020 - rep. n.? 504/2022 y anexo l 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario». 


José Pedro Montero 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Álvarez, Andrade, 
Asiaín, Batlle, Bergara, Bianchi, Botana, Brenta, 
Caggiani, Carrera, Coutinho, Da Silva, Della Ventura, 
Domenech, Kechichian, Lanz, Lazo, Lozano, Mahía, 
Manini Ríos, Meléndez, Nane, Niffouri, Olesker, 
Penadés, Rodríguez, Sánchez, Sanguinetti y Straneo, e 
ingresa posteriormente, por licencia del respectivo titular, 
el señor senador Castillo. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Astori, 
Camy, Rubio, Sabini y Sartori. Se retira con licencia el 
señor senador Andrade. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:47). 


(Se incorpora la nómina de asuntos entrados remitida 
al Cuerpo de Taquigrafos por parte de la Secretaría del 
Senado). 
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«El Poder Ejecutivo remite mensajes por los que co- 
munica la promulgación de los siguientes proyectos de ley: 


+ por el que se establece la utilización de tecnologías 
de la información y la comunicación en las asambleas 
de copropietarios de inmuebles de propiedad horizontal. 
(Carpeta n.* 689/2022); 


+ por el que se declara Día del Inmigrante Italiano el 
23 de noviembre de cada año. (Carpeta n.” 604/2021); 


+ por el que se designa Dr. Esteban Agustoni el Centro 
Auxiliar de Aiguá, departamento de Maldonado, depen- 
diente de la Administración de los Servicios de Salud del 
Estado. (Carpeta n.* 692/2022); 


* por el que se prorroga el plazo establecido en el inci- 
so segundo del artículo 467 de la Ley n.* 19889, de 9 de ju- 
lio de 2020, por el término de cuarenta y ocho meses, a los 
efectos del ejercicio del derecho a ejecutar acciones reales 
y personales por parte del Ministerio de Vivienda y Orde- 
namiento Territorial, el Banco Hipotecario del Uruguay y 
la Agencia Nacional de Vivienda. (Carpeta n.* 734/2022). 

AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


La Comisión de Defensa Nacional eleva informado un 
proyecto de ley por el que se autoriza el ingreso a aguas ju- 
risdiccionales y al territorio nacional de personal de unida- 
des navales y aéreas embarcadas de la República Argentina 
y de la República Federativa del Brasil, a fin de participar 
en el ejercicio Acrux X, a realizarse en las proximidades de 
los puertos de Fray Bentos y de Nuevo Berlín, departamen- 
to de Río Negro, en el período comprendido entre el 14 y el 
24 de agosto de 2022. (Carpeta n.* 732/2022). 

HA SIDO REPARTIDO Y ESTÁ INCLUIDO EN EL 
ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 
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La Junta Departamental de Artigas remite copia de la 
versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el 
señor edil Sergio Soarez, relacionadas con la situación del 
personal militar subalterno y del Hospital Militar. 


La Presidencia de la Cámara de Senadores comunica 
que, mientras dure el tratamiento de la rendición de cuen- 
tas y balance de ejecución presupuestal del Poder Ejecu- 
tivo, el señor senador Enrique Rubio no formará parte de 
la Comisión de Presupuesto y ocupará su lugar la señora 
senadora Amanda Della Ventura. 

TÉNGANSE PRESENTES». 


4) PEDIDOS DE INFORMES 


(Pedidos de informes consignados en la nómina de 
asuntos entrados). 


«Los señores senadores Mario Bergara, Daniel Cag- 
giani, Charles Carrera, Juan Castillo, Amanda Della Ven- 
tura, Liliam Kechichian, Sandra Lazo, José Carlos Mahía, 
Silvia Nane, Daniel Olesker, Enrique Rubio, Sebastián Sa- 
bini y Alejandro Sánchez solicitan, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 118 de la Constitución de la 
república, se cursen los siguientes pedidos de informes: 


+ con destino al Ministerio de Educación y Cultura y 
al Consejo de Formación en Educación de la ANEP, rela- 
cionado con una denuncia de plagio referente al documen- 
to “Propuesta para el diseño curricular de la formación de 
grado de los educadores”. (Asunto 155734); 


+ con destino al Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca, relacionado con el Fondo Permanente de Indem- 
nización para la Campaña de Control y Erradicación de la 
Fiebre Aftosa y Enfermedades Exóticas. (Asunto 155735). 

OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS». 


200-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


(Textos de los pedidos de informes). 


Montevideo, 27 de julio de 2022 


Sra. Presidenta de la Cámara de Senadores 
Esc. Beatriz Argimón 


Presente 


De nuestra mayor consideración: 


Amparados en la facultad que nos confiere el Art. 118 de la Constitución de la República, 
solicitamos se curse el presente pedido de informes al Ministerio de Educación y Cultura y al 
Consejo de Formación en Educación de ANEP. 


En relación a la nota aparecida en La Diaria el 23 de junio titulada “Denuncian plagio en 
documento sobre transformación curricular del Consejo de Formación en Educación de la ANEP 
relativo al expediente 2022-25-005804, Res. N? 2, Act. Ext. N2 O5, solicitamos la siguiente 
información: 


1) ¿Quién o quiénes son los autores/as del documento “Propuesta para el diseño 
curricular de la Formación de grado de los educadores”? 

2) ¿Con que antelación el mencionado documento fue enviado a consejeros y consejeras 
del organismo? 

3) Solicitamos se nos remitan las actas del Consejo de Formación en Educación en la 
oportunidad del tratamiento de mencionado documento. 

4) Se explicite si el mismo fue sometido a los controles de plagio autoral y, en caso 
afirmativo, se solicita enviar copia del resultado. 

5) ¿El Consejo de Formación en Educación reconoce la existencia de plagio en el 
mencionado documento? 

6) ¿Se activó, para el caso, el mecanismo de honestidad intelectual aprobado por el 
Consejo de Formación en Educación en 20217? 

7) Explicitar, si en el corto plazo el Consejo de Formación en Educación tiene la intención 
de revisar integramente el documento para la reforma curricular del organismo. 

8) ¿Cuál fue el rol de los consejeros docentes y estudiantil en la elaboración y aprobación 
del mencionado documento? 


Sin otro particular, saludan a Ud. muy atentamente, 


Mario Bergara, Daniel Caggiani, Charles Carrera, Juan Castillo, Amanda Della Ventura, Liliam 
Kechichian, Sandra Lazo, José Carlos Mahía, Silvia Nane, Daniel Olesker, Enrique Rubio, 
Sebastián Sabini y Alejandro Sánchez. Senadores 
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Montevideo, 27 de julio de 2022 


Señora Presidenta de la Cámara de Senadores 
Esc, Beatriz Argimón 

Presente 

De nuestra mayor consideración: 


Amparados en la facultad que nos confiere el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicitamos se curse el presente pedido de informes al Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca (MGAP). 


La Ley 16.082 de 18 de octubre de 1989, que declaró de interés nacional el control y 
erradicación de la fiebre aftosa en todo el territorio nacional, en su artículo 14 creó el Fondo 
Permanente de Indemnización para atender las indemnizaciones que se abonen en la 
campaña de control y erradicación de la fiebre aftosa y enfermedades exóticas previendo que 
el mismo se financie con la recaudación del 0.21% de exportaciones de carne y lácteos. En 
base a ello solicitamos se nos tenga a bien informar: 


1- ¿Cuál es la situación actual del Fondo de Indemnización? 
2- ¿Acuánto asciende la cantidad ce dinero disponible en el mismo? 


3- ¿Actualmente se está recaudando para atender emergencias tales como el reciente 
brote de Brucelosis porcina en Durazno? 


ES 
y 


¿Cuál es la forma de contralor de la División Industria Animal del MGAP sobre los 
importadores de Carne Bovina con Hueso de Brasil que también son exportadores? 


uu 
y 


¿Cuál es la dotación total actual de personal técnico y no técnico de las Divisiones 
Sanidad e Industria Animal? En el caso de Sanidad Animal especificar por 
departamento. 


Sin otro particular, la saludan atentamente. 


Mario Bergara, Daniel Caggiani, Charles Carrera, Juan Castillo, Amanda Della Ventura, Liliam 
Kechichian, Sandra Lazo, José Carlos Mahía, Silvia Nane, Daniel Olesker, Enrique Rubio, 
Sebastián Sabini y Alejandro Sánchez. Senadores 


202-C.S. CÁMARA DE SENADORES 2 de agosto de 2022 


«La señora senadora Graciela Bianchi solicita, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 118 de 
la Constitución de la república, se curse un pedido 
de informes con destino al Ministerio de Educación 
y Cultura y, por su intermedio, a la Administración 


Nacional de Educación Pública, relacionado con la li- 
citación pública n.” 9/18 Contratación de Servicio de 
Transporte para Escuelas en el Área Especial. (Asunto 
155737). 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Sra, Presidente de la Cámara de Senadores 
Esc. Beatriz Argimón 

PRESENTE 

De mi mayor consideración: 

De acuerdo a las facultades que me confiere el artículo 118 de 
la Constitución de la República, solicito se curse al Consejo Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública, Dirección General de Educación Primaria, a través del Ministerio 
de Educación y Cultura, el Pedido de Informes que a continuación se detalla: 


PEDIDO DE INFORMES 


Copia autenticada de todos los antecedentes administrativos relacionados con el Expediente 
Código de gestión N2615443/2019, por el cual se tramitó la Licitación Pública N* 9/18 
“Contratación de Servicio de Transporte para Escuelas del área de Especial”, así como toda 
documentación relacionada a dicha Licitación. 


GRACIELA BIANCHI POLI 
Senadora 


204-C.S. CÁMARA DE SENADORES 2 de agosto de 2022 


«La señora senadora Silvia Nane solicita, de confor- Servicios de Comunicaciones, relacionado con el estado 


midad con lo establecido en el artículo 118 de la Cons- de situación del mecanismo de portabilidad numérica de 
titución de la república, se curse un pedido de informes 


con destino al Ministerio de Industria, Energía y Mi- telefonía móvil. (Asunto 155739). 
nería y, por su intermedio, a la Unidad Reguladora de OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 27 de Julio de 2022. 
Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Esc. Beatriz Argimón. 
De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el articulo 118 de la Constitución de la República, solicito 
se curse al Ministerio Industria, Energía y Minería (MIEM) y por su intermedio a la Unidad 
Reguladora de Servicios de Comunicaciones (URSEC) el siguiente pedido de informes sobre el 
ESTADO DE SITUACIÓN DEL MECANISMO DE PORTABILIDAD NUMÉRICA DE TELEFONÍA 
MÓVIL, basado en los antecedentes que se describen a continuación: 


ANTECEDENTES 


1) La Ley N* 19.889, Ley de Urgente Consideración, promulgada el 9 de Julio de 2020, 
establece en su sección XI, Capítulo Il los artículos 471 a 476 que refieren a la portabilidad 
numérica. 


11) El decreto N* 26/2021 establece el reglamento y cronograma de implementación del 
sistema de portabilidad numérica. En su artículo 3”establece los principios de la portabilidad 
numérica, siendo uno de ellos el principio de transparencia: : 


“La información referente a la portabilidad numérica, y en especial los actos derivados de su 


implementación y gestión, estarán sujetos a la máxima publicidad, salvo las excepciones 
establecidas en la ley o amparadas en ésta”. 


111) El artículo 24 establece las obligaciones del Administrador de la Base de Datos (ABD), 
entre las que se incluye: 


“(r) Proveer la información requerida por la URSEC y los Operadores de 
Servicios de Telefonía Móvil. incluyendo entre otros los siguientes elementos: 


* Solicitudes de Portación iniciadas y finalizadas, incluyendo los plazos de las mismas, 
discriminadas por operador. 


* Solicitudes de portación rechazadas y discriminadas por operador y causa 
correspondiente. 


* Registro de fallas, con sus causas, procedimientos y tiempos de solución”. 
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INFORMACIÓN SOLICITADA 


¡e Informe en el formato de tabla (preferiblemente planilla electrónica o archivo .CSV) 
que se indica debajo que indique las solicitudes de portación recibidas por los 
Operadores de Servicios de Telefonía Móvil (DSTM) desde el 12 de Enero de 2022 
hasta el día anterior a la respuesta de este informe. 


Cantidad Donante Receptora 
portaciones 
Semt-12al18/ne Y 
Sem2-19a128e | | | | 


Ejemplo para completar tabla de datos: 


Sem 1 - 12 al 18/Ene 
Sem 1 - 12 al 18/Ene 


Sem 1 - 12 al 18/Ene 


Ze Informe en el formato de tabla (preferiblemente planilla electrónica o archivo .CSV) 
que se indica la cantidad de portaciones en estado final de proceso fueron 
rechazadas por los OSTM y el ABD, las portaciones aprobadas, agendadas y 
efectivamente realizadas. 


Total Solicitudes | APROBADO | RECHAZO | RECHAZO | APROBADO PE/PJ 
AUTOMÁTI | ABD DONANTE DONANTE 
CAMENTE 


erro YY YO YO YO] 
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Ejemplo para completar tabla de datos: 


MES Total Solicitudes | APROBADO | RECHAZO | RECHAZO APROBADO 
AUTOMÁTI | ABD DONANTE DONANTE 
CAMENTE 


3. Total acumulado a la fecha anterior de respuesta de este informe de las portaciones 
entrantes y salientes de cada Operador de Servicios de Telefonía Móvil. 


Cantidad de Cantidad de 
Portaciones Portaciones 
ENTRANTES SALIENTES 


Silvia Nane 
Senadora 
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«El señor senador Charles Carrera solicita, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución de la república, se curse un pedido de in- 
formes con destino al Ministerio del Interior, relacio- 


nado con la actuación del exdirector del Polo Industrial 
de la Unidad n. 4 de Santiago Vázquez (ex-Comcar). 
(Asunto 155744). 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 28 de julio de 2022. 


Señora Presidenta de la Cámara de Senadores 
BEATRIZ ARGIMÓN 
PRESENTE 


De mi mayor consideración: 


De conformidad con lo que determina el artículo 118 de la Constitución de la 
República, solicitamos se curse al Ministerio del Interior el siguiente Pedido de 
Informes. 


Según información recogida por varios medios de prensa y la viralización en 
redes sociales de videos que comprometerían la actuación del ex Director del Polo 
Industrial de la Unidad N* 4 de Santiago Vázquez (ex ComCar), solicitamos se nos 
respondan las siguientes interrogantes: 


1. ¿Cuáles fueron las actuaciones que instruyó esa cartera, respecto a la 
conducta del subcomisario Willington Sierra tras hallarlo responsable de 
construir y trasladar un parrillero al domicilio del ex director del ComCar, 
Antonny Vallejo? 

2. ¿Se le inició sumario? En caso afirmativo, ¿el mismo fue con o sin 
separación del cargo? 


3. ¿Qué funciones cumple en la Subdirección Administrativa Nacional del INR, 
(lugar donde revistaría hoy), según información de prensa? 


4. ¿Mantiene el vehículo y otros beneficios asociados a su anterior cargo? 
5. ¿Cómo se toma conocimiento del audio divulgado en prensa? 


6. Según trascendidos, la cartera habria iniciado una "investigación de 
urgencia”, ¿se refiere a una información de urgencia o a una investigación 
administrativa? 


7. ¿Cómo interactúan una "investigación de urgencia” junto a un “sumario sin 
separación del cargo”, tal como fue comunicado por la cartera? 


8. ¿Asuntos Internos, tomó conocimiento de los hechos previo a la 
investigación en Fiscalía? En ese caso, ¿qué diligencias ejecutó? 


9. El subcomisario Sierra, “negoció” la entrega de un arma con un privado de 
libertad y, acto seguido, simuló encontrarla en el lugar acordado, labrándose 
las actas correspondientes, tal como figura en las novedades policiales. ¿Este 
acto se considera parte de la investigación? 


10. ¿Cuál es la situación funcional de Sierra mientras se realiza la 
“investigación de urgencia”? ¿Continúa en funciones? 
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11. En caso que se mantenga en funciones, ¿sigue al frente de la Subdirección 
Administrativa Nacional del INR, que tiene directa incidencia en el Polo 
Industrial? 


12. ¿Existen antecedentes de otras denuncias contra Sierra, contemplando 
que se desempeñó como Director del Polo Industrial, (último cargo), así como 
también fuera Director de la Unidad 5, Director del CIDD y Subdirector 
Operativo de la Unidad 5? 


13. ¿Cómo se desglosa la puntuación que recibió Sierra para su ascenso de 
oficial principal a subcomisario?, con detalle de fechas y actuaciones 
relacionadas si existieren. 


14. ¿Cuál fue la trayectoria dentro del sistema que tuvo la persona privada de 
libertad involucrada en el audio luego de la incautación del arma negociada el 
27 de octubre de 20217? A saber: ¿dónde estaba alojado en ese momento, a 
dónde se lo trasladó y si continuó teniendo comisiones laborales, cuáles? 


Sin otro particular, saluda atentamente. 


Charles Carrera. Senador 


2 de agosto de 2022 
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5) PROYECTOS PRESENTADOS 


(Proyectos consignados en la nómina de asuntos 
entrados). 


«Los señores senadores Mario Bergara, Charles 
Carrera, Juan Castillo, Amanda Della Ventura, Liliam 


Kechichian, Sandra Lazo, José Carlos Mahía, Silvia 
Nane, Daniel Olesker, Enrique Rubio, Sebastián Sabini 
y Alejandro Sánchez presentan, con exposición de mo- 
tivos, un proyecto de ley por el que se busca la reor- 
ganización institucional de los juegos de azar. (Carpeta 
n.? 743/2022). 

A LA COMISIÓN DE HACIENDA». 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El presente Proyecto de Ley se plantea la reorganización institucional de los juegos de 
azar, separando claramente las funciones de regulación y control, de la actividad directa 
de explotación de los mismos. 


Los orígenes de la regulación de los juegos de azar y apuestas pueden encontrarse a 
nivel del continente americano en las Leyes de Indias. En efecto, la Ley primera, del 
Título II del Libro VII emitida por el emperador Don Carlos el 14 de agosto de 1519 en 
Toledo decía al respecto: "que no se pueda jugar a los dados, ni tenerlos, y a los naipes 
y otros juegos, no se jueguen más de diez pesos de oro por día". Obtenida y consolidada 
la independencia de la República, la Ley N* 509 de 1856 expresa el primer acto 
legislativo de regulación, autorizando la realización -a la empresa Teatro Solís- de dos 
loterías anuales, mientras la Ley N* 510, establecía que las Loterías Públicas 
pertenecerán al entonces denominado Hospital de Caridad. 


El marco conceptual general que regula la acción del Estado en la materia, se completa 
con la Ley N* 1595 de 16 de diciembre de 1882, que establece el principio vigente hasta 
hoy, esto es: la prohibición de los juegos de suerte o azar o de fortuna o que intervenga 
envite, con excepción de la Lotería o Rifas Publicas, estableciendo la pena de multa o 
prisión con el decomiso de los objetos destinados al juego, tanto a los organizadores, así 
como a los participantes. 


La entrada en vigencia del Código Civil en 1868 reguló el contrato de juego o apuesta 
como contrato aleatorio, catalogando a la obligación civil resultante de los mismos 
como obligación natural, esto es: aquellas a las cuales el Estado no les presta el 
concurso de la jurisdicción y de la fuerza pública para el cobro de las mismas (artículos 
1441, 1442 N9 5 y 2168 del CC). 


Con fecha 22 de febrero de 1933, en el marco de la aprobación del presupuesto del 
Consejo de Salud Pública, se declara el monopolio de dicho Consejo para la explotación 
del juego de quinielas, pudiendo realizarla en la forma que considere conveniente con 
exclusión del arrendamiento. Posteriormente, el 18 de setiembre de 1933, se declara que 
toda clase de apuestas relacionadas con el juego de loterías, es propiedad de la 
Administración de Salud Pública, pudiendo realizarla en la forma que considere 
conveniente. La entrada en vigencia del Código Penal del año 1934 tipificó como falta 
la explotación y la facilitación de juegos de azar en contravención a las leyes, 
castigándose la misma con multa o prisión equivalente (artículos 361 N? 9 y 10 y 362 
del Código Penal vigente). Cabe destacar que para el año 1944, los ingresos de Salud 
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Pública provenientes de las carreras de caballos, la quiniela, la lotería y la ruleta, 
significaban el 51% de su presupuesto. 


Posteriormente, por la Ley N* 11940 de 18 de setiembre de 1950 se estableció que la 
Administración de Loterías explotara directamente el juego de quinielas y toda clase de 
apuestas relacionadas con el juego de loterías, permitiéndose que la recepción de 
apuestas se efectúe por comisionistas privados, mientras que el producido liquido de la 
explotación de dicho juego ingrese a rentas generales, quedando prohibida, asimismo, la 
constitución de empresas o sociedades privadas para la explotación del juego de carreras 
con fines de lucro, estableciéndose penalidades para los infractores. A partir del año 
1953, la Administración de Loterías y Quinielas -dependencia hasta ese entonces 
del Ministerio de Instrucción Pública y Previsión Social- pasa a depender del entonces 
Ministerio de Hacienda, hoy Ministerio de Economía y Finanzas. 


Similar derrotero de evolución y regulación siguieron las actividades de casinos 
(ruletas). Fue así como la Ley N* 5352 de 20 de noviembre de 1915, facultó al Poder 
Ejecutivo a autorizar a la Intendencia de Montevideo la organización de juegos de azar 
en las casinos de las hoteles del Parque Urbano (hoy Rodó) y Carrasco, autorizar 
concesiones para la explotación de juegos de ruleta en los casinos de zonas balnearias 
otorgadas al amparo de la Ley de 22 de setiembre de 1911, previéndose asimismo las 
autorizaciones para explotar juegos de azar en el Casino del Rambla Hotel de 
Montevideo, Maldonado, Piriápolis y Rocha, facultándose a arrendar locales, 
instalaciones y útiles de juego existentes en las Leyes Nros. 11183 y 11238 de los años 
1948 y 1949, creándose la Dirección General de Casinos por la Ley N* 13921 de 30 de 
noviembre de 1970 y modificativas que consolidaron y limitaron el número de los 
casinos a ser explotados por el Estado. 


Paralelamente, el Decreto-Ley N* 14319 de 16 de diciembre de 1974, previó ilícitos 
penales sin perjuicio de las faltas ya citadas del Código Penal, a saber: carreras de 
caballos clandestinas y quinielas clandestinas por fuera de las disposiciones legales y 
reglamentarias, facultando a las jueces a valorar la prueba con arreglo al sistema de libre 
convicción. Por Decreto N* 635/979 de 7 de noviembre de 1979, los juegos de azar 
explotables en los casinos estatales son los de ruleta, punto y banca, caballitos, dados, 
Black Jack o veintiuno y el Bingo, agregándose por el Decreto N” 56/980 las 
denominadas máquinas tragamonedas. 


Posteriormente, el 4 de agosto de 1992 se adjudicó mediante licitación la concesión de 
explotación de juegos de azar (casino) luego de la construcción de un hotel cinco 
estrellas (Punta del Este) y el 22 de diciembre de 2007 mediante la Ley N* 18231 el 
Estado autorizó a la intendencia de Montevideo a convocar a una Licitación Pública 
Internacional cuyo objeto incluye la concesión de la gestión de la sala de juegos del 
casino municipal (hasta ese entonces) que funciona en el Hotel Casino Carrasco, 
debiendo el gobierno departamental ejercer el contralor de las juegos de azar que se 
desarrollen en el establecimiento. 
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A partir del año 1995 se comienza por parte de la Dirección General de Casinos, con la 
experiencia del llamado sistema mixto para la explotación de Salas de Casinos, según el 
cual el Estado capta inversión privada vinculada a la explotación hotelera, turística o 
cultural, para la refacción, mantenimiento y seguridad de la Sala, conservando para sí la 
explotación directa del juego, el que permanece en manos estatales. 


Ya recientemente, el artículo 321 de la Ley N” 18719 de 27 de diciembre de 2010 
facultó al Ministerio de Economía y Finanzas por intermedio de la Dirección General de 
Casinos, a promover la actividad hípica a nivel nacional y la supervisión del juego de 
apuestas mutuas en todas sus modalidades, respecto del resultado del juego de carreras 
de caballos en los hipódromos reconocidos en forma expresa por dicha Dirección, 
pudiendo a tales efectos disponer las medidas que estime necesarias, incluyendo entre 
otras requerir informes, auditorías, inspecciones e intervenciones contables. 


A modo general, puede afirmarse que en el Uruguay existe un modelo según el cual el 
juego de azar en lugares públicos o de acceso al público es en principio prohibido, salvo 
que el mismo sea desarrollado o explotado directamente por el Estado, en ejercicio del 
monopolio que ostenta, o a través de explotadores expresamente autorizados a tal fin. 
Ello desemboca, en los hechos, en un modelo de marco regulador mixto, basado tanto 
en la explotación directa de organismos estatales o por explotadores autorizados 
expresamente que realizan su actividad en forma regulada y fiscalizada, destacándose la 
ausencia absoluta de normativa referente a las posibilidades de prestar y obtener 
servicios de juego más allá de las fronteras nacionales. 


Es así entonces que la tradición nacional en la materia (que el proyecto adjunto no 
pretende innovar sino ratificar) ha estado basada desde los orígenes del Estado oriental 
como nación independiente en los siguientes principios: 


a) El monopolio del Estado de todo juego de apuestas basadas en el azar o la suerte, 
rifas y similares que por su naturaleza esté abierto o expuesto al público en general. 

b) La protección del consumidor frente a las ofertas de juegos de azar, de forma de 
mitigar los efectos sociales negativos como consecuencia de lo que hoy se conoce 
como ludopatía. 

c) La solidaridad social, vinculando el producido de los juegos de azar a contribuir a 
causas catalogables como servicios sociales para financiar en todo o en parte las 
mismas. 

d) La integridad, intentando asegurar mediante el ejercicio del monopolio por un lado y 
los contralores de los explotadores autorizados por otro, la ausencia de prácticas 
dolosas para el público apostador. 

e) El control del juego clandestino mediante disposiciones criminales (Código Penal 
artículos 361 y 362 y D. Ley N* 14319) que previenen el funcionamiento de 
organizaciones al margen de la legalidad, la evasión fiscal y el lavado de activos. 


En el derecho comparado y más especificamente en América Latina, la legislación 
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continúa la línea establecida en la legislación colonial ya mencionada. Las regulaciones 
que se han dictado suelen ocuparse de la forma de cómo obtener licencias, permisos o 
autorizaciones para la explotación, los horarios de funcionamiento, la existencia de una 
autoridad competente encargada en general de la coordinación, control y fiscalización 
de los juegos y de los Casinos, la reglamentación de los servicios anexos opcionales u 
obligatorios que deberán prestar los establecimientos, los impedimentos o 
incompatibilidades para participar como socio, director, gerente, apoderado o persona 
con función ejecutiva de una entidad que se dedique a la explotación del juego, 
excluyendo a titulares de cargos del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial, empresas 
públicas, así como los que participen directa o indirectamente en los procedimientos de 
autorización, fiscalización y control de juegos, limitaciones a la participación del capital 
en la compañía, etc. 


Los países europeos son fuertes reguladores de los juegos y, más allá de los amplios 
acuerdos que los vinculan en múltiples materias en la Unión Europa, se les ha 
reconocido un margen amplio para determinar sus políticas de juegos de azar, 
atendiendo a las particularidades regionales, de orden moral, cultural o religioso así 
como a las consecuencias perjudiciales para el individuo y la sociedad, avanzando sobre 
la determinación del número de operadores, el tipo y volumen de juegos permitidos, el 
importe de las apuestas y el funcionamiento de los mismos, las sanciones penales o de 
otro tipo a los proveedores no autorizados de juegos así como a la publicidad de juegos 
no autorizados. 


En los últimos años, tanto en los Estados Unidos de América como en los países de la 
Unión Europea y también de América Latina, se ha comenzado a debatir con intensidad 
y celeridad el fenómeno de las apuestas on-line, lo cual plantea en todos sus aspectos un 
desafío a las normas legales y reglamentarias vigentes, desafiando fronteras nacionales 
tradicionales, desafiando monopolios, administraciones tributarias, organismos 
recaudadores y transformándose - por lo demás - en fuertes competidores - legal o 
clandestinamente- de los juegos regulados tradicionales. 


En nuestro país los juegos de loterías, quinielas en sus diversas modalidades, rifas, etc. 
se encuentran explotados o regulados por la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas, 
mientras que los juegos de Ruleta, Punto y Banca, Caballitos, Dados, Black Jack, Bingo 
y Máquinas tragamonedas son explotados por la Dirección General de Casinos en base a 
regulación propia. Excepciones son el Casino explotado por privados del Hotel radicado 
en Punta del Este bajo la supervisión de la Auditoría interna de la Nación, el Casino 
explotado por privados en Montevideo (Carrasco) y el Casino explotado directamente 
por el mencionado gobierno departamental, 
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Sin perjuicio de lo expresado, en todo caso, la modalidad de ejercicio de la explotación 
y el monopolio de los juegos de azar y su contralor, no ha sufrido en las últimas décadas 
ningún cambio institucional que le permita adaptarse a los nuevos desafíos o a los 
nuevos requerimientos que se plantean desde los consumidores, los explotadores y los 
ciudadanos en general. 


En tal sentido, el presente Proyecto de Ley pretende constituir un marco integral en el 
que, además de explicitar los principios de acción del Estado en la materia, reorganice la 
institucionalidad distinguiendo claramente las funciones de regulación, control y 
fiscalización de la explotación directa del juego por parte del Estado. Esta propuesta 
supera indudablemente la situación actual, en la que los diferentes roles se confunden 
institucionalmente, perturbando la especificación de objetivos, la gestión y la 
consiguiente rendición de cuentas. 


En efecto, se propone que la primera de las funciones mencionadas resida en una 
Dirección Nacional de Contralor de Juegos de Azar y Apuestas, sucesora de la actual 
Dirección Nacional de Loterías y Quinielas, y que la segunda de ellas sea realizada por 
un Servicio Descentralizado del dominio comercial e industrial del Estado, sucesor de la 
actual Dirección General de Casinos. 


En consecuencia y sin pretender agotar la discusión sobre los amplios aspectos 
relacionados con el juego, se procura atender - en esta etapa - los siguientes aspectos 
principales, a saber: 


a) Ratificar el monopolio del Estado sobre los juegos de azar y apuestas, incluyendo 
los Casinos, actividades hípicas, loterias y quinielas en sus modalidades y juegos 
derivados y los juegos de azar a través de las tecnologías informáticas, telefónicas o 
en general ejecutados a distancia o por medios telemáticos. 

b) Crear un órgano de contralor capaz de regular y fiscalizar todo lo relativo a las 
prohibiciones o autorizaciones de explotación de juegos de azar, así como sancionar 
administrativamente a los infractores, sin perjuicio de las disposiciones penales de 
competencia judicial. 

c) Crear una institucionalidad capaz de ejercer directamente la explotación del 
monopolio del juego por parte del Estado en todas sus modalidades como Servicio 
Descentralizado y de acuerdo a las formas de creación previstas en la Constitución 
de la República. 

d) Garantizar la transparencia de la explotación de los juegos de azar y los sorteos 
eventualmente asociados a ellos. 

e) Mantener el régimen existente de agentes autorizados agrupados en las Bancas de 
Cubiertas Colectivas para la explotación de los juegos autorizados en dicho régimen 
en la actualidad, así como la normativa vigente. 


f) Establecer procedimientos competitivos como forma de otorgamiento de 
autorizaciones o permisos de juego en cualquiera de sus modalidades, reservando a 
la ley la autorización para la concesión de la explotación de Casinos privados. 
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£) Dar claridad y seguridad a la ciudadanía, así como certeza a la autoridad policial y al 
Poder Judicial sobre el alcance de las sanciones e ilícitos que por la explotación 
clandestina de los juegos de azar se configuren. 

h) Preservar, por último, los vínculos laborales y los derechos adquiridos salariales y 
funcionales de los actuales funcionarios de la Dirección Nacional de Loterías y 
Quinielas y de la Dirección General de Casinos, independientemente del organismo 
donde - a partir de la aprobación del presente Proyecto - deban prestar funciones en 
atención a su especialidad. 
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PROYECTO DE LEY 
TÍTULO 1 


Artículo 1?.- El Estado ejerce el monopolio de todo tipo de juego, apuesta, suerte, rifas y 
similares en los que intervenga público o se encuentre por su propia naturaleza dirigido 
o abierto al público apostador. 


Artículo 2%.- En ejecución del monopolio establecido en el artículo precedente, los 
órganos estatales competentes dictarán los actos jurídicos que en cada caso 
correspondan, a los efectos de: 


l. Prohibir en todo o en parte una determinada modalidad de juego y -en su caso- 
sancionar a los infractores, adoptar las medidas cautelares correspondientes e 
incautar o confiscar los bienes y herramientas utilizados en el juego clandestino y 
su producido. 


2. Explotar directamente una determinada modalidad de juego. 


3. Otorgar las autorizaciones, permisos, licencias o las concesiones necesarias a los 
efectos que las personas fisicas o jurídicas, públicas o privadas, exploten o 
coadyuven a la explotación y administración de una determinada modalidad de 
juego, sujetas al contralor estatal correspondiente. 


4. Propender a la prevención de la ludopatía y el juego abusivo mediante campañas 
educativas y convenios a celebrarse con instituciones públicas o privadas. 


En general queda prohibida la gestión, explotación, financiación y práctica de todos los 
juegos y apuestas que no cuenten con las autorizaciones, permisos, licencias o 
concesiones otorgadas por los órganos estatales competentes, así como aquellos que - 
contando con la autorización, permiso, licencia o concesión- sean realizados en forma, 
lugar o por personas diferentes de las especificadas. 


Artículo 3*.- El objeto de la presente ley es la regulación de: 


l. todas las actividades relativas a los juegos y apuestas que realicen personas físicas o 
jurídicas públicas o privadas, en las que se arriesgan entre partes, a ganar o perder, 
cantidades de dinero u objetos económicamente evaluables, sobre el resultado de un 
acontecimiento incierto, ya intervenga exclusivamente la suerte o el azar, 
incluyendo aquellos en los cuales el azar sea sólo una parte del proceso. 


2. los establecimientos donde se realice la gestión y explotación de juegos y apuesta. 
3. el funcionamiento, fabricación e importación de materiales de juego y apuestas. 


Se considera juego de azar, todo tipo de actividad de carácter lúdico, que se realice a 
través de operaciones manuales o procedimientos mecánicos, electromecánicos, 
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electrónicos, informáticos u otros medios, que habilite a realizar apuestas de cualquier 
cuantía y cuyo resultado de pérdida o ganancia dependa totalmente o casi totalmente de 
la suerte, no incidiendo en forma preponderante la destreza o habilidad del apostador 
para dilucidar los eventos comprendidos en el juego, no considerándose a ningún efecto, 
el valor de la apuesta o la naturaleza o cuantía del eventual premio o beneficio que se 
ofreciere al apostador. 


Artículo 4%.- La regulación, organización, explotación y práctica del juego y de las 
apuestas estará de acuerdo a la realidad social económica y técnica, teniendo en cuenta: 


l. la protección de los ciudadanos, especialmente a los sectores socialmente más 
vulnerables; 


2. la salvaguarda del orden y seguridad en el desarrollo de los juegos y apuestas; 


3. la formalidad, transparencia y seguridad en el desarrollo de los juegos y apuestas y 
la actividad de empresas y jugadores; 


4. las garantías del pago de premios, en todo juego reglamentariamente explotado; 


5. el cumplimiento de la normativa aplicable respecto del lavado de activos y 
financiamiento del terrorismo. 


Artículo 5”.- En lo referido en los artículos precedentes, quedan incluidas las siguientes 
actividades: 


1. explotación de Casinos en su modalidad tradicional así como los juegos de mesa y 
electrónicos que en los mismos se desarrollen. 


2. explotación de máquinas tragamonedas sean instaladas en Casinos o en locales 
dirigidos a tal fin. 


3. actividades hípicas cualquiera sea el régimen de sus apuestas. 


4. loterías y quinielas en sus modalidades y juegos derivados, así como juegos 
deportivos y los juegos interactivos a través de internet. 


S. juegos de azar a través de tecnologías electrónicas o informáticas, por internet, 
televisión interactiva, telefonía o, en general, ejecutados a distancia o por medios 
telemáticos de cualquier tipo o modalidad existente o a crearse en el futuro. 


Artículo 6?.- Quedan exceptuados del alcance de la presente ley, los contratos de juego, 
apuesta o suerte desarrollados en el ámbito doméstico o familiar no abierto al acceso del 
público en general, los que continuarán rigiéndose por lo dispuesto en los artículos 
1250, 1441 y 2168 y siguientes del Código Civil. 
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Asimismo, quedan exceptuados los juegos y apuestas de ocio y recreo, constitutivos de 
usos de carácter social o familiar, aunque sean objeto de explotación lucrativa por los 
jugadores o por personas o entidades ajenas a ellos y siempre que tengan escasa 
relevancia económica y social. 


Artículo 7%.- El otorgamiento de autorizaciones, permisos, licencias o concesiones, se 
realizará mediante procedimientos competitivos. 


Toda autorización, permiso o licencia tendrá siempre carácter precario y revocable, y su 
cese no dará lugar a indemnización de clase alguna, 


El otorgamiento de autorizaciones, permisos, licencias o concesiones para la 
explotación de casinos y casinos de juegos electrónicos, por parte de personas físicas o 
jurídicas privadas, es atribución exclusiva de la ley y se regirá por lo que ella dicte, su 
reglamentación y las cláusulas contractuales resultantes, en su caso. 


La regulación del juego y de apuestas en todas sus modalidades de los Casinos de 
gestión privada actualmente en funcionamiento, será ejercida por el organismo creado 
por el artículo 9? de la presente ley, sin perjuicio de las cláusulas contractuales vigentes. 


Igual competencia tendrá dicho organismo en los Casinos que se hallen en la órbita de 
los Gobiernos Departamentales. 


Artículo 8”.- Sin perjuicio de lo establecido en el numeral 3 del artículo 2? de esta ley, y 
hasta tanto se adopte otro procedimiento, la recepción de apuestas del juego en la 
modalidad quinielas y juegos derivados, juegos deportivos y juegos interactivos a través 
de internet, se efectuará por medio de agentes autorizados, organizados en cooperativas 
de bancas de cubierta colectiva y por subagentes y corredores dependientes de los 
agentes, declarándose aplicables las disposiciones legales y reglamentarias vigentes, en 
lo pertinente. 


TÍTULO H 


Artículo 9”.- Transfórmase la Unidad Ejecutara 008, Dirección Nacional de Loterías y 
Quinielas del Inciso 05 Ministerio de Economía y Finanzas, en la Dirección Nacional de 
Contralor de Apuestas y Juegos de Azar del Inciso 05 Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Artículo 10.- La Unidad Ejecutara 008 Dirección Nacional de Contralor de Apuestas y 
Juegos de Azar será la sucesora de la Dirección Nacional de Loterias y Quinielas y 
tendrá como cometido fundamental ejercer en nombre del Estado el contralor de todo 
tipo de juego, apuesta, suerte, rifas y similares en los que intervenga público o se 
encuentre por su propia naturaleza dirigido o abierto al público apostador. 


Artículo 11.- Serán atribuciones de la Dirección Nacional de Contralor de Apuestas y 
Juegos de Azar: 


a) Ejercer, en nombre del Estado, el monopolio de todos los juegos de azar y apuestas 
de cualquier tipo abierto al público, sin excepción alguna, proponiendo al Poder 
Ejecutivo el otorgamiento de autorizaciones, permisos, licencias o concesiones de 
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acuerdo a lo que disponga la ley y la reglamentación. 


Proponer al Poder Ejecutivo la reglamentación de las modalidades de gestión, 
autorización, realización, explotación, contralor y fiscalización de todos los juegos 
comprendidos en el ejercicio del monopolio, velando por su transparencia, 
ejerciendo efectivamente la tarea administrativa de contralor y fiscalización sin 
excepción alguna. 


Proponer al Poder Ejecutivo las contribuciones y premios especiales vinculados con 
la actividad hípica, su desarrollo y mejor funcionamiento. 


Proponer al Poder Ejecutivo las condiciones que deban cumplir los 
establecimientos donde se realice la gestión y explotación de juegos y apuestas. 


Proponer al Poder Ejecutivo los requisitos que deben cumplir las personas fisicas o 
jurídicas que intervengan en la gestión, explotación y práctica de los juegos y 
apuestas. 


Proponer al Poder Ejecutivo la reglamentación de las condiciones de fabricación e 
importación de materiales de juego y apuestas. 


Proponer al Poder Ejecutivo la reglamentación de condiciones que deberán cumplir 
los operadores a efectos de asegurar el juego responsable y combatir la ludopatía. 


Realizar u organizar los sorteos públicos, cuando corresponda, de los juegos de 
loterías, quinielas y los juegos derivados creados o a crearse en el futuro. 


Determinar cuándo los juegos o apuestas deban determinar los resultados en base a 
los sorteos que realice u organice. 


Controlar el cumplimiento de la presente ley, sus reglamentaciones, sus propias 
disposiciones y los actos jurídicos habilitantes para la gestión, explotación, 
fabricación e importación de juegos de azar y apuestas. 


Realizar las inspecciones y fiscalizar, con las más amplias facultades, el 
cumplimiento de las normas jurídicas y técnicas aplicables por parte de los 
explotadores públicos y privados de los juegos y apuestas comprendidos dentro de 
su competencia, pudiendo requerir todo tipo de información. 


Recibir, instruir y resolver en vía administrativa y sin perjuicio de las denuncias y 
reclamos de los apostadores respecto a los juegos y apuestas comprendidos dentro 
de su competencia, cuando los mismos no hubieren sido atendidos por los 
explotadores. 


Aplicar o recomendar la aplicación de las sanciones previstas en la normativa 
vigente. 
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n) Efectuar denuncias policiales y judiciales así como solicitar el apoyo de la fuerza 
pública, de ser necesario. 


ñ) Emitir normas generales e instrucciones particulares que aseguren el cumplimiento 
de las atribuciones otorgadas por la ley o la reglamentación, conforme a las 
políticas sectoriales y a los objetivos definidos por el artículo 4? de la presente. 


o) Celebrar convenios con firmas de auditoría de reconocida trayectoria 
a efectos de encomendar a estas las tareas de contralor, auditoría y asesoramiento 
que opte por no ejercer directamente. 


p) Velar, en su ámbito de competencia y sin perjuicio de las atribuciones de las demás 
autoridades públicas, por la aplicación de la normativa relativa al lavado de activos 
y financiamiento del terrorismo. 


Artículo 12.- El Poder Ejecutivo dotará a la Unidad Ejecutora 008 Dirección Nacional 
de Contralor de Apuestas y Juegos de Azar, de una estructura organizativa acorde con 
las atribuciones y desafios que se le imponen y que se deriven del desarrollo 
tecnológico del sector, 


Artículo13.- La comisión de infracciones a la presente ley, reglamentaciones y 
disposiciones de la Dirección Nacional de Contralor de Apuestas y Juegos de Azar, dará 
lugar a la aplicación de las sanciones que se enumeran a continuación, las cuales se 
graduarán según su gravedad y considerando la existencia o no de reincidencia, 

a. observación; 


b. apercibimiento; 


c. las establecidas en los instrumentos habilitantes de la explotación o ejercicio de la 
actividad; 


d. multa; 
e. suspensión en la prestación de la actividad; 
f. revocación de la autorización, permiso, licencia o concesión. 


g. decomiso de los elementos utilizados para cometer la infracción o de los bienes 
detectados en infracción, sanción que podrá ser aplicada en forma exclusiva o 
accesoria a las demás previstas, pudiendo contar a tal efecto con el auxilio de la 
fuerza pública de ser necesario. 


El monto de las multas a aplicar será proporcional al perjuicio económico que se le 
pudiera haber ocasionado a los apostadores o el beneficio indebido obtenido por el 
explotador, según corresponda y no podrá superar en 5 veces al mismo. 
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Cuando de la naturaleza de la infracción no sea posible determinar el perjuicio 
económico ocasionado o el beneficio indebido obtenido, el monto máximo de la multa 
será de 15:000.000 de Unidades Indexadas. 


En todos los casos, la aplicación de sanciones se realizará con ajuste a los principios del 
debido procedimiento y de la razonable adecuación de la sanción a la infracción. 


Las resoluciones firmes que impongan sanciones pecuniarias de acuerdo a lo previsto en 
la presente ley, constituyen título ejecutivo a todos sus efectos. 


TÍTULO Ml 


DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE CASINOS Y JUEGOS 
DE APUESTAS DEL ESTADO 


CAPÍTULO 1 
NATURALEZA. COMETIDOS 


Artículo 14.- Créase la Administración Nacional de Casinos y Juegos de Apuestas del 
Estado como Servicio Descentralizado Comercial, de acuerdo a lo establecido en la 
Sección XI de la Constitución de la República, con la competencia y organización que 
por la presente ley se determina, en sustitución de la Dirección General de Casinos, la 
que se suprime a partir de la vigencia de la presente ley. 


Será persona jurídica y tendrá su domicilio legal y principal asiento en la ciudad de 
Montevideo, pudiendo establecer y clausurar dependencias en todo el territorio 
nacional. 


Artículo 15.- La Administración Nacional de Casinos y Juegos de Apuestas del Estado 
tendrá a su cargo, sin perjuicio de la obtención de las autorizaciones, permisos, licencias 
o las concesiones que pudieran corresponder, el cumplimiento de los siguientes 
cometidos: 


a) la explotación y administración de casinos, salas de esparcimiento y similares, 
loterías y cualquier otro juego de apuestas debidamente autorizado; 


b) la explotación directa o indirecta, supervisión y contralor de los servicios 
complementarios a la explotación de los juegos, tales como restaurante, bar, salas 
de espectáculos o eventos, y cambio de moneda extranjera; y 


c) la promoción de la actividad hípica a nivel nacional. 


Artículo 16.- La Administración está facultada para realizar todos los actos jurídicos, 
adquirir todos los derechos y contraer todas las obligaciones conducentes al 
cumplimiento de sus cometidos. 


En su relación con el Poder Ejecutivo, la Administración se vinculará a través del 
Ministerio de Economía y Finanzas. 
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Corresponde al Poder Ejecutivo determinar la política de Juegos y apuestas del Estado, 
y ejercer sobre la Administración Nacional de Casinos y Juegos de Apuestas del Estado, 
la tutela administrativa de acuerdo a la calidad de servicios descentralizados de la 
misma. 


CAPÍTULO ll 
DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN SUPERIORES 


Artículo 17.- La dirección y administración superiores de la Administración serán 
ejercidas por un Directorio de tres miembros, que serán designado con esas calidades 
conforme al artículo 187 de la Constitución de la República. 


Los integrantes del Directorio no podrán desempeñar actividades profesionales o de 
representación del organismo en el ámbito público o privado vinculadas a la 
competencia del mismo, con excepción de la actividad docente, 


Cuando al momento de su designación ocuparan otros cargos públicos, quedarán 
suspendidos en el ejercicio de los mismos de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 21 de la Ley N* 17,930 de 19 de diciembre de 2005 y sus modificativas. 


Estarán comprendidos en la obligación establecida en el artículo 10 y concordantes de la 
Ley N* 17.060 de 23 de diciembre de 1998. 


Artículo 18.- Serán atribuciones del Directorio: 


a) Ejercer la dirección superior administrativa, técnica así como el control de todos los 
servicios a su cargo; cumplir y hacer cumplir las disposiciones legales y 
reglamentarias relativas a ellos. 


b) Proyectar el presupuesto de sueldos, gastos e inversiones conforme con lo dispuesto 


en el artículo 221 de la Constitución de la República. 


c) Fijar cuando corresponda, y dentro de los límites establecidos por el regulador, los 
premios, apuestas mínimas y máximas, de cada una de las modalidades de juego 
bajo a su explotación, y precios de los servicios a su cargo. 


d) Ser ordenador primario de gastos y pagos de conformidad con las normas vigentes 
en la materia. 


e) Concertar préstamos o empréstitos con instituciones financieras, y convenios o 
contratos con terceros para la adquisición de bienes o prestación de servicios, 
requeridos para el cumplimiento de los cometidos de la Administración, con 
sujeción a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 185 de la Constitución de la 
República cuando la contraparte sea un organismo internacional o una institución o 
gobierno extranjero. 


f) Designar, promover, trasladar, sancionar y destituir a los funcionarios de su 
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dependencia, respetando las normas y garantías estatutarias, pudiendo realizar las 
contrataciones que fueran necesarias en un todo de acuerdo con la normativa 
vigente. 


Arrendar directamente los inmuebles que sean necesarios para sede de sus 


dependencias. 


Celebrar contratos tendientes a la explotación de Casinos y Salas en régimen de 
sistema mixto, con la autorización, permiso, licencia o concesión correspondiente 
otorgada por el Poder Ejecutivo. 


Designar delegados o representantes de la Administración ante organismos, 
congresos, ferias, reuniones o conferencias internacionales, 


Proyectar y elevar al Poder Ejecutivo para su aprobación el Reglamento General de 
la Administración. 


Determinar las atribuciones de sus dependencias y, en general, dictar los 
reglamentos, disposiciones y resoluciones necesarios para el cumplimiento de la 
presente ley y el funcionamiento normal y regular de sus servicios, sin perjuicio de 
las atribuciones otorgadas al Poder Ejecutivo por el artículo 168 numeral 4 de la 
Constitución de la República. 


Delegar atribuciones, pudiendo avocar los asuntos que fueron objeto de delegación. 
Aprobar, firmar y hacer publicar dentro de los ciento veinte días corridos siguientes 
al cierre del ejercicio, el balance anual, conforme al artículo 191 de la Constitución 


de la República. 


El Presidente del Directorio del organismo tendrá a su cargo la representación del 
mismo, pudiendo ser asistido del funcionario que a tal efecto designe. 


Artículo_19.- los actos administrativos dictados por el Directorio serán recurribles, de 
conformidad con las normas constitucionales y legales vigentes. 


Artículo 20.- Los directores son personal y solidariamente responsables de las 


resoluciones adoptadas en oposición a la Constitución de la República, a las leyes o a 
los reglamentos. 


CAPÍTULO 11 


PATRIMONIO Y PRESUPUESTO 


Artículo 21.- El patrimonio de la Administración Nacional de Casinos y Juegos de 
Apuestas del Estado estará integrado por todos los bienes muebles e inmuebles 
propiedad del Estado actualmente afectados a la Dirección General de Casinos, los que 


225-C.S. 


226-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


adquiera en el futuro a cualquier título, y la capitalización de utilidades anuales que 
autorice el Poder Ejecutivo. 


Artículo 22.- Serán recursos de la Administración: 


a) los que por concepto de utilidad de la explotación de los juegos de apuestas, 
precios, tasas, sobretasas, comisiones u otros conceptos, perciba de los usuarios o 
personas jurídicas, por los montos o porcentajes que se determinen, descontadas las 
afectaciones que se encontraren vigentes a favor de distintos organismos y servicios 
públicos. 


b) El producido de venta de los bienes pertenecientes caídos en rezago o desuso. 
c) los frutos civiles o naturales de sus bienes propios. 
d) los recursos que le sean asignados por disposiciones presupuestales. 


e) Los importes de legados y donaciones que se efectúen a su favor y el organismo 
decida aceptar. 


Artículo 23.- La Administración presentara el proyecto de presupuesto al Ministerio de 
Economía y Finanzas para su elevación al Poder Ejecutivo y al Tribunal de Cuentas, de 
conformidad con el artículo 221 de la Constitución de la República. 


Los resultados brutos de la Administración Nacional de Casinos y Juegos de Apuestas 
del Estado serán depositados en su totalidad en el Tesoro Nacional. El Ministerio de 
Economía y Finanzas transferirá fondos a la Administración Nacional de Casinos y 
Juegos de Apuestas del Estado a efectos del financiamiento del presupuesto del ente. Al 
cierre de cada ejercicio los excedentes resultantes constituirán recursos de Rentas 
Generales. 


Artículo 24.- La Administración presentará al Poder Ejecutivo el estado de situación 
patrimonial al cierre de cada ejercicio financiero y el estado de resultados 
correspondientes a dicho ejercicio, elaborados de acuerdo con normas contables 
adecuadas, dentro de los tres primeros meses del ejercicio siguiente. Los mencionados 
estados contables serán publicados, de conformidad con lo previsto en el artículo 191 de 

, Una vez comunicados por el Poder Ejecutivo y visados 
por el Tribunal de Cuentas. 


CAPÍTULO IV 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 25.- La Administración Nacional de Casinos y Juegos de Apuestas del Estado 
continuará explotando los Casinos, salas de entretenimiento y similares que hasta la 
fecha de vigencia de la presente ley estaban a cargo de la Dirección General de Casinos, 
manteniendo vigencia todos los contratos que a dichos efectos se hayan celebrado, así 
como los derechos y obligaciones resultantes de los mismos. 
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La Dirección Nacional de Contralor de Apuestas y Juegos de Azar expedirá las 
autorizaciones, permisos, licencias, y los contratos que eventualmente correspondan, en 
la forma prevista en el artículo 7”, en lo pertinente. 


Artículo 26.- La Administración Nacional de Casinos y Juegos de Apuestas del Estado 
explotará el juego de Lotería Nacional actualmente administrado por la Dirección 
Nacional de Loterías y Quinielas, manteniéndose sus aspectos legales y reglamentarios, 
incluyendo las afectaciones legales de su producido y las tasas o impuestos que la 
gravan, 


Artículo 27.- Los funcionarios presupuestados, contratados y zafrales de la Dirección 
General de Casinos quedan incorporados, desde la fecha de vigencia de la presente ley, 
a la Administración Nacional de Casinos y juegos de apuestas del Estado, manteniendo, 
con relación a la Administración Nacional de Casinos y Juegos de Apuesta del Estado, 
el mismo vínculo jurídico, con las mismas condiciones, beneficios y plazos, que exista 
con la Dirección General de Casinos a la entrada en vigencia de la presente ley. 


Artículo 28.- Mientras no se dicte el Reglamento General de la Administración regirán, 
en lo pertinente y en cuanto sean compatibles con su naturaleza jurídica, las normas 
actualmente vigentes para la Dirección General de Casinos sobre la estructura interna y 
el funcionamiento de los servicios. 


Artículo 29.- Mientras no se sancione el primer presupuesto de la Administración de 
conformidad con el artículo 221 de la Constitución de la República, regirán las normas 
presupuestales vigentes para la Dirección General de Casinos y las contenidas en la 
presente ley, en lo que sean compatibles. 


Artículo 30.- La transferencia del dominio en favor de la Administración de los bienes 
del Estado referidos en el artículo 21 operará de pleno derecho con la entrada en 
vigencia de esta ley. El Poder Ejecutivo determinará por resolución los bienes 
inmuebles comprendidos en esta transferencia, y los registros públicos procederán a su 
registración con la sola presentación del testimonio notarial de esa resolución. 


Artículo 31.- Facúltase al Poder Ejecutivo a propuesta del Ministerio de Economía y 
Finanzas a disponer el pase a prestar funciones de aquellos funcionarios de la Dirección 
Nacional de Loterías y Quinielas afectados -a la vigencia de la presente ley- a la 
organización del juego de lotería, a la Administración Nacional de Casinos y Juegos de 
Apuestas del Estado, manteniendo su cargo y vínculo estatutario. 


La retribución de dichos funcionarios, será de cargo de la Dirección Nacional de 
Contralor de Apuestas y Juegos de Azar, y sus cargos se suprimirán al vacar, siendo 
transferidos los créditos correspondientes a los mismos al Grupo O "Servicios 
Personales" a los efectos de fortalecer la estructura de la Unidad Ejecutora. 


Artículo 32.- La Contaduría General de la Nación habilitará los créditos por el monto 
equivalente a la ejecución 2012, actualizados por el mismo porcentaje dispuesto por el 
Poder Ejecutivo para las retribuciones de los funcionarios públicos, en cada Unidad 
Ejecutara y para cada uno de los conceptos y con los mismos fines previstos por el 
artículo 176 de la Ley N” 16.320, de 28 de diciembre de 1992, con cargo a la 
Financiación 1.1 "Rentas Generales”. 
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Artículo 33.- La Contaduría General de la Nación habilitará los créditos por el monto 
equivalente a la asignación presupuestal 2013, actualizados por el mismo porcentaje 
dispuesto por el Poder Ejecutivo para las retribuciones de los funcionarios públicos para 
los del Grupo O "Servicios Personales”, correspondientes a las afectaciones dispuestas 
por los Incisos 1% y 2* del artículo 183 de la Ley N* 18,362, de 6 de octubre de 2008, en 
la Unidad Ejecutora 008 "Dirección Nacional de Contralor de Apuestas y Juegos de 
Azar", para cada uno de los conceptos y con los mismos fines, con cargo a la 
Financiación 1,1 "Rentas Generales”, 


Facúltase al Poder Ejecutivo, previo informe favorable de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil y de la Contaduría General de la Nación, a solicitud de la Dirección 
Nacional de Contralor de Apuestas y Juegos de Azar, a recategorizar los conceptos 
retributivos, adecuándolos a las atribuciones que se le otorga. 


Una vez operada la habilitación de estos créditos, déjase sin efecto la atribución y 
titularidad de los recursos de afectación especial previstos en el artículo 183 de la Ley 
N? 18.362 de 6 de octubre de 2008. 


Artículo 34.- Los Organismos creados por los artículos 9” y 14 de la presente ley 
conservarán todas las competencias legales y reglamentarias que las normas vigentes le 
atribuyen a la actual Dirección Nacional de Loterías y Quinielas y Dirección General de 
Casinos respectivamente, en lo que sea compatible con las disposiciones precedentes 


Artículo 35.- A partir de la vigencia de la presente ley y hasta que el Poder Ejecutivo 
designe el Director General de la Administración Nacional de Casinos, Juegos y 
Apuestas del Estado, ejercerá todas sus funciones el titular del cargo de Director 
General de Casinos. 


Asimismo, hasta tanto el Poder Ejecutivo no designe al Director del organismo previsto 
en el artículo 10 de la presente ley, la Dirección del mismo será ejercida por el actual 
Director Nacional de loterías y Quinielas 


Artículo 36.- Encomiéndase al Poder Ejecutivo reglamentar la explotación comercial de 
las denominadas máquinas tragamonedas —máquinas electrónicas de azar- debiendo la 
misma considerar al menos los siguientes aspectos: 


a) El tipo de establecimiento donde puede realizarse la explotación. 


b) El tipo, condiciones técnicas y el número máximo de máquinas, por explotador y 
por establecimiento. 


c) La distancia mínima de los establecimientos donde se realice la explotación respecto 
de instituciones sociales de enseñanza, culturales o religiosas, e instituciones 
sanitarias y de prestación de servicios de salud. 


d) La distancia mínima de los establecimientos donde se realice la explotación respecto 
de casinos y otras salas de juego habilitadas, públicas o privadas. 


e) La prohibición sin excepciones de la participación de menores o incapaces entre el 
público apostador. 
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El establecimiento de un canon por cada máquina habilitada a ser abonado 
periódicamente a la Administración, así como el tope del margen de retención. 


La intervención del Laboratorio Tecnológico del Uruguay como requisito previo y 
necesario para la certificación de cada máquina electrónica, en cuanto al 
cumplimiento de las condiciones técnicas que se establezcan. 


La prohibición de estar interconectadas entre sí, debiendo funcionar en forma 
autónoma y sin comunicación o conexión externa de clase alguna, salvo las que se 
puedan disponer con fines de control o fiscalización. 


El registro con carácter constitutivo de fabricantes, propietarios de las máquinas, 
explotadores, locales de fabricación, deposito, mantenimiento y reparación del 
hardware y software, así como de establecimientos autorizados y máquinas 
individualmente consideradas 


Artículo_37.- Encomiéndase al Poder Ejecutivo la reglamentación de los juegos 
previstos en el numeral 5 del artículo 5 de la presente ley. 


Artículo 38.- El que sin autorización legal o incumpliendo alguna condición de dicha 
autorización, explotare juegos de azar, cualquiera fuera la magnitud del lucro inherente 
a esa actividad, será castigado con tres a veinticuatro meses de prisión. 


Artículo 39.- La pena será de doce meses de prisión a tres años de penitenciaría, cuando 
concurran alguna de las siguientes circunstancias: 


a) 
b) 
c) 


d) 


e) 


Cuando la explotación se realizare a través de terceros, o utilizando alguna forma 
asociativa o societaria. 
Cuando se financiare alguna o todas las actividades vinculadas al referido ilícito. 


Cuando la conducta ilícita se refiriere a más de diez unidades de juego instaladas en 
uno o varios locales. 


Cuando la conducta ilícita se realizare a distancia, a través del ofrecimiento o 
recepción de apuestas, sean estas, provenientes del territorio nacional o de origen 
extranjero. 

Cuando la conducta ilícita se realizare clandestinamente. 


Cuando la conducta ilícita fuere la actividad principal del autor. 


Cuando el sujeto activo se valiere o se sirviere de menores de edad o incapaces, en 
cualesquiera de las actividades vinculadas al referido ilícito. 


Cuando se constatare la participación de menores de edad o incapaces como 
apostadores. 


Cuando el que incurriere en el ilícito previsto en la presente Ley, fuere funcionario 
público. 
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Artículo 40%. - En todos los casos en que se configurare el delito citado 
precedentemente, serán decomisados todos los bienes, productos o instrumentos 
utilizados para la comisión del delito, o provenientes del mismo. 


En todos los casos: 


a) El dinero decomisado será destinado, por partes iguales, a proventos del Poder 
Judicial, del INAU y del Ministerio del Interior. 

b) Los bienes muebles afectados al juego, como las mesas de juego, máquinas de azar, 
efectos, instrumentos, hardware o software que se emplearen al efecto, serán 
entregados a la Dirección Nacional de Contralor de Apuestas y Juegos de Azar, para 
que esta los destruya. 

c) Los vehículos que se decomisaren, serán destinados al Ministerio del Interior. 

d) Los demás bienes o productos que fueren decomisados, serán destinados al INAU. 


Artículo 41?. - Créase en el ámbito de la Dirección Nacional de Contralor de Apuestas 
y Juegos de Azar, el Registro de Personas y Establecimientos Infractores del Régimen 
de Juegos de Azar, en el que se inscribirán los datos de las personas condenadas por el 
delito previsto en el artículo 38? de la presente Ley y de los establecimientos en los que 
se consumaren, todas o algunas de las hipótesis delictivas comprendidas en la misma. 


La Dirección Nacional de Contralor de Apuestas y Juegos de Azar tiene el deber de 
brindar la información que surja del mencionado Registro, a las autoridades públicas 
que lo soliciten o a los particulares que lo requieran por razones fundadas, que dicha 
entidad considerara a su solo juicio. 


Artículo 42%. - La Sede jurisdiccional competente, remitirá testimonios de las 
sentencias firmes en las que se dispusiere la condena por la comisión del delito previsto 
en la presente Ley, con destino a: 


a) El Gobierno Departamental del territorio donde se hubiere cometido el ilícito penal, 
a efectos de que la misma disponga las medidas administrativas correspondientes, 
con respecto a los establecimientos en los que se hubiere consumado el ilícito. 

b) La Dirección Nacional de Contralor de Apuestas y Juegos de Azar, para la 
conformación y actualización del Registro creado en el artículo anterior. 

c) La Suprema Corte de Justicia, el Instituto Nacional del Niño y el Adolescente del 
Uruguay (INAU) y el Ministerio del Interior, a efectos de la administración de los 
valores y bienes decomisados, que respectivamente les corresponda. 


Mario Bergara, Charles Carrera, Juan Castillo, Amanda Della Ventura, Liliam 
Kechichian, Sandra Lazo, José Carlos Mahía, Silvia Nane, Daniel Olesker, Enrique 
Rubio, Sebastián Sabini y Alejandro Sánchez. Senadores 
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«Los señores senadores Oscar Andrade, Mario Berga- 
ra, Daniel Caggiani, Charles Carrera, Amanda Della Ven- 
tura, Liliam Kechichian, Sandra Lazo, José Carlos Mahía, 
Silvia Nane, Daniel Olesker, Enrique Rubio, Sebastián 
Sabini y Alejandro Sánchez presentan, con exposición de 
motivos, un proyecto de ley por el que se garantiza el acce- 
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so diario a una alimentación adecuada y saludable para los 
niños, niñas y adolescentes durante los 365 días del año. 
(Carpeta n.? 744/2022). 

A LA COMISIÓN DE POBLACIÓN, DESARROLLO 
E INCLUSIÓN». 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


PROYECTO DE LEY 


ALIMENTACIÓN ESCOLAR PARA NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES LOS 365 DIAS DEL AÑO 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El Estado tiene la obligación de hacer efectivo el derecho a una alimentación adecuada, digna y suficiente 
de todo grupo social que por sus propios medios no pueda satisfacer este derecho. En el caso de las niñas, 
niños y adolescentes, los servicios de alimentación escolar son una excelente herramienta como política 
de Estado para contribuir a satisfacer sus necesidades alimentarias y nutricionales. 


Derecho a la alimentación 


El Artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) reconoce que toda persona tiene 
derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en 
especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios. 
Asimismo, reconoce que la maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. 


El Artículo 27 de la Convención Sobre los Derechos del Niño, establece que los Estados Partes reconocen 
el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y 
social. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, 
adoptarán medidas apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas responsables por las niñas y 
niños a dar efectividad a este derecho y, en caso necesario, proporcionarán asistencia material y 
programas de apoyo, particularmente con respecto ala nutrición, el vestuario y la vivienda. 


Según el Artículo 11.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), 
“Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida 
adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua 
de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la 
efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación 
internacional fundada en el libre consentimiento”, 


En el mismo artículo en el numeral 2 se establece que los Estados Partes en el Pacto *(...) reconociendo el 
derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre”, deben adoptar medidas 
necesarias para asegurar la efectividad del derecho a la alimentación. 


En el inciso primero del artículo 24 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) del 16 
de diciembre de 1966 y que entró en vigor el 23 de marzo del 1976 se establece: “Todo niño tiene derecho, 
sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, 
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posición económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto 
por parte de su familia como de la sociedad y del Estado”. 


Hoy en día, garantizar que toda persona tenga acceso regular a una alimentación adecuada es considerado 
no sólo un imperativo moral y una inversión que reporta enormes beneficios económicos, sino que da 
cumplimiento a la obligación del Estado en la realización de un derecho humano básico?. 


El derecho a la alimentación es una obligación jurídicamente vinculante para los 160 Estados Partes del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) adoptado por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966 y que entró en vigor el 3 de enero de 1976. 


Los Jefes de Estado y de Gobierno en América Latina y el Caribe han reafirmado en varias ocasiones su 
compromiso para dar la máxima prioridad a la lucha contra la inseguridad alimentaria y nutricional y 
fundar esos esfuerzos en el derecho a la alimentación y los Parlamentos regionales, subregionales y 
nacionales también asumieron el compromiso de impulsar marcos normativos tendientes a la realización 
del Derecho a la Alimentación y a la Seguridad Alimentaria. ?. 


El derecho a la alimentación no solo tiene reconocimiento internacional en instrumentos jurídicamente 
vinculantes, y ratificados por nuestro país, sino también en instrumentos no vinculantes. 


Las Directrices voluntarias creadas por el Consejo de la FAO en el año 2004 pueden ayudar a los gobiernos 
a esbozar políticas, estrategias y leyes adecuadas. Las Directrices 5, 7, 17 y 18 ofrecen a los Estados 
recomendaciones prácticas para la creación de un marco institucional y jurídico eficaz que contribuya a la 
realización del derecho a una alimentación adecuada y para crear los mecanismos de vigilancia 
independientes que garanticen la aplicación de estas Directrices en pro de la realización de este derecho, 


Dentro de la Agenda 2020, se establecieron objetivos mundiales interconectados entre sí, orientados a 
generar su cumplimiento y de esta manera, lograr un futuro mejor y más sostenible para todos, entre 
ellos se proyecta “hambre cero”, es decir erradicar por completo el hambre y la malnutrición en todas sus 
formas. La afirmación de que es inaceptable que el hambre siga extendiéndose por el mundo y que las 
personas tienen el derecho a no padecer hambre y desnutrición ha sido acogida y reafirmada en muchos 
instrumentos internacionales y por parte de diversos organismos intergubernamentales, entre ellos la 
FAO, el Fondo Internacional para el Desarrollo Agrícola (FIDA) y el Programa Mundial de Alimentos de las 
Naciones Unidas (PMA). 


El Estado por tanto está comprometido a garantizar a través de sus políticas el derecho de todas las 
personas a la alimentación desde un enfoque de derechos humanos es decir viendo a las personas como 
titulares de derechos y no desde el enfoque de personas con “necesidades”. 


1 Ley Marco. Derecho a la Alimentación, seguridad y soberanía alimentaria, FAO año 2013. 
2 El Derecho a la Alimentación en el marco normativo de Uruguay 1985-2014 Observatorio de Derecho a la 
Alimentación, FDER UDELAR año 2017. 
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La Declaración Universal sobre la Erradicación del Hambre y la Malnutrición, aprobada el 16 de noviembre 
de 1974 por la Conferencia Mundial de la Alimentación reconoce que todos los hombres, mujeres y niños 
tienen el derecho inalienable a no padecer de hambre y malnutrición a fin de poder desarrollarse 
plenamente y conservar sus capacidades fisicas y mentales. La erradicación del hambre es un objetivo 
común de todos los países que integran la comunidad internacional. 


El Derecho a la Alimentación tiene a nivel nacional, rango constitucional, siendo consagrado por vía del 
Art. 72 como derecho inherente a la personalidad humana. Al ser reconocidos en tratados, convenciones 
o Declaraciones Internacionales que han sido incorporadas al derecho nacional ratificadas por leyes. 


Situación alimentaria en Uruguay 


De acuerdo con los resultados de la Encuesta de Nutrición, Desarrollo Infantil y Salud (ENDIS) 2018, que 
abarca a los hogares con niños entre O y 4 años, al aplicarse la Escala Latinoamericana y Caribeña de 
Seguridad Alimentaria (ELCSA) un 11,6% de los hogares presentaba inseguridad alimentaria moderada y 
un 4,9% inseguridad alimentaria severa. Se observan también notorias brechas por niveles de ingreso. A 
modo de ejemplo, mientras la inseguridad alimentaria severa era de 12,8% entre los hogares del primer 
tercil de ingresos, se ubicaba en el 1% para los hogares del segundo y tercer tercil.? 


La pandemia agudizó esta situación compleja. El Panorama regional de la seguridad alimentaria y 
nutricional, publicado por la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación 
(FAO), asegura que 800 mil habitantes de Uruguay padecieron inseguridad alimentaria en 2020 y que 200 
mil la sufrieron en su forma más grave (la que implica no haber comido todos los días). 


“Los datos disponibles en el país muestran que en setiembre de 2020 la inseguridad alimentaria afectaba 
al 17,4% de los hogares uruguayos con niños, niñas y adolescentes, lo que indica que habían 
experimentado incertidumbres sobre su capacidad de adquirir alimentos o habían tenido que reducir la 
cantidad o calidad de los alimentos que consumían debido a la falta de ingresos. De forma similar, en 
noviembre de 2020 la inseguridad alimentaria moderada y grave afectaba al 24,2% de los hogares con 
adolescentes escolarizados en Montevideo, y dentro de estos al 43,5% de los que asistían a centros 
educativos públicos. Esta situación resalta la importancia de implementar medidas para mitigar los efectos 
económicos y sociales de la pandemia y garantizar el acceso a una alimentación adecuada.”* 


En la misma línea UNICEF (2021) señala que los niños, niñas y adolescentes en hogares con inseguridad 
alimentaria moderada o grave, presentaron un consumo menos frecuente de carne, frutas, leche, 
verduras y huevos que aquellos en hogares con seguridad alimentaria. Asimismo, señala con preocupación 


3 Kóncke et. al (2020) Estado Nutricional. En Encuesta de Nutrición, Desarrollo Infantil y Salud (ENDIS). Cohorte 
2018. Montevideo. MIDES, MSP, MEC, INAU, INE, CEIP, 

Informe Derecho a la alimentación en Uruguay durante la pandemia de la COVID-19: experiencias de la sociedad 
civil. Núcleo Interdisciplinario “Alimentación y Bienestar”. UDELAR. Octubre 2021. 
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el hecho de que un gran porcentaje de la población infantil y adolescente muestra un bajo consumo de 
frutas y verduras y un consumo frecuente de productos ultraprocesados, especialmente yogures bebibles 
o postres lácteos envasados, refrescos, jugos artificiales, aguas saborizadas, alfajores y galletas rellenas. 
El informe concluye que “(...) estos resultados indican la necesidad de fortalecer las políticas y programas 
del Estado para favorecer el acceso a los alimentos adecuados para las familias uruguayas más 
vulnerables”*, 


Finalmente, los datos más recientes del segundo semestre del 2021 en lo que refiere a pobreza marcan 
una situación muy compleja para los hogares con niños, niñas y adolescentes. En este periodo, la pobreza 
alcanzó al 21% de los niños y niñas menores de 6 años, 20,3% para los de 6 a 12 años y entre los 
adolescentes de 13 a 17 años fue de 18,9%. En síntesis, uno de cada cinco niños, niñas y adolescentes se 
encontraba por debajo de la línea de pobreza en el segundo semestre del 2021. 


Uruguay es un país productor de alimentos. Hoy produce para 30 millones de personas y tiene capacidad 
de hacerlo para 20 millones más. En este sentido, este proyecto se enmarca en brindar seguridad 
alimentaria y nutricional a todos los y las estudiantes de la educación pública. 


El país dispone de diversos dispositivos e instrumentos que permiten desarrollar políticas públicas para 
hacer efectivo el derecho a una alimentación adecuada para niños, niñas y adolescentes. El Programa de 
Alimentación Escolar (PAE), tiene como finalidad: “Contribuir al adecuado estado nutricional de la 
población escolar, como condición indispensable para el logro de aprendizajes, acompañando a las 
políticas educativas de extensión del tiempo pedagógico en las escuelas, además de considerar 
situaciones de riesgo alimentario.” 


Comer en la escuela debería ser un derecho que construye ciudadanía e igualdad. El comedor es un 
espacio donde se articulan al menos tres funciones: la alimentación, que brinda el bienestar mínimo para 
que sea posible aprender, la integración social, y la educación sobre hábitos saludables y nutrición. 


“Los servicios de alimentación escolar se brindan tanto en escuelas de Educación Primaria como en 
jardines de infantes de Educación Inicial y Últimamente se han incorporado progresivamente alumnos de 
Educación Media (CES y CETP). Esto hace que el centro educativo constituya un pilar clave para la 
educación alimentaria - nutricional de los niños, niñas y adolescentes mediante la promoción y la 
adquisición de hábitos de vida saludables que influyen adecuadamente en el desarrollo psicomotor, 
educativo y social del futuro adulto.”*? 


Casi 200.000 niños y adolescentes son beneficiados por esta prestación. En el marco de la emergencia 
sanitaria, ANEP amplió el servicio. En la Rendición de Cuentas 2020 se enfatiza que “Pese al cierre de los 
centros educativos, ANEP continuó proporcionando alimentación escolar a través de viandas o 
transferencias de dinero a las familias cuyos niños utilizan el servicio. Asimismo, durante el verano de 


5 “La Alimentación de niños, niñas y adolescentes durante la pandemia de Covid-19”. UNICEF. Para cada Infancia. 
Junio 2021. 


$ Disponible en: httos://www.dgeip.edu uy/finalidad-del-pae/ 
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2021 y de manera excepcional en atención a la emergencia sanitaria, no sólo no se suspendió el servicio 
de alimentación, sino que se incrementó, alcanzando a más de 100.000 escolares.” ? 


En el caso de la Educación Media algunos estudiantes se incorporaron progresivamente a los servicios de 
alimentación del PAE. La Rendición de Cuentas del 2020 resolvió un problema legal al establecer en su 
artículo 272, que el impuesto de Primaria, con el que se sostiene el PAE, puede utilizarse también para 
alimentar a los adolescentes que cursan la enseñanza media si asisten a modalidades educativas de 
jornada ampliada. Adicionalmente, algunos centros educativos cuentan con becas de cantina, pero han 
resultado completamente insuficientes ante la creciente demanda de los estudiantes verificada en los 
últimos meses. 


El Instituto Nacional de Alimentación (INDA) gestiona el Componente Alimentario del Plan CAIF 
coordinando con el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU). Se vincula con más de 460 
centros de primera infancia y centros educativos. El Instituto brinda asesoramiento, educación y 
monitoreo de la calidad alimentaria, y facilita a los centros la compra directa a la pequeña producción, La 
estrategia consiste en vincular a las organizaciones sociales que gestionan los CAIF con productores 
locales, para facilitar la compra directa de verduras y frutas con prioridad en producción con bases 
agroecológicas. 


En este contexto, con el objetivo de atender la actual situación de inseguridad alimentaria y nutricional 
de niños, niñas y adolescentes, el presente proyecto de ley propone extender los servicios de alimentación 
que brindan los organismos de educación pública a los 365 días del año, Adicionalmente, se establece que 
el acceso debe garantizarse a todos los niños, niñas y adolescentes que asisten a los centros educativos 
públicos, considerando las necesidades nutricionales y pautas establecidas por el Ministerio de Salud 
Pública para las diferentes etapas de la vida. 


7 Rendición de Cuentas 2020, pág. 118. 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1. La presente ley tiene por finalidad garantizar el acceso diario a una alimentación adecuada y 
saludable para los niños, niñas y adolescentes que asisten a modalidades educativas de la Dirección 
General de Educación Inicial y Primaria, de la Dirección General de Educación Secundaria, de la Dirección 
General de Educación Técnico Profesional y de los centros CAIF, Centros de Atención en Primera Infancia, 
Clubes de Niños y Centros Juveniles del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay. 


Asimismo, alcanza a la población beneficiaria de Becas de Inclusión Socioeducativa atendida en centros 
educativos privados. 


Artículo 2. La Administración Nacional de Educación Pública y el Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay en coordinación con el Instituto Nacional de Alimentación, serán los responsables de garantizar 
el acceso a la alimentación los 365 días del año, ya sea a través de los comedores escolares, la entrega de 
viandas, canastas de alimentación, becas en cantinas o entrega de tickets de alimentación. 


Artículo 3. Se entiende por alimentación adecuada aquella tendiente a mejorar el estado nutricional de 
niños, niñas y adolescentes, de acuerdo a las recomendaciones realizadas por el Ministerio de Salud 
Pública para las diferentes etapas de la vida en el marco de la Ley Número 19.140 del 28 de octubre de 
2013 y su Decreto Reglamentario número 60/2014 del 13 de marzo de 2014, 


Artículo 4. Los Centros Educativos a los que refiere el artículo primero deberán informar a los organismos 
de quienes dependen, los datos referidos a la cantidad de niños, niñas y adolescentes que accedieron 
mensualmente a los servicios de alimentación, discriminando según modalidad, centro educativo u otras 
variables de interés que permitan aportar a un sistema de vigilancia del derecho a la alimentación. Dichos 
organismos publicarán estos datos en sus páginas web con una periodicidad trimestral, con los contenidos 
y formatos que determine la reglamentación. 


Oscar Andrade, Mario Bergara, Daniel Caggiani, Charles Carrera, Amanda Della Ventura, Liliam Kechichian, 
Sandra Lazo, José Carlos Mahía, Silvia Nane, Daniel Olesker, Enrique Rubio, Sebastián Sabini y Alejandro 
Sánchez. Senadores 
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«Los señores senadores Oscar Andrade, Mario Berga- 
ra, Daniel Caggiani, Charles Carrera, Amanda Della Ven- 
tura, Liliam Kechichian, Sandra Lazo, José Carlos Mahía, 
Silvia Nane, Daniel Olesker, Enrique Rubio, Sebastián 
Sabini y Alejandro Sánchez presentan, con exposición de 


motivos, un proyecto de ley por el que se crea el servicio 
descentralizado Defensa Pública del Uruguay. (Carpeta 
n.> 745/2022). 

A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN». 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


PROYECTO DE LEY 
CREACIÓN DEL SERVICIO DESCENTRALIZADO 
“DEFENSA PÚBLICA DEL URUGUAY” 


Capítulo | 
Principios generales 


Artículo 1 (Denominación, naturaleza jurídica, personería y domicilio). 
Créase el servicio descentralizado “Defensa Pública del Uruguay”, con 
personería jurídica y domicilio legal en la capital de la República sin perjuicio 
de sus dependencias instaladas o que se instalen en el territorio del pais. 

La Defensa Pública del Uruguay funcionará de acuerdo con las normas 
pertinentes de la Constitución de la República y demás normas que no se 
opongan a esta ley. 

Tendrá independencia técnica en el ejercicio de sus funciones y se relacionará 
con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación y Cultura. 


Articulo 2 (Objetivo). El servicio nacional de la Defensa Pública del 
Uruguay tiene como objetivo primordial el proveer de asistencia y representación 
jurídica a las personas en el ejercicio de sus derechos, brindar una defensa de 
calidad y garantizar el acceso a la justicia en condiciones de igualdad, 
promoviendo la aplicación del debido proceso en el ámbito de su competencia. 

El servicio descentralizado también podrá brindar directamente, o a través de 
convenios con instituciones u organizaciones públicas o privadas, apoyo de tipo 
interdisciplinario, como ser psicológico y social, en los casos que corresponda. 


Articulo 3. (Estructura orgánica). La Defensa Pública del Uruguay, cumplirá 
sus actividades por medio de la siguiente estructura: 

- Director Nacional de la Defensa Pública. 

- Director Nacional Adjunto de la Defensa Pública. 

- Director de Defensoría Pública. 

- Defensor Público. 

- Procurador. 

- Funcionario Administrativo. 
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Esta estructura podrá ajustarse conforme los requerimientos del servicio de 
conformidad con las disposiciones presupuestales y estatutarias aplicables. 


Articulo 4. (Autonomía e independencia técnica). Los Defensores Públicos 
tendrán la más absoluta autonomía en el cumplimiento de sus funciones y 
ejercerán las potestades que les confieren la Constitución y las leyes en la 
defensa de sus patrocinados. 

En caso que se menoscabe la función de los Defensores, estos deberán ponerlo 
en conocimiento del Director Nacional quien adoptará las medidas pertinentes 
para hacer cesar tal situación en salvaguarda de su autonomía e independencia 
técnica. 


Articulo 5.- (Observaciones del Poder Ejecutivo) Interprétase el artículo 197 
de la Constitución de la República respecto del servicio descentralizado 
Defensa Pública del Uruguay, en el sentido de que las atribuciones asignadas 
por dicha disposición al Poder Ejecutivo refieren únicamente al 
funcionamiento administrativo de aquel, no comprendiendo la competencia ni el 
ejercicio de la Defensa Pública en sus distintos niveles. 


Capitulo Il 
De la Dirección Nacional 


Artículo 6. (Dirección Nacional). La Dirección Nacional del Servicio 
Descentralizado estará a cargo del Director Nacional de la Defensa Pública quien 
será designado por el Poder Ejecutivo previa venia del Senado. 

Para ser Director Nacional de la Defensa Publica se requerirá tener treinta y 
cinco años de edad cumplidos y poseer reconocida y comprobada versación 
y experiencia en la materia de la Defensa Pública. 

El Director Nacional durará en su cargo el periodo de cinco años, pudiendo 
ser reelecto por una única vez, por igual término. 


Articulo 7 (Licencia o vacancia). En caso de licencia o vacancia temporal del 
Director Nacional, será subrogado por el Director Nacional Adjunto de la Defensa 
Publica. 
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El Director Nacional Adjunto debe reunir las mismas condiciones que el Director 
Nacional, será designado de igual forma, y tendrá el mismo periodo de 
permanencia en el cargo. 


Articulo 8 (Misión). La Dirección Nacional tendrá como misión gestionar e 
instrumentar el servicio nacional de la Defensa Pública, con niveles de asistencia 
técnica de calidad, especializada y gratuita. 


Capitulo lll 
Cometidos y Competencias 


Artículo 9 (Cometidos). La Defensa Pública del Uruguay tendrá los siguientes 
cometidos, además de los expresamente asignados por otras leyes y normas 
reglamentarias en vigor: 

A) Garantizar el acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de 
vulnerabilidad, sin discriminación alguna, promoviendo además la 
implementación de políticas públicas destinadas a asegurar una adecuada 
asistencia técnico-jurídica. 

B) Brindar asistencia técnico-juridica sobre toda cuestión susceptible de afectar 
a los derechos o intereses legítimos de la persona en condición de 
vulnerabilidad, sin retrasos innecesarios e incluso cuando aún no se ha iniciado 
un proceso jurisdiccional. 

C) Asesorar, asistir, patrocinar, representar y defender gratuitamente 
a las personas que carecen de recursos suficientes ante los órganos 
jurisdiccionales, cualquiera sea el tipo de proceso (individuales o colectivos, 
voluntuarios o contenciosos, etc.) y su materia. 

La Defensa Pública podrá intervenir en todas las etapas e instancias del proceso. 
También podrá intervenir en investigaciones o procedimientos de naturaleza 
administrativa, cuando estas puedan tener incidencia o relevancia en el proceso. 
D) Procurar la conciliación y aplicación de medios alternativos para la solución 
de conflictos en los casos y materias que legalmente correspondan. 

E) Promover la cooperación local, regional, nacional e internacional para 
la promoción, difusión, protección de los derechos humanos. 
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F) Brindar directamente, o a través de convenios con instituciones u 
organizaciones públicas o privadas, apoyo de tipo interdisciplinario, como ser 
psicológico y social, en los casos que corresponda. 

G) Apoyar las tareas de investigación, recolección de evidencias o prueba que 
requieran los Defensores publicos. 


Artículo 10. (Competencia del Director Nacional). Para el cumplimiento de 
los cometidos de la Defensa Pública, el Director Nacional tendrá las siguientes 
facultades: 

A) Diseñar la aplicación de políticas públicas referidas al servicio de defensa 
y determinar la organización interna del mismo. 

B) Promover y ejecutar políticas públicas para facilitar el acceso a la Justicia 
de los sectores más discriminados y vulnerables de la sociedad, promoviendo la 
descentralización territorial y la implementación de la tecnología para brindar 
servicios en linea. 

C) Ejercer la dirección y administración superior del servicio, dictando 
para ello las reglamentaciones y resoluciones pertinentes. 

D) Proyectar su presupuesto, el que será presentado al Poder Ejecutivo a los 
efectos dispuestos en el artículo 220 de la Constitución de la República. 

E) Fijar los criterios de actuación del Servicio para el logro de los objetivos 
establecidos en esta ley y velar por su cumplimiento. 

F) Promover la capacitación de los profesionales del servicio, aprobando 
programas destinados a tal efecto y al perteccionamiento del personal 
administrativo, reglamentando en forma anual la distribución de los recursos. 
G) Ser ordenador primario de gastos e inversiones dentro de los límites de 
las asignaciones presupuestales correspondientes. 

H) Aceptar herencias, legados y donaciones instituidos en su beneficio. 

D Gravar y enajenar sus bienes muebles e inmuebles. 

J) Administrar sus bienes y recursos. 

K) Proyectar dentro del plazo de ciento ochenta días, el Reglamento General 
del Servicio, elevándolo al Poder Ejecutivo para su aprobación. 

L) Presentar ante la Suprema Corte de Justicia, la nómina de Defensores 
Públicos para ser designados, como resultado del concurso que se 
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reglamentará, en cumplimiento a lo dispuesto en el art. 239 ordinal 6 de la 
Constitución de la República. 

La asignación de materia y destino será competencia exclusiva del Director 
Nacional del Servicio. 

M) Efectuar las designaciones, promociones y destituciones de los 
funcionarios de sus dependencias así como disponer las subrogaciones y 
traslados que correspondan conforme a la Constitución y normas legales. 
N) Ejercer la potestad disciplinaria sobre todo el personal, de 
conformidad con las normas estatutarias correspondientes. 

O) Celebrar convenios con entidades públicas o privadas, nacionales, 
internacionales, y concertar préstamos o convenios con organismos 
internacionales, instituciones o gobiernos extranjeros, con sujeción a lo 
establecido en  elinciso final del articulo 185 de la Constitución de la 
República. 

P) Difundir a todos los niveles y por todos los medios posibles, los cometidos 
y actividades del servicio a su cargo. 

Q) Delegar por resolución fundada sus atribuciones, sin perjuicio de las 
facultades de avocación. 

R) Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio Nacional de la 
Defensa Publica Descentralizado, sin perjuicio de los mandatos que otorgue 
y de las potestades propias de los Defensores Públicos en el ejercicio de sus 
respectivas funciones. 

S) Participar y/o presidir comisiones, grupos de trabajo o similares, que tengan 
como objetivo la coordinación y articulación de un Sistema Nacional de 
Asistencia jurídica gratuita y Defensa Pública, con entidades públicas o privadas 
que tengan entre sus cometidos la prestación de servicios vinculados con la 
asistencia técnico-juridica de las personas; la divulgación y difusión de los 
derechos humanos. 


Capítulo IV 
Patrimonio y Recursos 


Artículo 11 (Del patrimonio). El patrimonio de la Defensa Pública del Uruguay 
estará integrado por todos los bienes muebles, inmuebles y derechos de 
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cualquier naturaleza de los que fuera titular el Poder Judicial para el 
funcionamiento de la Defensa Pública así como de los que el servicio 
descentralizado creado en esta ley adquiera o reciba por cualquier título a 
partir de la vigencia de esta norma. 


Artículo 12 (Recursos). La Defensa Pública del Uruguay dispondrá para su 
funcionamiento de los siguientes recursos: 

A) Las partidas que se le asignen por las normas de carácter presupuestal u 
otras normas legales; 

B) Los frutos naturales y civiles de sus bienes. 

C) Las donaciones, herencias y legados que reciba los que serán gestionados 
en la forma indicada por el donante o testador y de conformidad con los fines 
del servicio . 

D) Las costas y los costos de los juicios que por su personal fueren 
patrocinados. 

E) Los que se generen por así autorizarlo otras normas que se aprobaren. 


Artículo 13.- (Presupuesto) El Presupuesto de la Defensa Pública del Uruguay 
queda comprendido en lo dispuesto por el artículo 220 de la Constitución de la 
República. 

Mientras no se sancione el primer presupuesto para el servicio 
descentralizado que se crea por esta ley, regirá el que a la fecha de su 
promulgación tenía asignado el Poder Judicial (Inciso 16) con destino a la 
Defensa Publica, incluyendo la totalidad de los créditos, cargos presupuestales 
y recursos, cualquiera sea su naturaleza. 

En la administración y ejecución financiera del presupuesto se observarán las 
normas legales de contabilidad y administración financiera del Estado 


Artículo 14 (Exenciones). La Defensa Pública del Uruguay estará exenta de 
toda clase de tributos nacionales, aún de aquellos previstos en leyes 
especiales, exceptuadas las contribuciones de seguridad social. 


Artículo 15 (Utilidad pública). Declarase de utilidad pública y comprendida en 
el artículo 4 de la Ley N* 3.958 de 28 de marzo de 1912 y sus modificativas, la 
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expropiación de los bienes necesarios para el cumplimiento de los cometidos de 
la Defensa Pública. 


Artículo 16 (Transferencia de dominio). La transferencia de dominio a favor 
de la Defensa Pública del Uruguay prevista en el artículo 11 operará de pleno 
derecho. La Suprema Corte de Justicia determinará los bienes inmuebles 
comprendidos en la transferencia referida, debiendo proceder los Registros 
Públicos a la inscripción correspondiente, con la sola presentación del 
testimonio notarial de la resolución indicada 


Capítulo V 
Recursos Humanos 
Retribuciones 


Artículo 17 (Personal). Los funcionarios que actualmente prestan servicios 
en el Escalafón VI! "Defensa Pública" del Poder Judicial -comprensivo de los 
cargos presupuestados y contratos de función pública de Defensores 
Públicos, Secretarios 1! Abogados y Procuradores- al igual que los 
funcionarios administrativos y auxiliares que cumplan tareas en sus 
dependencias, quedan incorporados al servicio descentralizado Defensa 
Pública del Uruguay desde la fecha de promulgación de la presente ley. 


Articulo 18 (Derecho a optar). Habilitase un plazo de noventa días desde la 
entrada en vigencia de la presente ley, para que los funcionarios 
administrativos, los Secretarios || Abogados y Procuradores, que se 
desempeñan en las Defensorías Publicas del Uruguay, opten por integrarse 
al nuevo servicio o permanezcan en el Poder Judicial. 

La opción de permanecer en el Poder Judicial no podrá hacerse efectiva 
hasta la aprobación del presupuesto del servicio para cubrir las vacantes que 
se generen. 

En el presupuesto del servicio deberá establecerse la escala salarial de los 
funcionarios administrativos conforme a lo dispuesto en el artículo 22 de la 


presente ley. 
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Articulo 19 (Retribución Director Nacional). La retribución del Director 
Nacional de la Defensa Publica será la equivalente a la retribución nominal del 
Fiscal de Corte y Director General del servicio descentralizado Fiscalía 
General de la Nación y comprensiva de todo otro ingreso que por cualquier 
concepto o naturaleza se le asigne al titular de ese cargo. 

Mientras no se sancione el presupuesto de este servicio, que deberá aprobarse 
en oportunidad de la ley de rendición de cuentas y balance de ejecución 
presupuestal correspondiente al ejercicio del año en que entre el vigor la 
presente ley (artículo 214 inc. final de la Constitución de la República ) el Director 
Nacional percibirá como retribución la equivalente a la que se efectivice al 
Director de la Defensoría Pública, Esc.Q, Cargo Particular Confianza, del 
Poder Judicial, que estuviere vigente. 


Articulo 20 (Carrera administrativa). La carrera administrativa de los 
Defensores Públicos se realizará por el pasaje de grado en grado, 
antigúedad en el cargo y mediante concurso que se reglamentará a 
este efecto. 


Articulo 21 (Retribución funcionarios).- La retribución respectiva de los 
funcionarios de la Defensa Publica se establece en forma porcentual a partir de 
la percibida por el Director Nacional no pudiendo ser en ningún caso inferior a 
la establecida legalmente por todo concepto al tiempo de cobrar vigencia esta 
ley. La adecuación porcentual precedente, se efectuará al aprobarse el 
presupuesto de este servicio descentralizado según lo previsto en el inciso 2 
del artículo 19. Los porcentajes se establecen acorde a la siguiente escala que 
toma como referencia la remuneración del Director General del servicio 
descentralizado Fiscalía General! de la Nación: 

1) Director Nacional : 100 % 

2) Director Nacional Adjunto: 95%. 

3) Director de Defensoría: 90%. 

4) Defensor Público Grado Il: 80 %. 

5) Defensor Público Grado 1: 70 %. 

6) Procurador con titulo de Abogado o Escribano: 40 %. 

7) Procurador sin título de Abogado o Escribano: 30 %. 
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Hasta tanto no se apruebe el presupuesto de este servicio, los funcionarios 
percibirán como retribución la equivalente a la asignada al escalafón VII Defensa 
Pública de acuerdo a lo previsto en las normas legales vigentes al momento 
de la entrada en vigencia la presente. 


Artículo 22 (Estatuto del Funcionario). Dentro del plazo de ciento ochenta días 
desde la promulgación de esta ley, el Director Nacional de la Defensa 
Publica, elaborará y elevará al Poder Ejecutivo, a los efectos previstos en el 
literal E) del artículo 59 de la Constitución de la República, el anteproyecto 
de Estatuto del Funcionario, estableciendo identificación «de funciones y 
puestos de trabajo, descripción de cargos y régimen laboral, sistema de 
retribución, condiciones de ingreso, capacitación y desarrollo, ascenso, 
descanso, licencias, suspensiones o traslados, régimen disciplinario y demás 
componentes de la carrera funcional! y los regímenes de asistencia específicos 
al funcionamiento del Servicio 


Artículo 23. (Principio de no afectación). Ninguna transformación de 
órganos o cargos que se efectúe por la presente ley o por las normas 
reglamentarias que se dictaren podrá significar disminución o afectación de las 
retribuciones o compensaciones complementarias que por todo concepto 
perciben los actuales titulares de las mismas, así como tampoco de derechos 
legalmente adquiridos, efectivizándose la modificación al vacar la titularidad del 
cargo actual. 


Capítulo VI 
Disposiciones Varias 


Artículo 24 (Designación primer Director Nacional y Director Nacional 
Adjunto).- Dentro de los treinta días contados a partir del siguiente a la 
promulgación de la presente ley, el Poder Ejecutivo procederá a designar al 
Director Nacional, así como al Director Nacional Adjunto, de acuerdo con lo 
previsto en los artículos 5 y 6 de la presente ley, en consonancia con lo 
establecido en el artículo 187 de la Constitución de la República. 
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Articulo 25 (Remisión). A partir de la fecha de la promulgación de la presente 
ley todas las referencias efectuadas Defensor Público, Defensoría Publica o 
Dirección Nacional de las Defensorías Publicas, contenidas en 
disposiciones legales o reglamentarias deberán entenderse realizadas a la 
Defensa Publica del Uruguay. 


Articulo 26.- Derógase toda norma legal o reglamentaria que en forma directa o 
indirecta se oponga a la presente ley. 


Artículo 27.- Comuníquese, etc. 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El acceso a la justicia es fundamental en un Estado de Derecho. Por su parte, la 
asistencia jurídica de todas las personas por igual y en condiciones adecuadas, 
es un postulado necesario del efectivo acceso a la justicia. Tal como surge de 
las Reglas de Brasilia: “Poca utilidad tiene que el Estado reconozca formalmente 
un derecho si su titular no puede acceder de forma efectiva al sistema de justicia 
para obtener la tutela de dicho derecho” (Cien Reglas de Brasilia - actualizadas 
versión abril 2018 XIX Cumbre Judicial Asamblea Plenaria San Francisco de 
Quito). 

Las niñas, niños y adolescentes con derechos vulnerados o insatisfechos, la 
persona con capacidad diferente, la victima de violencia doméstica o violencia 
hacia las mujeres basada en género, las y los imputados, acusados o 
condenados penalmente, las y los trabajadores, las personas con problemas de 
acceso o permanencia en la vivienda, las y los consumidores, las y los 
administrados, todas y todos, son titulares del derecho fundamental al acceso a 
la justicia y deben tener la posibilidad de ejercer ese derecho sin discriminación 
alguna independientemente de sus condiciones económicas. 

El acceso a la justicia puede ser entendido como la posibilidad de toda persona, 
independientemente de su condición económica o de otra naturaleza, de acudir 
al sistema de justicia para solicitar tutela, amparo, protección, la resolución de 
conflictos y/o la efectiva satisfacción de los derechos de los que es titular. 

En ese sentido, el Objetivo de Desarrollo Sostenible 16, de las Naciones Unidas, 
busca promover sociedades justas, pacíficas e inclusivas. Conforme allí se 
indica, los conflictos, la inseguridad, las instituciones débiles y el acceso limitado 
a la justicia continúan suponiendo una grave amenaza para el desarrollo 
sostenible (Naciones Unidas — Objetivos de Desarrollo Sostenible, 
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/peace-justice/). 

Asimismo, el art. 25 n* 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
establece que: “Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a 
cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la 
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
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Constitución, la ley o la presente Convención...”, y los Estados Partes, como el 
nuestro, se encuentran obligados y son responsables de garantizar ese derecho. 
Es en el campo de la administración de justicia donde se define la vigencia de 
los derechos fundamentales en las sociedades contemporáneas, donde se 
comprueba si las libertades y garantías enunciadas en los Códigos, 
Constituciones e instrumentos de derecho internacional ratificados, tienen 
aplicación en el ámbito interno. Y dentro del acceso a la justicia en tanto derecho 
-de cualquier habitante a un recurso efectivo- y obligación —del Estado de 
proporcionarlo- la institución Defensa Pública juega un rol preponderante en 
todas las materias y en todo el país. 

A este respecto, debe tenerse presente que el derecho a la defensa es un 
requisito necesario, aunque no suficiente del debido proceso legal, previsto en el 
caso de nuestra Constitución de la República en su artículo 12. 

Si bien los elementos que integran el concepto de debido proceso pueden variar 
conforme al lugar o el paso del tiempo, doctrina y jurisprudencia nacional e 
internacional coinciden en que todo justiciable tiene derecho a tener su día ante 
un tribunal, siendo en consecuencia imprescindible que cuente con la posibilidad 
de un profesional que lo asista. 

El derecho a defensa tuvo recepción dentro del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos tanto a nivel universal como regional en diversos 
instrumentos internacionales ratificados por nuestro país, y que conforman junto 
con el artículo 72 de la Constitución de la República el llamado bloque de 
constitucionalidad de jerarquía supralegal. 

Es así que la Declaración Universal de Derechos Humanos consagra en el 
artículo 8 el acceso a la justicia sin discriminación alguna, mientras que en su 
artículo 11.1 señala que toda persona acusada de delito tiene derecho a que se 
le aseguren las garantías necesarias para su defensa. Similar orientación se 
adopta por el artículo 14 lits. B) y D) del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, incorporado en nuestra legislación por la Ley No 13.751 (de 11 de 
julio de 1969). 

A su vez, en el ámbito del Sistema Interamericano de protección de Derechos 
Humanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos conocida 
también como Pacto de San José de Costa Rica, establece en sus Artículos 8, - 
denominado Garantías Judiciales - y 25 — denominado Protección Judicial- un 
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conjunto de garantías que se ponen de cargo de los Estados que ratificaron dicha 
Convención, - nuestro país lo hizo por la ley No 15.737 (de 8 de marzo de 1985) 
- entre las que corresponde mencionar el derecho a ser oido con las debidas 
garantías y dentro de un plazo razonable (art. 8 num. 1); el derecho irrenunciable 
de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado (art. 8 num. 2 lit. e); 
el derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante 
los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos (art. 25 num. 1). 

En consecuencia, el derecho fundamental al acceso a la justicia y a la asistencia 
jurídica impone al Estado el deber así como la responsabilidad de asegurar y 
garantizar por medios idóneos su efectiva implementación y extensión a las 
personas que carecen de recursos económicos suficientes. 

De allí, que el desafio sea adoptar una estructura y un funcionamiento orgánicos 
dentro del marco constitucional y legal de cada Estado que permitan desarrollar 
esa función con absoluta autonomía en aras de la prestación del servicio. 

Para evitar confusiones terminológicas con otras figuras previstas en nuestro 
ordenamiento jurídico, como la del defensor de oficio (a modo de ejemplo: arts. 
127 y 135 del Código General del Proceso), se le denomina al servicio 
descentralizado que se crea como "Defensa Pública del Uruguay”. La 
denominación de Defensa Pública es la utilizada en nuestro Derecho por el art. 
398 de la Ley No 17.930, (de 19 de diciembre de 2005) por cuanto, es así que 
se identifica al funcionario y a la entidad que han de realizar el servicio o la 
función que el Estado está obligado a proveer para el fiel cumplimiento en la 
protección de los Derechos Humanos y el acceso a la Justicia de los más 
desprotegidos - cualquiera que sea su edad - , especialmente a aquellos cuya 
libertad está en tela de juicio. 

El art. 387 de la ley No 16.320 (de 1 de noviembre de 1992) reconoce la 
autonomía e independencia técnica que requiere el desarrollo de la tarea: 
"Declárase que los Defensores de Oficio tienen absoluta autonomía e 
independencia técnica en el ejercicio de sus funciones, pudiendo ejercitar las 
potestades que les confiere la Constitución y las leyes en defensa de sus 
patrocinados.”. 

Pero esa autonomía funcional requiere ser complementada con la independencia 
de tipo institucional, la que actualmente no se alcanza en su absoluta plenitud 
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por estar organizado este servicio como una dependencia del Poder Judicial, lo 
que no se encuentra en consonancia con la institucionalidad que se ha ido 
estableciendo en los países de la región. 

La efectiva autonomía técnica de quienes hoy ejercen la Defensa Pública debe 
necesariamente complementarse con la correspondiente autonomía en otras 
áreas, como la administrativa, presupuestal, la referida al ingreso y a la carrera 
funcional, la referida al régimen sancionatorio y similares. 

Sobre este punto se han manifestado a nivel nacional los expositores 
convocados a panicipar en las lera. Jornada de Acceso a la Justicia - 
Reflexiones y desafios sobre la asistenca jurídica en situación de vulnerabilidad 
y el fortalecimiento de la defensa pública (7 de junio de 2022), organizadas por 
la Asociación de Defefensores Públicos del Uruguay y el Centro de Estudiantes 
de Derecho de la Facultad de Derecho de la Universidad de la República. 

En similar sentido, existen pronunciamientos produjeron tanto los Comités de 
vigilancia de los Tratados universales por un lado, como de los órganos de la 
OEA, el Mercosur, la Cumbre Judicial Iberoamericana por otro, que se han 
manifestado en reiteradas ocasiones sobre el acceso a la justicia y la Defensa 
Pública. 

Existe consenso en la necesidad de situar a la Defensa Pública fuera de la órbita 
del Poder Judicial al que le corresponde de manera específica el desempeño de 
la función jurisdiccional por mandato expreso del constituyente y que, en verdad, 
no se corresponde con la noción que implica el cabal desempeño de la Defensa 
Pública. 

El presente proyecto se enmarca además dentro de un conjunto de leyes de neto 
corte tuitivo, que en el presente siglo se han incorporado a nuestra legislación, 
como es el caso de la Ley No 17.684 (de 29 de agosto de 2003), que establece 
la figura del Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario o la Ley No 
18.446 (de 24 de diciembre de 2008), que establece la creación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, 

La Defensa Publica ha asumido un rol preponderante en temas y materias muy 
diversas. Entre ellas, en los últimos tiempos, la aplicación del Código del Proceso 
Penal y los desafios que le impone la aplicación de la Ley No. 19.580 de violencia 
hacia las mujeres basada en género. La Defensa Pública debe ser fortalecida 
desde el punto de vista institucional y prespuestal para ofrecer un servicio de 
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calidad a las personas que lo necesitan. Acompasando asi y, en pie de igualdad, 
la modificación estructural y orgánica que, por similares razones, ha merecido la 
Fiscalía General de la Nación (Ley 19.334, de 14 de agosto de 2015). 

Por lo anterior, el derecho a la asistencia juridica reconocida por la normativa 
interna y los tratados internacionales que se han integrado al ordenamiento 
jurídico nacional, imponen al Estado el deber así como la responsabilidad de 
asegurar y garantizar por medios idóneos su efectiva implementación y extensión 
a las personas que carecen de recursos económicos suficientes. 

Este proyecto propone la creación de un Servicio Descentralizado bajo la tutela 
administrativa del Poder Ejecutivo, otorgándole así a la Defensa Pública el grado 
de autonomía que se autoriza por la Constitución de la República. En este 
aspecto, se advierte que no median obstáculos constitucionales para la creación 
de un Servicio Descentralizado mediante ley y conforme a los criterios políticos 
que prevalezcan en el Parlamento (Sayagués Laso, Enrique, Tratado de 
Derecho Administrativo, t. Il, 8? edición, puesta al día por Daniel Hugo Martins, 
FCU, Montevideo, 2010, p. 202). 

Desde un enfoque formal, el legislador sólo está limitado por la Carta a las 
diversas mayorías que se exigen para la aprobación de la ley que pretende y, 
desde la óptica sustancial, a la materia que se asigne al Servicio 
Descentralizado, siendo conteste la doctrina ius publicista en enfatizar que las 
Administraciones Descentralizadas no están reservadas exclusivamente al 
ámbito industrial y comercial ni que la enumeración del art. 186 de la Constitución 
sea taxativa (Cajarville, Juan Pablo: “La Descentralización: su estado 
constitucional y posibilidades de regulación legal”, Anuario de Derecho 
Administrativo, t. 12, año 2006, p. 39). 

El proyecto se estructura en cinco capítulos: 

Capítulo |- En el caso se proyecta un Servicio Descentralizado cuya creación no 
requiere de mayorías especiales y la naturaleza de su cometido —-la Defensa 
Pública- no debe ser ejercida directamente por el Poder Ejecutivo por imperativo 
constitucional según emerge del art. 168 de la Constitución. 

El proyecto prevé un órgano jerarca unipersonal, siguiendo la tendencia 
mayoritaria en la región, para dirigir este tipo de servicio, siendo designado por 
el Poder Ejecutivo en la misma forma prevista para las restantes 
Administraciones Descentralizadas no electivas según lo previsto en el art. 187 


254-C.S. CÁMARA DE SENADORES 2 de agosto de 2022 


de la Constitución y entre personas con notoria versación y comprobada 
experiencia en el desempeño de la Defensa Pública, respetando la estructura 
vigente admitiendo adecuación de acuerdo a las necesidades del Servicio 
Capitulo Il- La permanencia en el desempeño del cargo otorga la necesaria 
estabilidad para la conducción del Servicio a efectos del debido desarrollo de la 
función que se le encomienda, en consonancia con los cometidos asignados al 
Director Nacional. Se establecen los cometidos y competencias del Servicio 
reflejando adecuadamente el desarrollo natural y real de las tareas propias de la 
Defensa Pública y ajustando los imperativos normativos que se adecuan a las 
nuevas exigencias en la materia. 

Capítulo 1ll- Se regula lo relativo al cometido y competencia del Servicio, 
reflejando la obligación de cumplir con el derecho fundamental del acceso a la 
justicia en diversas formas y actividades propias a tal fin. 

Capitulo [V- Se regula lo relativo al patrimonio y recursos del Servicio en relación 
a bienes actuales y que se adquieran a futuro, la transferencia del dominio de 
aquellos afectados al Servicio de la Defensa Pública por parte del Poder Judicial, 
y la regulación presupuestal conforme lo dispone el art. 220 de la Constitución 
de la República, así como todo lo relacionado exenciones tributarias y 
declaración de interés público de bienes y eventuales expropiaciones. 

Capitulo V- Establece la integración del personal al Servicio Descentralizado bajo 
el principio de no afectación de derechos y, en su mérito, quedan incorporados 
al mismo los funcionarios pertenecientes al escalafón VIl "Defensa Pública” del 
Poder Judicial y demás que ya prestan funciones en sus dependencias. 

Este Capítulo prevé en materia de retribuciones, respetar las vigentes a la fecha 
de entrada en vigencia de esta Ley, y un proceso de adecuación salarial cuando 
las instancias legislativas lo habiliten. La reivindicación de la dignidad y el 
reconocimiento de la trascendencia del rol de los Defensores Públicos se refleja 
en la equiparación de sueldos con otros funcionarios que conforman el sistema 
de justicia (Fiscal General, Fiscal Letrado Departamental...). Esta igualdad de 
condiciones, con el detentador de la acción penal pública, facilitará que el 
ejercicio de la defensa pública deje de ser un trampolín para el acceso a otros 
cargos de "mayor relevancia" y se consolide una auténtica carrera institucional 
al servicio de la sociedad más vulnerable y en general, del Estado de Derecho. 


2 de agosto de 2022 


CÁMARA DE SENADORES 


De igual modo se establece el dictado de disposiciones varias referidas a la 
correspondiente regulación de las funciones, puestos de trabajo y régimen de 
trabajo en general. 

Capítulo VI- Se señala el plazo para la designación del titular del órgano jerarca 
del Servicio Descentralizado, remisión de normas y adecuación de 
denominaciones. 


Oscar Andrade, Mario Bergara, Daniel Caggiani, Charles Carrera, Amanda Della 
Ventura, Liliam Kechichian, Sandra Lazo, José Carlos Mahía, Silvia Nane, Daniel 
Olesker, Enrique Rubio, Sebastián Sabini y Alejandro Sánchez. Senadores 
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6) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 49 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de las siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
En la sesión extraordinaria del 27 de julio no se registraron 
inasistencias. 


A la sesión de la Comisión Especial para la Modifica- 
ción de la Ley n.” 16060 del 20 de julio faltaron con aviso 


las señoras senadoras Bianchi y Nane. 


A la sesión de la Comisión de Hacienda del 28 de julio 
faltó con aviso la señora senadora Nane. 


A la sesión de la Comisión de Presupuesto del 21 de 


julio faltaron con aviso los señores senadores Olesker 
y Rubio. 


7) SOLICITUDES DE LICENCIA E 
INTEGRACIÓN DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 01 de agosto de 2022 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia, al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por motivos personales, desde el 
día 08 de agosto al 19 de agosto del corriente año inclusive. 

Sin otro particular, la saludo atentamente. 


Guido Manini Ríos. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—17 en 18. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Rivera Elgue y Gonzalo 
Ferreira han presentado nota de desistimiento informan- 
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do que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar 
el Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Marcos 
Methol, quien ya ha prestado la promesa de estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 2 de agosto de 2022 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia, al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por motivos personales, desde el 
8 hasta el 12 de agosto. 

Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 


Sandra Lazo. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 

-18 en 20. Afirmativa. 

Se comunica que los señores Manuela Mutti y Gabriel 
Frugoni han presentado nota de desistimiento informando 
que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Lauro Me- 
léndez, quien ya ha prestado la promesa de estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 2 de agosto de 2022 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 
Presente 
De mi mayor consideración: 

De conformidad con lo dispuesto en la Ley n.” 17827, 
literal D), solicito al Cuerpo me conceda licencia para el 
día 3 de agosto del corriente año. 


Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 


Sebastián Sabini. Senador». 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 

20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se comunica que los señores Marcos Otheguy, Lucía 
Etcheverry, Eneida de León y Yamandú Orsi han presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez no 
aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Graciela Barrera, quien ya ha 
prestado la promesa de estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 1.” de agosto de 2022 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.” de la Ley n.* 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por motivos personales, los días 
8, 9 y 10 de agosto de 2022. 

Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 


Silvia Nane. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—19 en 20. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Uruguay Russi, quien ya ha 
prestado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 1.” de agosto de 2022 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, de 14 
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de setiembre de 2004, por motivos personales, por los días 
2 y 3 de agosto del corriente año. 


Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 
Enrique Rubio. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—20 en 21. Afirmativa. 


Se comunica que la señora Adriana Barros ha presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Eduardo Brenta, quien ya ha 
prestado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 1. de agosto de 2022 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia, por motivos personales, para el 2 y el 3 de agosto 
de 2022, al amparo del artículo 1.” de la Ley n.” 17827, de 
14 de setiembre de 2004. 

Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 


Juan Sartori. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—20 en 21. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Alem García y Rosina 
Piñeyro han presentado nota de desistimiento informando 
que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Juan Stra- 
neo, quien ya ha prestado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 2 de agosto de 2022 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por esta vía solicito al Cuerpo me conceda licencia, 
por motivos personales, el día de la fecha. 


Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 
Sebastián Sabini. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
20 en 22. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Marcos Otheguy, Lucía 
Etcheverry, Eneida de León, Yamandú Orsi, Graciela Ba- 
rrera, Aníbal Pereyra, Manuela Mutti y Gabriel Frugoni 
han presentado nota de desistimiento informando que por 
esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, 
por lo que queda convocado el señor Lauro Meléndez, 
quien ya ha prestado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 2 de agosto de 2022 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia, de acuerdo con el literal A) del artículo 1.* de la 
Ley n.* 17827, por los días 2, 3, 4, 9, 10, 11, 16, 17, 18, 23 y 
30 del corriente. 

Danilo Astori. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—20 en 23. Afirmativa. 
Queda convocado, por los días 2, 3, 4, 9, 10, 11, 23 y 30 


de agosto, el señor José Carlos Mahía, quien ya ha presta- 
do la promesa de estilo. A su vez, se comunica que el se- 
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ñor José Carlos Mahía ha presentado nota de desistimiento 
informando que por esta vez no acepta la convocatoria a 
integrar el Cuerpo los días 16, 17 y 18, por lo que queda 
convocada la señora Elena Ponte, quien ya ha prestado la 
promesa de estilo. 


8) FALLECIMIENTO DE LA ACTRIZ 
URUGUAYA STELLA TEXEIRA 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Senado ingresa a la me- 
dia hora previa. 


Tiene la palabra la señora senadora Kechichian. 


SEÑORA KECHICHIAN.- Muchas gracias, señora 
presidenta. 


En el día de hoy me quiero referir a una pérdida enorme 
que ha sufrido la cultura uruguaya. El 20 de julio de 2022 
falleció, a los ochenta y seis años de edad, Stella Texeira. 


Stella ingresó a la Escuela de Artes Escénicas del tea- 
tro El Galpón, de donde egresó en 1963. Es invitada por la 
institución a integrar El Galpón y su elenco estable, donde 
permanece durante sesenta y tres años en forma ininte- 
rrumpida. 


Fue esposa del director teatral César Campodónico; 
madre del músico Juan Campodónico y de la fotógrafa 
Matilde. 


En 1976 sale con El Galpón al exilio en México, junto 
con su esposo y sus hijos, donde permanece con el grupo 
durante casi nueve años. Tanto en Uruguay como en Mé- 
xico integró en varias oportunidades el Consejo Directivo 
del teatro. Compartió su pasión teatral con el trabajo como 
funcionaria del Banco de Seguros del Estado, donde tam- 
bién desarrolló su actividad gremial, confirmando eso de 
que los actores y las actrices no viven del teatro. 


Dedicó al teatro, al escenario y, en particular, a El Gal- 
pón, la mayor parte de su vida, una vida plena, llena de 
energía y de brillo. Se ponía metas y perseguía objetivos 
tenazmente hasta lograrlos. Comprometida con la lucha 
por un mundo mejor y más justo, peleó por principios; fue 
una militante del teatro y de la vida. 


A la vuelta del exilio, con la devolución de la sala de 
la avenida 18 de Julio —una vez recuperada y equipada 
para poder presentar espectáculos—, junto con su trabajo 
como actriz se propuso recuperar el archivo del teatro El 
Galpón, que había sido destruido en su totalidad por la 
dictadura. Durante casi nueve años trabajó duramente en 
la búsqueda de materiales, en el armado del archivo, hasta 
que logró reconstruir sesenta años de historia para luego 
mantenerlo al día. 
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Subió a nuestros escenarios, y también a muchos otros 
del mundo, siempre con El Galpón. Se la pudo ver en Es- 
paña, en Nueva York, en Costa Rica, en Colombia, en 
Venezuela, en Honduras, en Guatemala, en Nicaragua, en 
Brasil, en Argentina y, por supuesto, en todos los estados 
mexicanos. 


Disfrutó de autores como Lope de Vega, Bertolt Brecht, 
Arthur Miller, Moliére, Chico Buarque, Luigi Pirandello, 
Sófocles, Jacobo Langsner, Juan Carlos Gené, Nelson Ro- 
dríguez, Oduvaldo Vianna Filho, García Lorca, Aristófanes. 


Trabajó en más de cuarenta espectáculos. Entre sus 
más recordados podemos mencionar: Libertad, Libertad, 
la maravillosa Laurencia de Fuenteovejuna; La ópera de 
los dos centavos: Las brujas de Salem; Artigas, general del 
pueblo; Voces de amor y lucha; Ulf, la pasión de Jacinto y 
Paloma; Ópera do Malandro; El hombre, la bestia y la vir- 
tud, Antígona; La celestina; La agonía del difunto; Stabat 
Mater Furiosa, donde la vimos por última vez en el escena- 
rio. Luego, su enfermedad no le permitió seguir actuando. 


Nos dice Amelia Porteiro, compañera de teatro de toda 
la vida en El Galpón, que era una gran discutidora tam- 
bién, en el mejor de los sentidos. Se informaba, estudiaba 
y sus opiniones siempre enriquecían en lo artístico y en 
lo institucional. Era una gran defensora de la democracia 
interna y de la organicidad. Por eso, señora presidenta, su 
muerte nos dice que la cultura uruguaya está de luto y que 
la belleza de Stella, su talento y su energía quedarán para 
siempre en todos los que la admiramos. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada al Ministerio de Educación y Cultura, al teatro 
El Galpón, a la Federación Uruguaya de Teatros Indepen- 
dientes, a la Sociedad Uruguaya de Actores y a la Emba- 
jada de México. 


S1 la señora presidenta así lo permite, pido un último 
aplauso para esta gran artista que tuvo nuestro país. 


(Aplausos en la sala y en la barra). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite so- 
licitado por la señora senadora. 


(Se vota). 


—24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) BELLONI POR BELLONI 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra el señor senador Botana. 


SEÑOR BOTANA.- En primer término saludo a la 
doctora María Julia Muñoz, al ingeniero Ruperto Long y 
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a todos quienes nos visitan hoy con motivo del merecido 
homenaje a Olga Delgrossi. 


El pasado 18 de julio el insigne Ateneo de Montevideo 
abrió sus puertas para dar comienzo a los actos de cele- 
bración de los ciento cuarenta años de la vida y obra del 
escultor de la patria, don José Belloni. 


Belloni por Belloni es el nombre del libro sobre José 
Belloni escrito por su nieto, José Alberto Belloni. Es una 
obra de profundo contenido, documentada, de ágil lectu- 
ra, ilustrada de modo inteligente, completa, que combina 
el relato de hechos y anécdotas para demostrar de modo 
inigualable la vida sin igual del hombre que fue capaz de 
plasmar sentimiento en el duro bronce. 


Formado en Lugano, en el taller de su maestro y refe- 
rente de siempre, don Luigi Vassalli, plasmó obras como 
La Carreta, El Entrevero, La Diligencia, los monumen- 
tos a José Enrique Rodó, a Florencio Sánchez, a Carlos 
María Ramírez —malogrado el poeta y también la primera 
concreción del monumento, que se hundió en las aguas 
del Mediterráneo— y a Juan Manuel Blanes. En sus ma- 
nos estuvo parte de la ornamentación de este Palacio Le- 
gislativo; la tenemos presente acá nomás, en la antesala. 
El Chasque fue su última obra, pero también realizó El 
Aguatero, aquella obra desafiante, que lo presenta semi- 
desnudo, y el monumento a María Eugenia Vaz Ferreira, 
uno de los que hizo de modo gratuito, como gratuita tam- 
bién fue la presentación del libro de su propio nieto. Fue 
el que, en un mundo que había entrado en guerra, creó el 
Monumento a la Madre, símbolo de paz en la plaza que 
terminó hermanando patrias en la frontera de Rivera y 
Santana do Livramento. 


Su obra está en el bronce del general Artigas para la 
galería de los héroes, en Washington; en el monumento al 
aviador Ramón Franco, en El Ferrol, España; en un busto 
del historiador Rufino Bauzá en el Museo de Historia de 
Sevilla; en la Partida de los Treinta y Tres Orientales, en 
San Isidro; en el busto de Getúlio Vargas, en Santa Vitória 
do Palmar. 


El libro nos relata, además, otras decenas de lugares 
del mundo adonde ha llegado su obra o su testimonio. Nos 
deja esa frase de Juana de Ibarbourou para con Belloni: 
«Este hombre ha saldado su deuda con la historia. Para 
con él tiene una deuda la gloria». ¡Precioso pensamiento! 


La Carreta es la más emblemática de sus obras. En ella 
resucita al buey que lo acompañó en largas jornadas de su 
niñez en la labranza de la tierra en La Paz de su infancia, 
ese buey de nombre Pensamiento, del que dice haber reco- 
rrido senderos escondidos de su alma para reencontrarlo y 
resucitarlo en el callado y misterioso carretero de Sarandi 
del Yi que alumbró la iniciación y guía del estudio de La 
Carreta. 
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En esos días también surgió aquella pregunta en el 
periódico El Bien Público: «¿Observásteis alguna vez los 
ojos del buey? ¿La tristeza que brota de ellos? Mirándolos 
comprenderéis mi amor hacia él, mi inmensa piedad, el 
dolor producido por su esclavitud y torturante trabajo». 


La Carreta fue fundida en la Fundición Artística Fer- 
dinando Marinelli, en Florencia. Magnífico diseño y reali- 
zación de excelencia. Mussolini se presentó en los talleres 
y planteó que la obra debía quedar en Florencia, que no 
podía estar en otro lugar del mundo que no fuera ese. En 
esa ocasión fue fundamental la acción del cónsul urugua- 
yo Fraschetti, quien negoció y transó en que la obra fuera 
presentada al mundo en Florencia. 


El libro tiene una preciosa síntesis de El Entrevero, que 
es el entrevero del negro, del indio, del gaucho, del blanco 
y del mestizo. Es un homenaje a los anónimos que nos 
dieron nuestra paz y nuestra democracia. 


Mis palabras rinden homenaje al enorme artista, que no 
se decía tal; a su mujer, que atesoró crónicas y noticias; al 
nieto vocacional, que supo cumplir su deber como pocos; 
a Yanet Chango, escultora, esposa y productora. También 
quiero que mis palabras sean un recuerdo de mi padre, que 
me llevó de niño muy pequeño a apreciar la obra de Belloni, 
que me transmitió esa admiración y ese cariño y que me 
enseñó a buscar sus simbolismos y mensajes, y un agrade- 
cimiento a la Comisión Nacional de Homenaje a Belloni. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a la familia de José Belloni, a la Escuela n.? 107 
José Belloni de La Paz —fundada por Belloni—, a la Escue- 
la n. 66 José Belloni de Montevideo, a la Junta Departa- 
mental de Lavalleja y al alcalde del Municipio de La Paz, 
doctor Bruno Fernández. 


Finalmente, de estos libros que recibí del autor para el 
Palacio Legislativo, quiero que uno quede en sus manos, 


señora presidenta —será bien apreciado por usted—, y que el 
otro esté en nuestra Biblioteca del Poder Legislativo. 


Gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.-- Se va a votar el trámite so- 
licitado por el señor senador. 


(Se vota). 
—23 en 24. Afirmativa. 
10) JORNADA ELECTORAL DEL 
30 DE JULIO DE 1916 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra el señor senador Manini Ríos. 
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SEÑOR MANINI RÍOS.- Señora presidenta: el 30 de 
julio de 1916 fue un día que marcó la historia de nuestro 
país. Ese día se eligieron los miembros de la Asamblea 
Constituyente que habría de modificar nuestra primera 
carta magna, y fue en esa ocasión que por primera vez 
se ejerció el voto secreto en el Uruguay. Pensamos que es 
esta una buena oportunidad para recordar el camino que 
condujo a esa jornada histórica. 


Fue nuestra primera Constitución republicana, sin 
duda, ya que consagraba en la letra la separación de pode- 
res. Sin embargo, excluía de la participación política a la 
inmensa mayoría de los orientales, ya que establecía que 
no podían votar, entre otros, los analfabetos, los asalaria- 
dos, los alcohólicos, los soldados. En definitiva, no podían 
votar quienes habían forjado la libertad de este suelo si- 
guiendo al general Artigas o a sus lugartenientes en dos 
décadas de duras luchas. Solo el cinco por ciento de los 
orientales podía votar. Esta exclusión propiciará innume- 
rables luchas sangrientas que se repitieron durante más 
de siete décadas, haciendo necesaria la reforma del texto 
constitucional. 


No obstante, lo que marcaba la jornada electoral de 
aquel 30 de julio era el enfrentamiento entre dos corrien- 
tes: una, impulsada por el oficialismo alineado tras el 
expresidente José Batlle y Ordóñez, que defendía su pro- 
puesta, presentada en marzo de 1913, de instalar un eje- 
cutivo colegiado de nueve miembros, y otra, la corriente 
anticolegialista, impulsada por el Partido Nacional y un 
sector del Partido Colorado, el denominado Partido Co- 
lorado General Fructuoso Rivera, que fue fundamental 
en este proceso al lograr que los blancos abandonaran su 
posición abstencionista, que habían mantenido desde la re- 
volución de 1904. El riverismo estaba dirigido por el sena- 
dor Pedro Manini Ríos, elegido por Flores, quien al frente 
de once senadores colorados se había opuesto al proyecto 
colegiado de Batlle. 


Algunos historiadores equivocadamente presentan a 
este sector como conservador, omitiendo señalar que fue 
el líder del riverismo quien redactó, junto a Domingo Are- 
na —de quien era socio en su estudio jurídico—, las princi- 
pales leyes de contenido social de aquel período, como la 
ley de 1911 que establecía la jornada de ocho horas para 
las actividades e implantaba el descanso semanal, el pro- 
grama de los derechos políticos y de igualdad para la mu- 
jer, el Código del Trabajo con reglamentación del trabajo 
de mujeres y menores, el seguro de accidentes de trabajo, 
la capacitación de los obreros mediante la creación de es- 
cuelas técnicas, bibliotecas populares, etcétera. 


Se ha repetido, sin ningún fundamento, que la separa- 
ción de Manini y de Batlle obedecía a un intento de frenar 
sus impulsos reformistas. ¡Nada más lejos de la verdad! 
La separación nada tuvo que ver con las reformas sociales; 
se debió exclusivamente al proyecto colegialista. Es bueno 
recordar que luego de la separación entre uno y otro jamás 
hubo agravios personales, tan frecuentes en aquella época. 
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Para el acto eleccionario de aquel 30 de julio se aplicó 
la ley promulgada el 1.? de setiembre anterior en la que el 
presidente Feliciano Viera se avino a rodear la elección 
de los constituyentes de las máximas garantías: inscrip- 
ción previa obligatoria, voto secreto, voto de los analfabe- 
tos. Votaron casi 147.000 personas, el triple de quienes lo 
habían hecho en la última elección. Los anticolegialistas 
obtuvieron más de 80.000 votos, mientras que los colegia- 
listas obtuvieron menos de 60.000 votos. Por primera vez 
se ejercía el voto secreto y perdía el oficialismo. 


Sin lugar a duda, las libertades públicas no nacen por 
generación espontánea ni por ninguna declaración de 
buenas intenciones, sino que son el resultado de muchas 
luchas, de muchas marchas y contramarchas, de muchos 
esfuerzos. 


La jornada del 30 de julio fue posible por la actitud 
asumida tiempo antes por aquellos once senadores que, 
más allá del aporte en votos, supieron transmitir el áni- 
mo necesario a los dirigentes del Partido Nacional para 
que convocaran y persuadieran a su gente de abandonar 
la abstención y comenzar a dar la gran batalla cívica. Es 
así que en poco tiempo se pasó de un cuerpo electoral de 
50.000 personas a un electorado de 300.000, comenzando 
a cambiar la historia cívica de este país. 


Pido que la versión taquigráfica de estas palabras sea 
enviada a Presidencia de la República, al Ministerio de 
Educación y Cultura, a la Corte Electoral y a todos los 
partidos con representación parlamentaria. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar el trámite so- 
licitado por el señor senador. 


(Se vota). 


-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) 2002. MEMORIAS DE LA CRISIS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra el señor senador Alejandro 
Sánchez. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- El viernes recibí un libro del 
periodista Diego Zas —a quien quiero agradecer— llama- 
do 2002. Memorias de la crisis. Inspirado en este texto 
que publicó el periodista, que nos hace recordar aquellos 
decisivos momentos por los que pasó nuestra república, a 
veinte años de ese hecho me pareció oportuno recordar en 
sala el proceso que llevó a que el país sufriera una de las 
peores crisis de nuestra historia. 


Fue una crisis financiera, económica y social que dejó 
a una gran parte de nuestra sociedad sumida en la pobreza, 


CÁMARA DE SENADORES 


261-C.S. 


una actividad económica casi paralizada y puso en jaque 
la credibilidad de las instituciones de nuestro país, pero 
por sobre todas las cosas creo que, en la memoria de quie- 
nes atravesamos esas circunstancias, modificó en gran 
parte nuestras percepciones políticas y nuestras miradas 
sobre la política. Digo esto porque parte de esta situación 
se fue gestando con algunas ideas de política económica 
cuyos grandes impulsores, allá por los años ochenta, fue- 
ron Margaret Thatcher y Ronald Reagan. En esa época se 
empieza a gestar la idea de que los países deben adoptar 
modelos más neoliberales en sus economías, por lo cual 
deben realizar reformas estructurales que tienen como ob- 
jetivo construir Estados pequeños, mínimos. Por tanto, la 
privatización de las empresas públicas, el recorte del gasto 
social y la privatización del sistema de seguridad social 
son los instrumentos principales de aquellas reformas ins- 
piradas en esas ideas de los años ochenta y noventa. 


Estas políticas tienen el sustento claro y deliberado de 
poner al mercado como el principal ordenador de la vida 
de la gente: lo individual sobre lo colectivo, lo privado 
sobre lo público. En ese contexto, podemos recordar una 
famosa frase de Margaret Thatcher, que resume muy bien 
esta concepción ideológica: «No hay tal cosa como la so- 
ciedad; hay hombres y mujeres individuales, y hay fami- 
lias». En una sola frase yo diría que niega casi la condición 
humana y elimina de un plumazo la estructura gregaria 
del ser humano. 


Inspirados en estas ideas, en la región se dieron gran- 
des procesos de privatización. Recordemos lo que fueron 
las privatizaciones mexicanas de la mayoría de sus empre- 
sas públicas durante la presidencia de Carlos Salinas de 
Gortari, que terminó con la crisis conocida como Efecto 
Tequila, en 1994. Posteriormente sobrevino la crisis de 
Brasil de 1999, surgida a partir del Plan Real y que, entre 
otros elementos, tuvo un fuerte componente privatizador. 
La privatización alcanzó unos USD 68.000:000.000 del 
sector público brasileño. 


Finalmente, recordemos la crisis de Argentina del 
2002, que se origina en el plan uno a uno, financiado sus- 
tancialmente con la venta de empresas públicas petroleras, 
eléctricas, de telecomunicaciones, correos y bancos. 


Todas estas situaciones, por las que también atravesó 
nuestro país, tenían un elemento común: la venta de acti- 
vos públicos, la desregulación de los mercados y el recorte 
del gasto social, pero en definitiva, en ninguno de los ca- 
sos el mercado pudo, señora presidenta, resolver las crisis 
sociales que engendraron estas políticas económicas, por- 
que se habían privatizado las ganancias y socializado las 
pérdidas. En definitiva, lo que terminó sucediendo fue que 
la política se puso al frente de esta situación. Aquellos pol- 
vos trajeron esos lodos, y después es cuento conocido para 
todos: cuatro de cada diez uruguayos y más de la mitad de 
los niños de nuestro país vivían en la pobreza. El desem- 
pleo alcanzaba el 20 % en el 2002. El salario había caído 
un 20 % y desde 1999 hasta el 2002 decreció la economía. 
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Solo en el 2002 la baja fue del 12 %. La deuda superaba el 
100 % del PBI. Los depósitos en dólares eran el 90 %, y 
más de la mitad de no residentes en el país. 


Frente a ese enorme contexto, en el medio de la crisis, 
se decide poner al frente del Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas al señor Alejandro Atchugarry. No era economista; 
era un legislador de larga data, un zurcidor, alguien que 
hacía de la política la necesidad del diálogo y la construc- 
ción en conjunto con una sociedad. Fueron momentos de 
creación y de diálogo. En abril del 2002 surgía la Concer- 
tación para el Desarrollo y los movimientos populares de- 
fendían con ollas populares, juegos del trueque, espacios 
todos para tratar de resistir aquella situación de crisis. Ni 
uno solo de los inversores, ni los promotores de aquella 
política de desregulación hizo frente a aquella corrida. 
Tuvieron que ser el Estado, las organizaciones políticas y 
sociales las que se pusieron manos a la obra para enfren- 
tar aquella situación. Conviene no olvidar esas situaciones 
para saber que siempre, ante las distintas circunstancias, 
el diálogo y la política son las que nos han podido sacar de 
las situaciones más difíciles de nuestro país. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada al PIT-CNT, a Fuevam, a la FEUU, a los partidos 
políticos del Uruguay, a la Federación Rural del Uruguay 
y, en definitiva, a los medios de prensa. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA. - Se va a votar el trámite so- 
licitado por el señor senador. 


(Se vota). 


22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


12) URUGUAY, MEJOR PRODUCTOR 
DE CARNE DEL MUNDO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra el señor senador Da Silva. 


SEÑOR DA SILVA.- Señora presidenta: en febrero 
del 2020 el Banco Mundial hizo un estudio sobre cuán 
agropecuarios son los países de este planeta y declaró 
algo que para nosotros es natural: Uruguay es el país más 
agropecuario del mundo. El 83 % de su superficie, de sus 
17:000.000 de hectáreas, está destinado a la producción 
de alimentos en sus diferentes cadenas. A ese logro, en un 
país donde generalmente vivimos de espaldas al campo, la 
prestigiosa revista Meat Science la semana pasada analizó 
científicamente dónde se produce la mejor carne del mun- 
do. ¿Y sabe una cosa, señora presidenta? El análisis cien- 
tífico, el estudio científico declara que Uruguay no solo es 
el país más agropecuario del mundo, sino que produce la 
mejor carne del mundo, algo de lo que acá los señores se- 


CÁMARA DE SENADORES 


2 de agosto de 2022 


nadores me han escuchado hablar hasta el cansancio. Por 
tanto, señora presidenta, es un tema para celebrar. 


El mundo real debe celebrar este tipo de distinciones, 
que habla mucho de algunos aspectos sobre los que sin- 
téticamente me gustaría dejar constancia en la versión 
taquigráfica de esta sesión del Senado de la república. 
Los uruguayos somos los seres humanos que más carne 
consumimos en el planeta Tierra. Pasamos de 86 kilos per 
cápita en el 2019 a casi 92 kilos en el 2021. Es el país que 
consume más carne por habitante en el mundo. Es el país 
que más ganado tiene por habitante en el mundo. Es el país 
en el que la cultura ganadera, muchas veces vilipendiada, 
señora presidenta, para tirar del carro de la economía de 
todo el país en momentos complicados, pone adelante, sí 
y solo sí, a la prosperidad nacional. Uruguay sin su gana- 
do no se concibe como tal. Es lo más uruguayo. El ADN 
más fervientemente oriental es su cultura ganadera, y eso 
hace, señora presidenta, que hoy tengamos una oportuni- 
dad irrepetible. 


En ese estudio internacional en el que nos honran 
como los mejores productores de carne del mundo, el 
65 % de los encuestados estaba dispuesto a pagar más di- 
nero por la carne a nivel mundial si esta tiene certificación 
ambiental, si es producida a pasto o si cuenta con el certi- 
ficado de carbonos cero. 


Entonces, señora presidenta, a este ADN, a esta vena 
uruguaya que anda y arde en el país real, a lo largo y ancho 
del interior, se le presenta una oportunidad de oro que este 
Gobierno está considerando desde el momento de su asun- 
ción, en marzo de 2020. El tren de la sustentabilidad, de 
carbonos cero, está pasando por nuestras porteras y hacia 
ahí tenemos que ir. 


¿Cómo se logra esto? ¿Es una inspiración divina que 
seamos los productores de la mejor carne del mundo? ¡No, 
señora presidenta! Es por el esfuerzo de miles de urugua- 
yos, de familias que un día como el de hoy están produ- 
ciendo y pensando en el estado corporal de sus vacas a la 
hora de acercarse la etapa de la parición; es porque están 
reservando dinero para poder comprar un toro y aumentar 
su genética; es porque van al banco a pagar y a amorti- 
zar las praderas que deben tener para mantener el estado 
corporal de los novillos y achicar la edad de la faena; es 
porque la recría en el Uruguay nuevamente está arriba de 
la mesa y la gente la toma como algo sustantivamente im- 
portante —me refiero, por ejemplo, al primer invierno de 
los terneros y a la calidad de los toros y las pasturas—, y 
es porque hay personas que valoran las trescientas espe- 
cies naturales que el Uruguay tiene en sus pasturas como 
el mayor patrimonio. Eso, señora presidenta, es digno de 
destacar. 


Queríamos que el Senado tuviera en consideración es- 
tos aspectos. 
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Por lo expuesto, solicito que la versión taquigráfica de 
estas palabras sea enviada a la Federación Rural del Uru- 
guay, a la Asociación Rural del Uruguay, al movimiento 
Un Solo Uruguay y a las Cooperativas Agrarias Federadas. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.-- Se va a votar el trámite so- 
licitado por el señor senador. 


(Se vota). 


23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


13) ÚLTIMA ACTUACIÓN DE JOAN 
MANUEL SERRAT EN NUESTRO PAÍS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Para culminar la media 
hora previa, tiene la palabra la señora senadora Della Ven- 
tura. 


SEÑORA DELLA VENTURA. El 22 de noviembre 
estará en Montevideo el cantautor catalán Joan Manuel 
Serrat. Vendrá a actuar por última vez en un escenario de 
nuestro país, despidiéndose de sus actuaciones públicas. 
Lo hará en el marco de una gira internacional, que empezó 
hace unos meses y pasa por diferentes países para hacer 
gozar, una vez más, a quienes desde hace décadas admiran 
—admiramos- su arte. 


No es cualquier cantante o músico quien nos visita- 
rá en las condiciones que mencionábamos. Se trata de un 
cantautor que ha sabido conquistar el corazón de miles en 
el mundo, en particular en nuestra Latinoamérica. 


Su sensibilidad, su compromiso, su forma de transmitir 
valores universales, haciéndolo de manera sencilla a tra- 
vés de temas emblemáticos, lo hacen ese artista especial 
del que debemos estar orgullosos como seres humanos. 


Serrat emociona contando amores, desamores, triste- 
zas O alegrías, pero también cuando narra situaciones en 
las que desnuda injusticias o desigualdades, rebeldías y 
desvelos. Ha sabido transmitir todo esto en temas de su 
propia autoría y también musicalizando a grandes poetas 
de habla hispana, como Antonio Machado, Miguel Her- 
nández o nuestro Mario Benedetti, a través de su disco El 
sur también existe. 


Sin embargo, Joan Manuel Serrat, además de todo esto, 
ha sabido hacer del compromiso una de sus facetas a resal- 
tar, apoyando causas justas como la de los migrantes, que 
atraviesan el Mediterráneo para buscar un lugar amigable 
donde vivir, aunque muchas veces pierden la vida en el 
trayecto, o no aceptando, durante la dictadura de Franco, 
cambiar su idioma natal, el catalán, para cantar un tema en 
el Festival de la Canción de Eurovisión 1968. 
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Por cuestionar la dictadura en su país padeció la censu- 
ra y el exilio por un tiempo en México. Fue solidario con 
nuestros países en los momentos en que también nosotros, 
en estos rincones de Sudamérica, padecimos crueles dic- 
taduras. 


Serrat ha obtenido reconocimientos de diferente índole 
en diversas partes del mundo. Varias universidades le han 
otorgado el título de doctor honoris causa y ha recibido 
la Medalla de Oro al Mérito en el Trabajo en España, en- 
tre otras distinciones que recibió en su país. Además, fue 
nombrado Caballero de las Artes y las Letras en Francia, 
recibió la Medalla al Mérito Cultural en Colombia, la con- 
decoración Orden al Mérito Docente y Cultural Gabriela 
Mistral en Chile, la Orden Andrés Bello en Venezuela, la 
Orden de Mayo en el grado de comendador en Argentina, 
etcétera. 


En nuestro país, el 29 de enero de 2003, la Junta De- 
partamental de Montevideo lo declaró ciudadano ilustre. 
El entonces intendente Mariano Arana fundamentaba tal 
distinción, entre otros conceptos, por su ética, por haber 
combinado el rigor profesional con su autenticidad como 
artista y el compromiso con la gente y las cosas de la vida, 
y por su capacidad para defender y proyectar su identidad 
de profundo cuño catalán, al tiempo de promover y respe- 
tar la diversidad cultural. 


Por otra parte, tenemos conocimiento de que se está 
iniciando un proceso a través del cual se culmine, quizás, 
otorgándole por parte de nuestra Universidad de la Repú- 
blica el título doctor honoris causa a Joan Manuel Serrat. 


Señora presidenta: entendemos que nuestro Parlamen- 
to también debería dar una señal ante la presencia de este 
cantautor que tanto ha aportado al arte y la cultura de los 
pueblos. En ese sentido, solicito que la versión taquigráfica 
de mis palabras pase a la Comisión de Educación y Cul- 
tura de este Cuerpo a los efectos de que estudie la forma 
de que el Parlamento uruguayo realice un reconocimiento 
a este artista en ocasión de su última actuación pública en 
nuestro país. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite so- 
licitado por la señora senadora. 


(Se vota). 
220 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
14) HOMENAJE A LA CANTANTE 
OLGA DELGROSSI 
SEÑORA PRESIDENTA.- El Senado ingresa al orden 


del día con la consideración del asunto que figura en pri- 
mer término: «Exposición de la señora senadora Sandra 
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Lazo, por el término de treinta minutos, a fin de homena- 
jear a la cantante Olga Delgrossi». 


Tiene la palabra la señora senadora Lazo. 


SEÑORA LAZO.- Señora presidenta: solicitamos que 
el Senado permita el ingreso, tanto de la señora Olga Del- 
grossi como de quien va a acompañarla, seguramente al 


final de este homenaje o reconocimiento, el músico Julio 
Cobelli. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar lo solicitado 
por la señora senadora. 


(Se vota). 
20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se procederá en ese sentido. 


(Ingresan a sala la señora Olga Delgrossi y el señor 
Julio Cobelli). 


(Aplausos en la sala y en la barra). 


—Ahora sí, señora senadora Lazo, puede comenzar su 
exposición. 


SEÑORA LAZO.- Señora presidenta: hoy este Senado 
en pleno se reúne para homenajear a una mujer, a una ar- 
tista que, según sus propias palabras, nació para ser artis- 
ta. Es alguien que, además, tiene una trayectoria tan vasta 
y tan rica que la ha hecho merecedora del título la Dama 
del Tango. Me refiero a la señora Olga Delgrossi, quien 
acaba de ingresar, emocionada, y también provocando la 
emoción de quienes estamos en este recinto. Saludamos a 
su familia, a sus amigos, a las autoridades de las diferentes 
instituciones presentes, a los artistas, músicos e intérpre- 
tes que hoy están compartiendo este homenaje. 


Olga, portadora de tantos reconocimientos, de tanto 
amor, cuenta con varios reconocimientos, entre otros, el 
de ciudadana ilustre de Montevideo, otorgado en junio de 
2007; una placa conmemorativa en el Espacio de los Soles, 
en la Peatonal Sarandí; un sello postal con su fotografía 
que el Correo Uruguayo le dedicó en 2016. Solo restaba 
este, Olga querida, faltaba que este sistema político, que 
quienes representamos a ciudadanos de todos los partidos 
políticos aunáramos nuestra voz en este reconocimiento. 


Nació en esa tierra que tanto arte, en diferentes disci- 
plinas, le ha dado a nuestro país, en Tacuarembó, el 12 de 
julio de 1932, en el barrio Cuchilla de la Gloria, en una 
familia de diez hijos. Como muchos de los grandes orien- 
tales cultores del tango, nació en el centro de nuestro país, 
en el seno de una familia humilde —su madre era ama de 
casa y su padre, un trabajador—, siendo la tercera de diez 
hermanos. Nació en una casa que recuerda como grande, 
en la cual ingresando por el zaguán se llegaba a una sala 
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grande repleta de cuadros de familia, esas típicas casas de 
un Uruguay que supo albergar a familias numerosas, con 
grandes jardines, donde su mamá plantaba flores de múlti- 
ples colores. Ella misma recordaba, en una entrevista, que 
las vecinas llegaban a esos jardines a recortar flores para 
el Día de las Ánimas —como se le llamaba al 2 de noviem- 
bre— y que pese a que cortaban en abundancia, porfiada- 
mente volvían a crecer esas flores aún más frondosas. 


Fue una niña feliz en uno de aquellos hogares en los 
cuales, como era habitual, se carneaba un cerdo para lue- 
go elaborar la factura que la familia consumía: chorizos, 
morcillas, charque. Nunca le faltó nada, recuerda Olgui- 
ta. Su padre trabajaba en una confitería. Era una familia 
tradicional, de esas que, siguiendo las buenas costumbres 
de aquellos tiempos, indicaban que no se podía ir sola a 
ninguna parte y que los hermanos, los varones sobre todo, 
cumplían la función de acompañar a las hermanas muje- 
res. Era otro Uruguay, otra época, cuando era usual vestir- 
se con sus mejores galas para, desde el zaguán, ver pasar 
a la gente del pueblo que domingo a domingo concurría al 
estadio cercano. Olga recuerda que ni a la plaza, que que- 
daba muy cerca de su casa, podía ir sola. Así que podemos 
imaginarnos lo que debe haber sido ese contraste de venir 
de aquel pueblo del interior a la capital. 


Cuentan que ya desde muy pequeña se destacaba en la 
escuela y comenzó a participar en los concursos. Uno de 
ellos se llevó a cabo en CW 46, Difusora Juan Zorrilla de 
San Martín, en donde a los ocho o nueve años, y por vota- 
ción de los oyentes, obtuvo el primer lugar. 


Cursó la escuela primaria y un año de liceo en Tacua- 
rembó. El Teatro Escayola —emblemático, si los hay, por 
todo lo que encierra su nomenclátor con relación a la his- 
toria de Carlos Gardel- fue testigo de una Olguita que, 
vestida de española, derramaba violetas sobre el público, 
mientras interpretaba La Violetera. 


Siempre, antes y ahora, contó con el apoyo de su fami- 
lia. A los ocho años, con una amiga de su mamá que to- 
caba el piano, comenzó a desarrollarse como artista. Fue, 
como tantas otras por aquellos tiempos, actriz de radiotea- 
tro; hacían concursos para elegir nuevos valores y siempre 
los ganaba. Un día le dijo a su mamá que le gustaba cantar, 
y se vinieron todos, y empezaron de cero. Seguramente, 
Olga recuerde momentos difíciles de aquellos tiempos en 
los que, como se estilaba, al principio paraban en casa de 
sus parientes y luego, trabajando fuertemente, salían ade- 
lante. 


Según se relata en el libro Viejos son los trapos, de 
Raúl Ronzoni y Mauricio Rodríguez, a los doce años de- 
butaba en Tacuarembó, en la orquesta de Malunga Sáenz. 
Es en ese momento que sus padres —quienes, reitero, la 
apoyaron permanentemente— toman la decisión de venirse 
a la capital para que Olguita, cuya vocación y talento eran 
incontenibles, pudiera desarrollarse. 
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Allá por 1947 esa numerosa familia se instala por aquí. 
Olga trabajó con una hermana en una fábrica recogiendo 
y separando bolsas de celofán. Decía que quería ser pe- 
luquera; abrió una peluquería, pero no hubo caso, no era 
lo suyo. Mientras tanto, su vocación de artista continuaba 
creciendo. Recorrió muchas radios; de algunas la llama- 
ban y de otras solo quedaba aquella promesa «la vamos a 
llamar». 


Cantó en varias orquestas —voy a lr mencionándolas 
porque son rasgos de esa carrera tan vasta de Olga—, entre 
ellas, la de Francisco Jaurena padre. 


Un día llegó el momento, justamente de la mano de 
uno de los grandes de la escena nacional, Donato Racciat- 
t1, quien había formado su orquesta típica en 1948, con la 
cual desarrolló su carrera artística en Montevideo, en el 
resto del país y en varias provincias argentinas, además de 
contar con una profusa producción discográfica. En 1957, 
tras el alejamiento de Nina Miranda, Olga fue requerida 
por esta orquesta, en ese entonces la más popular de Mon- 
tevideo, y fue su vocalista durante siete años. Si bien man- 
tuvo una amistad con el maestro Racciatti hasta el día de 
su muerte, en un momento se desvinculó de la orquesta 
para iniciar una nueva etapa como solista. 


En 1966 es convocada por el bandoneonista y director 
Luis Stazo para integrar Los Siete del Tango, un conjunto 
muy reconocido por la calidad de sus músicos: Stazo, Trí- 
podi, Suárez Paz, Monteleone, Ortega. Con ellos realizó 
giras por toda Argentina, innumerables presentaciones en 
salas y en radios. Grabó para el sello Odeón y actuó en 
varios canales de televisión junto a figuras como Libertad 
Lamarque, Alba Solís, Lalo Martel y Néstor Fabián, en- 
tre otros. Desde ese momento puede decirse que no paró: 
trabajó en la fonoplatea de Radio Carve y recorrió todo 
el país con los concursos. En Buenos Aires actuó en Ra- 
dio El Mundo; allí conoció a varios grandes de la fono- 
platea. Concurrían a verla personajes que perduran en el 
nomenclátor del tango hasta el día de hoy. Así, esta mu- 
jer —que, debo decirlo, siempre ha sido muy hermosa— fue 
cosechando amigos y conquistando el cariño de su públi- 
co. Para que tengan una idea, llegó a ser escoltada por las 
fuerzas del orden —literalmente—, porque se abalanzaban 
sobre esta artista, y así llenó salas. Grabó con la orquesta 
bajo el sello Sondor; Radio Splendid también fue testigo 
de su talento. 


Portadora de un estilo y de una personalidad únicos, 
Olga triunfó dentro y fuera de fronteras, sin haber tenido 
antecedentes de vocación artística en su familia, porque 
«artista se nace, no se hace», como dice Olga, más allá 
de que se vaya perfeccionando —como todo artista— en las 
técnicas. 


Recuerda con cariño y detalle muchas de sus actuacio- 
nes en el exterior, particularmente —y creo que no me equi- 
voco al decirlo— esa inolvidable estadía en París, alojada 
en un apartamento frente al río Sena. Desayunaba viendo 
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las embarcaciones desde su ventana, donde también se re- 
cuerda disfrutando de Charles Aznavour, y allí, una vez 
más, agradecía profundamente ese don que, según sus 
propias creencias, le había dado Dios, y que permitía que 
una canarita de Tacuarembó —al decir de sus propias pala- 
bras— estuviera viviendo ese sueño en París. Allí no solo 
deleitó al público de varias ciudades sino que también, 
junto a los maestros Cobelli y Waldemar Metediera, grabó 
un disco compacto con veinte títulos, convirtiéndose en 
una uruguaya que grababa en ese país. Entre los títulos 
que interpretó podemos mencionar La Cumparsita, No la 
quiero más —de Alberto Mastra—, A un semejante y Desde 
el escenario, del compositor uruguayo Ledo Urrutia. 


Olga incluso llegó a recibir propuestas para hacer cine 
en Argentina, pero por motivos personales y más allá del 
prominente éxito que la capital bonaerense le auguraba 
optó por regresar a Uruguay, aun sabiendo que el reco- 
nocimiento artístico, ya sea por tamaño, demografía o 
simplemente por nuestra propia idiosincrasia, llegaría más 
lentamente y, sin duda, tampoco obtendría las ganancias 
que podría haber recibido de haberse quedado en la vecina 
orilla. Si bien esta mujer devota no se queja de los logros 
obtenidos desde ese lugar —el del llamado don Dinero—, 
la vida y sobre todo su esfuerzo, su tesón y su talento han 
sabido recompensarla sin pasar grandes necesidades. Sin 
embargo, la recompensa a ese talento sí llegaría porque 
tuvo oportunidad de viajar prácticamente por todo el mun- 
do, realizando actuaciones en Francia, Estados Unidos, 
Inglaterra, Canadá y Austria. 


Siempre tuvo un gusto exquisito para su indumentaria, 
lo que le permitió elegir un vestuario variado y elegante. 
En su época de radioteatro ese llegó a ser tema de conver- 
sación entre colegas y funcionarios de las diferentes emi- 
soras que se preguntaban cuál sería el atuendo de Olguita 
en la correspondiente función. Hermosa, coqueta, quizás 
recuerde una anécdota que supo angustiarla bastante. En 
una de esas giras por Argentina le robaron su valija repleta 
de vestidos. Pasó unos cuantos días llorando e incluso se 
quería volver, pero escuchando los consejos de Racciatti 
accedió a terminar esa gira. Había quedado con lo puesto 
mientras ese completo armario que era su valija, ¡quién 
sabe en qué manos había quedado! 


Además de este tipo de anécdotas, cabe recordar que 
en esos tiempos nació Silvia —Silvita, como le dice Olga, 
que ahora nos acompaña—, lo que hizo que se criara a su 
lado, siempre subiendo y bajando de algún transporte des- 
tinado a trasladar a su mamá, y yendo de un lado para el 
otro. Esa misma Silvita paseaba por las instalaciones de 
lugares emblemáticos como patios de tango, radios y con- 
fiterías, interactuando sin conciencia cabal, con Pugliese, 
Caló o con «Goyenese». Sí, no me equivoqué; así llamaba 
esta pequeña niña a ese señor que le compraba golosinas y 
que opinaba de su mamá que cantaba con los ovarios. Me 
refiero a la figura de Roberto Goyeneche. 
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Actuó en escenarios como la Tanguería del 40, el Para- 
dor del Cerro, La Cumparsita y con la orquesta de alguien 
que se fue hace pocos días, el señor Panchito Nolé, quien 
horas antes de partir trasmitió un bellísimo mensaje en el 
día de su cumpleaños —el 12 de julio pasado—, cuando tu- 
vimos el privilegio de compartir entre amigos, familia y 
público ese emotivo momento. 


Mencionamos la efusividad que causaba en el públi- 
co argentino. Incluso, fue escoltada por fuerzas del orden, 
pero hubo una ocasión en la que, de tanto forcejear, casi 
la derriban para quedarse con un trozo de su indumentaria 
que —-según creo, Olga— era de encaje. 


A pesar de que por una cuestión de época, histórica y 
de la propia composición el mundo del tango que se iden- 
tifica como un mundo masculino, nunca la hicieron sentir 
diferente por ser mujer, según sus propias palabras. 


Queriéndote y Fumando espero, además de ser los pri- 
meros temas que grabó con Racciatti, son los que han per- 
manecido entre los más solicitados por parte de un público 
fiel que siempre la acompaña. 


Realizó giras con Toto D'Amario y ganó la Copa de 
Plata en el Festival de la Canción Latina, realizado en Mé- 
xico, en los años setenta. 


América toda disfrutó de su arte por décadas, ya que 
Olga compartió escenario con grandes artistas de todos 
los géneros. Por ejemplo, por citar algunos, en México 
cantó con José Luis Rodríguez, con Rosamel Araya o con 
la sinfónica de Franck Pourcel, dirigida por Paco Pérez, un 
uruguayo radicado en México. 


Es dueña de un don de humildad, de un bajo perfil in- 
justificado por los múltiples escenarios que han sido tes- 
tigos de su talento, pero acorde a una idiosincrasia muy 
uruguaya que la hace preferir estar siempre a la altura de 
la gente antes que en altos escenarios, mirando a los ojos 
de su público, caminando entre la gente, cantando, milon- 
gueando. Nunca oculta su amor por los tangos discepo- 
lianos; los clásicos no han faltado a la cita de su reperto- 
rio, por lo que se autodefine amante de un tango fuerte, 
con garra. 


Me permito recomendar que presten atención a una in- 
terpretación que Olga hace de Balada para un poeta único 
—tema de autoría de dos de sus amigos de la vida que hoy 
nos acompañan: Mariela Acevedo y Julio Cobelli—, dedi- 
cado a Horacio Ferrer, que cuenta con una interpretación 
fantástica. Ella reconoce que a pesar de querer dar lugar a 
nuevas interpretaciones, el público —su público— siempre 
le pide los clásicos de su repertorio. 


Por los años ochenta participó del programa argentino 
Grandes valores del tango, lo que generó cierto nerviosis- 
mo en algunas divas de la canción porteña por su elegan- 
cia, por su belleza, por su personalidad, pero rápidamente 
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Olga supo manejar la situación desde su sencillez y don 
de gentes. 


Allá por los años sesenta empezó a grabar con el sello 
Odeón en Buenos Aires. 


Si bien viene de una familia de raíces blancas, se ha 
mantenido en un lugar dedicada a su carrera y cuenta con 
amigos de todo el espectro político. Prueba de ello es este 
homenaje que hoy le brinda el Senado de la república. 


Anécdotas hay muchas; algunas han sido compartidas 
en entrevistas que consultamos en libros, por amigos, por 
su familia y por uno de sus grandes admiradores y amigo a 
lo largo de la vida, que ha sido Roberto. Una de ellas cuen- 
ta que antes de una gira por varias ciudades de Australia 
se cayó y se fracturó, lo que motivó que estuviera varios 
días internada. No obstante, mientras se retiraba del lo- 
cal de la actuación en silla de ruedas y acompañada por 
la emergencia médica, insistía en cantar sentada. En otra 
ocasión, tropezó, cayó y el público comentaba que hasta 
para caerse Olga era elegante. A propósito, su talento tam- 
bién la llevó a Australia. 


Es una defensora inclaudicable del canto con acompa- 
ñamiento de instrumentos en vivo; nunca la convencie- 
ron de cantar con pistas. A ella le gusta sentir el tango, el 
acompañamiento. Ama a Homero Manzi, siente orgullo 
de Matos Rodríguez, admira al Loro Collazo, al Polaco, 
al maestro máximo, Carlos Gardel, e interpreta magistral- 
mente a Eladia Blázquez. 


Estuvo casada durante cuarenta y siete años con Raúl 
Ferreiro y de esa unión nació Silvia o Silvita, como Olga 
la llama. Durante doce años vivió su viudez, pero después 
conoció a Jorge —lo estoy viendo en la barra— su actual 
compañero de camino. Jorge no la tuvo tan fácil, debo de- 
cirlo. Tuvo la difícil tarea de abrir un corazón que de algún 
modo había entendido que debía seguir caminando solo. 
Sin embargo, algo pasó. Cuentan que iba a verla a cada 
recital y luego pasaba a saludarla, pero al comienzo ella 
no le dio mucho corte; fue después, al conocerlo. A través 
de una amiga en común salieron a cenar varias veces hasta 
que la invitó a Buenos Aires para ir a ver el espectáculo de 
Nelly Omar, allá en el Luna Park, hace tiempo. Esa instan- 
cia se dio en el Mercado de la Abundancia —si no recuerdo 
mal-, encuentro en el cual coincidieron para ir a Buenos 
Aires. En Argentina lo conoció muy bien y él es una de 
las fortalezas que acompaña a Olguita. Hay una anécdota 
que voy a contar, aunque Jorge se encuentre presente: a 
Olga se la vio caminar en su momento del brazo por una 
de las avenidas que circunda esta casa de las leyes, más 
precisamente por la avenida General Flores, nada más y 
nada menos que con Julio Sosa, quien poco antes de partir 
a Buenos Aires le comentaba que cruzaría el charco a bus- 
car fortuna. No solo caminó de su brazo, sino que también 
bailó un tango con el Varón del Tango. 
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Como devota que es, cree en el reencuentro con los 
seres queridos que partieron al más allá y cree profunda- 
mente en la amistad, en su familia, en el amor de su públi- 
co y en la profesión que ama y que desarrollará hasta su 
último aliento. 


Es portadora de un fraseo excelente, sanamente en- 
vidiable; tiene una gama de matices de voz que subyu- 
ga cuando pisa el escenario interpretando tanto el tango 
como la milonga. Se produce allí una mágica transfor- 
mación en la que, como pocos artistas lo logran, aquella 
modesta, tímida y menuda mujer —como la ven— se trans- 
forma, se agiganta ante un público ferviente que la admira 
y la ovaciona. 


Se presentó en la ceremonia de los Premios Graffiti y 
le interesa que el tango sea también adoptado por la juven- 
tud. La Asociación Uruguaya de Músicos homenajeó sus 
más de setenta y cinco años de carrera con un concierto 
lleno de invitados en el Auditorio Nacional del Sodre. 


Entre otros premios, recibió el Premio Gobbi de Oro, 
de la Academia Nacional del Tango en Buenos Aires. Esa 
ciudad, donde se respira tango, le brindó su respeto a nues- 
tra artista. También hubo allí alguna incursión en teatro, 
en obras vinculadas al tango, allá por los años ochenta, 
como Nostalgeses, Discepolín y Qué tango hay que can- 
tar, donde compartió escenario con dos mujeres artistas 
argentinas. Fue homenajeada en su tierra natal por la junta 
departamental y fue Premio Morosoli por su extensa tra- 
yectoria. 


Después de tantos años de haber paseado su talento 
dentro y fuera de fronteras confiesa que aún sube tem- 
blando al escenario, pero comienza a cantar, se suelta y 
aparece esa majestuosa mujer, intérprete, que se entrega 
plenamente en cada una de sus canciones. Sus médicos en 
algún momento le han pedido, totalmente sin éxito, que 
afloje un poquito en esas interpretaciones tan intensas, 
pero es una forma visceral de interpretar, de vivir el tango; 
es parte de su vida. Entrega su corazón con cada canción. 
Se le otorgó el disco de oro como máxima figura del tango 
en nuestro país y por haber trascendido fronteras cantando 
por el mundo; un centenar de personas desplegadas en el 
estudio mayor de grabación acompañaron en aquella oca- 
sión a Olga, la Dama del Tango. 


Antes, como bien dijimos, en 2016, el Correo Uru- 
guayo le dedica un sello postal en una emotiva ceremonia 
oficiada en la vieja sede de Joventango, donde estuvieron 
presentes Solange Moreira, presidenta en ejercicio en ese 
momento, Mary Rubinstein, la presidenta de Joventango, 
Luis Pachón, presidente de la Fundación Carlos Gardel, y 
el secretario general de la Asociación Uruguaya de Músi- 
cos. Esta mujer emocionó a públicos de diferentes lenguas 
por esta interpretación magistral, no me canso de decirlo. 


Quiero agradecer especialmente a todos los integran- 
tes del Senado por adherir a este reconocimiento, espe- 
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cialmente a Bruno, del área de comunicación, que armó 
y presentó, con el material que nos hicieron llegar, un 
maravilloso compendio de lo que fue su carrera, algo que 
vamos a disfrutar en instantes. También quiero agradecer 
a todo el equipo de Secretaría —a Sandra, a Edgardo, a 
Daniel-—, a la familia y a los amigos de Olga, porque to- 
dos ellos aportaron datos, anécdotas y su profesionalismo 
a efectos de poder tener esta instancia. Algunos de ellos, 
como dijimos, estarán presentes en el material gráfico que 
vamos a compartir en instantes, como Mariela Acevedo, 
payadora; Julio Cobelli, maestro de maestros e integran- 
te de aquella histórica formación de grandes músicos que 
acompañó a Alfredo Zitarrosa, y que hace pocos días re- 
cibió, junto con Toto Méndez, el reconocimiento como 
ciudadano ilustre de Montevideo. También participarán 
de este material que vamos a ver a Nelson Pino, un hijo 
adoptivo de Olguita, gran cantante; al poeta, escritor, pe- 
riodista y dandi —permítanme decir— Ignacio Nacho Suá- 
rez; y Silvita, cómplice de todo este homenaje que vamos 
a estar brindando a Olga. Obviamente, sabemos que hay 
amigos, familia y grandes admiradores de Olga que hoy 
están participando y que hubieran estado encantados de 
estar en ese material gráfico, pero por cuestiones de tiem- 
po no pudimos incluirlos. 


Querida Olga: este Parlamento, que en cuestión de mi- 
nutos nada más ingresará en un intenso debate de ideas 
—en una expresión de democracia republicana, en la que 
cada representante de los diferentes partidos que inte- 
gramos esta casa va a expresar su postura, muchas veces 
contrapuesta—, es el mismo que no dudó en brindarte este 
homenaje que unánimemente se expresa, admirándote. 
También es el mismo que, seguramente, al finalizar este 
reconocimiento te va a aplaudir de pie. Quiero decir que 
este es un homenaje a una de las más grandes artistas que 
tiene nuestro país en el tango, la señora Olga Delgrossi, 
pero también es un homenaje al tango, que al decir de Ma- 
rio Benedetti en su poema, de vez en cuando hace que 
«uno sienta el tremendo decoro de ser tango y se deja can- 
tar y ni se acuerda que allá espera el estuche». Así que creo 
que es un gracias enorme el que te brindamos, más que el 
reconocimiento, Olguita querida. 


En instantes vamos a compartir un material gráfico, 
pero necesitábamos decirte estas palabras que expresamos 


con muchísima humildad. 


Reitero el agradecimiento a todo el sistema político, 
que no dudó en adherir a este homenaje. 


Gracias, señora presidenta. 
(Se exhibe un video). 
(Aplausos en la sala y en la barra). 


SEÑORA DELGROSSI.- Me van a matar del corazón. 
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Jamás en mi vida hubiera pensado en mis años de vida 
que iba a ser homenajeada en el Senado de la república. 
Gracias, Sandrita, por tus emocionantes palabras y gracias 
a todos los partidos por haber dado el sí. Los amo a todos, 
a todos, de todos los partidos. 


(Aplausos en la sala y en la barra). 


—Cada uno que se sienta en la silla presidencial, sea del 
partido que sea, quiere lo mejor para su país. Yo pertenez- 
co a la Iglesia Nueva Apostólica y, con seguridad, están 
aquí algunos de mis ciervos y hermanos. Ruego por todos, 
por este bendito país —como decía el querido Sánchez Pa- 
dilla—, el mejor país del mundo. 


Gracias por esto tan hermoso que estoy recibiendo; 
tengo miedo de que me venga un ataque al corazón. En 
cualquier caso, podría morirme tranquila porque ya recibí 
este premio. A los nueve años, en Tacuarembó, gané el 
primer concurso de tango y ahora con el nueve y el cero 
me están haciendo este homenaje aquí. 


(Aplausos en la sala y en la barra). 


—A mis noventa años, gracias al amado Dios, puedo 
seguir cantando. 


La verdad es que me levanté a las cinco de la mañana, 
pero tengo la garganta a la miseria porque cantar de ma- 
ñana es impresionante. Aquí estoy con el número uno de 
los guitarristas; el número uno, no hay otro en el mundo. 


(Aplausos en la sala y en la barra). 


Voy a dejarles el tema de un uruguayo, el compositor 
Correa, denominado Vieja viola. 


(La cantante entona la pieza musical. 
(Aplausos en la sala y en la barra). 
—Muchas gracias a todos. 

¿Habrá tiempo para interpretar otro tango? 
SEÑORA PRESIDENTA. Claro que sí. 


Antes, alguien quiere hacerte un regalo. Me parece que 
es bueno que la nieta la acompañe en este homenaje. 


(Se entregan dos ramos de flores a Olga Delgrossi). 
(Aplausos en la sala y en la barra). 


SEÑORA DELGROSSI.- Tengo tres nietos maravi- 
llosos, y siempre deseé tener la posibilidad de conocer a 
un bisnieto. Gracias a Dios conocí a un bisnieto —hijo del 
mayor— que ya tiene tres años y pensaba en qué lindo sería 
vivir unos años más y conocer a otro; al tiempo nació otro 
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bisnieto y ya está por cumplir un año. ¡Cómo pasa la vida! 
Tengo una familia maravillosa. 


No tengo la costumbre de hablar mucho, sé cantar, soy 
muy tímida para hablar. Yo no fui solo a la escuela, sino 
también un año y medio al liceo y siempre fui vergonzosa 
para hablar. Lo que sé hacer es cantar, me entrego plena- 
mente en cada una de mis canciones, pero quiero agrade- 
cer este instante tan maravilloso que quedará en mi retina 
para siempre. Que Dios los bendiga a todos. 


(Aplausos en la sala y en la barra). 


Voy a interpretar el tango que pertenece a esa paya- 
dora enorme que es Marielita Acevedo, en letra y música 
del maestro Julio Cobelli, Balada para un poeta único, 
dedicada a nuestro querido Horacio Ferrer. 


(La cantante interpreta la pieza musical). 
(Aplausos en la sala y en la barra). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Olga, te pido un ratito, 
nada más, porque quedan tres señores senadores que tam- 
bién quieren hablar de ti y debo dar el uso de la palabra a 
todos aquellos que lo han solicitado. 


SEÑOR STRANEO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR STRANEO.- Señora presidenta: tengo que 
borrar ahora la parte que dice: «Estamos todos ansiosos 
por escucharte, Olga», pero no hay problema. Como decía 
Diego Delgrossi en la entrada del palacio cuando venía- 
mos para acá, habrá que improvisar un poquito más. En 
realidad, primero te reconocíamos y después te escuchá- 
bamos, pero igualmente es un honor. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Perdón, señor senador. 
Diego también está escuchando, pues está en la barra. 
(Aplausos en la sala y en la barra). 

—Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR STRANEO.- Señora presidenta: al cierre de 
la exposición voy a conceder una interrupción a la señora 
senadora Rodríguez. 


Quiero agradecer a los compañeros de la bancada del 
Partido Nacional y decir que es una responsabilidad y un 
honor homenajear a Olga Delgrossi, sobre todo para aque- 
llos que no tenemos un profundo conocimiento del tango; 
de ahí la doble responsabilidad. Nombré a Diego Delgrossi 
porque él me decía: «Hacé como yo, improvisá», pero no 
es tan fácil hacerlo en este escenario. 
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Es un honor para nosotros —reitero— contar hoy con la 
presencia de Olga Delgrossi, nacida el 12 de julio de 1932, 
en Tacuarembó. ¡Vaya lugar para nacer! ¡Vaya si ese pago, 
el más grande de la patria, nos ha dado cantautores! Tene- 
mos al Mago y, por supuesto, a la Dama del Tango, que ha 
sabido serlo en una época de grandes, en la que había que 
romper el estereotipo y marcar una impronta. Podemos 
pensar en Gardel como el nuestro. En una época en la que 
Latinoamérica e Iberoamérica se caracterizaban por tener 
a esos grandes cantautores, tuviste el honor y también la 
responsabilidad de cantar muy cerca, compartir escenario 
y hasta competir con compositores: con un Julio Sosa, un 
Astor Piazzolla, un Francisco Canaro, un Aníbal Troilo o 
un Roberto Goyeneche. Entonces, para nosotros eres una 
leyenda viva. 


Como decía la señora senadora Lazo, estamos en días 
de discusión parlamentaria, en los que nos toca debatir 
sobre temas difíciles, que no necesariamente nos encon- 
trarán en este cerrado aplauso reconociéndote a ti, sino 
abocados a una discusión profunda con contraposición de 
ideas. Aun así —como muy bien dijo la señora senadora 
Lazo—, creo que es un valor agregado importantísimo el 
haber aunado criterios y logrado consensos para, entre to- 
dos, tributarte hoy este justo y merecido reconocimiento. 
Además, quiero destacar que agradezco a la señora sena- 
dora Lazo porque estamos haciendo este reconocimiento 
en vida, y esto no es lo que generalmente caracteriza a 
este recinto. 


Decíamos, entonces, que la Dama del Tango, la diva, 
la cantante, la cantante de milongas también —a veces nos 
olvidamos de esa faceta tuya tan importante—, desde el 
sur de Argentina al norte de México, e incluso también 
en Estados Unidos, marcaste la diferencia. Para nosotros 
eres una referencia histórica y una referencia de la cultura 
que va a trascender el día en que, lamentablemente, no te 
tengamos. 


Anoche, cuando analizaba mi discurso, pensaba en 
qué podía decir yo, que realmente no conozco mucho de 
tango —me hago cargo y, por eso, el doble perdón y la doble 
disculpa—, para reconocerte en tus jóvenes noventa años. 
Pensaba y me decía que seguramente Sandra Lazo haría 
una alocución y una descripción sumamente interesantes 
de todos tus galardones, de toda tu carrera artística; que 
describiría tus canciones, tus orígenes con Donato Rac- 
ciatti en 1957, y que daría elementos sumamente elabora- 
dos y descriptivos de toda tu carrera. Pensé en qué queda- 
ría para mí que, reitero, mucho no conozco de tango. Sin 
embargo, me acordé de cuando éramos más jóvenes y los 
grandes maestros, maestras y profesoras nos orientaban 
en la formación cultural. Recordé que en una actividad ju- 
venil interpreté Balada para un loco de Astor Piazzolla, y 
dije: «¡Qué canción más hermosa!». ¿Por qué no hablamos 
más de tango o no lo tenemos tan presente? ¿Es porque no 
nos gusta? No. ¿Saben por qué es? Porque, en realidad, el 
arte del tango, así como cualquier otra profesión o materia, 
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es hermoso a partir de quien nos lo enseña, de quien nos 
expone esa partitura. 


En tu caso, Olga, nos hiciste enamorarnos del tango 
y, cómo no, de tus canciones en el día a día. Creo que ese 
es el más importante y valedero reconocimiento que nos 
sigues haciendo aún hoy con estos jóvenes noventa años. 


Así que maestra, madre, profesora, cantautora: eres 
para nosotros un modo de vida, un estímulo para seguir, 
a fin de que los jóvenes continúen en la búsqueda de la 
concreción de sus sueños y anhelos. 


Voy a cerrar mi intervención —muy sumariamente— 
con algo que quería dejarte de recuerdo y de regalo —ade- 
más, no sé cantar; realmente no es una de mis fortalezas—: 


Y no me llames, si me ves 

a mi también con otro amor, 
porque es inútil esperar 

si la esperanza ya murio. 

Hasta siempre, amor, 

pasarás de otro brazo 

y dolerá el fracaso 

igual, igual que hoy. 

Muchas gracias. 

(Aplausos en la sala y en la barra). 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Agradezco al señor senador 
Straneo por concederme la interrupción y muchas gracias, 
señora presidenta. 


Agradezco y felicito a la señora senadora Lazo por 
permitirnos vivir estos momentos que a muchos nos van a 
quedar grabados no solamente en la retina sino también en 
el corazón. Muchísimas gracias, señora senadora. 


Quiero saludar a la familia y a los amigos presentes. 
Esta barra repleta —cosa que no es muy usual— es un testi- 
monio vivo, un reflejo de lo que realmente la señora Olga 
Delgrossi ha sembrado. 


Señora presidenta: hoy el Senado está realizando un 
homenaje a la señora Olga Delgrossi. Es el Senado; quie- 
re decir que todos los partidos políticos —¡todos!- reco- 
nocemos a esta gran mujer. Es una mujer que llega de su 
Tacuarembó querido buscando otros horizontes, con esa 
fuerza que tienen las mujeres del interior cuando quieren 
crecer y dicen: «Sí, yo puedo». ¡Vaya que encontró esas 
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oportunidades por su talento, por su perseverancia y por 
esa grandeza en un escenario! 


Señora presidenta: mucho se dijo en esta sala y se ha- 
bló. Hoy la señora senadora Lazo realmente nos ilustró 
sobre la trayectoria artística de la Dama del Tango, pero 
yo me voy a referir brevemente a la mujer de fe, a la mujer 
que en momentos duros —que a todos nos toca transitar— 
supo aferrarse al Dios divino. Su fe cristiana la acompañó 
y fue su escudo, su fortaleza. Es una mujer que siempre, y 
en primer lugar, agradece a Dios. Con la señora Olga Del- 
grossi, la Dama del Tango, nos une en el camino por esta 
tierra, la Iglesia Nueva Apostólica. Gracias a la maravillo- 
sa bendición natural que Dios le dio, hoy la tenemos entre 
nosotros. Ha sido reconocida por su trayectoria artística, 
pero sobre todo por su calidez, por su amor al prójimo. 


¡Gracias, querida Olga Delgrossi! ¡Gracias, querida 
hermana! ¡Que Dios te bendiga hoy y siempre! 


Muchísimas gracias. 
(Aplausos en la sala y en la barra). 
SEÑOR LOZANO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LOZANO. Gracias, señora presidenta. 


Es un gran orgullo para nosotros tener hoy presente a 
la señora Olga Delgrossi, que nos emocionó —como desde 
hace tantos años viene emocionando a los uruguayos— a 
los americanos y al mundo todo porque tiene una enorme 
trayectoria en todo el mundo. 


Gracias por estar presente, señora Delgrossi, por esas 
dos magníficas canciones que interpretó recién, y gracias 
a todos los familiares y amigos que nos acompañan hoy 
en esta casa. 


Sin duda, me hago eco de todas las palabras que ya 
expresaron los señores senadores que me antecedieron en 
el uso de la palabra. La señora Olga Delgrossi comienza 
desde muy pequeña —como ella misma lo expresó—, con 
nueve años, en un concurso de talentos en Radio Zorrilla 
de San Martín, ZSM, que desde muy jovencitos supimos 
escuchar; y no solo ganó ese concurso, sino que ganó año 
tras año todos los concursos de talentos que organizaba 
esa radio. 


A los doce años, como ya se dijo, integró la orquesta de 
Malunga Sáenz. Posteriormente, también muy jovencita, 
se trasladó a Montevideo y ya se relató toda la historia de 
cuando integró la orquesta de Donato Racciatti. 


Sin duda que escucharla nos hace emocionar y vibrar, 
así como la han escuchado miles y miles de uruguayos 
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ovacionándola de pie porque realmente es una grande y un 
orgullo para nuestro país. 


Muchas gracias, señora Delgrossi por estar aquí con 
nosotros. Muchas gracias por darnos la suerte de poder 
escucharla en este recinto. 


Muchas gracias, señora. 
(Aplausos en la sala y en la barra). 
SEÑORA SANGUINETTI. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA SANGUINETTI.- Gracias, señora presi- 
denta. 


Antes que nada, queremos saludar a su hija Silvia, a su 
pareja, a familiares, a amigos, a artistas y a todos los que 
nos acompañan en este día tan especial. Agradecemos a 
la señora senadora Lazo por proponer este merecido ho- 
menaje. 


Desde la bancada del Partido Colorado celebramos 
esta instancia y nos unimos a este homenaje. Me gustaría 
agradecer a Diego Delgross1, sobrino de Olga, por el tiem- 
po que nos dedicó el viernes pasado. Tuve la audacia de 
pedirle una entrevista para así conocer cómo era la familia 
Delgrossi puertas adentro, saber cómo era eso que a veces 
no sale en los libros ni en las biografías. Me quedó muy 
claro que era una familia en la que —como él decía— lo 
histriónico, el humor, la música, el canto y el tango eran 
parte del día a día. 


Me parece importante contextualizar lo que significa- 
ba ser cantante de tango en esa época. A veces miramos 
estas realidades o leemos estas biografías con los ojos de 
hoy y, sinceramente, es difícil ponerse en ese momento y 
hacer una analogía certera. De hecho, no supe encontrar 
una para ejemplificar lo que implicaría ser hoy cantante de 
tango en ese entonces y a esa edad. 


Se mencionó la forma en la que ella se refería a sí mis- 
ma como una canarita de Tacuarembó. También se decía 
tacuaremboense como los Delgrossi. 


Se hizo mucho hincapié en definirla como muy amiga 
de sus amigos y se mencionaron varios: los cantantes Ju- 
lio Sosa, Edmundo Rivero, Roberto Polaco Goyeneche y 
también algunos de los músicos con los que cantó, de la 
talla de Aníbal Troilo y Astor Piazzolla, entre tantos otros. 


La señora senadora Lazo contó la anécdota de Panchi- 
to Nolé, cuando el pasado 12 de julio tocó por última vez el 
tango Hasta siempre, amor y terminó con un Que los cum- 
plas feliz. Creo que es bastante impresionante. Frecuente- 
mente escucho a una persona muy querida decir que una 
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de las cosas más difíciles que ocurren con el paso de los 
años es que tu propia voz no te responde. Sin embargo, hoy 
oímos a Olga Delgrossi que, con sus nueve cero —como 
dijo ella—, ¡vaya si le responde su propia voz! 


Otro aspecto que me pareció muy interesante fue que 
la casa de campo en Solymar —que sigue estando al día 
de hoy-— tiene un portón de metal con un pentagrama y 
una gran clave de sol con unas notas que, indudablemente, 
muestran cómo ella hacía honor a la música. 


Para finalizar, señora presidenta, me gustaría destacar 
lo que implicó para esa época el hecho de que toda una fa- 
milia se trasladara desde Tacuarembó a Montevideo para 
apoyar los deseos e inquietudes de una niña de catorce 
años. Me parece que es digno de señalar que una familia 
con diez hijos tome una decisión de esa magnitud por ver 
satisfecha la pasión de un hijo. 


Así, pues, saludamos y celebramos este merecido ho- 
menaje a una verdadera institución. Creo que pocas per- 
sonas logran ser verdaderas instituciones como lo es Olga 
Delgrossi. 


Muchas gracias, señora presidenta. 
(Aplausos en la sala y en la barra). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hemos culminado este 
precioso homenaje que la Cámara de Senadores, a soli- 
citud de la señora senadora Lazo, ha llevado adelante a la 
gran Dama del Tango uruguayo —si se me permite decirlo 
así—, a nuestra querida Olga Delgrossi, a quien le desea- 
mos muchos años más de compartir esos maravillosos tan- 
gos y algún otro género musical que cada tanto elige para 
sus recitales y que mucho sabemos disfrutar. 


Gracias a todos por compartir con nosotros este home- 
naje tan querido y tan sentido y gracias a ti, Olga, por tan 
lindos momentos que le has dado a la sociedad uruguaya y 
al mundo entero; gracias de corazón. 


(Aplausos en la sala y en la barra). 
—Me pide la palabra la señora Olga Delgrossi. 


SEÑORA DELGROSSL.- No está mi hermana, que, si 
Dios quiere, el 18 de este mes cumple noventa y dos años; 
no pudo venir porque está en Piriápolis. Quiero mandarle 
un beso grandote y otro a Anita, mi sobrina, y a toda mi 
familia. Los quiero, pero no puedo nombrarlos a todos. No 
sé si vino Felipe, el padre de Diego. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vino Felipe también. 
(Aplausos en la sala y en la barra). 


SEÑORA DELGROSSI.- Felipe es tan cómico como 
el hijo. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Otro día lo invitamos y ba- 
jamos el nivel de tensión. 


Gracias a todos por venir. 


SENOR NIFFOURLI.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR NIFFOURI.- Solicito un cuarto intermedio de 
cinco minutos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 
(Se vota). 
—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
El Senado pasa a cuarto intermedio por cinco minutos. 
(Así se hace. Son las 11:38). 
(Vueltos a sala). 
—Habiendo número, continúa la sesión. 
(Son las 11:45). 
15) SOLICITUDES DE LICENCIA E 
INTEGRACIÓN DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una solicitud de li- 
cencia llegada a la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 2 de agosto de 2022 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito al Cuerpo me conceda licencia, 
al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, de 14 de se- 
tiembre de 2004, por el día 11 del corriente a partir de las 
16:00, por motivos personales. 

Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 


Carmen Asiaín. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 
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(Se vota). 
—14 en 16. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Alejandro Draper ha presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Jorge Saravia, quien ya ha pres- 
tado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 2 de agosto de 2022 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia, al amparo del artículo 1.*, literal D), de la Ley 
n.” 17827, de 14 de setiembre de 2004, desde el 6 hasta 
el 8 de agosto del corriente, por concurrir a la ceremonia 
de transmisión de mando presidencial de la República de 
Colombia. (Se adjunta invitación). 

Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 


Daniel Caggiani. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—16 en 17. Afirmativa. 


Queda convocada la señora Graciela Barrera, quien ya 
ha prestado la promesa de estilo. 
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16) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de un asunto 
entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Los señores senadores de la bancada del Frente Amplio 
presentan, con exposición de motivos, un proyecto de ley 
para la protección de personas físicas ante el eventual abu- 
so O acoso por parte de instituciones de intermediación 
financiera, y de las demás personas físicas y jurídicas que 
realicen operaciones abarcadas por el artículo 1.” de la 
Ley n* 18212, de 5 de diciembre de 2007, o que adquie- 
ran carteras de crédito o realicen gestión de cobranza de 
créditos». 


SEÑORA PRESIDENTA. Pasa a la Comisión de Ha- 
cienda. 


SEÑOR CARRERA. Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERA.- Respecto a ese proyecto cuyo 
ingreso solicitamos, nosotros estamos tratando uno simi- 
lar en la Comisión de Constitución y Legislación, presen- 
tado por Cabildo Abierto, y la intención es que se traten 
juntos. 


Por lo tanto, solicito que, si es posible, el proyecto se 
envíe a la Comisión de Constitución y Legislación. 


Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota). 
—18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El asunto pasa a la Comisión de Constitución y Legis- 
lación. 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Es una problemática inminente de tratar los intereses, multas y recargos 
practicados por diferentes instituciones financieras y también por algunos 
comerciantes, así como las formas abusivas de los mecanismos de cobro de 
los referidos créditos. 


En efecto, en Uruguay notamos la problemática de los créditos otorgados por 
distintas Instituciones de Intermediación Financiera y de las demás personas 
físicas y jurídicas que realicen operaciones abarcadas por el artículo 1? de la 
ley N* 18.212, que frente a la imposibilidad de pago por parte de las personas 
de bajos recursos, terminan en montos absurdos e imposibles de pagar 
debido a las altas tasas de interés previstas y la forma de imputar los pagos 
efectuados por los deudores. Todo ello deriva en dramas sociales y familiares 
con pérdidas del poco patrimonio logrado con muchos años de sacrificio y 
prácticamente la calificación de “parias” de los deudores que al figurar en el 
clearing se ven imposibilitados hasta de arrendar inmuebles para vivienda. 


Es decir que, el alto nivel de endeudamiento que habilitan las referidas 
instituciones con un fuerte crecimiento en los créditos al consumo implica un 
alto costo financiero promedio de ese esquema de financiamiento y resulta 
generalmente excesivo para los individuos que los reciben, generando 
elevados niveles de endeudamiento en miles de personas con escaso 
patrimonio. 


Y no sólo esto, sino que, además, en muchas ocasiones los créditos se 
tercerizan con empresas de recuperación de activos que aplican mecanismos 
abusivos para el cobro de los créditos, llegando incluso a situaciones de 
acoso de los deudores y abuso de la desinformación de los mismos. 


A ello debe agregarse que dada la crisis económica y social consecuencia 
del COVID y de la mala gestión del Gobierno en lo referente a las ayudas y 
apoyos a los sectores más vulnerables de la población, esta temática se ha 
visto dramáticamente agravada, existiendo informes que indican que 
actualmente cerca de 1.000.000 de uruguayos se encuentran en el clearing. 
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En vista a todo lo anterior, es que se propone el siguiente proyecto de ley con 
el objetivo de atacar la usura, proteger a las personas físicas en general y en 
especial a aquéllas de escasos recursos y evitar prácticas abusivas o de 
acoso por sectores empoderados con carteras de crédito que liquidar. 


Teniendo en cuenta el objetivo antes referido es que se prohíben para las 
instituciones de intermediación financiera y las demás personas físicas y 
jurídicas que realicen operaciones alcanzadas por la ley, las prácticas 
abusivas para el cobro de los créditos como ser, entre otras, las violaciones 
a la intimidad de la persona, el uso de información errónea, el abuso de la 
desinformación y las llamadas constantes y a horarios inapropiados, 
estableciendo sanciones en caso de incumplimiento. 


Con el fin de otorgar mayores herramientas a los deudores, frente a los 
reclamos de las instituciones financieras respecto a las deudas contraídas, 
se prevé en el artículo 3” una audiencia administrativa de conciliación y 
mediación ante el Área de Defensa del Consumidor a solicitud del deudor en 
la cual el acreedor debe brindar información acabada del crédito que se 
reclama y en la cual el Área de Defensa del Consumidor podrá consignar en 
actas una opinión no vinculante con relación al caso. 


A su vez, en el artículo 4* se modifican los requisitos exigidos legalmente 
para iniciar ejecuciones judiciales en el caso de cobro de créditos inferiores 
a 20.000 Ul (respecto de los cual no es práctica habitual de recuperación 
llevarlos a instancia judicial) incorporando una audiencia preceptiva ante el 
Área de Defensa del Consumidor en la cual el acreedor debe presentar, de 
manera cierta, clara y veraz, toda la información referente a la deuda. 


En el artículo 5” se regulan las competencias en relación a las distintas 
operaciones de crédito buscando preservar la división de roles entre el Banco 
Central del Uruguay y el Área Defensa del Consumidor según los tipos de 
crédito regulados por la ley de usura número 18.212. 


En el artículo 6” se reduce el periodo de generación de intereses moratorios 
de 24 a 18 meses, buscando de esta manera evitar que una deuda que 
comienza con un monto reducido termine siendo de un monto impagable para 
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cualquier deudor y buscando proteger a las personas de bajos recursos que 
luego se ven envueltas en deudas impagables. 


En el artículo 7” se busca proteger el salario y la pasividad recuperando el 
espiritu de la inembargabilidad de los sueldos y pasividades. Además, al 
hacerse progresivo y gradual, coincidiendo con la fecha de aumento de 
pasividades y salarios (enero de cada año), no afectará la capacidad de 
financiamiento de las personas ni tampoco la recuperación de las deudas 
contraídas antes de esta ley. A su vez, se mantienen incambiados los 
porcentajes relativos a cooperativas de consumo y garantías de alquiler, y se 
amplía la posibilidad de retención respecto de los créditos hipotecarios (se 
baja el intangible de 35% a 30%). 


El artículo 8”viene a llenar el vacío respecto a la manera de informar la tasa 
de interés a los deudores. Se dispone que la tasa informada al deudor 
coincida con la “tasa implícita” que se debe calcular para saber si el crédito 
es usurario. También se establecen sanciones importantes en caso de 
incumplimiento y reiteración del mismo. Una vez más, se apunta a la 
protección de las personas de menores recursos y reducido acceso a la 
información de forma que puedan comprender cabalmente qué crédito está 
asumiendo, y no ser "engañados” a la hora de contraer los mismos. En el 
mismo sentido, el artículo 9” establece que deberá informarse al deudor de 
la totalidad de la deuda, incluyendo la sumatoria de las cuotas con demás 
incrementos, como intereses, montos por seguro, etc. 


El artículo 10* elimina dos conceptos que, hasta el momento, la ley de usura 
permite excluir del cálculo de la tasa de interés implícita. Se trata de los 
seguros y las comisiones de los fondos de garantía, que claramente forman 
parte del riesgo de crédito que la tasa de interés debe cubrir, y por lo tanto no 
tiene fundamento su exclusión. Además, dado que estos conceptos se usan 
muchas veces para aumentar artificialmente la tasa, esta propuesta implica 
una rebaja del tope de usura. 


Es decir que, este artículo apunta que se brinde una información clara, veraz 
y completa a quienes toman un crédito de forma de evitar “publicidad” 
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engañosa así como la captación de clientes a partir de información erróneas 
o al menos incompleta, redundando en definitiva en créditos demasiado 
onerosos y hasta impagables para los deudores. 


En el artículo 11 se obliga a publicar comparativos de tasas de productos 
crediticios ofrecidos en el mercado, lo que se considera fundamental para 
promover la transparencia y la efectiva competencia en el mercado, 
facilitando las decisiones de los consumidores. Ambos organismos están 
omisos en el cumplimiento del mandato legal. Una vez más, se incorpora un 
mecanismo que apunta a la mayor transparencia y veracidad de la 
información que se brinda a los consumidores del crédito de forma de facilitar 
la toma de decisiones. 


Finalmente, en el artículo 12 se dispone que la ley entrará en vigencia a los 
seis meses contados a partir de su promulgación, de forma de conceder un 
plazo necesario para implementar las modificaciones que se proyectan. 


En resumen, es un proyecto que busca proteger a los deudores y tomadores 
de créditos de menores recursos y a las personas menos privilegiadas de 
nuestro país, brindándoles mayor información para la toma de decisiones, así 
como mecanismos de protección ante cobros y créditos abusivos. 
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PROYECTO DE LEY 
PARA LA PROTECCIÓN DE DEUDORES POR OPERACIONES 
CREDITICIAS 


Artículo 1”.- El objeto de la presente ley es la protección de personas fisicas 
ante el eventual abuso o acoso por parte de Instituciones de Intermediación 
Financiera y de las demás personas fisicas y jurídicas que realicen operaciones 
abarcadas por el artículo 1? de la ley N* 18.212, de 5 de diciembre de 2007, o 
que adquieran carteras de crédito o realicen gestión de cobranza de créditos. 


Artículo 2”.- Quedan prohibidas para las instituciones de intermediación 
financiera y las demás personas fisicas y jurídicas que realicen operaciones 
alcanzadas por la presente ley, las prácticas abusivas para el cobro de los 
créditos como ser, entre otras, las violaciones a la intimidad de la persona, el uso 
de información errónea, el abuso de la desinformación y las llamadas constantes 
y a horarios inapropiados. Las infracciones a esta norma serán sancionadas por 
los órganos de control previstos en el artículo 24 de la ley N” 18.212, de 5 de 
diciembre de 2007, mediante la aplicación de alguna de las sanciones previstas 
en el artículo 13 BIS de la referida ley. 


Artículo 3”.- Agrégase al artículo 42 de la Ley N” 17.250 de 11 de agosto de 

2000, el siguiente literal: 
*1) A solicitud de cualquier deudor, convocar a audiencia de conciliación y 
mediación para la solución de los conflictos que se planteen en relación 
con deudas abarcadas por el artículo 20 de la ley N* 18.212, de 5 de 
diciembre de 2007. 
Con una antelación de 10 días a la celebración de la audiencia de 
conciliación y mediación, el acreedor deberá proporcionar, de manera 
cierta, clara y veraz, toda la información referente a la deuda, como ser: 
monto y condiciones de la deuda inicial, amortizaciones efectuadas, 
monto total adeudado, discriminando capital e intereses adeudados y 
detallando en forma precisa el criterio de cálculo, el tipo de interés y la 
normativa aplicados. 
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En caso de que la mediación y conciliación resultare infructuosa, el Área 
de Defensa del Consumidor podrá consignar en actas una opinión no 
vinculante con relación al caso. 

La no presentación de la información requerida o la falta de 
comparecencia del acreedor en tiempo y forma, que no sea debidamente 
justificada, será sancionada con una multa que no podrá exceder el 
equivalente a UR 50 (cincuenta unidades reajustables). Lo recaudado por 
concepto de multa será destinado al Área de Defensa al Consumidor del 
Ministerio de Economía y Finanzas.” 


Artículo 4”.- Previo al inicio de cualquier acción jurisdiccional relativa a deudas 
comprendidas por el artículo 20 de la ley N” 18.212, de 5 de diciembre de 2007, 
el acreedor deberá solicitar al Área de Defensa al Consumidor del Ministerio de 
Economía y Finanzas la convocatoria de una audiencia de conciliación y 
mediación a la que refiere el literal 1) del artículo 42 de la Ley N* 17.250, de 11 
de agosto de 2000, en la redacción del artículo anterior. 

Conjuntamente con la solicitud de audiencia, el acreedor deberá presentar, de 
manera cierta, clara y veraz, toda la información referente a la deuda, como ser: 
monto y condiciones de la deuda inicial, amortizaciones efectuadas, monto total 
adeudado, discriminando capital e intereses adeudados y detallando en forma 
precisa el criterio de cálculo, el tipo de interés y la normativa aplicados, así como 
cualquier otra información relevante respecto a la deuda reclamada. Dicha 
información será comunicada al deudor conjuntamente con la convocatoria a 
audiencia. 


Artículo 5”.- Cuando se trate de operaciones de crédito otorgadas por entidades 
sujetas a supervisión, regulación y control del Banco Central del Uruguay, lo 
previsto en los artículos 2* y 3? de la presente ley serán cometidos de la 
Superintendencia de Servicios Financieros, en el marco de lo dispuesto en el 
literal W) del artículo 38 de la Ley N* 16.696, de 30 de marzo de 1995, en la 
redacción dada por el artículo 11 de la ley Ley N* 18.401, de 24 de octubre de 
2008. 
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Artículo 6”.- Sustitúyese el primer inciso del artículo 20 de la Ley número 18.212 
de 12 de Diciembre de 2007, el que quedará redactado de la siguiente forma: 


"Artículo 20 (Intereses moratorios devengados en pequeños créditos).- La 
generación de intereses moratorios, pactados en deudas originadas en 
negocios jurídicos de préstamos en efectivo y de financiamiento de bienes 
y servicios, otorgados a personas fisicas o jurídicas cuyo capital inicial sea 
inferior al equivalente de 20.000 Ul (veinte mil unidades indexadas) sea 
cual fuere la moneda pactada, caducará de pleno derecho, sin necesidad 
de acción alguna a cargo del deudor, a los dieciocho meses contados a 
partir de la fecha en que cada obligación devenga exigible, salvo que el 
acreedor hubiese promovido acción judicial en dicho término. A partir de 
la caducidad referida, se aplicarán sobre la totalidad de las sumas 
adeudadas, cualquiera sea su naturaleza, únicamente los ajustes e 
intereses a que refieren los artículos 1*, 2” y 4? del Decreto Ley N* 14,500, 
de 8 de marzo de 1976, salvo en el caso de que la tasa de interés pactada 
fuera inferior a la resultante de la aplicación de lo dispuesto en este 
artículo, en cuyo caso se aplicará la tasa pactada.” 


Artículo 7”.- Sustitúyese el artículo 3” de la Ley N” 17.829, de 18 de setiembre 
de 2004, en la redacción dada por el artículo 353 de la Ley N* 19.670, de 15 de 
octubre de 2018, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 3”.- Ninguna persona física podrá percibir por concepto de 
retribución salarial o pasividad una cantidad en dinero inferior al 35% 
(treinta y cinco por ciento) del monto nominal, deducidos los impuestos a 
las rentas y sus correspondientes anticipos, y las contribuciones 
especiales de seguridad social. Dicho porcentaje se elevará a 40% 
(cuarenta por ciento) a partir del 1” de enero de 2023, a 45% (cuarenta y 
cinco por ciento) a partir del 1? de enero de 2024 y a 50% (cincuenta por 
ciento) a partir del 1? de enero de 2025. 

En el caso de las retenciones previstas en el literal A) y D) del artículo 1* 
de la presente ley, en la redacción dada por el artículo 70 de la Ley N* 
19.996, de 3 de noviembre de 2021, y de las correspondientes a los actos 
cooperativos a los que refiere el literal G) del mismo, dicho porcentaje será 
de 30% (treinta por ciento)". 


279-C.S. 


280-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Artículo 8”.- Agrégase el siguiente artículo a la Ley N* 18.212, de 5 de diciembre 

de 2007: 
“Artículo 13 BIS.- Toda oferta o publicidad de operaciones comprendidas 
por la presente ley, realizada por cualquier forma, en el local empresarial 
o por medio postal, telefónico, televisivo, informático o por cualquier otro 
medio de difusión o comunicación, deberá contener, de forma destacada 
y clara, la información sobre la tasa de interés implícita calculada de 
acuerdo a lo previsto en el artículo 10 de la presente ley. A los efectos de 
la comunicación de dicha tasa, se la deberá denominar "Tasa de interés 
efectiva”, y deberá expresarse como una tasa efectiva anual. La 
reglamentación podrá especificar características adicionales que deberá 
cumplir la información a divulgar. 
El no cumplimiento con el deber de información antes referido dará lugar 
a la aplicación por parte del órgano de aplicación de las siguientes 
sanciones: 

A) Apercibimiento, ante la constatación del primer incumplimiento. 

B) Apercibimiento dando a publicidad la resolución en el sitio web del 
órgano de aplicación, con su publicación a costa del infractor en 
dos diarios de circulación nacional, en caso de un segundo 
incumplimiento. 

C) Multa de 100.000 UI (cien mil unidades indexadas), en caso de un 
tercer incumplimiento. 

D) Multa de 1:000.000 Ul (un millón de unidades indexadas), por cada 
sucesivo incumplimiento.” 


Artículo 9?.- Agrégase el siguiente artículo a la Ley N* 18.212, de 5 de diciembre 
de 2007: 

"Artículo 13 TER. - Al momento del otorgamiento de cualquier operación de 
crédito comprendida en esta ley, el acreedor deberá informar al futuro deudor el 
monto total a pagar, resultado de la sumatoria de todas las cuotas del crédito, 
incluyendo absolutamente todos los costos involucrados, interés, comisiones, 
seguros, etc. 
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En el evento que las cuotas estén indexadas, junto con la sumatoria de cuotas 
en unidades indexadas, el acreedor deberá informar su equivalente en pesos al 
momento del otorgamiento del crédito. 


El no cumplimiento con los deberes de información antes referidos dará lugar a 
la aplicación por parte del órgano de aplicación de las siguientes sanciones: 

A) Apercibimiento, ante la constatación del primer incumplimiento. 

B) Apercibimiento dando a publicidad la resolución en el sitio web del 
órgano de aplicación, con su publicación a costa del infractor en 
dos diarios de circulación nacional, en caso de un segundo 
incumplimiento. 

C) Multa de 100.000 Ul (cien mil unidades indexadas), en caso de un 
tercer incumplimiento. 

D) Multa de 1:000,000 Ul (un millón de unidades indexadas), por cada 
sucesivo incumplimiento.” 


Artículo 10”.- Deróganse los literales F) y G) del artículo 14, y C) y D) del artículo 
15 de la ley N* 18.212, de 5 de diciembre de 2007. 


Artículo 11”.- El Banco Central del Uruguay y el Área Defensa del Consumidor 
del Ministerio de Economía y Finanzas deberán dar cumplimiento a lo previsto 
en el artículo 13 de la ley 18.212 de 5 de diciembre de 2007 dentro de los tres 
meses siguientes a la promulgación de la presente ley. 


Artículo 12*.- Lo dispuesto en los artículos 3”, 4” y 5” de la presente ley entrará 
en vigencia a los seis meses contados a partir de su promulgación. 


Senadores de la Bancada del Frente Amplio 
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17) ASCENSOS EN LA ARMADA con la solicitud de venia remitida por el Poder Ejecutivo a 


- : fin de conferir el ascenso al grado de capitán de navío de 
SENORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del orden del día: 


«Informe de la Comisión de Defensa Nacional relacionado (Carp. n.* 679/2022 - rep. n.* 505/2022)». 


la Armada nacional a varios señores capitanes de fragata. 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 679/2022 - rep. n.*? 505/2022 


CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE 
DEFENSA NACIONAL 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo la venia solicitada para conferir 
los ascensos al grado de Capitán de Navío, con fecha 1* de febrero de 2022, 
por los Sistemas de Antigúedad y de Selección, por aplicación del artículo 106 
de la Ley N* 19.775, de 26 de julio de 2019, de conformidad con lo establecido 
por el numeral 11) del artículo 168 de la Constitución de la República y en el 
orden de precedencia que a continuación se expresa: 


EN EL CUERPO GENERAL 

- Al grado de Capitán de Navío (CG): a los Capitanes de Fragata (CG) Leonardo 
Raissignier y Carlos Molinari por el Sistema de Antigúedad y a los Capitanes de 
Fragata (CG) Gabriel Calimaris y Federico Zas por el Sistema de Selección. 

EN EL CUERPO DE INGENIEROS DE MÁQUINAS Y ELECTRICIDAD 

- Al grado de Capitán de Navío (CIME): al Capitán de Fragata (CIME) Juan 
Mieres por el Sistema de Antigúedad y a los Capitanes de Fragata (CIME) 
Esteban Carril y Adolfo Marques por el Sistema de Selección. 


EN EL CUERPO DE APROVISIONAMIENTO Y ADMINISTRACIÓN 


- Al grado de Capitán de Navío (CAA): al Capitán de Fragata (CAA) Luis Seoane 
por el Sistema de Antiguedad. 
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EN EL CUERPO DE PREFECTURA 


- Al grado de Capitán de Navío (CP): al Capitán de Fragata (CP) Gustavo 
González por el Sistema de Antiguedad quien ocupará vacante en su nueva 
jerarquía y dejará una vacante de Capitán de Fragata (CG) y a los Capitanes 
de Fragata (CP) Juan Hernández e Ismael Barreiro por el Sistema de Selección, 
quienes no ocuparán vacantes en su nueva jerarquía y dejarán dos vacantes 
de Capitán de Fragata (CG). 


Sala de la Comisión, 20 de julio de 2022. 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
2022-3-18-0000031 Montevideo, ) 4 ABR 202 
SEÑORA PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE SENADORES 
ESC. BEATRIZ ARGIMÓN 
El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo a efectos de solicitar 
la venia correspondiente para conferir los ascensos al grado de Capitán de 
Navío, con fecha 1? de febrero de 2022, por los Sistemas de Antigiedad y de 
Selección por aplicación del artículo 106 de la Ley N* 19.775, de 26 de julio de 
2019, de conformidad con lo establecido por el numeral 11) del artículo 168 de la 
Constitución de la Républica y en el Orden de Precedencia que a continuación se 
expresa; 
EN EL CUERPO GENERAL 
- Al grado de Capitán de Navío (CG): a los Capitanes de Fragata (CG) Leonardo 
Raissignier y Carlos Molinari por el Sistema de Antigúedad y a los Capitanes de 
Fragata (CG) Gabriel Calimaris y Federico Zas por el Sistema de Selección. 
EN EL CUERPO DE INGENIEROS DE MÁQUINAS Y ELECTRICIDAD 
- Al grado de Capitán de Navío (CIME): al Capitán de Fragata (CIME) Juan 
Mieres por el Sistema de Antigúiedad y a los Capitanes de Fragata (CIME) 
Esteban Carril y Adolfo Marques por el Sistema de Selección. 
EN EL CUERPO DE APROVISIONAMIENTO Y ADMINISTRACIÓN 
- Al grado de Capitán de Navío (CAA): al Capitán de Fragata (CAA) Luis Seoane 
por el Sistema de Antigúedad . 
EN EL CUERPO DE PREFECTURA 
- Al grado de Capitán de Navío (CP): al Capitán de Fragata (CP) Gustavo 
González por el Sistema de Antigúedad quien ocupará vacante en su nueva 
jerarquía y dejará una vacante de Capitán de Fragata (CG) y a los Capitanes de 
Fragata (CP) Juan Hernández e Ismael Barreiro por el Sistema de Selección, 
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quienes no ocuparán vacante en su nueva jerarquía y dejarán dos vacantes de 
Capitán de Fragata (CG). 

Saluda a la señora Presidente de la Cámara de Senadores con la mayor 
consideración. 


30 judo, AA 
pu GARCÍA LUIS LACALLE POU 


MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL Prosidonte de la Ropública 
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Disposición citada 


SECCIÓN 3 
ASCENSOS DEL PERSONAL SUPERIOR 


Artículo 106.- Los ascensos de Oficiales se conferirán en tiempo de paz: 


A) En la jerarquía de Oficial General, en el momento del año en que 
se produzca la vacante, generando la antigiedad a partir del 1? de 
febrero siguiente. 


B) En las demás jerarquías se conferirán con fecha 1” de febrero. Cuando 
la resolución se dicte con posterioridad, será igualmente retroactiva a dicha 
fecha. 


Las vacantes a llenar anualmente serán las que se produzcan desde el 
1? de febrero del año anterior al 31 de enero del año en curso. 


C)Los ascensos de Alférez o equivalentes se otorgarán una vez 
aprobados los Cursos de las correspondientes Escuelas de Formación, 
computándose la antigiedad a partir del 1? de febrero siguiente. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Señora presidenta: la Comisión 
de Defensa Nacional, por unanimidad, recomienda al Se- 
nado conceder la venia solicitada por el Poder Ejecutivo, 
de acuerdo con el numeral 11 del artículo 168 de la Cons- 
titución de la república, para ascender por el sistema de 
antigiiedad, concurso y selección a la jerarquía de capitán 
de navío a quince capitanes de fragata, que se integra de 
la siguiente manera: siete del Cuerpo General, tres en el 
Cuerpo de Ingenieros de Máquinas y Electricidad, dos en 
el Cuerpo de Aprovisionamiento y Administración y tres 
en el Cuerpo de Prefectura. 


Al no haber objeciones por parte de los integrantes de 
la Comisión de Defensa Nacional, estudiado el expedien- 
te y los currículos elevados por parte del Ministerio de 
Defensa Nacional, recomendamos al Senado conceder la 
venia solicitada. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el proyecto de reso- 
lución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo la venia 
solicitada para conferir los ascensos al grado de Capitán 
de Navío, con fecha 1* de febrero de 2022, por los Sistemas 
de Antigúedad y de Selección, por aplicación del artículo 
106 de la Ley N* 19.775, de 26 de julio de 2019, de confor- 
midad con lo establecido por el numeral 11) del artículo 
168 de la Constitución de la República y en el orden de 
precedencia que a continuación se expresa: 


EN EL CUERPO GENERAL 


- Al grado de Capitán de Navío (CG): a los Capitanes 
de Fragata (CG) Leonardo Raissignier y Carlos Molinari 
por el Sistema de Antigúedad y a los Capitanes de Fragata 
(CG) Gabriel Calimaris y Federico Zas por el Sistema de 
Selección. 
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EN EL CUERPO DE INGENIEROS DE MÁQUINAS 
Y ELECTRICIDAD 


- Al grado de Capitán de Navío (CIME): al Capitán de 
Fragata (CIME) Juan Mieres por el Sistema de Antigúe- 
dad y a los Capitanes de Fragata (CIME) Esteban Carril y 
Adolfo Marques por el Sistema de Selección. 


EN EL CUERPO DE APROVISIONAMIENTO Y 
ADMINISTRACIÓN 


- Al grado de Capitán de Navío (CAA): al Capitán de 
Fragata (CAA) Luis Seoane por el Sistema de Antigúedad. 


EN EL CUERPO DE PREFECTURA 


- Al grado de Capitán de Navío (CP): al Capitán de Fra- 
gata (CP) Gustavo González por el Sistema de Antigijedad 
quien ocupará vacante en su nueva jerarquía y dejará una 
vacante de Capitán de Fragata (CG) y a los Capitanes de 
Fragata (CP) Juan Hernández e Ismael Barreiro por el Sis- 
tema de Selección, quienes no ocuparán vacantes en su 
nueva jerarquía y dejarán dos vacantes de Capitán de Fra- 
gata (CG)». 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 


(Se vota). 
24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de resolución, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo. 


18) ASCENSOS EN LA ARMADA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en tercer término del orden del día: «In- 
forme de la Comisión de Defensa Nacional relacionado 
con la solicitud de venia remitida por el Poder Ejecutivo a 
fin de conferir el ascenso al grado de capitán de navío de 
la Armada nacional a varios señores capitanes de fragata. 
(Carp. n.? 702/2022 - rep. n.? 506/2022)». 


2 de agosto de 2022 CÁMARA DE SENADORES 


(Antecedentes). 


Carp. n.? 702/2022 - rep. n.* 506/2022 


CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE 
DEFENSA NACIONAL 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo la venia solicitada para conferir 
los ascensos al grado de Capitán de Navío, con fecha 1? de febrero de 2022, 
por el sistema de Selección, por aplicación del artículo 106 de la Ley N* 19.775, 
de 26 de julio de 2019, de conformidad con lo establecido por el numeral 11) del 
artículo 168 de la Constitución de la República, en forma complementaria a la 
gestionada por expediente N* 2022-3-18-0000031, en el orden de precedencia 
que a continuación se expresa: 


EN EL CUERPO GENERAL 
- Al grado de Capitán de Navío (CG): a los Capitanes de Fragata (CG) Ruben 
Bottaro, Álvaro Beares y Facundo Serpa por el Sistema de Selección, los cuales 
ocuparán dos vacantes en su nueva jerarquía y dejarán dos vacantes de 
Capitán de Fragata (CG). 
EN EL CUERPO DE APROVISIONAMIENTO Y ADMINISTRACIÓN 
- Al grado de Capitán de Navío (CAA): al Capitán de Fragata (CAA) Fernando 


Varietti por el Sistema de Selección quien ocupará vacante en su nueva 
jerarquía y dejará una vacante de Capitán de Fragata (CAA). 


Sala de la Comisión, 20 de julio de 2022. 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
2022-3-18-0000190 Montevideo, 3 1 MAY 2022 
SEÑORA PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE SENADORES 
ESCRIBANA BEATRIZ ARGIMÓN 
El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, solicitando la venia 
correspondiente para conferir los Ascensos al Grado de Capitán de Navío con 
fecha 1* de febrero de 2022, por el Sistema de Selección, por aplicación del 
artículo 106 de la Ley N* 19.775, de 28 de julio de 2019, de conformidad con lo 
establecido por el numeral 11 del artículo 168 de la Constitución de la República, 
en forma complementaria a la gestionada por expediente N* 2022-3-18-0000031, 
en el Orden de Precedencia que a continuación se expresa; 
EN EL CUERPO GENERAL 

- Al grado de Capitán de Navío (CG): a los Capitanes de Fragata (CG) Ruben 
Bottaro, Álvaro Beares y Facundo Serpa, por el Sistema de Selección, los cuales 
ocuparan dos vacantes en su nueva jerarquía y dejarán dos vacantes de Capitán 
de Fragata (CG). 

EN EL CUERPO DE APROVISIONAMIENTO Y ADMINISTRACION 
- Al grado de Capitán de Navío (CAA): al Capitán de Fragata (CAA) Fernando 
Varietti, por el sistema de selección, quien ocupará vacante en su nueva jerarquía 
y dejará una vacante de Capitán de Fragata (CAA). 
Saluda a la señora Presidente de la Cámara de Senadores con la mayor 


consideración. 
. JAVIÉR GARCÍA 
MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL LUIS LACALLE POU 
Presidente de la Rapública 
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Disposición citada 


SECCIÓN 3 
ASCENSOS DEL PERSONAL SUPERIOR 


Artículo 106.- Los ascensos de Oficiales se conferirán en tiempo de paz: 


A) En la jerarquía de Oficial General, en el momento del año en que 
se produzca la vacante, generando la antigúedad a partir del 1? de 
febrero siguiente. 


B) En las demás jerarquías se conferirán con fecha 1* de febrero. Cuando 
la resolución se dicte con posterioridad, será igualmente retroactiva a dicha 
fecha. 


Las vacantes a llenar anualmente serán las que se produzcan desde el 
1? de febrero del año anterior al 31 de enero del año en curso. 


C)Los ascensos de Alférez o equivalentes se otorgarán una vez 
aprobados los Cursos de las correspondientes Escuelas de Formación, 
computándose la antiguedad a partir del 1* de febrero siguiente. 


292-C.S. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Señora presidenta: en este caso 
se pide por parte del Poder Ejecutivo conceder la venia 
solicitada de acuerdo al numeral 11 del artículo 168 de la 
Constitución de la república para proceder el ascenso al 
grado de capitán de navío a una serie de oficiales: tres en el 
Cuerpo General y uno en el Cuerpo de Aprovisionamiento 
y Administración. 


La Comisión de Defensa Nacional recomienda al Se- 
nado conceder la venia solicitada. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el proyecto de reso- 
lución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo la venia 
solicitada para conferir los ascensos al grado de Capi- 
tán de Navío, con fecha 1? de febrero de 2022 por el sis- 
tema de Selección, por aplicación del artículo 106 de la 
Ley N.? 19.775, de 26 de julio de 2019, de conformidad 
con lo establecido por el numeral 11) del artículo 168 
de la Constitución de la República, en forma comple- 
mentaria a la gestionada por expediente N” 2022-3-18- 
0000031, en el orden de precedencia que a continuación 
se expresa: 


CÁMARA DE SENADORES 


2 de agosto de 2022 


EN EL CUERPO GENERAL 


- Al grado de Capitán de Navío (CG): a los Capitanes 
de Fragata (CG) Ruben Bottaro, Álvaro Beares y Facundo 
Serpa por el Sistema de Selección, los cuales ocuparán dos 
vacantes en su nueva jerarquía y dejarán dos vacantes de 
Capitán de Fragata (CG). 


EN EL CUERPO DE APROVISIONAMIENTO Y 
ADMINISTRACIÓN 


- Al grado de Capitán de Navío (CAA): al Capitán de 
Fragata (CAA) Fernando Varietti por el Sistema de Selec- 
ción quien ocupará vacante en su nueva jerarquía y dejará 
una vacante de Capitán de Fragata (CAA)». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 


(Se vota). 
—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de resolución, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo. 


19) ASCENSOS EN LA FUERZA 
AÉREA URUGUAYA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en cuarto término del orden del día: «In- 
forme de la Comisión de Defensa Nacional relacionado 
con la solicitud de venia remitida por el Poder Ejecutivo 
a fin de conferir el ascenso al grado de coronel de la Fuer- 
za Aérea Uruguaya a varios señores tenientes coroneles. 
(Carp. n.? 682/2022 - rep. n.? 501/2022)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 682/2022 - rep. n.? 501/2022 


CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE 
DEFENSA NACIONAL 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo la venia solicitada para conferir 
los ascensos al grado de Coronel de la Fuerza Aérea Uruguaya, con fecha 1? 
de febrero de 2022, a los siguientes Tenientes Coroneles, de conformidad con 
lo establecido por el numeral 11) del artículo 168 de la Constitución de la 
República: 


ESCALAFON "A" (AVIADOR) 


Por el Sistema de Antiguedad, Aptitudes y Suficiencia: 


- Al grado de Coronel (Av.): al Teniente Coronel (Av.) Jorge Maubrigades, por 
aplicación del artículo 65 del Decreto-Ley N* 14.747, de 28 de diciembre de 
1977, (Orgánico de la Fuerza Aérea), en la redacción dada por el artículo 
130 de la Ley N” 19.355, de 19 de diciembre de 2015, al Teniente Coronel 
(Av.) Gerardo Tajes, por aplicación del artículo 62 del Decreto-Ley N* 14,747, 
de 28 de diciembre de 1977, en la redacción dada por el artículo 54 de la Ley 
N” 18.996, de 7 de noviembre de 2012 y al Teniente Coronel (Av.) William 
Lucas, por aplicación del artículo 67 del Decreto-Ley N* 14,747, de 28 de 
diciembre de 1977. 


ESCALAFON "B" (NAVEGANTES) 
Por el Sist le Antiguedad, Aptitud Suficiencia: 


- Al grado de Coronel (Nav.): a los Tenientes Coroneles (Nav.) Víctor Molina y 
Fernando Argañaras, por aplicación del artículo 65 del Decreto-Ley N” 14.747, 
de 28 de diciembre de 1977, en la redacción dada por el artículo 130 de la Ley 
N” 19.355, de 19 de diciembre de 2015. 


Sala de la Comisión, 20 de julio de 2022. 
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PODER EJECUTIVO 


MENSAJE 12/022 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 


2022-3-23-0000025 Montevideo, 2 1 ABR 2022 
SEÑORA PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE SENADORES 
ESCRIBANA BEATRIZ ARGIMÓN 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo a efectos de solicitar 
las venias correspondientes para conferir los ascensos al grado de Coronel de la 
Fuerza Aérea Uruguaya, con fecha 1% de febrero de 2022, a los siguientes 
Tenientes Coroneles, de conformidad con lo establecido por el numeral 11 del 
artículo 168 de la Constitución de la República; 

ESCALAFÓN "A" (AVIADOR) 

Por el Sistema de Antiguedad, Aptitudes y Suficiencia 

- Al grado de Coronel (Av.): al Teniente Coronel (Av.) Jorge Maubrigades, por 
aplicación del artículo 65 del Decreto-Ley N* 14.747, (Orgánico de la Fuerza 
Aérea) de 28 de diciembre de 1977, en la redacción dada por el artículo 130 de la 
Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015, al Teniente Coronel (Av.) Gerardo 
Tajes, por aplicación del artículo 62 del Decreto-Ley N” 14.747, (Orgánico de la 
Fuerza Aérea) de 28 de diciembre de 1977, en la redacción por el articulo 54 de 
la Ley N* 18.996, de 7 de noviembre de 2012 y al Teniente de Coronel (Av.) 
William Lucas, por aplicación del artículo 67 del Decreto-Ley N* 14,747, 
(Orgánico de la Fuerza Aérea) de 28 de diciembre de 1977, 

ESCALAFÓN “B" (NAVEGANTES) 

Por el Sistema de Antigúedad, Aptitudes y Suficiencia 

- Al grado de Coronel (Nav.): a los Tenientes Coroneles (Nav.) Victor Molina y 
Fernando Argañaras, por aplicación del artículo 65 del Decreto-Ley N* 14.747, 
(Orgánico de la Fuerza Aérea) de 28 de diciembre de 1977, en la redacción dada 
por el artículo 130 de la Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015. 
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El Poder Ejecutivo saluda a la señora Presidente con la mayor consideración. 


e 


LUIS LACALLE POU 
Prosidonto de la Rapública 
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Disposiciones citadas 


LEY ORGÁNICA DE LA FUERZA AÉREA URUGUAYA 
Decreto -Ley N* 14.747 
de 28 de diciembre de 1977 


CAPITULO IV - DE LOS SISTEMAS DE ASCENSOS 
Artículo 62 


Los Tenientes 1”, Mayores y Tenientes Coroneles ascenderán a los grados 
inmediatos superiores por el sistema de antiguedad, aptitudes y suficiencia, de 
acuerdo a la precedencia que obtengan en las listas de ascensos confeccionadas por 
el órgano calificador, según la calificación final que resulte de promediar la nota de 
antigúedad con la nota promedio de aptitudes y con la nota de suficiencia. 


Aquellos Oficiales que estén en condiciones de ascenso a los diferentes grados, 
desde Capitán a Coronel, integrantes de los Cuerpo de Comando y Cuerpo de 
Servicios Generales, en sus diferentes escalafones, podrán ascender utilizando las 
vacantes existentes en otros escalafones dentro de su respectivo Cuerpo. De 


generarse nuevamente la vacante deberá ser restituida a su Cuerpo y escalafón de 
origen. 


Fuente: artículo 54 de la Ley N* 18.996 de 07 de noviembre de 2012. 
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CAPITULO V 
SISTEMA DE REGULACION DE CUADROS 


Artículo 65 
Fijanse los efectivos del Personal Superior de la Fuerza Aérea de acuerdo a lo siguiente: 


0 
0] 
0] 
A | 
| 4 | 
| 19 | 


Fuente: Ley N? 19.355, de 19 de diciembre de 2015; artículo 130. 


298-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Artículo 67 


Cuando las vacantes a proveerse cada año en el Cuerpo Aéreo no 
alcanzaren a la tercera parte del número de Oficiales que hayan computado el 
tiempo mínimo exigido para el ascenso y se encuentren calificados en el Grado 
en las jerarquías de Teniente 1 a Teniente Coronel, se ascenderán como 
mínimo hasta dicha cantidad en cada una de esas jerarquías. 


2 de agosto de 2022 


2 de agosto de 2022 


SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Señora presidenta: en este caso, 
de acuerdo con lo establecido en el numeral 11 del artículo 
168 de la Constitución de la república, el Poder Ejecutivo 
solicita la venia del Senado para conferir ascenso, por el 
sistema de antigiiedad, aptitudes y suficiencia, a la jerar- 
quía de coronel de la Fuerza Aérea a cinco tenientes coro- 
neles, tres en el escalafón A, Aviador, y dos en el escalafón 
B, Navegantes. 


En virtud de que no hubo objeciones por parte de los 
integrantes de la Comisión de Defensa Nacional del Se- 
nado, se recomienda conceder la venia solicitada por el 
Poder Ejecutivo. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA - Léase el proyecto de reso- 
lución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo la venia 
solicitada para conferir los ascensos al grado de Coronel 
de la Fuerza Aérea Uruguaya, con fecha 1” de febrero de 
2022, a los siguientes Tenientes Coroneles, de conformi- 
dad con lo establecido por el numeral 11) del artículo 168 
de la Constitución de la República: 


ESCALAFON “A” (AVIADOR) 


Por el Sistema de Antigijedad, Aptitudes y Suficiencia: 


- Al grado de Coronel (Av.): al Teniente Coronel (Av.) 
Jorge Maubrigades, por aplicación del artículo 65 del De- 
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creto-Ley N* 14.747, de 28 de diciembre de 1977, (Orgáni- 
co de la Fuerza Aérea), en la redacción dada por el artículo 
130 de la Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015, al 
Teniente Coronel (Av.) Gerardo Tajes, por aplicación del 
artículo 62 del Decreto-Ley N* 14.747, de 28 de diciembre 
de 1977, en la redacción dada por el artículo 54 de la Ley 
N* 18.996, de 7 de noviembre de 2012 y al Teniente Coro- 
nel (Av.) William Lucas, por aplicación del artículo 67 del 
Decreto-Ley N* 14.747, de 28 de diciembre de 1977. 


ESCALAFON “B” (NAVEGANTES) 


Por el Sistema de Antigijedad, Aptitudes y Suficiencia: 


- Al grado de Coronel (Nav.): a los Tenientes Coroneles 
(Nav.) Víctor Molina y Fernando Argañaras, por aplica- 
ción del artículo 65 del Decreto-Ley N* 14.747, de 28 de 
diciembre de 1977, en la redacción dada por el artículo 130 
de la Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 


(Se vota). 
—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de resolución, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo. 


20) ASCENSOS EN EL EJÉRCITO NACIONAL 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en quinto término del orden del día: «In- 
forme de la Comisión de Defensa Nacional relacionado 
con la solicitud de venia remitida por el Poder Ejecutivo 
a fin de conferir el ascenso al grado de coronel del Ejér- 
cito nacional a varios señores tenientes coroneles. (Carp. 
n.> 718/2022 - rep. n.? 502/2022)». 


300-C.S. CÁMARA DE SENADORES 2 de agosto de 2022 


(Antecedentes). 


Carp. n. * 718/2022 - rep. n.? 502/2022 
CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE 
DEFENSA NACIONAL 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo la venia solicitada para 
conferir los ascensos al grado de Coronel, con fecha 1” de febrero de 2022, por 
el Sistema de Antigúedad, Concurso y Selección, por aplicación del artículo 106 
de la Ley N* 19.775, de 26 de julio de 2019, de conformidad con lo establecido 
por el numeral 11) del artículo 168 de la Constitución de la República y en el 
orden de precedencia que a continuación se expresa: 


EN EL ARMA DE INFANTERÍA 


- Por el Sistema de Antigúedad: ocupando vacantes producidas por aplicación 
del artículo 143 del Decreto-Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, 
(Orgánico del Ejército) al Teniente Coronel Alfonso Fojo; ocupando vacantes 
producidas por aplicación del literal C) del artículo 145 del Decreto-Ley 
N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, a los Tenientes Coroneles Luis 
Rodríguez, Ramón Ramírez y Claudio Suárez. 


- Por el Sistema de Concurso: ocupando vacantes producidas por aplicación del 
literal C) del artículo 145, del Decreto-Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 
1984, a los Tenientes Coroneles Eduardo Puchy, Gustavo Spinelli e Ignacio 
Martínez. 


- Por el Sistema de Selección: ocupando vacantes producidas por aplicación del 
literal C) del artículo 145 del Decreto-Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 
1984, a los Tenientes Coroneles José Terra, Sergio Martínez, Néstor Costa y 
Elbio Berriel. 


EN EL ARMA DE CABALLERÍA 


- Por el Sistema de Antigúedad: ocupando vacantes producidas por aplicación 
del artículo 143 del Decreto-Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, a 
los Tenientes Coroneles Artigas Álvarez y Jorge Menéndez; ocupando 
vacante producida por aplicación del literal C) del artículo 145 del Decreto-Ley 
N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, al teniente Coronel Roberto Ribeiro. 


- Por el Sistema de Concurso: ocupando vacante producida por aplicación del 
artículo 143 del Decreto-Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, al 
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Teniente Coronel Alejandro Franco y ocupando vacante producida por 
aplicación del literal C) del artículo 145 del Decreto-Ley 15.688, de 30 de 
noviembre de 1984, al Teniente Coronel Fernando Cruz. 


- Por el Sistema de Selección: ocupando vacantes producidas por aplicación 
del artículo 143 del Decreto-Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, a los 
Tenientes Coroneles Mario Monzón y Mario Muñoz. 


EN EL ARMA DE ARTILLERÍA 


- Por el Sistema de Antigúedad: ocupando vacantes producidas por aplicación 
del artículo 143 del Decreto-Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, a los 
Tenientes Coroneles Álvaro Brangado y Carlos Da Silveira. 


- Por el Sistema de Concurso: ocupando vacante producida por aplicación del 
artículo 143 del Decreto-Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, al 
Teniente Coronel Martín Orellana. 


- Por el Sistema de Selección: ocupando vacante producida por aplicación del 
artículo 143 del Decreto-Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, al 
Teniente Coronel Jullio Barthe. 


EN EL ARMA DE INGENIEROS 


- Por el Sistema de Antigiedad: ocupando vacantes producidas por aplicación 
del artículo 143 del Decreto-Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, a los 
Tenientes Coroneles Pedro Pereira y Mario Alanis. 


- Por el Sistema de Concurso: ocupando vacantes producidas por aplicación 
del artículo 143 del Decreto-Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, a los 
Tenientes Coroneles Alejandro Pérez y Álvaro González. 


- Por el Sistema de Selección: ocupando vacantes producidas por aplicación 
del artículo 143 del Decreto-Ley N* 15,688, de 30 de noviembre de 1984, a los 
Tenientes Coroneles Jorge Soumastre y Daniel Dendrinos. 


EN EL ARMA DE COMUNICACIONES 
- Por el Sistema de Antiguedad: ocupando vacante producida por aplicación del 
literal C) del artículo 145 del Decreto-Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 
1984, al Teniente Coronel Ricardo Álvez. 
- Por el Sistema de Concurso: ocupando vacante producida por aplicación del 


artículo 143 del Decreto-Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, al 
Teniente Coronel Guillermo Rodríguez. 


Sala de la Comisión, 20 de julio de 2022. 
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PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Defensa Nacional 


2022-3-4-0000361 Montevideo, 14 JUN 2022 
SEÑORA PRESIDENTE DE LA CAMARA DE SENADORES 
ESCRIBANA BEATRIZ ARGIMÓN: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo solicitando la venia 
correspondiente para conferir los ascensos al grado de Coronel con fecha 1? de 
febrero de 2022, por el Sistema de Antigúedad, Concurso y Selección, por 
aplicación del artículo 106 de la Ley N* 19.775, de 26 de julio de 2019, de 
conformidad con lo establecido por el numeral 11 del artículo 168 de la 
Constitución de la República; en el Orden de Precedencia que a continuación se 
expresa; 

EN EL ARMA DE INFANTERÍA 
Por el Sistema de Antigúedad: ocupando vacante producida por aplicación del 
artículo 143 del Decreto - Ley N* 15.688 (Orgánico del Ejército), de 30 de 
noviembre de 1984: al Teniente Coronel Alfonso Fojo; ocupando vacantes 
producidas por aplicación del literal C) del artículo 145 del Decreto - Ley 
N* 15.688 (Orgánico del Ejército), de 30 de noviembre de 1984: a los Tenientes 
Coroneles Luis Rodríguez, Ramón Ramírez y Claudio Suárez. 
Por el Sistema de Concurso: ocupando vacantes producidas por aplicación del 
literal C) del artículo 145 del Decreto - Ley N” 15.688 (Orgánico del Ejército), de 
30 de noviembre de 1984: a los Tenientes Coroneles Eduardo Puchy, Gustavo 
Spinelli e Ignacio Martinez. 
Por el Sistema de Selección: ocupando vacantes producidas por aplicación del 
literal C) del artículo 145 del Decreto - Ley N* 15.688 (Orgánico del Ejército), de 
30 de noviembre de 1984: a los Tenientes Coroneles José Terra, Sergio 
Martínez, Néstor Costa y Elbio Berriel. 
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EN EL ARMA DE CABALLERÍA 
Por el Sistema de Antiguedad: ocupando vacantes producidas por aplicación del 
artículo 143 del Decreto-Ley N” 15.688 (Orgánico del Ejército), de 30 de 
noviembre de 1984: a los Tenientes Coroneles Artigas Álvarez y Jorge 
Menéndez; ocupando vacante producida por aplicación del literal C) del artículo 
145 del Decreto - Ley N* 15.688 (Orgánico del Ejército), de 30 de noviembre de 
1984: al Teniente Coronel Roberto Ribeiro. 
Por el Sistema de Concurso: ocupando vacante producida por aplicación del 
artículo 143 del Decreto - Ley N” 15.688 (Orgánico del Ejército), de 30 de 
noviembre de 1984: al Teniente Coronel Alejandro Franco; ocupando vacante 
producida por aplicación del literal C) del artículo 145 del Decreto - Ley N* 
15.688 (Orgánico del Ejército), de 30 de noviembre de 1984: al Teniente Coronel 
Fernando Cruz. 
Por el Sistema de Selección: ocupando vacantes producidas por aplicación del 
artículo 143 del Decreto - Ley N* 15.688 (Orgánico del Ejército), de 30 de 
noviembre de 1984: a los Tenientes Coroneles Mario Monzón y Mario Muñoz. 

EN EL ARMA DE ARTILLERÍA 
Por el Sistema de Antiguedad: ocupando vacantes producidas por aplicación del 
artículo 143 del Decreto - Ley N” 15.688 (Orgánico del Ejército), de 30 de 
noviembre de 1984: a los Tenientes Coroneles Alvaro Brangado y Carlos Da 
Silveira. 
Por el Sistema de Concurso: ocupando vacante producida por aplicación del 
artículo 143 del Decreto - Ley N” 15.688 (Orgánico del Ejército), de 30 de 
noviembre de 1984: al Teniente Coronel Martín Orellana. 
Por el Sistema de Selección: ocupando vacante producida por aplicación del 
artículo 143 del Decreto - Ley N” 15.688 (Orgánico del Ejército), de 30 de 
noviembre de 1984: al Teniente Coronel Julio Barthe. 
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EN EL ARMA DE INGENIEROS 

Por el Sistema de Antigúedad: ocupando vacantes producidas por aplicación del 
artículo 143 del Decreto - Ley N* 15.688 (Orgánico del Ejército), de 30 de 
noviembre de 1984: a los Tenientes Coroneles Pedro Pereira y Mario Alanis. 
Por el Sistema de Concurso: ocupando vacantes producidas por aplicación del 
artículo 143 del Decreto - Ley N* 15.688 (Orgánico del Ejército), de 30 de 
noviembre de 1984: a los Tenientes Coroneles Alejandro Pérez y Álvaro 
González. 
Por el Sistema de Selección: ocupando vacantes producidas por aplicación del 
artículo 143 del Decreto - Ley N* 15.688 (Orgánico del Ejército), de 30 de 
noviembre de 1984: a los Tenientes Coroneles Jorge Soumastre y Daniel 
Dendrinos. 

EN EL ARMA DE COMUNICACIONES 
Por el Sistema de Antiguedad: ocupando vacante producida por aplicación del 
literal C) del artículo 145 del Decreto - Ley N* 15.688 (Orgánico del Ejército), de 
30 de noviembre de 1984: al Teniente Coronel Ricardo Álvez. 
Por el Sistema de Concurso: ocupando vacante producida por aplicación del 
artículo 143 del Decreto - Ley N* 15.688 (Orgánico del Ejército), de 30 de 
noviembre de 1984: al Teniente Coronel Guillermo Rodríguez. 
Saluda a la señora Presidente con la mayor consideración. 


dl Cia 


LUIS LACALLE POU 
JAVIER GARCIR Presidente de la República 
MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 
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Disposiciones citadas 


LEY N* 19.775 
de 26 de julio de 2019 


SECCIÓN 3 
ASCENSOS DEL PERSONAL SUPERIOR 


Artículo 106.- Los ascensos de Oficiales se conferirán en tiempo de paz: 


A) En la jerarquía de Oficial General, en el momento del año en que 
se produzca la vacante, generando la antiguedad a partir del 1” de 
febrero siguiente. 


B) En las demás jerarquías se conferirán con fecha 1” de febrero. Cuando 
la resolución se dicte con posterioridad, será igualmente retroactiva a dicha 
fecha. 


Las vacantes a llenar anualmente serán las que se produzcan desde el 
1* de febrero del año anterior al 31 de enero del año en curso. 


C)Los ascensos de Alférez o equivalentes se otorgarán una vez 
aprobados los Cursos de las correspondientes Escuelas de Formación, 
computándose la antigúedad a partir del 1? de febrero siguiente. 
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Decreto Ley N” 15.688 
de 30 de noviembre de 1984 


Artículo 143.- Las vacantes en los efectivos previstos se producen por: 
modificación que disponga la Ley, ascenso (salvo en los casos previstos en el 
artículo 145), retiro, reforma, fallecimiento y baja o pérdida del estado militar. 


Artículo 145.- Exceptuase de lo dispuesto en el Artículo anterior las siguientes 
situaciones: 


A) Los Alféreces y Tenientes 2% del Cuerpo de Comando que reúnan las 
condiciones de ascenso ascenderán automáticamente al grado inmediato 
superior en los tiempos mínimos de antigúiedad computable. 


B) Los Oficiales Subalternos y Jefes de los Cuerpos de Comando, los Oficiales 
Subalternos hasta Teniente 1 inclusive de los Cuerpos de Servicios, y los 
Capitanes de estos Cuerpos, cuyo grado máximo sea Teniente Coronel, en 
condiciones de ascenso, que tengan la antiguedad computable en el grado 
tiempo doble del mínimo exigido para el ascenso al grado inmediato superior, 
serán ascendidos, aunque con esos ascensos se exceda el número de 
vacantes a ser provistas por el sistema de Antigúedad. 


C) Cuando las vacantes a proveerse cada año en los Cuerpos de Comando no 
alcanzaren a la tercera parte del número de Oficiales que hayan computado el 
tiempo mínimo exigido para el ascenso y se encuentren calificados en el grado 
en las jerarquías de Teniente 1% a Teniente Coronel de cada Arma, hasta dicha 
cantidad, además de los comprendidos en el literal anterior. En los Cuerpos de 
Servicios se aplicará esta forma de ascenso en las mismas condiciones pero 
solo hasta alcanzar la cuarta parte de quienes se encuentren en condiciones 
de ascenso en los grados de Alférez a Teniente 1% inclusive. Para la 
determinación del tercio o del cuarto, cuando el número de Oficiales no sea 
exactamente divisible, se computará como una unidad más la fracción decimal 
que resulte. 


D) Los Oficiales ascendidos según lo dispuesto en los literales B) y C), y los 
comprendidos en el literal A) que excedan las vacantes disponibles, no 
producirán vacantes en el grado a que fueren promovidos. 


2 de agosto de 2022 


SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Señora presidenta: en este caso, 
la venia por la que el Poder Ejecutivo solicita conferir el 
ascenso de tenientes coroneles al grado de coronel corres- 
ponde al Ejército nacional. De acuerdo con lo establecido 
en el numeral 11 del artículo 168 de la Constitución, el 
Poder Ejecutivo solicita la venia al Senado de la república 
para ascender a la jerarquía de coronel, por el sistema de 
antigúedad, concurso y selección, a varios tenientes coro- 
neles del Ejército. 


La venia se conforma de esta manera: once tenientes 
coroneles del Arma de Infantería, seis del Arma de Ca- 
ballería, seis del Arma de Artillería, cuatro del Arma de 
Ingenieros y dos del Arma de Comunicaciones. 


Al no haber encontrado objeciones, la Comisión de 
Defensa Nacional recomienda al Senado conceder la ve- 
nia solicitada. 


Nada más, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA .- Léase el proyecto de reso- 
lución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo la venia 
solicitada para conferir los ascensos al grado de Coronel, 
con fecha 1? de febrero de 2022, por el Sistema de Anti- 
gúedad, Concurso y Selección, por aplicación del artículo 
106 de la Ley N* 19.775, de 26 de julio de 2019, de confor- 
midad con lo establecido por el numeral 11) del artículo 
168 de la Constitución de la República y en el orden de 
precedencia que a continuación se expresa: 


EN EL ARMA DE INFANTERÍA 


- Por el Sistema de Antigiedad: ocupando vacantes 
producidas por aplicación del artículo 143 del Decreto- 
Ley N” 15.688, de 30 de noviembre de 1984, (Orgánico del 
Ejército) al Teniente Coronel Alfonso Fojo; ocupando va- 
cantes producidas por aplicación del literal C) del artículo 
145 del Decreto-Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 
1984, a los Tenientes Coroneles Luis Rodríguez, Ramón 
Ramírez y Claudio Suárez. 


- Por el Sistema de Concurso: ocupando vacantes pro- 
ducidas por aplicación del literal C) del artículo 145, del 
Decreto-Ley N” 15.688, de 30 de noviembre de 1984, a los 
Tenientes Coroneles Eduardo Puchy, Gustavo Spinelli e 
Ignacio Martínez. 
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- Por el Sistema de Selección: ocupando vacantes pro- 
ducidas por aplicación del literal C) del artículo 145 del 
Decreto-Ley N” 15.688, de 30 de noviembre de 1984, a los 
Tenientes Coroneles José Terra, Sergio Martínez, Néstor 
Costa y Elbio Berriel. 


EN EL ARMA DE CABALLERÍA 


- Por el Sistema de Antigiedad: ocupando vacantes 
producidas por aplicación del artículo 143 del Decreto-Ley 
N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, a los Tenientes 
Coroneles Artigas Álvarez y Jorge Menéndez; ocupando 
vacante producida por aplicación del literal C) del artículo 
145 del Decreto-Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 
1984, al teniente Coronel Roberto Ribeiro. 


- Por el Sistema de Concurso: ocupando vacante pro- 
ducida por aplicación del artículo 144 del Decreto-Ley N* 
15.688, de 30 de noviembre de 1984, al Teniente Coro- 
nel Alejandro Franco y ocupando vacante producida por 
aplicación del literal C) del artículo 145 del Decreto-Ley 
15.688, de 30 de noviembre de 1984, al Teniente Coronel 
Fernando Cruz. 


- Por el Sistema de Selección: ocupando vacantes pro- 
ducidas por aplicación del artículo 143 del Decreto-Ley 
N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, a los Tenientes 
Coroneles Mario Monzón y Mario Muñoz. 


EN EL ARMA DE ARTILLERÍA 


- Por el Sistema de Antigúedad: ocupando vacantes 
producidas por aplicación del artículo 143 del Decreto- 
Ley N” 15.688, de 30 de noviembre de 1984, a los Tenien- 
tes Coroneles Álvaro Brangado y Carlos Da Silveira. 


- Por el Sistema de Concurso: ocupando vacante pro- 
ducida por aplicación del artículo 143 del Decreto-Ley N” 
15.688, de 30 de noviembre de 1984, al Teniente Coronel 
Martín Orellana. 


- Por el Sistema de Selección: ocupando vacante pro- 
ducida por aplicación del artículo 143 del Decreto-Ley N* 
15.688, de 30 de noviembre de 1984, al Teniente Coronel 
Julio Barthe. 


EN EL ARMA DE INGENIEROS 


- Por el Sistema de Antigiiedad: ocupando vacantes 
producidas por aplicación del artículo 143 del Decreto- 
Ley N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, a los Tenien- 
tes Coroneles Pedro Pereira y Mario Alanis. 


- Por el Sistema de Concurso: ocupando vacantes pro- 
ducidas por aplicación del artículo 143 del Decreto-Ley 
N* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, a los Tenientes 
Coroneles Alejandro Pérez y Álvaro González. 
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- Por el Sistema de Selección: ocupando vacantes pro- 
ducidas por aplicación del artículo 143 del Decreto-Ley 
N”* 15.688, de 30 de noviembre de 1984, a los Tenientes 
Coroneles Jorge Soumastre y Daniel Dendrinos. 


EN EL ARMA DE COMUNICACIONES 


- Por el Sistema de Antigiedad: ocupando vacante 
producida por aplicación del literal C) del artículo145 del 
Decreto-Ley N” 15.688, de 30 de noviembre de 1984, al 
Teniente Coronel Ricardo Álvez. 


- Por el Sistema de Concurso: ocupando vacante pro- 
ducida por aplicación del artículo 143 del Decreto-Ley N* 
15.688, de 30 de noviembre de 1984, al Teniente Coronel 
Guillermo Rodríguez». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 


(Se vota). 
—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de resolución, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BOTANA. Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR BOTANA.- Con el teniente coronel Jorge Me- 
néndez me tocó compartir mi último período en la Inten- 
dencia de Cerro Largo, mientras él estuvo en la Brigada 
de Caballería n.? 2 como jefe del Regimiento de Caballería 
Blindado n.? 8. 


Es un militar vocacional, servidor incondicional de la 
patria y de la sociedad, decidido, hombre sin vueltas; no es 
de los que hay que ir a buscar cuando hay una emergencia 
o en caso de una necesidad. Ayudó a Cerro Largo. Fue 
un jefe querido por sus subalternos y siempre tendió una 
mano a la gente. 


Sinceramente, celebro esta designación de un hombre 
que va a enaltecer el honor de la nueva jerarquía que le 
toca ocupar. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


21) EJERCICIO COMBINADO ACRUX 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en sexto término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se autoriza, de acuerdo con 
el numeral 11 del artículo 85 de la Constitución de la re- 
pública, el ingreso a aguas jurisdiccionales y al territorio 
nacional de personal y equipos de las Armadas de la Re- 
pública Argentina y de la República Federativa del Brasil, 
para su participación en el ejercicio combinado Acrux X 
en las ciudades de Fray Bentos y Nuevo Berlín, entre los 
días 14 y 24 de agosto de 2022. (Carp. n.* 732/2022 - rep. 
n.> 509/2022)». 


2 de agosto de 2022 CÁMARA DE SENADORES 309-C.S. 


(Antecedentes). 


Carp. n.? 732/2022 - rep. n.? 509/2022 


PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DEL INTERIOR 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
2022-3-18-0000307 Montevideo, 1 6 JUL 202 
SEÑORA PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL 

ESC. BEATRIZ ARGIMÓN 

E) Poder Ejecutivo cumple en dirigirse a este Cuerpo remitiendo el presente 
Proyecto de Ley, a los efectos de que se conceda la autorización establecida por 
el numeral 11) del articulo 85 de la Constitución de la República, para el ingreso a 
aguas jurisdiccionales y territorio nacional de personal de Unidades Navales y 
Aéreas embarcadas, de la República Argentina y de la República Federativa de 
Brasil para participar en el Ejercicio Combinado "ACRUX X”, a realizarse en las 
proximidades del Puerto de Fray Bentos y Nuevo Berlin, Departamento de Rio 
Negro, en el periodo comprendido entre el 14 y el 24 de agosto de 2022, que se 
menciona y describe a continuación: 

El Ejercicio combinado "ACRUX X” ha sido establecido por Acta de Acuerdo 
de fecha 14 de octubre de 1999, firmada por los representantes de las Armadas 
de la República Argentina, el Estado Plurinacional de Bolivia, la República 
Federativa de Brasil, la República del Paraguay y la República Oriental del 
Uruguay, en la ciudad de Zarate, República Argentina, con el objetivo de ejercitar 
Operaciones Fluviales combinadas en los Rios Paraná, Paraguay y Uruguay. 

El presente Ejercicio se viene desarrollando desde el año 2001, “ACRUX I* 
dirigido por Brasil en 2001, “ACRUX Il” conducido por la Armada Argentina en 
2005, "ACRUX 1Il* conducido por la Armada Uruguaya en 2008, "ACRUX IV” 
conducido por Brasil en 2009, "ACRUX V” dirigido por la Armada Argentina en 
2011, “ACRUX VI" conducido por la Armada Uruguaya en 2013, "ACRUX Vil” 
dirigido por Brasil en 2015, "ACRUX VIII” dirigido por la Armada Argentina en 
2017 y "ACRUX IX” dirigido por Brasil en 2019. 
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En el citado Ejercicio participarán la República Argantina, con dos (2) 
Buques Multipropósito ARA "Rio Ciudad de Rosario" y ARA "Ciudad de Zarate”, 
una (1) Lancha Patrullera ARA "Rio Santiago”, con un total de ciento doce (112) 
participantes efectivos; la República Federativa de Brasil, con un (1) Buque 
Fluvial “Paranalba”, un (1) Navlo de Apolo Logístico Fluvial "Potengí” y una (1) 
aeronave HB-350 Esquilo de la MB, con un total de ciento noventa y tres (193) 
participantes efectivos. Itinerario: ingreso por Nueva Palmira y por el Puente 
Internacional “General San Martin”, con posterior Ejercicio entre Fray Bentos y 
Nuevo Berlín. 

Estos Ejercicios combinados promueven la integración regional, la inter 
operatividad y contribuyen a elevar los niveles de adiestramiento de las Armadas 
participantes, formando parte del entrenamiento integral personal, que permite 
lograr un grado de alistamiento, fundamental hoy en dla, en el escenario de 
nuestro litoral fluvial. 

Asimismo, permite a nuestras Fuerzas Navales cumplir tareas como: el 
control de las aguas jurisdiccionales de la Nación, la protección y la preservación 
del medio ambiente, la salvaguarda de la vida humana en el mar, la búsqueda y 
rescate, asl como operaciones de asistencia humanitaria ante desastres 
naturales y todos aquellos que permitan la defensa de los intereses nacionales 
que fije la Política de Estado. 

La presencia de la Armada Nacional en el Ejercicio "ACRUX X* permitirá 
elevar los niveles de adiestramiento, propiciar el conocimiento y el entrenamiento 
profesional en la utilización de tecnologías y de sistemas de organización 
diversos, profundizar en el conocimiento de fortalezas y debilidades de diferentes 
sistemas, desarrollar las capacidades propias para la acción combinada y 
combinada conjunta, desarrollo de capacidades para actuación en casos de 
desastres naturales; además de que constituyen un excelente instrumento para el 
fortalecimiento de las relaciones de amistad y cooperación entre los palses 
participantes, polenciando las medidas de confianza mutua. 
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Por los fundamentos expuestos, se solicita a ese Cuerpo la consideración 
del adjunto Proyecto de Ley, cuya aprobación se encarece, 

El Poder Ejecutivo saluda a la señora Presidente de la Asamblea General 
atentamente. 


Ll : 


MINISTRO DE DEFENSA RACIONAL 
LUIS LACALLE POU 


Presidente de la Republica 


«y. A UM 
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PROYECTO DE LEY 

ARTÍCULO ÚNICO. Autorízase el ingreso a aguas jurisdiccionales y al territorio 
nacional del Personal, Aeronave y Unidades Navales de las Armadas de: la 
República Argentina, con dos (2) Buques Multipropósito ARA "Ciudad de Rosario” 
y ARA “Ciudad de Zárate”, una (1) Lancha Patrullera ARA "Rio Santiago”, con un 
total de ciento doce (112) participantes efectivos; la República Federativa de 
Brasil, con un (1) Buque Fluvial "Paranaiba", una (1) aeronave HB-350 Esquilo de 
la MB y un (1) Navío de Apoio Logístico Fluvial “Potengi”, con un total de ciento 
noventa y tres (193) participantes efectivos, para su participación en el Ejercicio 
Combinado "ACRUX X”, ingresando por Nueva Palmira y por el Puente 
Intemacional “General San Martín”, con posterior Ejercicio entre Fray Bentos y 
Nuevo Berlin, durante el periodo comprendido entre el 14 y el 24 de agosto de 
2022, 


a. AAA A A 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Señora presidenta: en este caso, 
la Comisión de Defensa Nacional recomienda al Senado 
conceder la autorización solicitada por el Poder Ejecutivo 
para el ingreso a aguas jurisdiccionales de la república, de 
personal y equipos de las Armadas de la República Ar- 
gentina y de la República Federativa del Brasil, para su 
participación en el ejercicio Acrux X, a desarrollarse en 
las ciudades de Fray Bentos y Nuevo Berlín, entre el 14 y 
el 24 de agosto de 2022, 


Esta es la décima operación Acrux, es decir que nues- 
tra Armada nacional ha participado ya en nueve oportuni- 
dades, junto con la argentina y la brasileña, en estos ejer- 
cicios integrados por una cantidad de unidades navales de 
estas tres repúblicas, así como de varios oficiales y perso- 
nal subalterno. 


De más está explicar a los integrantes del Senado la 
importancia que tiene el intercambio de estas experien- 
cias, la labor conjunta y la posibilidad de que nuestro per- 
sonal conviva en ejercicios de esta magnitud con Armadas 
de países amigos, como de Argentina y Brasil. 


Por lo tanto, recomendamos al Senado votar afirmati- 
vamente la autorización solicitada. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

—26 en 27. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«ARTÍCULO ÚNICO.- Autorízase el ingreso a aguas 
jurisdiccionales y al territorio nacional del Personal, Ae- 
ronave y Unidades Navales de las Armadas de: la Repú- 
blica Argentina, con dos (2) Buques Multipropósito ARA 
“Ciudad de Rosario” y ARA “Ciudad de Zárate”, una (1) 
Lancha Patrullera ARA “Río Santiago”, con un total de 
ciento doce (112) participantes efectivos; la República Fe- 
derativa de Brasil, con un (1) Buque Fluvial “Paranaíba”, 
una (1) aeronave HB-350 Esquilo de la MB y un (1) Na- 
vío de Apoio Logístico Fluvial “Potengi”, con un total de 
ciento noventa y tres (193) participantes efectivos, para su 
participación en el Ejercicio Combinado “ACRUX X”, in- 
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gresando por Nueva Palmira y por el Puente Internacional 
“General San Martín”, con posterior Ejercicio entre Fray 
Bentos y Nuevo Berlín, durante el período comprendido 
entre el 14 y el 24 de agosto de 2022». 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al considerado). 


SENOR NIFFOURI.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR NIFFOURI.- Solicitamos un cuarto interme- 
dio de veinte minutos. 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar. 
(Se vota). 
27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por veinte mi- 
nutos. 


(Así se hace. Son las 12:10). 
(Vueltos a sala). 
—Habiendo número, continúa la sesión. 


(Son las 12:47). 


22) CORRESPONSABILIDAD EN LA CRIANZA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en séptimo término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se declara, de conformidad 
con el artículo 18 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño, de 2 de setiembre de 1990, y el artículo 14 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia, que el Estado ga- 
rantiza el reconocimiento del principio de corresponsabi- 
lidad en la crianza. (Carp. n.* 307/2020 - rep. n.* 504/2022 
y anexo 1)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 307/2020 - rep. n.* 504/2022 
CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE 
CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 


Artículo 19, (Principio de Corresponsabilidad en la Crianza).- Declárase y reconócese 
el principio de corresponsabilidad en la crianza, de conformidad con el artículo 18 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, de 2 de setiembre de 1990 y el artículo 14 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004), 
entendiéndose por ello que ambos padres tienen derechos y obligaciones comunes en 
lo que respecta a la crianza y desarrollo de los niños y adolescentes, cualquiera sea el 
régimen de tenencia fijado judicialmente o por acuerdo. 


El Estado y las instituciones y organismos públicos deberán adoptar las medidas 
tendientes a garantizar y hacer efectiva la aplicación de este principio. 


La corresponsabilidad en la crianza tiene como finalidad la justa distribución de los 
derechos y deberes inherentes a la patria potestad. 


Artículo 2*.- Sustitúyese el artículo 34 del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley 
N? 17.823, de 7 de setiembre de 2004), por el siguiente: 


“ARTÍCULO 34. (Corresponsabilidad en la crianza. Determinación de la tenencia).- 
La responsabilidad en la crianza, la educación y desarrollo integral de niños y 
adolescentes corresponde a ambos padres. La separación de los padres no puede 
limitar ni afectar el ejercicio de los derechos y deberes propios de la guarda jurídica. 
La patria potestad únicamente podrá perderse por las causales previstas en los 
artículos 284 y 285 del Código Civil. 


Cuando los padres estén separados se determinará de común acuerdo cómo se 
ejercerá la guarda material o tenencia, manteniendo ambos en todo momento la 
corresponsabilidad en la crianza (artículo 177 del Código Civil). 


De no existir acuerdo entre los padres, la tenencia será resuelta por el Juez de 
Familia quien deberá dictar las medidas necesarias para su cumplimiento, así como 
para garantizar el efectivo ejercicio del derecho y deber de ambos padres de 
participar activa, equitativa y permanentemente en la crianza, educación y 
desarrollo integral de niños y adolescentes cualquiera sea el régimen de tenencia 
resuelto”, 


Artículo 3".- Sustitúyese el artículo 35 del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley 
N?* 17.823, de 7 de setiembre de 2004), por el siguiente: 


"ARTÍCULO 35. (Tenencia alternada o compartida. Facultades y deberes del Juez 
de Familia).- En caso de no existir acuerdo entre los padres, cualquiera de ellos 
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estará legitimado para presentarse ante el Juez y solicitar el régimen de tenencia 
compartida o alternada del niño o adolescente. El Juez resolverá, atendiendo a las 
circunstancias del caso y siempre considerando el interés superior del niño o 
adolescente y en base a ello fijará el régimen de tenencia, teniendo presente el 
principio de corresponsabilidad en la crianza. Una vez evaluados los siguientes 
parámetros, y si las condiciones familiares lo permitieran, el Juez fijará la tenencia 
alternada o compartida en la medida en que ésta resulte la mejor forma de 
garantizar el interés superior del niño o adolescente: 


A) La opinión del niño o adolescente de conformidad con los artículos 8* y 16 literal 
C) del presente Código, la cual deberá recabarse en un ámbito adecuado y 
adoptándose todas las medidas para garantizar que la misma sea expresión de 
su voluntad reflexiva y autónoma, según su grado de desarrollo cognitivo y 
autonomía progresiva. Bajo su más seria responsabilidad funcional, el Juez 
siempre deberá oír y tener en cuenta la opinión del niño o adolescente. Sin 
perjuicio de ello, se deberá evitar su comparecencia reiterada e innecesaria. 


B) La vinculación afectiva entre el niño o adolescente y sus padres y otras 
personas de su entorno familiar con quien hubiere convivido, 


C) La efectiva situación del niño o adolescente durante el tiempo de convivencia 
de sus padres, de forma tal que la separación altere en la menor medida posible 
sus costumbres y cotidianeidad. 


D) La dedicación efectiva que cada uno de los padres pueda seguir desarrollando 
de acuerdo con sus posibilidades, sin perjuicio de ponderar también el 
compromiso que el otro padre ofrezca y garantice a futuro. 


E) Las recomendaciones que surjan de informes del defensor del niño o 
adolescente, así como de otros profesionales idóneos, en caso de ser 
necesarios a juicio del Juez. 


F) Los acuerdos a que hubieren arribado los padres extrajudicialmente -con 
anterioridad o durante el juicio- y de los cuales surja prueba fehaciente, aun 
cuando se hayan ejecutado temporalmente. 


G) El domicilio de los padres, la distancia entre ambos domicilios, así como 
también respecto del centro educativo al cual asista el niño o adolescente, o 
cualquier otro centro de actividad o de relacionamiento social relevante para su 
desarrollo y bienestar, así como los medios de transporte y disponibilidad de 
los padres para los traslados necesarios. 


H)En caso de niños menores de dos años que se encuentren en etapa de 
lactancia, el régimen de tenencia dispuesta deberá contemplar esta realidad y 
adecuarse a las necesidades del niño según su desarrollo. 
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1) Cualquier otro factor que, atendiendo a las circunstancias del caso, contribuya 
en beneficio del interés del niño o adolescente. 


Una vez evaluados los parámetros anteriores y si las condiciones familiares lo 
permiten, el Juez privilegiará la tenencia compartida en la medida en que ésta 
resulte la mejor forma de garantizar el interés superior del niño o adolescente. 


Al fijar el régimen de tenencia compartida o alternada del niño o adolescente, éste 
podrá ser con modalidad indistinta, salvo imposibilidad o perjuicio para el niño o 
adolescente. El Tribunal fijará asimismo el régimen correspondiente de visitas 
previsto en el artículo 39 del presente Código, procurando que los niños y 
adolescentes compartan tiempos equitativos de convivencia con cada uno de sus 
padres y evitando la separación de los hermanos. 


De conformidad con el artículo 11 del Código General del Proceso (Ley N* 15.982, 
de 18 de octubre de 1988), y sin excluir otros posibles legitimados, cualquiera de 
los padres está legitimado para promover el proceso de tenencia alternada en 
aplicación del principio de corresponsabilidad en la crianza ante el Juez 
competente, 


El Juez dictará las medidas necesarias para el pronto y efectivo cumplimiento del 
régimen fijado, en atención al principio de corresponsabilidad en la crianza y el 
interés superior del niño o adolescente. 


En cumplimiento del interés superior del niño o adolescente, la tenencia alternada, 
una vez dispuesta, deberá ser cumplida sin que sea obstáculo para ello el que uno 
de los padres se oponga en base al mal relacionamiento con el otro, 


En caso de que uno de los padres esté imposibilitado para cumplir con la crianza 
compartida o tenencia alternada de su hijo, dicho padre deberá comunicar tal 
imposibilidad al Juez, quien resolverá la situación del niño o adolescente, sin 
perjuicio del derecho de éstos a las visitas correspondientes. 


El Juez en todo caso deberá tener en cuenta además y procurar que aun después 
de fijado el régimen de tenencia, se asegure el mantenimiento de los vínculos 
familiares de los niños y adolescentes con las familias ampliadas de cada uno de 
ellos, se vele por su estabilidad familiar de acuerdo a lo establecido por el artículo 
40 de la Constitución, así como el mantenimiento de la situación en que el niño o 
adolescente venía desarrollando su vida y, en definitiva, todos aquellos factores 
que sean provechosos para que los niños y adolescentes desarrollen sus vidas y 
alcancen la madurez en las condiciones más adecuadas”. 


Artículo 4?.- Agrégase al Código de la Niñez y Adolescencia (Ley N* 17,823, de 7 de 
setiembre de 2004), el siguiente artículo: 


"ARTÍCULO 35 BIS. (Cuestiones durante el régimen de tenencia).- 
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A) En caso de incumplimiento del régimen fijado, serán aplicables las sanciones 
previstas en el artículo 43 del presente Código, sin perjuicio de la aplicación 
del artículo 279 B del Código Penal. Se considera incumplimiento reiterado 
del régimen fijado el entorpecimiento o impedimento del mismo en dos 
oportunidades sucesivas, o en cuatro oportunidades dentro de los dos meses. 


B) En el caso de adoptarse medidas cautelares a raíz de una denuncia formulada 
por parte de un progenitor contra el otro, el Juez, manteniendo en todo tiempo 
las garantías del debido proceso y el principio de inocencia, evaluará bajo su 
más seria responsabilidad funcional la necesidad o no de modificación del 
régimen de tenencia y su ejercicio. El Juez únicamente suspenderá el régimen 
de visitas vigente en el caso en que se encuentre en riesgo el interés superior 
del niño o adolescente. En tal caso, dicha suspensión será transitoria y sujeta 
a revisión periódica. 


C) En todo caso, y también en el supuesto de haberse decretado la aplicación de 
medidas cautelares, deberá respetarse el derecho a las visitas de los niños y 
adolescentes y del denunciado, toda vez que a juicio del Juez sean acordes 
al interés superior del niño o adolescente, y de considerarse necesario, en las 
modalidades que garanticen el interés superior de éstos, como ser a título 
enunciativo: que las visitas sean en lugares públicos, en presencia de 
familiares del niño o adolescente, en reparticiones estatales adecuadas, o de 
cualquier otra forma que a criterio del Juez garantice la protección de la 
integridad fisica y emocional de los niños y adolescentes, y disponiendo el 
régimen de seguimiento periódico necesario”. 


Artículo 5*.- Sustitúyese el articulo 37 del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley 
N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004), por el siguiente: 


"ARTÍCULO 37. (Procedimiento).- Todas las pretensiones relativas a la 
corresponsabilidad en la crianza, tenencia, recuperación de tenencia, o guarda de 
los niños y adolescentes, se regularán por el procedimiento extraordinario, 
consagrado en los artículos 346, 347, 349 y 350 del Código General del Proceso. 


El Juez deberá dictar sentencia definitiva dentro del plazo máximo de ciento veinte 
días contados a partir de la presentación de la demanda. Cuando sobrevengan 
circunstancias extraordinarias o en caso de que la prueba a diligenciar lo amerite, el 
Juez podrá excepcionalmente prorrogar dicho plazo por treinta días, debiendo 
justificar fundadamente en la sentencia el motivo de la demora. 


La ratificación de tenencia se tramitará por el procedimiento voluntario (artículos 
402 y siguientes del Código General del Proceso). 


Es competente para conocer en todas las pretensiones antes mencionadas, el 
Juez del lugar en que reside el niño o adolescente”. 
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Artículo 6.. Sustitúyese el artículo 39 del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley 
N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004), por el siguiente: 


“ARTÍCULO 39. (Determinación de las visitas).- 
1) La determinación de las visitas se fijará de común acuerdo entre las partes. 


2) A falta de acuerdo o en caso de que se impida o limite el ejercicio del derecho 
mencionado, el Juez de Familia fijará el régimen de visitas, conforme al 
principio de corresponsabilidad en la crianza. Se garantizará el derecho del 
niño o adolescente a ser oído, en la medida que sea manifestación de su 
voluntad reflexiva y autónoma, según su grado de desarrollo cognitivo y 
autonomia progresiva. 


3) (Régimen de visitas provisorias). Producido el cese de la vida en común, 
cualquiera de los padres podrá presentarse ante el Juez del lugar de 
residencia de sus hijos a fin de que se determine un régimen de visitas 
provisorio, que habrá de regir hasta tanto no sea variado por acuerdo de parte 
o por decisión judicial definitiva. 


El Tribunal, al proveer sobre la demanda de tenencia o visitas, y atendidas las 
circunstancias invocadas, fijará el régimen provisorio de visitas, siguiendo el 
procedimiento del artículo 317 ordinales 1 y 3 del Código General del Proceso. 


Solo por motivos particularmente graves y sobre los cuales existan indicios 
fundados, podrá denegarse el régimen de visitas provisorio solicitado por el 
progenitor”, 


Artículo 7*.- Sustitúyese el artículo 40 del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley 
N* 17,823, de 7 de setiembre de 2004), por el siguiente: 


"ARTÍCULO 40. (Incumplimiento en permitir las visitas).- La parte que está 
obligada a permitir las visitas o entregar al niño o adolescente de acuerdo al 
régimen establecido, y se negara en forma inmotivada, habilitará a que la otra 
parte acuda personalmente ante el Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus 
veces en donde este no exista, el cual dispondrá de inmediato la comparecencia 
de la parte incumplidora, siendo notificada por la Policía. En caso de 
incomparecencia, podrá ser conducida por la fuerza pública, si así lo dispusiera el 
Juez. 


El Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus veces, escuchará a ambas 
partes y de ser inmotivada la reticencia de la parte obligada a permitir las visitas, 
dispondrá -apreciando las circunstancias del caso, la edad y especialmente los 
intereses del niño o adolescente- la entrega del mismo a la parte que lo reclama, 
la cual deberá reintegrarlo según lo acordado, salvo que el Juez de Familia 
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entienda que deberá conservarlo el solicitante, hasta tanto resuelva el Juez de la 
causa. 


Sin perjuicio de lo anterior, la parte incumplidora de la obligación de permitir 
visitas será pasible de las sanciones previstas en el artículo 43 del presente 
Código, debiendo tenerse especialmente en cuenta para la graduación de las 
mismas la reiteración injustificada en el entorpecimiento o impedimento de 
contacto". 


Artículo 8*. (Incolumidad de la pensión alimenticia).- La fijación de un régimen de 
tenencia compartida o alternada jamás podrá implicar la alteración de lo previsto en el 
artículo 122 del Código Civil respecto a la obligación de prestar pensión alimenticia, ni 
de los artículos 45 a 64 del Código de la Niñez y la Adolescencia, debiendo dicha 
obligación alimentaria fijarse atendiendo a las posibilidades económicas de cada 
obligado y las necesidades de los niños o adolescentes. 


En caso de incumplimiento de la obligación alimentaria se estará a lo dispuesto por la 
Ley N* 17.957, de 4 de abril de 2006 y artículo 57 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia (Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004). 


Artículo 9%. (Calidad de parte del Niño o Adolescente en los procesos sobre 
corresponsabilidad en la crianza, tenencia, guarda y visitas, y en general en toda 
instancia en que deba ser oíido).- En los procesos sobre corresponsabilidad en la crianza, 
tenencia, guarda y visitas, y en general en toda instancia en que el niño o adolescente 
deba ser oido, éstos tendrán la calidad de parte en los procesos, a todos los efectos. 


Artículo 10. (Abogado Defensor del Niño o Adolescente).- En los procesos de 
corresponsabilidad en la crianza, tenencia y visitas y en general, en todo proceso en que 
el niño o adolescente deba ser oído, se le designará un abogado patrocinante. 


La designación del abogado patrocinante se realizará de la siguiente forma: 


1. El Tribunal competente designará al abogado patrocinante a partir de una lista 
confeccionada por el Poder Judicial que asegure que la designación sea aleatoria. 


2. Cada patrocinante podrá tener hasta cinco casos activos en la misma Sede. Este 
límite no aplica cuando el patrocinante sea defensor de oficio del Poder Judicial 


3. A los efectos de que su intervención efectivamente garantice el interés superior del 
niño o adolescente, el defensor actuará de la siguiente manera: 


a. Notificado de la designación, contará con un plazo de seis días hábiles para 
confirmar o rechazar el caso, con la especial mención de lo previsto en el numeral 
2 de este artículo. 
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b. Aceptado el cargo, procederá a entrevistarse con cada progenitor o tenedor en 
forma previa. 


c. Luego procederá a entrevistarse en forma individual con cada uno de los niños 
o adolescentes que represente. En todos los casos el defensor tendrá como 
mínimo dos entrevistas con cada uno de sus patrocinados, a los efectos de tener 
una visión objetiva de la situación. A una de las entrevistas concurrirán conducidos 
por uno de los progenitores o tenedores y a la otra con el otro, de ser posible. Las 
entrevistas se realizarán dentro de un entorno apropiado para oír eficazmente al 
niño o adolescente, mediante procedimientos que sean accesibles y adecuados 
para ellos, y sin la presencia de los progenitores o tenedores. 


d. Las entrevistas deberán realizarse todas dentro del plazo de treinta días luego 
de aceptado el caso. 


e. Finalizada la etapa de entrevistas el abogado patrocinante del niño o 
adolescente contará con un plazo de diez días hábiles para remitir su informe. 


El Juez podrá requerir además la asistencia de técnicos especializados para la 
interpretación de la voluntad real del niño o adolescente. 


Artículo 11. (Habilitación de instancias de conciliación y mediación).- En los procesos 
de familia referentes a corresponsabilidad en la crianza, tenencia, guarda, visitas y 
pensión alimenticia podrá tentarse la conciliación ante los Centros especializados de 
mediación del Poder Judicial. Los acuerdos arribados en dicha instancia y en general las 
actuaciones en instancia de mediación serán valoradas por el Juez en eventuales 
procesos judiciales futuros entre las partes. 


Artículo 12. (Acceso a la justicia para personas de bajos recursos. Prueba y extensión 
alos litisconsortes).- Las personas de bajos recursos gozarán del beneficio de auxiliatoria 
de pobreza previsto por el artículo 254 de la Constitución de la República, previa 
acreditación sumaria de sus ingresos. Decretado el beneficio de auxiliatoria de pobreza 
en favor de una parte en el proceso, se extenderá a las demás, tanto al actor y 
demandado como a los niños y adolescentes. 


A los efectos de esta ley y para acceder al beneficio de auxiliatoria de pobreza, se 
consideran personas de bajos recursos a quienes perciban ingresos mensuales líquidos 
inferiores a 6 BPC (seis bases de prestaciones y contribuciones). Obrará como 
presunción de la situación de bajos recursos a los efectos de la obtención del beneficio 
de auxiliatoria de pobreza, el que el patrocinio jurídico sea brindado por los consultorios 
jurídicos de las facultades de derecho de las universidades o institutos universitarios 
reconocidos, u otras instituciones que lo hacen con los mismos criterios de gratuidad. En 
tal caso, se deberá acompañar la información sumaria que habilitó el patrocinio gratuito. 


Artículo 13. (Remisión. Referencia a todos quienes ejerzan la patria potestad).- 
Entiéndase que toda vez que la ley refiere a padres, deberá entenderse a progenitores, 
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adoptantes o quienes ejerzan la patria potestad de los niños y adolescentes, incluyendo 
la diversidad de modalidades en que pueda estar conformado el núcleo familiar en la 


actualidad. 
Sala de la Comisión, diecinueve de jullo de dos mil veintidós. 
CARMEN ASIAÍN 
Miembro informante en mayoría 
JOSÉ CARLOS MAHÍA 


Miembro informante en minoría 


GRACIELA BIANCHI CARLOS CAMY 


GUILLERMO DOMENECH PABLO LANZ 


ENRIQUE RUBIO 
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CÁMARA DE SENADORES 


Montevideo, 7 de setiembre de 2020 


Sra. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Esc. Beatriz Argimón 


De mi consideración: 


De conformidad con lo dispuesto en el artículo 159 
del Reglamento de la Cámara de Senadores, me dirijo a usted a efectos de 
presentar Proyecto de Ley y Exposición de motivos referente a la 
Corresponsabilidad en la crianza. 


Sin otro particular, saluda atentame 


2 de agosto de 2022 


2 de agosto de 2022 CÁMARA DE SENADORES 323-C.S. 


Art. 1.- (PRINCIPIO DE CORRESPONSABILIDAD EN LA CRIANZA). 


Declárase que de conformidad con el artículo 18 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño de 2 de setiembre de 1990 y el artículo 14 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia (Ley N* 17.823 de 7 de setiembre de 2004), el Estado garantiza el 
reconocimiento del principio de corresponsabilidad en la crianza, entendiéndose por ello 
que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el 
desarrollo de niños y adolescentes. Incumbirá a los padres o, en su caso, a los 
representantes legales la responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo del 
niño, Su preocupación fundamental será el interés superior del niño. 


La corresponsabilidad en la crianza tiene como finalidad el involucramiento de 
ambos padres en la justa distribución y reparto de las responsabilidades, derechos y 
deberes inherentes a la patria potestad. En aplicación de dicho principio se garantiza la 
protección de la maternidad, cualquiera sea la condición o estado de la mujer, evitando 
que su condición de madre redunde en una distinción, exclusión, restricción, 
desplazamiento o postergación en sus derechos laborales, profesionales, culturales o 
sociales (artículos 42 y 53 a 55 de la Constitución y Ley N* 17.817 de 6 de setiembre de 
2004). 


Art, 2.- Modifícase el art. 34 del CNA (Ley N* 17.823), el cual quedará redactado de la 
siguiente forma: 


Artículo 34.- (Corresponsabilidad en la crianza. Determinación de la tenencia por acuerdo 
de los padres). La responsabilidad en la crianza corresponde a ambos padres. La 
separación de los padres no influye en la titularidad, ni en el ejercicio de la patria 
potestad atribuida a cada uno ellos, 


Cuando los padres estén separados o no vivan de consuno, se determinará de común acuerdo 
cómo se ejercerá la guarda material o tenencia o custodia, manteniendo ambos en todo 
momento la corresponsabilidad en la crianza. 


Art. 3.- Modifícase el art. 35 del CNA (Ley N* 17.823), el cual quedará redactado de la 
siguiente forma: 


Antículo 35. (Tenencia alternada de principio. Parámetros a fin de la determinación 
judicial de la tenencia). A falta de acuerdo, los tribunales fijarán el régimen de tenencia, 
teniendo cuenta enunciativamente y atento a las circunstancias concretas, los 
siguientes parámetros: 
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1) El Juez fijará como primera alternativa el régimen de cuidado compartido o la 
tenencia alternada del menor con la modalidad indistinta, salvo imposibilidad o 
perjuicio para el menor. El Juez fijará asimismo el régimen correspondiente de 
visitas previsto en el artículo 39, procurando que los niños y adolescentes compartan 
tiempos equivalentes de convivencia con cada uno de sus padres y evitando la 
separación de los hermanos. 

2) El Juez dictará las medidas necesarias para el pronto y efectivo cumplimiento del 

régimen fijado, en atención al principio de corresponsabilidad en la crianza y el 

interés superior del menor. 

Cualquiera de los padres está legitimado para promover la aplicación del principio 

de corresponsabilidad en la crianza y la tenencia alternada ante el Juzgado de 

Familia competente. 

4) En caso de incumplimiento del régimen fijado, serán aplicables las sanciones 
previstas en el artículo 43, sin perjuicio de la aplicación del artículo 279 B del Código 
Penal. Se considera incumplimiento reiterado del régimen fijado el entorpecimiento 
o impedimento del mismo en dos oportunidades sucesivas, o en cuatro oportunidades 
dentro de los dos meses. 

5) En cumplimiento del interés superior del menor, la tenencia alternada deberá ser 
reconocida y decretada sin perjuicio de la oposición a la misma por parte de uno de 
los padres, o de las malas relaciones entre ambos. No obstante, el rechazo expreso 
por parte de uno de los padres a la tenencia de sus hijos será motivo suficiente para 
que la tenencia sea conferida al otro. 

6) La mera denuncia presentada contra uno de los padres no suspenderá el régimen de 
tenencia alternada y su ejercicio, hasta tanto no exista una sentencia firme de 
condena en contra del denunciado por parte del Tribunal competente, de 
conformidad con el artículo 37. En caso de decretarse la aplicación de medidas 
cautelares previo al dictado de sentencia, deberán estas respetar el derecho del 
denunciado a las visitas, en las modalidades que garanticen el interés superior del 
menor. 

7) En caso de que uno de los padres esté imposibilitado para cumplir con la crianza 
compartida o tenencia alternada de su hijo, tal imposibilidad se deberá comunicar al 
Juez de Familia, quien resolverá la situación del menor, sin perjuicio del derecho a 
las visitas correspondientes. 

8) El Juez siempre deberá oir y tener en cuenta la opinión del niño o adolescente, en la 
medida en que sea manifestación de su voluntad reflexiva y autónoma, según su grado 
de desarrollo cognitivo y autonomía progresiva. 

9) El Juez en todo caso deberá tener en cuenta además, el mantenimiento de los 
vínculos familiares de los niños y adolescentes con las familias ampliadas de cada uno 
de ellos, procurar la estabilidad familiar del menor de acuerdo a lo establecido por el 
artículo 40 de la Constitución y 350.2 del Código General del Proceso, así como el 
mantenimiento de la situación en que éste venía desarrollando su vida y, en 
definitiva, todos aquellos factores que sean provechosos para que los niños y 
adolescentes desarrollen sus vidas y alcancen la madurez en las condiciones más 
adecuadas. 


3 


ur 


Art. 4.- Modifiquese el art. 37 del CNA (Ley N* 17.823), el cual quedará redactado de la 
siguiente forma: 


Artículo 37” (Procedimiento).- Todas las pretensiones relativas a la corresponsabilidad en la 
crianza, tenencia, recuperación de tenencia, o guarda de los menores, se regularán por el 


2 de agosto de 2022 CÁMARA DE SENADORES 325-C.S. 


procedimiento extraordinario, consagrado en los artículos 346, 347, 349 y 350 del Código 
General del Proceso. 


El Tribunal competente deberá dictar sentencia definitiva dentro del plazo máximo de 
90 días contados a partir de la presentación de la demanda. 


La ratificación de tenencia se tramitará por el procedimiento voluntario (artículos 402 y 
siguientes del Código Gencral del Proceso). 


Es competente para conocer en todas las pretensiones antes mencionadas, el Juez del lugar 
en que reside el niño o adolescente. 


Art. 5.- Modificase el art. 39 del CNA (Ley N* 17.823), el cual quedará redactado de la 
siguiente forma: 


Anticulo 39.- (Determinación de las visitas).- 
1) La determinación de las visitas se fijará de común acuerdo entre las partes. 


2) A falta de acuerdo, o que se impida o limite el ejercicio del derecho mencionado, el Juez de 
Familia fijará el mismo, conforme al principio de corresponsabilidad en la crianza. Se 
garantizará el derecho del niño o adolescente a ser oído, en la medida en que sea 
manifestación de su voluntad reflexiva y autónoma, según su grado de desarrollo 
cognitivo y autonomía progresiva. 


3) (Régimen de visitas provisorias). Producido el cese de la vida en común, cualquiera de 
los padres podrá presentarse ante el juez del lugar de residencia de sus hijos (o de 
cualquiera de ellos en caso de que no exista convivencia) a fin de que se determine un 
régimen de visitas provisorio, que habrá de regir hasta tanto no sea variado por acuerdo 
de parte o por decisión judicial definitiva. 


De la demanda presentada se dará traslado a la parte demandada para que, en el plazo 
de diez días, realice las apreciaciones que considere oportunas acerca de la solicitud 
efectuada, pudiendo presentar todas las pruebas que considere pertinentes. 


El tribunal deberá dictar sentencia sin más trámite dentro del plazo de diez días 
contados desde la contestación, acerca de la solicitud de régimen de visitas provisorio 
solicitado. 


Solo por motivos particularmente graves y sobre los cuales exista prueba fehaciente 
podrá denegarse el régimen de visitas provisorio solicitado por el padre o la madre. 
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O BI 1 - I 
MOTIVOS 


Este proyecto de ley, denominado de “Corresponsabilidad en la crianza”, 
es un paso más en la búsqueda de la equidad real entre padres y madres en todo 
ámbito. Específicamente se pone el foco en la responsabilidad por el cuidado de 
sus hijos, y, en especial, cuando la convivencia familiar sufre una ruptura, 
debiéndose determinar un régimen de reparto equitativo de responsabilidades, y, 
evitando especialmente que la mayor carga recaiga en las madres. 


El principio orientador de este proyecto es el consagrado en el artículo 9, 
numeral 3) de la Convención sobre los Derechos del Niño: “Los Estados Partes 
respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a 
mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo 
regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño.”, así como la 
regla establecida en el artículo 18 de la citada convención, en punto a que 
“ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y 
desarrollo del niño.” 


En la sesión ordinaria de la Cámara de Senadores del 4 de agosto de 2020, 
la señora Presidenta de la Cámara, la Esc. Beatriz Argimón, realizó una 
exposición sobre el tema “Penalización de la Maternidad”. Partió de la 
observación de cómo, en la sociedad uruguaya, cada vez más mujeres jóvenes 
que quieren ser madres postergan su maternidad, porque consideran que 
obstaculiza su desarrollo profesional y económico. Citó la investigación 
realizada por la Cepal y ONU Mujeres «Brechas de género en los ingresos 
laborales en el Uruguay» que menciona la problemática denominada 
«penalización de la maternidad». La penalización por maternidad hace 
referencia a la pérdida de ingresos laborales en comparación con las trayectorias 
significativamente diferentes de padres y de madres antes de los nacimientos. 
Un estudio, realizado para cinco países europeos, evidencia los efectos causales 
de tener hijos sobre las remuneraciones. Mientras que los ingresos laborales de 
los hombres y de las mujeres evolucionan en forma similar antes de la 
paternidad y de la maternidad, comienzan a divergir significativamente luego 
del nacimiento de los hijos. Las mujeres experimentan una caída de ingresos 
inmediata, considerable y persistente luego de este evento, mientras que los 
ingresos de los hombres no se ven afectados. Diez años luego del nacimiento, 
las mujeres no logran recuperar sus niveles salariales de antes del nacimiento de 
sus hijos. 

A raíz de estas consideraciones se preguntaba, ¿existe penalización de la 
maternidad en Uruguay? La respuesta la proporcionó un trabajo reciente de 
Querejeta del año 2019 y principios del 2020, que en base a los registros 
administrativos del Banco de Previsión Social, analizó los efectos del 
nacimiento de un hijo en la historia laboral de las mujeres. Se considera la 
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penalización por maternidad como el efecto de la maternidad en la trayectoria de 
las madres, en comparación con la de las mujeres de similares características que 
no tienen hijos. Resulta que luego de diez años de tener el primer hijo, las mujeres 
experimentan una reducción del 42% de su salario mensual, en comparación con 
mujeres con características similares que no tuvieron hijos. Parte de esta 
reducción se debe a que trabajan un 60% menos —en horas- que las mujeres que 
no tuvieron hijos; y la otra parte se explica por ingresos por hora menores que las 
mujeres similares a ella, pero sin hijos. En otras palabras, el efecto de la 
maternidad sobre el salario total es del 42% para la población analizada, y está 
explicado tanto por la penalización al empleo, que es del 60%, como por una 
reducción del salario por hora del 25%. 


Aportó más datos ilustrativos del fenómeno, disponibles en la versión 
taquigráfica completa de su exposición. Interpeló a los miembros de la Cámara de 
Senadores a tener en cuenta lo que significa para este país, de tan bajo nivel de 
natalidad, penalizar precisamente a quienes son madres y se preguntó si no sería 
hora de considerar esta situación de las jóvenes mujeres, que para ejercer su 
derecho a desarrollarse económicamente ven en la maternidad, querida y sentida, 
como un obstáculo o un castigo. ¿Es que la independencia económica de las 
mujeres, tan necesaria en el siglo XXI, en un país con altos indicadores educativos 
para la población femenina, tiene el freno de la maternidad, por más querida que 
esta sea por las jóvenes? ¿Es justo que las más jóvenes deban plantearse la 
disyuntiva entre ser madres, si así lo quieren, o profesionales para desarrollarse 
como corresponde, económica y profesionalmente? 


Apeló a que hombres y mujeres tengan los mismos derechos, tengan 
auténtica libertad para el ejercicio real de esos derechos y tengan también 
oportunidades, y a que desde lo público y desde la sociedad en su conjunto, se 
atienda esta señal para revertirla, 


Por último, llamó la atención acerca de la inequidad de que los cuidados 


de los hijos siguen estando absoluta y mayoritariamente a cargo de las 
mujeres, lo que debe ser atendido desde la perspectiva de las políticas 
públicas. 

Estas reflexiones y el análisis de los datos que arrojan los estudios 
científicos citados! nos conducen a reconsiderar un proyecto presentado por el 
entonces Senador Luis Lacalle Pou basado en un trabajo de la organización 
“Todo por nuestros hijos”, presentado el 2 de febrero de 2016 titulado “Tenencia 
compartida”. Dicha iniciativa busca atender al mismo tiempo el reparto 
equitativo de las responsabilidades, derechos y deberes inherentes a la patria 
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potestad, y el derecho de los niños a la vida familiar y al contacto insustituible 
con ambos padres. 


El presente parte de la necesidad de atender e intentar revertir el 
fenómeno denunciado de la “penalización de la maternidad”, acudiendo a los 
principios plasmados en las convenciones internacionales de derechos de los 
menores y de la equidad real entre los padres en la responsabilidad por sus hijos, 
e incorporando algunos elementos reformulados de aquel proyecto del Senador 
Lacalle Pou. 


Se parte de la definición del principio de corresponsabilidad en la crianza, 
entendiéndose por ello entendiéndose por ello que ambos padres tienen 
obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo de niños y 
adolescentes. Asimismo, se establece que, en aplicación de dicho principio, se 
garantiza la protección de la maternidad, cualquiera sea la condición o estado de 
la mujer, evitando que su condición de madre redunde en una distinción, 
exclusión, restricción, desplazamiento o postergación en sus derechos laborales, 
profesionales, culturales o sociales. 


A continuación, se proponen modificaciones al texto del Código de la 
Niñez y la Adolescencia en lo que respecta a la regulación de la tenencia y del 
régimen de visitas. En la línea de lo establecido por el art. 177 del Código Civil, 
se establece el régimen de libertad en la disposición por parte de los padres de la 
guarda material o tenencia de sus hijos, la cual debe convenirse teniendo en 
cuenta el principio de corresponsabilidad en la crianza. Se elimina la referencia 
al art. 177 del Código Civil, ya que este se encuentra en sede de separación de 
cuerpos, mientras que el art. 34 del CNA es aplicable en la generalidad de los 
casos, estén o no casados los padres. A falta de acuerdo, será el Tribunal quien 
decidirá sobre la tenencia de los hijos, siguiendo los parámetros citados en el 
artículo 35, y siempre actuando según el interés superior del menor. Como 
primera alternativa, el Juez fijará el régimen de cuidado compartido o la 
tenencia alternada del menor con la modalidad indistinta, salvo imposibilidad o 
perjuicio para el menor. 


A modo aclaratorio, el proyecto de ley utiliza la terminología "tenencia 
alternada" del menor. El término "tenencia compartida”, muy común en este 
tipo de proyectos de ley, padece de imprecisión técnica, ya que la tenencia es 
verdaderamente compartida cuando los padres se encuentran viviendo de 
consuno con el menor, ejerciendo conjuntamente su derecho de guarda material. 
Es por ello que, el término correcto para el caso en que estos se encuentren 
separados, o no vivan de consuno, y ambos ejerzan de forma alternada la guarda 
material del menor, es el de "tenencia alternada". No obstante, la terminología 
"tenencia compartida” es común en el derecho comparado, por lo que en este 
documento serán utilizadas indistintamente junto con "tenencia alternada", si 
bien esta última es más precisa desde el punto de vista jurídico. 
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Se modifica asimismo el artículo 37, incluyendo las pretensiones relativas 
a incumplimientos del principio de corresponsabilidad en la crianza, y se fija un 
plazo de 90 días a partir de la presentación de la demanda como límite máximo a 
efectos de que el Juez dicte sentencia definitiva. Además, se fija, como criterio 
de competencia, el lugar donde resida el niño. 


Finalmente, se modifica el artículo 39 en lo relativo al régimen de visitas, 
incluyendo un nuevo proceso sumarísimo de fijación de visitas provisorias. 


Tanto el derecho europeo como los instrumentos de derecho internacional, 
han apelado en distintas instancias a favor de la recepción del régimen de 
tenencia compartida por parte de los países, y ello ha sido acogido por España, 
Francia, Bélgica, Italia, Inglaterra, Suecia y República Checa, entre otros. En 
España, la sentencia 229/2018 del Tribunal Supremo establece que la 
discrepancia de los padres no excluye la custodia compartida de los hijos. La 
sentencia subraya que con el sistema de custodia compartida "se fomenta la 
integración de los menores con ambos padres, evitando desequilibrios en los 
tiempos de presencia” y "se evita el sentimiento de pérdida”. El Tribunal ha 
destacado que la discrepancia de los padres sobre el sistema de custodia 
compartida, no puede llevar a su exclusión. Asimismo, la expresión de motivos 
de la Ley de Tenencia o Custodia Compartida en los países vascos, entiende la 
custodia compartida como régimen más adecuado en los casos de separación o 
divorcio, atendiendo a los requisitos establecidos en su articulado y siempre 
velando por el interés superior de los y las menores. Se establece además que la 
igualdad entre hombres y mujeres en todos los ámbitos de la vida es una 
constante en las democracias más desarrolladas y un objetivo primordial en la 
consecución de una sociedad más justa e igualitaria. 


En Chile, la denominada "Ley Amor de Papá", buscó fortalecer la salud, 
integridad y calidad de vida, de los hijos de padres separados, estableciendo que 
tanto el padre como la madre actúen de común acuerdo en la crianza y 
educación de sus niños, en igualdad de derechos. En Brasil, la Ley N* 13.058 del 
22/12/14, establece la obligatoriedad legal de la tenencia compartida, luego de la 
separación de la pareja. Dicho texto normativo establece que si ambos 
progenitores se encuentran aptos para ejercer el poder familiar, será aplicada la 
guarda compartida. En Argentina por ejemplo, la Ley N” 26.994 en su artículo 
N? 651, siguió en el mismo camino y con la misma solución. 


La conveniencia de recoger estas soluciones desde el punto de vista 
jurídico, coincide con aquellas reclamadas por la literatura más reciente en 
ciencias psicológicas y psiquiátricas, basadas en investigaciones científicas que 
se adjuntan. Algunas de ellas lograron demostrar empíricamente que los niños 
en régimen de custodia compartida física declararon niveles de satisfacción vital 
significativamente más altos que los niños que vivían en cualquier otro régimen 
de convivencia”. 
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El extinto politólogo Luis Eduardo González, en su conferencia 
“Participación activa de la familia” en la Universidad de Montevideo el 19 de 
agosto de 2015, en el marco del ciclo “Pensar Uruguay 2015. Entorno familiar y 
desarrollo social”, analizó el impacto de la estructura familiar en el desarrollo de 
los niños. Identificó como una constante que “la mujer está siempre con los 
hijos; no los padres biológicos”, y a partir de ello, demostró los beneficios de la 
presencia de ambos padres en la vida del menor. En esta línea, concluyó que hay 
políticas que, adecuadamente diseñadas, tienen efecto sobre los niños? 


La Suprema Corte de Justicia, en sentencia N” 872/2014 de 20 de octubre 
de 2014, confirmó el régimen de tenencia alternada o rotativa entre los padres 
establecido en el caso, citando doctrina extranjera*: “la guarda (o la tenencia) 
compartida se visualiza como un derecho de hijos y progenitores a seguir 
teniendo una relación paterno-filial y materno-filial igualitaria; un derecho al 
que “no se puede ni debe renunciar, que nace de la familia y no del matrimonio, 
lo que supone que tras la crisis, los derechos y responsabilidades de cada uno 
continúan siendo iguales a los que se tenían con anterioridad.” 


e de 


? Bjarnasson, T.; Bendtsen, P.; Arnarsson, A.M.; Borup, 1.; lanotti, R.J.; Lofstedt, P.; Haapasalo, [.; Niclasen 8. 
(2012): Life Sotisfaction Among Children in Different Family Structures: A Comparative Study of 36 Western 
Societies (Children £ Society, Vol. 26, N*1, pgs. 51-62, enero de 2012). 

Tomado de: https://www.youtube.com/watch?v=mec08:59y6s. Charla Luis Eduardo González - Participación 
Activa de la Familia (Pensar Uruguay), 19 de agosto de 2020, 

“Aida Kemelmajer de Carlucci y Eleonora Lamm, “DE LA GUARDA COMPARTIDA. UNA VISIÓN COMPARATIVA A 
TRAVÉS DEL NUEVO DERECHO ESPAÑOL E ITALIANO EN LA MATERIA”, JA 2008-111, Boletín del 3/9/2008, citado 
por la referida sentencia de la SCJ de la República. 
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CÁMARA DE SENADORES 


PROYECTO DE LEY 


TENENCIA COMPARTIDA RESPONSABLE DE LOS NIÑAS, NIÑOS Y 
ADOLESCENCIA. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


1- Este proyecto de Ley tiene la finalidad de atender la situación 
planteada con los padres, afectado en su rol al ser excluidos de la 
crianza de sus hijos, transformando al concepto de “patria potestad” 
para el referente paterno en un concepto vacío que no tiene efectos 
en la práctica. 

2- Al presente, más allá de las consideraciones que están en el Código 
de la Niñez y la Adolescencia, por la vía de los hechos, no se considera 
que en algunos casos sería más adecuado para los hijos quedar a 
cargo de sus padres varones. 

3- En cuanto a la intervención de los curadores, el paradigma del interés 
superior del menor se ha visto severamente desvirtuado, por lo que 
se entiende pertinente hacer una necesaria regulación de sus 
trabajos. 

4- Sobre los incumplimientos a los regímenes de visita pactados, si bien 
el Código de la Niñez tiene previsto sanciones, en la práctica, esta 
rara vez se implementan, por lo que este proyecto de Ley, al definir 
plazos específicos, busca asegurar el cumplimiento a lo previsto en 
cuanto al espíritu del Código. 

5- Es idea base de este proyecto la igualdad de la madre y el padre, en 
función de dar cabal cumplimiento a los mandatos constitucionales y 
legales (CNA). Se entiende pertinente legislar al respecto, reforzando 
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la igualdad de ambos progenitores, en todo lo concerniente a la vida 
de sus hijos. 

6- Se deriva de lo arriba expuesto, legislar al respecto, para que según 
las circunstancias fácticas, los hijos queden a cargo del progenitor 
más adecuado para tal rol, y asimismo dejar habilitada la posibilidad 
de que un Juez de familia pueda adoptar la medida de una tenencia 
compartida por igual período de tiempo entre ambos progenitores. 
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PROYECTO DE LEY 
MODIFICACIONES A LA LEY N*17.823 (de que trata) 


Artículo 1.- (Modifica el art. 34) (Tenencia por los padres).- 


1) Cuando los padres estén separados, la tenencia será siempre 
compartida, tratando en la medida de lo posible que el niño/a pase la 
misma cantidad de tiempo con ambos padres. 


2) De deducir oposiciones o mediar alguna situación de duda, la tenencia 
la resolverá el Juez de Familia, dictando las medidas necesarias para su 
cumplimiento. 


Artículo 2 (Modifica el art. 35) (Facultades del Juez de Familia).- En caso de 
no haber acuerdo entre los padres, el Juez resolverá teniendo en cuenta las 
siguientes recomendaciones: 


A) El hijo deberá permanecer con el padre o madre con quien convivió 
el mayor tiempo, siempre que lo favorezca. En caso de denuncias o 
presencia de derechos vulnerados (y/o de otra índole) sobre dicha 
capacidad se dispondrá la realización de pericias psiquiátricas y 
psicológicas a ambos padres para evaluar cuál de los dos se halla en 
mejores condiciones para ejercer la tenencia. Las pericias se 
realizarán por parte de técnicos seleccionados de la lista de peritos. 
La consideración de los informes se remitirá a lo previsto en el art. 
184 del CGP. 

B) Se dará preferencia a la madre cuando el niño sea menor de dos años, 
siempre que no sea perjudicial para él. En caso de duda deberá 
procederse de acuerdo con lo previsto en el literal A. 

C) Bajo su responsabilidad funcional el Juez deberá oír y tener en cuenta 
la opinión del niño o adolescente. A tal efecto se designará por parte 
de la Sede en cuestión un defensor para el niño o adolescente, de 
acuerdo con las previsiones del art. 7 de esta Ley. 


Artículo 3. (Modifica el Art. 37) 


(Procedimiento). Todas las pretensiones relativas a la tenencia, 
recuperación de tenencia o guarda de los niños o adolescentes, se regularán 
por el procedimiento extraordinario consagrado en los artículos 346, 347, 
349 y 350 del Código General del Proceso. 
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El Juez competente para conocer en dichas pretensiones, será el del 
domicilio del niño o adolescente. 


Articulo 4 (Modifica el Art. 39) (Determinación de las visitas) 


1) La determinación de las visitas se fijará de común acuerdo entre las 
partes. 

2) A falta de acuerdo, o que se impida o limite el ejercicio del derecho 
mencionado, el Juez de Familia fijará el mismo. Se garantizará el 
derecho del niño o adolescente a ser oído, teniendo en cuenta su 
opinión y a tal efecto se procederá de acuerdo con lo previsto en el 
Art. 2 literal C. 


Artículo 5 (Modifica el Art. 40) (Incumplimiento en permitir las visitas): La 
parte que está obligada a permitir las visitas o entregar al niño o 
adolescente de acuerdo al régimen establecido, y se negara en forma 
inmotivada, habilitará a que la otra parte acuda personalmente ante el Juez 
de Familia, o quien haga sus veces en donde este no exista, el cual 
dispondrá de la comparecencia de la parte incumplidora de forma 
preceptiva, celebrándose una audiencia con el denunciado/a y los niños/as 
involucrados, en un plazo máximo de 6 días a partir de realizada la 
denuncia. 


Artículo 6: Sanción por incumplimiento: Ante las reiteraciones de 
incumplimientos denunciados sin justa causa, o inasistencia a la citación 
para audiencia el Juez de Familia o quien haga sus veces, escuchará a ambas 
partes y de ser inmotivada la reticencia de la parte obligada a permitir las 
visitas, dispondrá -apreciando las circunstancias del caso, la edad y 
especialmente los intereses del niño o adolescente- la entrega del mismo a 
la parte que lo reclama, la cual deberá reintegrarlo según lo acordado, salvo 
que el Juez de Familia entienda que deberá conservarlo el solicitante, hasta 
que se realicen las pericias en el marco de lo previsto en el Art. 2 literal A.- 


Artículo 7: De los Curadores/Defensores: En todo proceso que deba 
recabarse la voluntad del niño o adolescente, o que se involucren derechos 
de los mismos y haya controversia entre los progenitores y/o tenedores se 
designará un abogado defensor. Dicha designación se realizará de la 
siguiente forma: 


1. La elección del profesional la realizará el Juez competente de la 
lista del Poder Judicial. 
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2. Cada profesional podrá tener hasta cinco casos activos en la 
misma Sede. 


3. Del modo de realizar la intervención: A los efectos de que su 


intervención efectivamente garantice el interés superior del niño 
o adolescente el defensor actuará de la siguiente manera: 


Notificado de la designación contará con un plazo de 10 días 
hábiles para confirmar/rechazar el caso, con la especial 
mención a lo previsto en el numeral 1 de este artículo. 


. Aceptado el cargo procederá a entrevistarse con cada 


progenitor/tenedor en forma previa. 


. luego procederá a entrevistarse en forma individual con 


cada niño/adolescente del expediente. En todos los casos 
el defensor tendrá dos entrevistas con cada uno de sus 
patrocinados, a los efectos de tener una visión objetiva de 
la situación. En una irán con la madre/tenedora y en otra 
con el padre/tenedor. 


. Las entrevistas deberán realizarse todas en un plazo de 


treinta días luego de aceptado el caso. 


. Finalizada la etapa de entrevistas el curador contará con un 


plazo de diez días hábiles para remitir su informe. 


Artículo 8: (Situaciones Especiales): En el caso de que se esté frente a un 


progenitor que ha sido denunciado al amparo de la Ley N* 19.580 y no se le 
realice la pericia en el marco de los 90 días para retomar el contacto con 
el/los la/las hijo/a/s se dispondrá un régimen provisorio de visitas para 
evitar el cercenamiento del vínculo paterno filial. A tal efecto se procederá 
de la siguiente forma: 


a) El progenitor solicitará al Juzgado de Familia que 
disponga un régimen provisorio de visitas. 

b) La Sede dispondrá traslado por seis días a la 
contraparte. 

c) Contestada la demanda o vencido el plazo se 
convocará a audiencia en plazo de 6 días con el 
nombramiento de defensor previsto en el art. 7 de 
esta Ley. 


335-C.S. 


336-C.S. CÁMARA DE SENADORES 2 de agosto de 2022 


Disposiciones citadas 


CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 


SECCIÓN ll - DERECHOS, DEBERES Y GARANTÍAS 
CAPÍTULO Il 


Artículo 40.- La familia es la base de nuestra sociedad. El Estado velará por 
su estabilidad moral y material, para la mejor formación de los hijos dentro de la 
sociedad. 


Artículo 42.- Los padres tienen para con los hijos habidos fuera del 
matrimonio los mismos deberes que respecto a los nacidos en él, 

La maternidad, cualquiera sea la condición o estado de la mujer, tiene derecho 
a la protección de la sociedad y a su asistencia en caso de desamparo 


Artículo 53.- El trabajo está bajo la protección especial de la ley. 

Todo habitante de la República, sin perjuicio de su libertad, tiene el deber de 
aplicar sus energías intelectuales o corporales en forma que redunde en 
beneficio de la colectividad, la que procurará ofrecer, con preferencia a los 
ciudadanos, la posibilidad de ganar su sustento mediante el desarrollo de una 
actividad económica. 


Artículo 54.- La ley ha de reconocer a quien se hallare en una relación de 
trabajo o servicio, como obrero o empleado, la independencia de su conciencia 
moral y cívica; la justa remuneración; la limitación de la jornada; el descanso 
semanal y la higiene física y moral. 

El trabajo de las mujeres y de los menores de dieciocho años será 
especialmente reglamentado y limitado. 


Artículo 55.- La ley reglamentará la distribución imparcial y equitativa del 
trabajo. 


SECCIÓN XV - DEL PODER JUDICIAL 
CAPÍTULO VII 


Artículo 254.- La justicia será gratuita para los declarados pobres con arreglo 
a la ley. En los pleitos en que tal declaración se hubiere hecho a favor del 
demandante, el demandado gozará del mismo beneficio hasta la sentencia 
definitiva, la cual lo consolidará si declara la ligereza culpable del demandante 
en el ejercicio de su acción. 
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CÓDIGO CIVIL 


LIBRO PRIMERO - DE LAS PERSONAS 
TITULO V - DEL MATRIMONIO 
CAPITULO IV - DE LAS OBLIGACIONES QUE NACEN DEL MATRIMONIO 


SECCION | - DE LOS DEBERES DE LOS CONYUGES PARA CON SUS 
HIJOS Y DE SU OBLIGACION Y LA DE OTROS PARIENTES A PRESTARSE 
RECIPROCAMENTE ALIMENTOS 


Artículo 122.- Los alimentos han de ser proporcionados al caudal de quien 
los da y a las necesidades de quien los recibe. 


El Juez, según las circunstancias del caso, reglará la forma y cuantía en que 
hayan de prestarse los alimentos. 


CAPITULO V - DE LA SEPARACION DE CUERPOS Y DE LA DISOLUCION 
DEL MATRIMONIO 


SECCION IV - EFECTOS DE LA SEPARACION DE CUERPOS 


Artículo 177.- Las convenciones que celebren los cónyuges y las 
resoluciones judiciales a que se refieren los artículos anteriores, sólo podrán 
recaer válidamente sobre la tenencia de los hijos, que podrán ser confiados a 
uno, a ambos cónyuges o a un tercero o repartida entre ellos, pero todos los 
demás derechos y deberes de la patria potestad corresponderán a los cónyuges 
con arreglo a las disposiciones del Titulo VII! de este Libro. 


TITULO VIII - DE LA PATRIA POTESTAD 


CAPITULO lll - DE LOS MODOS DE ACABARSE, PERDERSE O 
SUSPENDERSE LA PATRIA POTESTAD 


Artículo 284.- Los padres perderán, de pleno derecho y sin que sea necesario 
declaración expresa al respecto, la patria potestad sobre sus hijos en los casos 
siguientes: 


1?.- Si fueren condenados por el delito previsto por el artículo 274 inciso 3* del 
Código Penal contra la persona de cualquiera de sus descendientes. 


2% - Si fueren condenados a pena de penitenciaria como autores o cómplices 
de un delito contra la persona de uno o varios de sus hijos. 
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3%.- Si fueren condenados dos veces con pena de prisión, como autores o 
cómplices de un delito contra la persona de uno o varios de sus hijos. 


4”.- Si fuesen condenados por femicidio, consumado o en grado de tentativa, 
respecto a la madre de sus hijos. 


El Actuario del Juez que hubiere conocido en primera instancia, comunicará 
de oficio y dentro del término de cinco días al Instituto Nacional del Menor y al 
Ministerio Público las sentencias ejecutoriadas a que se refiere este artículo, bajo 
pena de multa de hasta 25 unidades reajustables. 


La pérdida de la patria potestad comprende la de todos los derechos a ella 
inherentes, pero no la de las obligaciones establecidas en los artículos 118 y 279 
de este Código. 


Tampoco afecta a las relaciones jurídicas emanadas del derecho sucesorio. 
Fuento: Numeral 4%): Loy N* 19.580, de 22 de diciembre de 2017, artículo 73. 


Artículo 285.- Los padres podrán perder la patria potestad a instancia de 
parte, previa sentencia del Juez competente, en los casos siguientes: 


1”.- Si fueren condenados a penitenciaria como autores o cómplices de un 
delito común. 


2”.- Si por dos veces fueren condenados por sustitución, ocultación, atribución 
de falsa filiación o paternidad, exposición o abandono de niños; o en el caso de 
mendicidad establecido por el artículo 348-1 inciso 1*, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el número anterior. 


3".- Si fueren condenados por cualquiera de los delitos del artículo 274 del 
Código Penal, con excepción del caso previsto en el numeral 1* del artículo 284. 


49 - Si fueren condenados por dos veces a pena de prisión como autores o 
cómplices de delitos a que hubieren concurrido con sus hijos. 


5".- Los que fuera de los casos expresados en este artículo y el anterior, 
excitaren o favorecieren en cualquier forma la corrupción de menores. 


6”.- Si por sus costumbres depravadas o escandalosas, ebriedad habitual, 
malos tratamientos o abandono de sus deberes, pudieren comprometer la salud, 
la seguridad o la moralidad de sus hijos, aun cuando esos hechos no cayeren 
bajo la ley penal. 


7”.- Si se comprobare en forma irrefragable que durante un año han hecho 
abandono culpable de los deberes inherentes a su condición de tales, no 
prestando a sus hijos los cuidados y atenciones que les deben. 


El Ministerio Público y el Juez competente apreciarán la prueba, atendida la 
situación de los padres y muy especialmente las conveniencias del menor. 
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Sólo por causas excepcionales acreditadas debidamente, el Juez podrá 
conceder a los padres la readquisición de los derechos de que hubieran sido 
privados por la causal expresada en el presente numeral séptimo. 


8*.- Cuando hicieren abandono de sus hijos y a juicio del Instituto Nacional del 
Menor sea posible la inmediata entrega en tenencia con fines de posterior 
legitimación adoptiva o adopción. 


Para que se configure el abandono será necesario comprobar que los padres 
rehúsan el cumplimiento de los deberes inherentes a la patria potestad en 
términos tales, que hagan presumir fundadamente el abandono definitivo. 


9% - Cuando no se conociere quienes son los padres y éstos no comparecieren 
a hacerse cargo de sus deberes en el término de quince días, luego que hubieren 
expuesto al niño, abandonándolo en lugar público o privado. 


Es aplicable a los casos de este artículo lo dispuesto en cuanto a los derechos 
y obligaciones de los padres y demás, en la última parte del artículo 284. 
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CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 


CAPITULO Il - DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 


Artículo 8*. (Principio general).- Todo niño y adolescente goza de los 
derechos inherentes a la persona humana. Tales derechos serán ejercidos de 
acuerdo a la evolución de sus facultades, y en la forma establecida por la 
Constitución de la República, los instrumentos internacionales, este Código y las 
leyes especiales. En todo caso tiene derecho a ser oído y obtener respuestas 
cuando se tomen decisiones que afecten su vida. 


Podrá acudir a los Tribunales y ejercer los actos procesales en defensa de 
sus derechos, siendo preceptiva la asistencia letrada. El Juez ante quien acuda 
tiene el deber de designarle curador, cuando fuere pertinente, para que lo 
represente y asista en sus pretensiones. 


Los Jueces, bajo su más seria responsabilidad, deberán adoptar las medidas 
necesarias para asegurar el cumplimiento de lo establecido en los incisos 
anteriores, debiendo declararse nulas las actuaciones cumplidas en forma 
contraria a lo aquí dispuesto. 


CAPITULO lll - DE LOS DEBERES DEL ESTADO 


Artículo 14. (Principio general).- El Estado protegerá los derechos de todos 
los niños y adolescentes sujetos a su jurisdicción, independientemente del origen 
étnico, nacional o social, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de 
otra índole, la posición económica, los impedimentos psíquicos o físicos, el 
nacimiento o cualquier otra condición del niño o de sus representantes legales. 


El Estado pondrá el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del 
principio de que ambos padres o sus representantes legales, cuya preocupación 
fundamental será el interés superior del niño, tienen obligaciones y derechos 
comunes en lo que respecta a su crianza y desarrollo. 


El Estado asegurará la aplicación de toda norma que dé efectividad a esos 
derechos. 


CAPITULO IV - DE LOS DEBERES DE LOS PADRES O RESPONSABLES 


Artículo 16. (De los deberes de los padres o responsables).- Son deberes de 
los padres o responsables respecto de los niños y adolescentes: 


A) Respetar y tener en cuenta el carácter de sujeto de derecho del niño y del 
adolescente. 


B) Alimentar, cuidar su salud, su vestimenta y velar por su educación. 
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C) Respetar el derecho a ser oído y considerar su opinión. 
D) Colaborar para que sus derechos sean efectivamente gozados. 
E) Prestar orientación y dirección para el ejercicio de sus derechos. 


F) Corregir a sus hijos o tutelados, excluyéndose la utilización del castigo físico 
o cualquier tipo de trato humillante. 


G) Solicitar o permitir la intervención de servicios sociales especiales cuando 
se produzca un conflicto que no pueda ser resuelto en el interior de la familia y 
que pone en grave riesgo la vigencia de los derechos del niño y del adolescente, 


H) Velar por la asistencia regular a los centros de estudio y participar en el 
proceso educativo. 


1) Todo otro deber inherente a su calidad de tal. 
Fuente: Literal f): Ley N* 18.214, de 09 de diciembre de 2007, articulo 2. 


CAPITULO Vil 
Il - DE LA TENENCIA DEL NIÑO Y ADOLESCENTE 


Artículo 34. (Tenencia por los padres).- 


1) Cuando los padres estén separados, se determinará de común acuerdo 
cómo se ejercerá la tenencia (artículo 177 del Código Civil). 


2) De no existir acuerdo de los padres, la tenencia la resolverá el Juez de 
Familia, dictando las medidas necesarias para su cumplimiento. 


Artículo 35. (Facultades del Juez de Familia).- En caso de no existir acuerdo 
de los padres, el Juez resolverá, teniendo en cuenta las siguientes 
recomendaciones: 


A) El hijo deberá permanecer con el padre o la madre con quien convivió el 
mayor tiempo, siempre que lo favorezca. 


B) Preferir a la madre cuando el niño sea menor de dos años, siempre que no 
sea perjudicial para él. 


C) Bajo su más seria responsabilidad funcional, el Juez siempre deberá oír y 
tener en cuenta la opinión del niño o adolescente. 


Artículo 37. (Procedimiento).- Todas las pretensiones relativas a la tenencia, 
recuperación de tenencia o guarda de los niños o adolescentes, se regularán por 
el procedimiento extraordinario consagrado en los articulos 346, 347, 349 y 350 
del Código General del Proceso. 


La ratificación de tenencia se tramitará por el procedimiento voluntario 
(artículos 402 y siguientes del Código General del Proceso). 
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Es Juez competente para conocer en dichas pretensiones, el del domicilio del 
niño o adolescente. 


Artículo 39. (Determinación de las visitas).- 
1) La determinación de las visitas se fijará de común acuerdo entre las partes. 


2) A falta de acuerdo, o que se impida o limite el ejercicio del derecho 
mencionado, el Juez de Familia fijará el mismo. Se garantizará el derecho del 
niño o adolescente a ser oido, teniendo en cuenta su opinión, la cual se recabará 
en un ámbito adecuado. 


CAPITULO VII 
111 - Visitas 


Artículo 43. (Sanción por incumplimiento).- El incumplimiento grave oO 
reiterado del régimen de visitas homologado o fijado judicialmente podrá originar 
la variación de la tenencia si ello no perjudicara el interés del niño o adolescente, 
sin perjuicio de las sanciones pecuniarias que fije el Juez a instancia de parte o 
de oficio, cuyo producido será en beneficio de aquél. 


El Juez deberá hacer saber a la parte incumplidora que el desatender las 
necesidades afectivas de los hijos puede dar lugar a la pérdida de la patria 
potestad y al delito previsto en el artículo 279 B del Código Penal. 


CAPITULO VII! - DE LOS ALIMENTOS 


Artículo 45. (Concepto de deber de asistencia familiar).- El deber de 
asistencia familiar está constituido por los deberes y obligaciones a cargo de los 
integrantes de la familia u otros legalmente asimilados a ellos, cuya finalidad es 
la protección material y moral de los miembros de la misma. 


Bajo la denominación de alimentos, se alude en este Código a la asistencia 
material. 


Artículo 46. (Concepto de alimentos).- Los alimentos están constituidos por 
las prestaciones monetarias o en especie que sean bastantes para satisfacer, 
según las circunstancias particulares de cada caso, las necesidades relativas al 
sustento, habitación, vestimenta, salud y los gastos necesarios para adquirir una 
profesión u oficio, educación, cultura y recreación. 


También se consideran alimentos los gastos de atención de la madre durante 
el embarazo, desde la concepción hasta la etapa del posparto. 


Las prestaciones deberán ser proporcionales a las posibilidades económicas 
de los obligados y a las necesidades de los beneficiarios. 
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Artículo 47. (Forma de prestación de los alimentos).- Las prestaciones 
alimentarias serán servidas en dinero o en especie, o de ambas formas, en 
atención a las circunstancias de cada caso. 


Todas las prestaciones se servirán en forma periódica y anticipada. 


El obligado a prestar alimentos podrá exigir de la persona que administre la 
pensión alimenticia, rendición de cuentas sobre los gastos efectuados para los 
beneficiarios. 


El Juez apreciará si corresponde dar trámite a la solicitud de rendición de 
cuentas. 


Artículo 48. (De la vigencia de la prestación alimentaria).- La prestación 
alimentaria se debe desde la interposición de la demanda. 


Tratándose de aumento o reducción de la prestación, la misma surtirá efecto 
desde la interposición de la demanda, salvo que el Juez, apreciando las 
circunstancias del caso, disponga que se aplique desde que la sentencia quede 
ejecutoriada. 


La convenida extrajudicialmente, se debe desde la fecha pactada. 


Artículo 49. (Alimentos provisionales).- El Juez al proveer sobre la demanda, 
y atendidas las circunstancias invocadas, fijará alimentos provisionales. 


Artículo 50. (Beneficiarios de la obligación alimentaria).- Son acreedores de 
la obligación alimentaria los niños y adolescentes asi como los mayores de 
dieciocho años y menores de veintiuno que no dispongan -en el último caso- de 
medios de vida propios y suficientes para su congrua y decente sustentación. 


Artículo 51. (Personas obligadas a prestar alimentos y orden de preferencia).- 
Los alimentos se prestarán por los padres o, en su caso, por el o los adoptantes. 
Para el caso de imposibilidad o insuficiencia del servicio pensionario, se 
prestarán subsidiariamente de acuerdo al siguiente orden: 


1) Los ascendientes más próximos, con preferencia los del progenitor 
obligado. 


2) El cónyuge respecto a los hijos del otro en cuanto conviva con el 
beneficiario. 
3) El concubino o la concubina, en relación al o los hijos del otro integrante de 


la pareja, que no son fruto de esa relación, si conviven todos juntos conformando 
una familia de hecho. 


4) Los hermanos legítimos o naturales, con preferencia los de doble vínculo 
sobre los de vínculo simple. 


En los casos previstos en los numerales 1) y 4), si concurrieren varias 
personas en el mismo orden, la obligación será divisible y proporcional a la 
posibilidad de cada obligado. 
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Artículo 52. (Caracteres de la obligación alimentania).- 


1) Intrasmisibilidad e irrenunciabilidad. El derecho de pedir alimentos no 
puede trasmitirse por causa de muente, ni renunciarse, ni venderse o cederse de 
modo alguno. 


2) Inembargabilidad e incompensabilidad. Las pensiones alimenticias no son 
embargables. 


El deudor de alimentos no puede oponer al demandante, en compensación, 
lo que el demandante le deba, excepto que lo adeudado refiera a la pensión 
alimenticia objeto del litigio. 

3) Imprescriptibilidad. 

El derecho a pedir alimentos es imprescriptible. 


Artículo 53. (Pensiones alimenticias atrasadas).- No obstante lo dispuesto en 
los artículos precedentes, las pensiones alimenticias atrasadas podrán 
renunciarse, y el derecho a demandarlas, podrá trasmitirse por causa de muerte. 


Artículo 54. (Transacción sobre alimentos futuros).- La transacción sobre 
alimentos futuros no surtirá efectos sino después de ser aprobada judicialmente. 


Artículo 55. (Modificación de la obligación alimentaria).- Los alimentos podrán 
ser objeto de aumento o de reducción, si se modifica la situación económica del 
deudor o las necesidades del acreedor. Se tramitarán por el procedimiento 
establecido en los artículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 56 (Extinción de la obligación alimentaria).- La obligación de 
alimentos se extingue y su cese debe ser judicialmente decretado en los 
siguientes casos: 


1) Cuando se dejen de cumplir los supuestos establecidos en el artículo 50. 
2) Cuando el deudor se halla en imposibilidad de servirios. 


3) Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de la asignación forzosa que 
grava la masa de la herencia. 


4) Cuando fallece el alimentario, en cuyo caso la obligación se extiende a los 
gastos funerarios, siempre que no puedan cubrirse de otra manera. 


En el caso previsto en el numeral 1) cuando se trate de un beneficiario que 
cumpla veintiún años de edad, bastará que el alimentante se presente ante el 
Juez Letrado de Familia que intervino en la fijación de alimentos solicitando el 
cese de la pensión, agregando la partida de nacimiento del beneficiario, y 
sustanciándose con traslado a la contraparte por el plazo perentorio de veinte 
días. 


Transcurrido el plazo sin que se evacuare el traslado, se decretará el cese de 
la pensión alimenticia, notificando a la otra parte. 
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Si se dedujere oposición se tramitará por el procedimiento establecido en los 
artículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 


Los casos de los numerales 2) a 4) se tramitarán por el procedimiento 
establecido en los artículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 57. (Omisión injustificada de los alimentos).- Cuando el obligado 
judicialmente a servir alimentos de acuerdo a las disposiciones de este Código 
que, habiendo sido intimado judicialmente, omitiera prestarlos sin causa 
justificada, el Juez de Familia dará cuenta de inmediato al Juez Letrado en lo 
Penal que corresponda, a los efectos previstos por el artículo 279 A. del Código 
Penal. 


El Juez Letrado en lo Penal deberá comunicar al Juez de Familia las 
resultancias de las actuaciones llevadas a cabo por dicha sede. 


Artículo 58. (Concepto de ingresos y forma de acreditarlos).- A los efectos de 
este Código, se entiende por sueldo o haberes, todo ingreso de cualquier 
naturaleza, periódico o no, que se origine en la relación laboral, arrendamiento 
de obras o de servicios o derive de la seguridad social. No se computarán como 
ingresos, a los efectos de la pensión alimenticia, lo que perciba el obligado a la 
prestación por concepto de viáticos sujetos a rendición de cuentas. 


Cuando los viáticos no estén sujetos a rendición de cuentas se computarán a 
efectos de la pensión alimenticia en un 35% (treinta y cinco por ciento). 


Quedan asimilados a lo dispuesto en el inciso anterior, los ingresos 
provenientes de retiros periódicos por concepto de utilidades, beneficios o 
ganancias, cobro de intereses o dividendos. En general, todo lo que perciba el 
deudor de alimentos por su trabajo o su capital. 


A efectos de acreditar su situación patrimonial, el deudor de alimentos, sea el 
padre, madre o cualquiera de los obligados de conformidad con lo establecido 
en el artículo 51 de la presente ley, al momento de contestar la demanda de 
alimentos o de solicitar la modificación de la pensión alimenticia, deberá 
presentar declaración jurada de bienes e ingresos a cualquier título. La 
declaración jurada deberá señalar el monto de sus ingresos ordinarios y 
extraordinarios, individualizando lo más completamente posible, si los tuviere, su 
activo y pasivo, tales como bienes inmuebles, vehículos, valores, participación 
en sociedades e inversiones de cualquier naturaleza. 


De dicha declaración se dará traslado personal a la contraparte por un plazo 
de treinta días, siendo de aplicación lo dispuesto en el artículo 338,2 del Código 
General del Proceso. Evacuado el traslado o vencido el plazo para ello, el Juez 
podrá, atendiendo a las circunstancias del caso, designar un perito a fin de 
corroborar la veracidad de la declaración presentada. El Juez podrá otorgar al 
perito, entre otras atribuciones, las de exigir la exhibición de los libros, 
documentos y demás recaudos que correspondan, propios y ajenos, practicar 
inspecciones en bienes muebles e inmuebles y requerir informaciones a terceros 
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cuando lo considere conveniente, a cuyos efectos las personas físicas o 
jurídicas, públicas y privadas deberán prestar su máxima colaboración. 


Comprobada la falsedad de la declaración jurada presentada, el Juez 
cometerá al perito la determinación de los montos que por la declaración jurada 
falsa no fueren percibidos por el beneficiario. Los costos y costas de esta etapa 
serán, preceptivamente, del obligado alimentario. La presentación de una 
declaración jurada falsa deberá ser puesta en conocimiento inmediato de la 
Fiscalía General de la Nación. 


Dicha declaración jurada se considera un documento público a los efectos de 
lo previsto en el artículo 239 del Código Penal. 


Fuente: Ley N* 19.727, de 21 de diciembre de 2018, artículo 1. 


Artículo 59. (Límite de la retención por alimentos).- Podrá retenerse 
mensualmente hasta un 50% (cincuenta por ciento) de los ingresos cuando así 
lo justifique el número de hijos y las necesidades de los mismos. La resolución 
del Juez deberá ser fundada y será apelable sin efecto suspensivo. 


Artículo 60. (Medidas asegurativas de la prestación alimentaria).- En el caso 
de prestar el alimentante servicios retribuidos por particulares o empresas, éstas 
tendrán la obligación de informar a la Sede que asi lo solicite todo lo relativo a 
los ingresos de aquél dentro del plazo de quince días de recibido el oficio por el 
que se le reclama. El incumplimiento de esta obligación hará pasibles a los 
particulares o empresas a la condena en astreintes. La obligación de informar 
existe aún cuando el alimentante no integre los cuadros funcionales o planilla de 
trabajo, pero tuviese con la empresa o particular cualquier relación patrimonial o 
beneficio económico. Cuando el alimentante prestase servicios retribuidos por 
particulares o empresas y se negare a cumplir la obligación de alimentos, se 
ordenará a aquellos que efectúen la retención correspondiente a los sueldos o 
haberes respectivos. 


Para hacer efectiva la contribución señalada por el Juez, bastará la orden 
librada por oficio al habilitado en la oficina en que preste servicios el alimentante, 
y la empresa o el patrón responderán personal, solidaria e ilimitadamente del 
pago, si injustificadamente no cumplieran la orden recibida. 


Artículo 61. (Obstáculos al cumplimiento de la obligación alimentaria).- El 
empleador o empresario que intencionalmente ocultare, total o parcialmente los 
ingresos, sueldos o haberes del obligado, será considerado incurso en el delito 
de estafa. 


En el mismo delito incurrirá todo aquel que obstaculizare o impidiere el 
correcto servicio de la obligación alimentaria dispuesta judicialmente, o simulare 
créditos contra el obligado, o de cualquier manera colaborare intencional y 
fraudulentamente, en la reducción del patrimonio efectivo del alimentante. 


El Juez de Familia dará cuenta de inmediato al Juez Letrado en lo Penal que 
corresponda. 
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Artículo 62. (Prohibición al alimentante de ausentarse del país sin dejar 
garantías suficientes).- Iniciado el juicio de alimentos, el demandado no podrá 
ausentarse del país sin dejar garantias suficientes, siempre que así lo solicitare 
el actor. 


Artículo 63. (Procedimiento).- El proceso de alimentos se rige por las normas 
previstas para el proceso extraordinario en el Código General del Proceso 
(artículos 346 y 347, numeral 2) del artículo 349 y artículo 350 del Código 
General del Proceso). 


Artículo 64 (Competencia).- El Juez competente para conocer en el juicio por 
alimentos, es el del domicilio del niño o adolescente o el del demandado, a 
elección del actor . 
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CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO 


LIBRO | - DISPOSICIONES GENERALES 
TITULO | - PRINCIPIOS GENERALES 
Artículo 11. Derecho al proceso y a la tutela jurisdiccional efectiva.- 


11.1 Cualquier persona tiene derecho a acudir ante los tribunales, a plantear 
un problema jurídico concreto u oponerse a la solución reclamada y a ejercer 
todos los actos procesales concernientes a la defensa de una u otra posición 
procesal y el Tribunal requerido tiene el deber de proveer sobre sus peticiones. 


11.2 Para proponer o controvertir útilmente las pretensiones, es necesario 
invocar interés y legitimación en la causa. 


11.3 El interés del demandante puede consistir en la simple declaración de la 
existencia o inexistencia de un derecho, aún cuando éste no haya sido violado o 
desconocido, o de una relación jurídica, o de la autenticidad o falsedad de un 
documento; también podrá reclamarse el dictado de sentencia condiciona! o de 
futuro. 


Las sentencias condicionales o de futuro no podrán contener ni recaer sobre 
aquellas materias reservadas constitucionalmente a la iniciativa del Poder 
Ejecutivo, que involucren o versen sobre las materias previstas en el inciso 
primero del artículo 86 y en el artículo 214 de la Constitución de la República. 


11.4 Todo sujeto de derecho tendrá acceso a un proceso de duración 
razonable que resuelva sus pretensiones, así como el derecho a una tutela 
jurisdiccional efectiva. 


LIBRO Il - DESARROLLO DE LOS PROCESOS 
TITULO Il - PROCESO CAUTELAR 
CAPITULO Il - PROCEDIMIENTO 
Artículo 317. Medidas provisionales y anticipadas.- 


317.1 Fuera de los casos regulados en los artículos anteriores, podrá el 
tribunal adoptar las medidas provisionales que juzgue adecuadas o anticipar la 
realización de determinadas diligencias, para evitar que se cause a la parte, 
antes de la sentencia, una lesión grave o de dificil reparación o para asegurar 
provisionalmente la decisión sobre el fondo. 


317.2 Como medida provisional! o anticipada podrá disponerse el remate de 
bienes que se hubieren embargado o, en general, se encontraren sometidos a 
cualquier medida cautelar cualquiera sea la materia del proceso, que corran 
riesgo de perecer, deteriorarse, depreciarse oO desvalorizarse oO cuya 
conservación irrogue perjuicios o gastos desproporcionados a su valor. 
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En estos casos, el tribunal podrá, a petición de parte y escuchando a la otra, 
disponer su remate por resolución inapelable y depositar el producto en valores 
públicos, a la orden del tribunal y bajo el rubro de autos. 


317.3 Estas medidas se regularán, en lo pertinente, por lo dispuesto en los 
artículos 311 a 316. 


En todo supuesto de solicitud de medida provisional antes de disponerse ésta 
deberá oírse a la contraparte, mediante traslado por seis días o audiencia 
convocada con carácter urgente. 


Fuente: Ley N” 19.090, de 14 de junio de 2013, artículo 1. 


LIBRO II - DESARROLLO DE LOS PROCESOS 
TITULO IV - PROCESO DE CONOCIMIENTO 
CAPITULO !l! - PROCESO EXTRAORDINARIO 


Artículo 346. Procedimiento.- El proceso extraordinario se regirá por lo 
establecido en el ordinario en cuanto fuere pertinente y con las siguientes 
modificaciones: 


1) El trámite se concentrará en una sola audiencia de conciliación, fijación de 
los puntos en debate, prueba, alegatos y sentencia. 


La inasistencia de las partes se regirá por lo dispuesto en el artículo 340. 


2) Solo se admitirá la reconvención sobre la misma causa y objeto que los 
propuestos en la demanda. 


3) Luego de la contestación de la demanda o, en su caso, de la reconvención, 
el tribunal dispondrá el diligenciamiento de la prueba solicitada por las partes y 
que no pueda ser recibida en la audiencia, de modo tal que a la fecha de aquélla, 
esa prueba se halle diligenciada. 


4) El tribunal se pronunciará en una única sentencia sobre todas las 
excepciones y defensas; sólo si entre ellas se encuentra la de incompetencia y 
se declarare incompetente, omitirá pronunciarse sobre las otras. 


En la segunda instancia no se admitirá otra prueba que la que el tribunal 
entienda oportuna para mejor proveer, la documental sobre hechos 
supervenientes o la de ese mismo género que se declare, bajo juramento, no 
conocida hasta ese momento, conforme con lo dispuesto por el numeral 2 del 
articulo 253.2, o la de fecha auténtica posterior a la de la audiencia de primera 
instancia. 


Fuente: Ley N? 19.090, de 14 de junio de 2013, artículo 1, 
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Artículo 347. Recursos y proceso extraordinario posterior.- Contra la 
sentencia definitiva dictada en proceso extraordinario, caben los recursos 
previstos en las Secciones ll, IV, V, VI y VII del Capítulo VII, del Título VI del Libro 
l, conforme con lo que disponen las reglas generales y propias de cada uno de 
ellos. 


No obstante, en aquellos procesos en que se sentencia "rebus sic stantibus", 
como en el de alimentos o cuestiones relativas a menores, cuando se alegare el 
cambio de la situación ya resuelta, corresponderá el proceso extraordinario 
posterior para decidir la cuestión definida conforme con las nuevas 
circunstancias que la configuran. 


Fuente: Ley N* 19.090, de 14 de junio de 2013, artículo 1%, 


CAPITULO lll - DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 349. Procedencia del proceso extraordinario.- Tramitarán por el 
proceso extraordinario: 


1) Las pretensiones de conservar y de recobrar la posesión o la tenencia, la 
de denuncia de obra nueva y de obra ruinosa a que refieren, respectivamente, 
los artículos 620, 658 a 670 y 672 a 675 del Código Civil. 


2) Las pretensiones relativas a la determinación, aumento, reducción o 
exoneración de la prestación alimenticia a que refieren los artículos 116 a 129, 
183, 194 y 233 del Código Civil, 45 a 64 del Código de la Niñez y la Adolescencia 
y 54 de la Ley N* 18.387, de 23 de octubre de 2008. 


3) Las pretensiones que conciernen a las cuestiones previstas en los artículos 
289 a 300 del Código Civil y 206 a 210 del Código de la Niñez y la Adolescencia, 
las relativas a regimenes de visita, restitución o entrega de menores o incapaces, 
así como las previstas en los artículos 34, 37, 41, 133.1, numeral 2”) del artículo 
142, 151, 174 y 189 de este último Código. 


4) Toda otra pretensión a la que un texto legal asigne expresamente la 
estructura extraordinaria. 
5) Los procesos de prescripción adquisitiva de cualquier clase de bienes. 
Fuente: Ley N? 19.090, de 14 de junio de 2013, articulo 1%. 


Artículo 350. Reglas especiales para ciertas pretensiones.- 


350.1 Tratándose de divorcio por causal, salvo cuando el mismo tramitare por 
proceso de estructura monitoria (artículo 369) en la audiencia preliminar, además 
de lo previsto por el artículo 341, se resolverá lo relativo a las pensiones 
alimenticias, al régimen de guarda y de visitas de los hijos menores o incapaces, 
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así como la cuestión a cuál de los cónyuges habrá de permanecer en el hogar 
conyugal. 


El tribunal procurará que las partes lleguen a un acuerdo sobre todos o 
algunos de esos puntos y, en su defecto, pronunciará providencia solucionando 
provisoriamente aquellos sobre los que persista el desacuerdo. 


La resolución provisoria será pasible del recurso de reposición y apelación sin 
efecto suspensivo y significará cumplimiento del requisito establecido por el 
artículo 167 del Código Civil, pero cualquiera de las partes podrá plantear, en el 
proceso correspondiente, la cuestión resuelta de manera provisoria. 


350.2 En las pretensiones relativas a la materia de familia, el criterio básico 
para la actuación del tribunal consistirá en la promoción de la familia y de sus 
integrantes, en especial de los más desprotegidos, de conformidad con las 
normas constitucionales. 


350.3 En las pretensiones propias de la materia laboral, agraria y demás de 
carácter social, se podrá modificar la pretensión en la audiencia preliminar, 
cuando resulte, manifiestamente, que carencias de información o de 
asesoramiento han determinado omisiones en relación a derechos que asisten 
a la parte. 


En estos casos, el tribunal otorgará a la contraparte oportunidades para la 
adecuada contestación; se podrá, a tales efectos, prorrogar la audiencia, si las 
nuevas cuestiones son de hecho y no fuere posible controvertirlas, sin previa 
información. 


350.4 En las pretensiones relativas a menores o incapaces, se considerará 
prioritaria la tutela de su interés por el tribunal. 


350.5 En los procesos a que refieren los dos ordinales anteriores, el tribunal 
dispondrá de todos los poderes de instrucción que la ley acuerda a los tribunales 
del orden penal en el sumario del proceso penal, sin perjuicio del respeto al 
principio de contradicción y a los propios de debido proceso legal. Si no ejercitare 
esos poderes, indicará las razones al dictar sentencia. 


Fuente: Ley N” 19.090, de 14 de junio de 2013, articulo 1”. 


TITULO VI - PROCESO VOLUNTARIO 
CAPITULO |! - DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 402. Principio de la jurisdicción voluntaria.- En todos los casos en 
que por así disponerlo la ley, se deba acudir ante la Jurisdicción para demostrar 
la existencia de hechos que han producido o pueden llegar a producir efectos 
jurídicos, sin causar 


Artículo 403. Sujetos.- 
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403.1 Los procesos voluntarios se tramitarán ante los tribunales 
competentes, según la materia, para la primera instancia. 


Las providencias que en ellos se pronuncien sólo serán susceptibles del 
recurso de reposición, salvo la que ponga fin al proceso que será apelable de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 254, con efecto suspensivo. 


403.2 La iniciación del procedimiento se notificará a todo sujeto interesado 
en el asunto, cuando asi lo disponga la ley o se estimare por el tribunal que, por 
la naturaleza del asunto, corresponde o conviene tal intervención. 


403.3 En todo proceso voluntario intervendrá preceptivamente el Ministerio 
Público. 
Fuente: Ley N? 19.090, de 14 de junio de 2013, articulo 1%. 
Artículo 404. Procedimiento. 


404.1 La solicitud se presentará por los interesados, conforme con las normas 
generales relativas a la demanda, acompañando los medios de prueba de que 
piensen valerse e indicando toda persona que, en su concepto, pueda estar 
interesada en el diligenciamiento del asunto. 


404.2 Presentada la solicitud, se oirá al Ministerio Público y a las personas 
designadas, por el término fijado para los incidentes. 


Si mediare oposición del Ministerio Público, de las personas designadas por 
el solicitante o de cualquier tercero, y el tribunal considera que ella plantea una 
cuestión de tal importancia que obsta a todo pronunciamiento en la jurisdicción 
voluntaria, clausurará el proceso y mandará que los interesados promuevan las 
demandas que entiendan pertinentes. En caso contrario, las oposiciones serán 
resueltas en la interlocutoria que ponga fin al proceso. 


404.3 Vencido el término, el tribunal convocará a los interesados y al 
Ministerio Público a la audiencia, que se celebrará aunque sólo concurra el que 
inició el proceso. 


En la misma providencia dispondrá el diligenciamiento de los medios de 
prueba correspondientes. En la audiencia se diligenciará la prueba y se oirá al 
interesado y a los otros sujetos que concurran, para la conclusión de causa. 


404,4 Se oirá al Ministerio Público, si hubiere concurrido a la audiencia. 


404.5 El tribunal resolverá aprobando o rechazando la información producida 
o declarando lo que corresponda, según el objeto del procedimiento, 
pronunciando resolución. 


404.6 Serán de aplicación al proceso voluntario, en lo pertinente, las 
disposiciones del Libro | y las del Libro ll de este Código, sobre procesos 
contenciosos. 


Fuente: Ley N” 19.090, de 14 de junio de 2013, articulo 1”. 


2 de agosto de 2022 CÁMARA DE SENADORES 353-C.S. 


Artículo 405. Eficacia. 


405.1 Salvo disposición legal en contrario, las providencias de jurisdicción 
voluntaria pueden ser siempre revisadas en el mismo o en otro proceso de igual 
índole, sin perjuicio de los derechos adquiridos por terceros de buena fe. 


405.2 Todo aquel que considere perjudicial para su interés lo establecido en 
el proceso voluntario, podrá promover el pertinente proceso contencioso. La 
sentencia definitiva que se pronuncie en el mismo, prevalecerá, entre las partes, 
sobre lo resuelto en el proceso voluntario, ya sea que aquel proceso se haya 
promovido antes, durante o después que este último. 


Artículo 406. Extensión. 


406.1 Se aplicarán las disposiciones de este Capítulo, salvo expresa 
disposición en contrario, en todos los casos de jurisdicción voluntaria. El 
irracional disenso y la auxiliatoria de pobreza tramitarán por la vía del artículo 
404. En el caso de la segunda, será competente el tribunal del proceso 
respectivo y se oirá necesariamente a la contraparte del gestionante y al 
Ministerio Fiscal. 


La disolución de la sociedad conyugal promovida de común acuerdo tramitará 
por la vía del artículo 406.3. 


406.2 Las informaciones que las leyes exigen para la realización de ciertos 
actos, como el otorgamiento de venias y autorizaciones judiciales, rectificación 
de partidas y asuntos similares, sin perjuicio de lo que, particularmente, 
establezcan como requisitos las leyes respectivas, se tramitarán con arreglo a lo 
siguiente: 


1) Solicitud del interesado ajustada a lo previsto por el artículo 404.1. 


2) Se oirá al Ministerio Público a quien y a esos efectos, se le conferirá vista 
de la solicitud. 


3) Providencia judicial disponiendo lo que al caso corresponda y notificación 
de la misma. 


Sin perjuicio de lo anterior, el tribunal podrá disponer el trámite previsto en el 
artículo 404, si así lo entiende pertinente, o decidir, en cualquier momento y sin 
mayores formalidades, la comparecencia del interesado, antes de decidir sobre 
su petición. 


406.3 En los casos de simple comunicación de actos de voluntad, sea de 
opción, intimación o similares, el procedimiento se limitará a los siguientes 
trámites: 


1) Solicitud del interesado. 
2) Providencia judicial disponiendo la notificación, sin perjuicio. 


3) Notificación de la providencia. 


354-C.S. CÁMARA DE SENADORES 2 de agosto de 2022 


El intimado podrá comparecer al solo efecto de manifestar lo que crea 
oportuno. 


Fuente: Ley N” 19.090, de 14 de junio de 2013, articulo 1”. 
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CÓDIGO PENAL 


LIBRO Il 


TITULO X - DE LOS DELITOS CONTRA LAS BUENAS COSTUMBRES Y EL 
ORDEN DE LA FAMILIA 


CAPITULO V - ESPECTACULOS Y PUBLICACIONES INMORALES Y 
PORNOGRAFICOS 


Artículo 279. (Agravantes).- Las penas previstas en los artículos 272, 272 bis, 
272 ter, 273, 273 bis y 274 aumentarán de un tercio a la mitad cuando 
concurrieren los siguientes agravantes: 


A. La condición de ascendiente, hermano o hermana, tío, tía, tutor, cónyuge, 
concubino, encargado de la guarda, custodia, curador o persona con autoridad 
sobre la víctima. 


B. Cuando el agente se aprovechare de su condición de responsable de la 
atención o cuidado de la salud de la victima, de su calidad de educador, maestro, 
funcionario policial o de seguridad. 


C. Si la víctima fuera menor de dieciocho años de edad. 
D. Si resultare un grave daño a la salud fisica o mental de la víctima. 


E. El autor tuviere conocimiento de ser portador de una enfermedad de 
transmisión sexual grave, y hubiera existido peligro de contagio. 


F. Si se produjere contaminación de enfermedad de transmisión sexual o 
embarazo. 


G. Si el autor se aprovechare de un entorno de coacción o se prevaleciere de 
la discapacidad física o intelectual de la víctima. 


H. Si el hecho se cometiere con la participación de dos o más personas. 


|. La continuidad en el tiempo de la conducta abusiva respecto de una misma 
persona. 
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Ley N? 17.871 
de 6 de setiembre de 2004 


Artículo 1%.- Declárase de interés nacional la lucha contra el racismo, la 
xenofobia y toda otra forma de discriminación. 


Artículo 2*.- A los efectos de la presente ley se entenderá por discriminación 
toda distinción, exclusión, restricción, preferencia o ejercicio de violencia fisica y 
moral, basada en motivos de raza, color de piel, religión, origen nacional o étnico, 
discapacidad, aspecto estético, género, orientación e identidad sexual, que 
tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o 
ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades 
fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier 
otra esfera de la vida pública. 


Artículo 3*.- Créase la Comisión Honoraria contra el Racismo, la Xenofobia y 
toda otra forma de Discriminación. 


Artículo 4*.- Dicha Comisión tendrá por objeto proponer políticas nacionales 
y medidas concretas para prevenir y combatir el racismo, la xenofobia y la 
discriminación, incluyendo normas de discriminación positiva. 


Artículo 5*.- A esos efectos, será asimismo competencia de la Comisión 
Honoraria: 


A) Analizar la realidad nacional en materia de discriminación, racismo y 
xenofobia, elaborar informes y propuestas con respecto a dichos temas, y 
plantear al Poder Ejecutivo la creación de normas jurídicas específicas o 
modificación de las ya existentes en su área de competencia. 


8) Difundir los principios contenidos en el literal J, del artículo 6? del decreto- 
ley N? 10.279, de 19 de noviembre de 1942, y en los artículos 149 bis y 149 ter 
del Código Penal, normas concordantes y complementarias, así como los 
resultados de los estudios y propuestas que formule y promueva. 


C) Monitorear el cumplimiento de la legislación nacional en la materia. 


D) Diseñar e impulsar campañas educativas tendientes a la preservación del 
pluralismo social, cultural o religioso, a la eliminación de actitudes racistas, 
xenofóbicas o discriminatorias y en el respeto a la diversidad. 


E) Elaborar una serie de estándares que permitan presumir alguna forma de 
discriminación, sin que ello implique un prejuzgamiento sobre los hechos 
resultantes en cada caso. 


F) Recopilar y mantener actualizada la información sobre el derecho 
internacional y extranjero en materia de racismo, xenofobia y toda otra forma de 
discriminación; estudiar esos materiales y elaborar informes comparativos de los 
mismos. 


2 de agosto de 2022 CÁMARA DE SENADORES 357-C.S. 


G) Recibir y centralizar información sobre conductas racistas, xenofóbicas y 
discriminatorias; llevar un registro de las mismas y formular la correspondiente 
denuncia judicial si eventualmente correspondiere. 


H) Recopilar la documentación vinculada a sus diferentes objetivos. 


1) Brindar un servicio de asesoramiento integral y gratuito para personas o 
grupos que se consideren discriminados o víctimas de actitudes racistas, 
xenofóbicas y discriminatorias. 


J) Proporcionar al Ministerio Público y a los Tribunales Judiciales el 
asesoramiento técnico especializado que fuere requerido por éstos en los 
asuntos referidos a la temática de su competencia. 


K) Informar a la opinión pública sobre actitudes y conductas racistas, 
xenofóbicas y discriminatorias o que pudieren manifestarse en cualquier ámbito 
de la vida nacional, especialmente en las áreas de educación, salud, acción 
social y empleo; provengan ellas de autoridades públicas o entidades o personas 
privadas. 


L) Establecer vínculos de colaboración con organismos nacionales o 
extranjeros, públicos o privados, que tengan similares objetivos a los asignados 
al presente instituto; intercambiando especialmente la información relativa a las 
conexiones internacionales entre los distintos grupos. 


M) Proponer al organismo competente, la celebración de nuevos tratados 
sobre extradición. 


N) Celebrar convenios con organismos y/o entidades públicas o privadas, 
nacionales o internacionales, para el más eficaz cumplimiento de los cometidos 
asignados. 


O) Promover la realización de estudios, concursos e investigaciones 
relacionadas con sus competencias. 


P) Discernir un premio anual a favor de la persona o institución que se haya 
destacado en la lucha contra el racismo, la xenofobia y toda otra forma de 
discriminación. 


Artículo 6”.- La Comisión Honoraria contra el Racismo, la Xenofobia y toda 
otra forma de Discriminación estará integrada por siete miembros designados de 
la siguiente manera: 


A) Un representante del Ministerio de Educación y Cultura, que la presidirá. 
B) Un representante del Ministerio del Interior, 
C) Un representante del Ministerio de Relaciones Exteriores. 


D) Un representante del Consejo Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública (ANEP). 


E) Tres representantes designados por el Presidente de la República, entre 
las personas propuestas por organizaciones no gubernamentales que cuenten 
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con conocida trayectoria en la lucha contra el racismo, la xenofobia y toda otra 
forma de discriminación. 


F) Un representante del Ministerio de Desarrollo Social. 


Fuente: Literal F): Ley N* 19.122, de 21 de agosto de 2013, artículo 11. 


Artículo 7*.- La Comisión podrá crear Comisiones departamentales y locales 
que funcionarán conforme a las normas reglamentarias que dictará la propia 
Comisión Honoraria, 


Artículo 8*.- Los integrantes de la Comisión Honoraria durarán dos años en 
sus funciones, pudiendo ser reelectos. En caso de sustitución, permanecerán en 
sus funciones hasta que asuma el sustituto, excepto en caso de incapacidad o 
renuncia. 


Artículo _9.. El Ministerio de Educación y Cultura suministrará la 
infraestructura y los recursos humanos necesarios para el funcionamiento de la 
Comisión Honoraria, de acuerdo a la organización que establezca el Poder 
Ejecutivo en el decreto reglamentario. 


Artículo 10.- Asimismo, constituirán recursos de la Comisión Honoraria contra 
el Racismo, la Xenofobia y toda otra forma de Discriminación y en la forma 
dispuesta por las normas pertinentes se destinarán exclusivamente para el más 
eficaz cumplimiento de sus cometidos, los siguientes: 


A) Los recursos provenientes de aportes internacionales que el Estado le 
autorice. 


B) Los recursos provenientes de organizaciones no gubernamentales. 


C) Las herencias, legados y donaciones que se realicen a favor de la 
institución y que sean aceptados por el Poder Ejecutivo. 


D) Todo tipo de aporte o contribución en dinero o en especie proveniente de 
entidades oficiales o privadas, incluyendo colectas públicas. 


E) Bienes que le asignen por ley. 
F) Frutos civiles y naturales de los bienes que le pertenezcan. 


Artículo 11.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo 
máximo de ciento veinte días contados desde el día siguiente al de su 
promulgación. 
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CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO 


Artículo 9*.- 


1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres 
contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las 
autoridades competentes determinen, de conformidad con la ley y los 
procedimientos aplicables, que tal separación es necesaria en el interés superior 
del niño. Tal determinación puede ser necesaria en casos particulares, por 
ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de maltrato o descuido por parte 
de sus padres o cuando éstos viven separados y debe adoptarse una decisión 
acerca del lugar de residencia del niño. 


2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1 del 
presente artículo, se ofrecerá a todas las partes interesadas la oportunidad de 
participar en él y de dar a conocer sus opiniones. 


3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de 
uno o de ambos padres a mantener relaciones personales y contacto directo con 
ambos padres de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del 
niño. 


4. Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada por un 
Estado Parte, como la detención, el encarcelamiento, el exilio, la deportación o 
la muerte (incluido el fallecimiento debido a cualquier causa mientras la persona 
esté bajo la custodia del Estado) de uno de los padres del niño, o de ambos, o 
del niño, el Estado Parte proporcionará, cuando se le pida, a los padres, al niño 
o, si procede, a otro familiar, información básica acerca del paradero del familiar 
o familiares ausentes, a no ser que ello resultase perjudicial para el bienestar del 
niño. Los Estados Partes se cerciorarán, además, de que la presentación de tal 
petición no entrañe por sí misma consecuencias desfavorables para la persona 
O personas interesadas. 


Artículo 18.- 


1. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el 
reconocimiento del principio de que ambos padres tienen obligaciones comunes 
en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a los padres o, 
en su caso, a los representantes legales la responsabilidad primordial de la 
crianza y el desarrollo del niño. Su preocupación fundamental será el interés 
superior del niño. 


2. A los efectos de garantizar y promover los derechos enunciados en la 
presente Convención, los Estados Partes prestarán la asistencia apropiada a los 
padres y a los representantes legales para el desempeño de sus funciones en lo 
que respecta a la crianza del niño y velarán por la creación de instituciones, 
instalaciones y servicios para el cuidado de los niños. 
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3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para que los 
niños cuyos padres trabajan tengan derecho a beneficiarse de los servicios e 
instalaciones de guarda de niños para los que reúnan las condiciones requeridas. 
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CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO 
Artículo 9*.- 


1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra 
la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades 
competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que 
tal separación es necesaria en el interés superior del niño. Tal determinación puede ser 
necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de 
maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven separados y debe 
adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño. 


2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1 del presente 
artículo, se ofrecerá a todas las partes interesadas la oportunidad de participar en él y 
de dar a conocer sus opiniones. 


3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de 
ambos padres a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres 
de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño. 


4. Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada por un Estado 
Parte, como la detención, el encarcelamiento, el exilio, la deportación o la muerte 
(incluido el fallecimiento dedido a cualquier causa mientras la persona esté bajo la 
custodia del Estado) de uno de los padres del niño, o de ambos, o del niño, el Estado 
Parte proporcionará, cuando se le pida, a los padres, al niño o, si procede, a otro familiar, 
información básica acerca del paradero del familiar o familiares ausentes, a no ser que 
ello resultase perjudicial para el bienestar del niño. Los Estados Partes se cerciorarán, 
además, de que la presentación de tal petición no entrañe por sí misma consecuencias 
desfavorables para la persona o personas interesadas. 


Artículo 18.- 


1. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento 
del principio de que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la 
crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a los padres o, en su caso, a los 
representantes legales la responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo del 
niño. Su preocupación fundamental será el interés superior del niño. 


2. A los efectos de garantizar y promover los derechos enunciados en la presente 
Convención, los Estados Partes prestarán la asistencia apropiada a los padres y a los 
representantes legales para el desempeño de sus funciones en lo que respecta a la 
crianza del niño y velarán por la creación de instituciones, instalaciones y servicios para 
el cuidado de los niños. 


3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para que los niños 
cuyos padres trabajan tengan derecho a beneficiarse de los servicios e instalaciones de 
guarda de niños para los que reúnan las condiciones requeridas. 
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No 40012.11 - 
No. SEF 


Montevideo, Octubre 20 08 2014. 
MINISTRO REDACTOR DR. JORGE OMAR CHEDIAK GONZALEZ 
MINISTROS DISCORDES DR JORGE TOMAS LARRIEUX RODRIGUEZ Y DR. JORGE RUIBAL PINO 


VISTO: 
Para sentencia estos autos caratulados: “AA C/ BB - VISITAS - CASACIÓN”, ¡UE 2-3463/2009. venidos a conocimiento de esta Comporación en mérito al recurso de casación interpuesto contra la 
Sentescia TA. Famíia No, SEF-0011-400187/2013-2, del 18 ds noviembre de 2013, acraca por el Tribunal de Apelaciones de Faria de Segundo Tumo. 


10) Que por lo referida decisión so rescivs: “Revicaso parcialmente la impugnada y en nu márto, so dispone un régimen de tenencia altemado o ¡otaiva entro las pades, en la foma ostableción en 
MI y un régimen de visita y especal para días fesbvos o feriados, vacaciones, cumpleaños, segúa lo mencionado en el ctado Considerando. Sin sanción procesal en el gado” (fs. 


ABRA 01 >.) 

Per supane, el Juzgado Letrado de Pemora ietaecia de Famáa ds 1er, Turmo, por Sentencia JL FAMILIA No. 96/012-11, o td palet e lao ol pd 
A Considerando XVEI de esto prormanciamiensto, sin especial 
condenación en la instancia” (fa. 459471). 


20.) En fs. 531 y siguientes, la Sra AA interpeso recurso de casación. Luego de justificar la procedencia fomnal de la impugnación. básicamente. sostuvo: 


- La Sentencia recurrida infringe lo dispuesto er los artículos 4, 5, 117 nal. S, 122 mal 3, 130, 140, 141, 108 y 341 del Código General del Proceso, artículos 8, 18, 23 in fine y 72 de la Constitución 
Vganta, atico 177 Gal COS CA y ari O, JA y 35 del Códgo Niñez y Adolescencia. 


+ La decisión resisida voló el principio de congrueacia al fabar sobro un objeto no incluido en el peacoso o, mejor, al pronuaciarso en forma incongruente com el objeto del procesa 


La tenencia compartida o alterada no constituye una sub especie de un mismo género cos la tenencia exclusiva (con visitas a favor del o0bo progenitor), sho un fenómeno jurídico sustancialmente 
diverso. lo que demuestra el error lógico del Trbural, cue en base al sapuesto pincipio de "quien puede lo más puede lo menos” do por cumplido el requisito de la congreencia. 


A) tallar de ose modo. la serñercia de regunde inplanca no ado violó las garartias fundamentales del debido proceso. no que decchó la delicada cuestón del eyercico de la patria potestad. mn 
contar con prosba especifca que ustara sobes la corvenenta y oponuridad de aplicar a los menores de que se tratan estos obrados un instituto cualtalvarrente werso del que, efectivamente, se 
habla ¿scudo por las pares. 

+ Citando jursprudencia de la Suprama Cote de Justica, expresa que ¡a Sala apicó erróneamente el artículo 26 del Código de la Niñez y la Adolescenda. Dicha disposición prevé como presupuesto 
para sa apicación, la nexistencia de acuerdo ds los parres respecto de la 1eneNncia y, en $4 Inc. A insitiaye una recomendación a tenor en cuesta en la Cecisión, esto es que el hijo debera 
permanecer con el padre o la made. La utización de la conjusción disyuntiva "0" implica añernanda exclusiva o exclayente y, en el caso sguifica sn duda, un modo excluyente al ajadicar la 
tesencia al padre o a la madero 

Desde que se plartea al senterciante ana opción, es porque no está prevista la posiblidad de atribuir la tenencia en forma compartida, sino exdusiva y exduyente. 


A A e e E 
integración, previsio en el artículo 6 del Códgo Niñez y Adolescencia. es decir, el “eserós superñor del menor” 

La sentencia atacada se findamerta particularmerte en la dectaración de los riños y en el dictamen y ampliación de la perto Dra FF. pero al mañizar dicha valoración el Tribusal vola el arículo 140 
del Código General del Proceso, por haber efectuado ua valoración absurda, racional y arbivaría de la probanzas, apartándose del criterio de la sana crítca y haciendo un razonamiento totalmente 
193c0 e nacional. 

Corresponde tener presente que el Sr. Defensor de los menores ha resizado su labor, estasdo en fecuente contacto con éstos Desde la separación de los padres se han ramitado 
cerca de treinta autorizaciones de viaje, lo que sigrifica recabar coretaniomente la cpirión de los mños. Es decir, e on esica cuatro años de gio los moncres hubieras evade dscontormes viviesdo 
con la madre se lo hubieran comunicado al Sr. Defensor, quien por el contrario no ha recibido ringana nquetud al respecto. 


Por supane, la perñto toresse psicolerapecta FF, a ts. 222. se proruncó es el mismo sentido y en audiencia de actaración o ampliación del informa fue consultada acerca de la necesidad de 
modiicar la stsación de hecho y con elo la terenca, a lo que respondo: “Si ven al padre con Ibersad, no”. 


El inte-és superior de los hjos se encontraría tutelado con la asignación precisa de la atribución de la tenencia a la maceo y las vistas por parte del otro progentor y no con un régimen denominado 
de "tesenca compartida”. 


En debinina, sobció se proceca a casar la Sertencia TA. Farrita No. 187/0132 detada por el Tribunal de Apelaciones de Fanta de Segando Temo. 
3o.) Contenido traslado del receso, comparoció el Sr Deferso: de los menores en los rminos que sugen a fl 64tI549 
EJ Sr. 88 contestó el traslado en los términos que emerger a fs, 552/564 vio., solctando se desesime en 10dos sus dMeminos el recurso de casación movilizado. 


40.) Por interlocutoria SEl 0011-000028/2014, del 19 de fetuara de 2014, el Trbunal dapuso conceder el recurso y la elevación de los autos para ante la Saprema Core de Justicia, dende tuerca 
recibidos el día 14 de marzo de 2014 (Cima. nota de ls. 578). 


50.) Fue conferida vista al Sr. Fiscal de Corte, quien ”...estima que procede hacer lagar a la casación interpuesia es autos” (Dictamen No. 1.553, del 8/V/2014, ls. 579 a 583). 
60.) Por Auto No. $89, del 14 de rrayo de 2014, se dispuso "Por evacuada la vsta conterida. Pasen a estudio y autos para semencia” (1. $85). 
Cuimirado el estaño. se acorcó senercia en forma legal y opera 


CONSIDERANDOS: 
L-La Supesma Corte de Justica. por mayoría. desestirara el mcuso de casación promovido, sn especial condesación procesal. 


1.- En perrer legar, y previo a considerar el mérito de la recurrencia, en concepto de la unanimidad de los membros de esta Corporación, corresponde decsetar formalmente la clausura del proceso 
respecto de CC y DD, ya que ambas arribaron a la mayoría de edad durante el trarscuso de la segunca instancia y la etapa casatoría (Cómo. Testimorios de paridas de nacimientos agregadas er 
ft. 2 y 3). En esto sortdo las partes dejaros de tenor un interés jardicarnento tatolable al dorsparecor el supuesto uricico que surentaba sus peotensiones, es decir, la patria potertas que so 
wmongeó con la mayora de edad de ses hijas. 


Cabe proecsar que respecto de CC sí bien el Tábural señaló es el Considerando 6 de la mowgrada la cecunstancia referida, no decretó a su respecto la clausura del proceso, por o que comesporde 
hacer en esta oportunidad. 


ML. A íin de dilacidar correctamente los agravios articulados, se impone efectuar us relevamiento de las actuaciones que dieros mérño a la promoción de la presente is, de las cuales surge que: 
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a A A A A A A, E A e 
2008 está soparada de su 0sposo, quen se rotró del hogar coryugal no odetaculizando el contacto de mus hice con el padro dararto lis vacaciones, endo nocesaño soguiar las vetas derasto el 
año y propone el régimen que a su juido sería el más adecuado. 


+ El 113.2009 se presentó en otra plera acuerulacta a la presento, el Se BA, promoniendo proceso de tenencia y fiación de visitas a favor de la madre de ves Mjos Sra AA, por entender cue él se 
encuentra en mejores conticiones para agur la tenesca de sus hjos, cuestionando la figura materna, caificándola de mpuisva, irrefenia y Sespóbca, generáncole daño a los menores. 


» En ambos expedentes se designó defensor de los menores al Dr GG, quien actuó en arrbas causas ejerciendo su defensa. 


- El Mirvetero Público acorsojo mantener la tosencia a favor de la madro y octablecer en régimen de visitas arrplo a favor del padeo y de ess hijos, respetando los deseos de estos Yllmos. poro 
clararreme cocunstanciado para ortar desentercmicrtos entro las partes. 


- La decisora de pámera imtarcia tañó otorgando la tenencia de CC, DO y FF a su madre AA. y fijando el rágimen de vaitan a bwor del paden y de tun hijos. en lo establecido en el Comidarando 
XVII del pronunciamiento de primer grado, sin especial condenación. 


- El Se BB imerpuso recurso de apelación ejesiando lbs agrarios que desarrolló en su exposición de ti. 473 a 488, 


A A A A pd SO EAS O PRO Ia sa atemada o rotatva entre las paños, en la forma 
establecida en el Considerando Ill y un régimen de vista y especial para días festivos o ferados, vacacones, campleafos, segín lo mencionado en el citado Considerando, sín sanción procesal es el 


A e ii pl ll cb! pr 50. 139, 140, 141, 117 No. 5, 122 No 3, 341 No. 6 y 
E A A A O A A IA 24 38 Cuca a a y Adolescencia y del 


IV. La actora se ajraia por entender que en la alacada se corsiala la vulseración del pencipio —— _TIÍ1PER|RHEEIE>E2>X X= AAA A A AA 
dalerinación del ol dl pescar yde la prota e a 10 esbleci ue Se ati en aros Onertar la tenencia de los Lacan de visitas a 
establecerse a favor de aquel que 'nalmerte no la obienga, debiendo las partes probar sus dichos de acuerdo al art. 139 del C.G.P. Y siendo el objeto de la Mis la determinación de la tenencia y 
rogimen de vistas en los tlrmizos estableados, mendo obligación para el Tribunal, para ol curador y el Minsteño Público rrantener la condycta que mejor cortempíe el bienestar de los menores 
involucrados”, Acompaña consta del Profesor Dr. Gabriel Valentín. 


de los Sres. Ministros Dres. Ruibal Piso. Lareux. Pásez Marque. Chalar y Chedak. no lo assñe razón a la impugaante. compartándose al respecto posición de asta Core en 
A o. PILI, oo ue cano all redactada por el $r. Ministso Dr. Ruibal Pino y con discordia del Sy. Ministo Dr. Gutiérrez que compartió el rechazo a la everteal valneración del 
pmapo de congruencia 
Elo es asi porque la recurrida 'escohre expeñentes acum e A 
IS O RN Gnerminsción de un mgrmen de visitas para la madra. 


Al evacuar el vasiado de la demanda en esos autos se imocó a preyaciciaidas de la definición de la tenencia de los hijos, somo arsecedente necesario pa'a la Jemmnacon de un régimen de 
vistas (ls. BE/54 vio). 


Fue propuesta en elapa de coscliación ina procesal por el demandado a la. 109 la lesencia compartida no lográndose acuerdo. 

Vene al caso señalar lo expresado en Sentenda del 28/11/2007 de la sala B de la Cámara Nacional Cil de la República Argentina, el Dial - AA4452, donde el Camarista Dr. Mizrahi afirma que es 
casos corro ol prosente “toda aspiración de máxera ostentar a guarda oxcluewa de los hos debe compreader necosariamente la de minma. cual es que por lo menos asa guarda so le contara 
compartida cos la madre”, 

En ressmen se ensende que habiendo pecido el demandado tenencia para sí de los hos y vastas para la made, menras qué bsta parto de la tenenca que de hecho eyercia sobes sus hos para 
sobcitar fjación de régimen de visitas a favor del padre. el Tribmal se ajustó a lo pedido: determinar sí la imencia la concedía ndwdwalmente a uno de los progentores, o como lo hizo, concedería 
enforma a favor de ambos progentorea. 

ingresa al proceso en audiencia de inicio y lo plantea la Perito FF, por lo que no se advierte valseración al derecho de detenta. 


Acemáis, es de tener presente que el proceso de famila por los derechos involecrados bene fuertes componentes de orden público y las decisiones deben tomarse en funcón de los pancipios 
reconccidos en los arts. 350.3, 4 y 5 del Copo General del Proceso. 


A cáteño de la Sala el mtarts superior del siño determinó cue la mejor solución para los hijos de las partos lo constituye la lenencia compañda y no inthádual. poro bayo nisgusa forma valseró cos tal 
corgreencia. 


decsión el prrcipio de 
En debintiva, conforme el criterio expuesto por la Corte en Senencia S.C.J No 7114008, el Tribunal no falló por fuera de la cortienda de la causa, ya que se pronunció sobre el tema tenencia y 
vistas. ambos del obyoto del proceso, ro oloegando la tenoncia on su totalidad a nisguro de los padros. profirosdo el sstema compartido. lo que no vulnara on abexhkis ol paoncapio de 


intoyrartos 
congrenca. Agrega el Se. Mieistro Dr. Larieux que sosteror lo contrado implicaría la mposibilidas por paño de los Tribunales de hacer lugar parcialmente a una pretensión, lo que seña abeurdo. 
V. En cuanto a la tenencia o decisión sobr elfondo, agraría a la actora un doble orden de razones, a saber, la viclación de los artículos f, 60 declpi m v y Adciescenca, invocando 
enóreamente lo deciddo por esta Cone en Sentencia S.C.J. No. 711/008 en cuanto ertende que los artículos cados mpones en conderación del interés superior del niño (artículos 3.1 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño y 6 del Codigo Nitez y Adolescencia) la asignación de la enencia de manera exclusia a 4no de los progenitores. 
A cateo de Howard al tenedor "le incumben determinadas funciones o derechos deteres que se dervan de modo prmordal de a relación cotidiana y en genera! corfinua que rrantiene con los 
e “Li interés del menor en las crisis farmbares: Guarda, 

y Vistas 


Ajdecr de López del Carú "La tenencia, designa el elemanto materíal de la guarda, consisionte en tener consigo al hijo menos que se halla bajo la patén potestad, ejercitando alguro de los 
¿areas unción que integran la pate poleciad” (cha de Mirabal Bastos, Oustevo, Codigo de la Miner y Adolescancia comartado y anotado Pags 1) 


No so advierto violación a singuno de los artículos citados, pues la cuestión debe analizarsa a partí de lo establecido en el artículo 177 del Cócigo Civi que establece: "Las convenciores que 


esiebren los cónyuges y las resoluciones juñciales a que se mheren los arículos arterores, sólo podrán recao! váidarente sobre la tenencia de los hios, que pocrán ser contados a uno a arrbos 
E 


La posición de la recurrente levaría a soctenor que el Código de la Niñez y Adolescencia al estaba" el principio del acuerdo y es su defecto la decisión pdival sespecto de a tenencia (articulo 34) y 
dex crreros para la dessión judicial en el articalo 35 estaría derogando aquél, mpirendo decisiones como la tenencia compartida. 

El Tribunal no sometió error, toda vez que entendió que podía ngresar a us régimen que es residad es de alternancia en la tesoncia. en el caso del Único ho que coninds sometido a paria 
Sibien la cuestión de la tenencia compartida o alñernada es obieto de inmersa polémica doctrinaria y es analizada desde la óptica del derecho y de las disciplinas del comportamiento, ro puede 
obviarie que se escuentra legitade es paises como España, Rato y Perú e inugra las refcemas del Código Civi de la Repúbica Arperéna 

Mutata miitandi son de apicación al caso de autos las siguientes consideraciones: 


*Fnalrenta debe concuirsa que ambos padres están en plenas posibilidades de hacerse cargo de su Mo y éste no opta por ninguno de elos en ceanto al ejorzicio de la tenencia. pues de sus 
papas paabras s» desprende que los quiero a ambos por igual, que teme perdaros. 


Arte tal cuadro fáctico. la conclusión es que la tenencia deberá ser compartida ente ambos padres. 
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Sobre la cuestión han expresado las profesoras Alda Kernelmajer de Carlusci y Eleonora Laenm en DE LA GUARDA COMPARTIDA. UNA VISION COMPARATIVA A TRAVES DEL NUEVO 


ESPAÑOL E ITALIANO EN LA MATERIA JA 2008-18, boletín del comentando reformas legislativas en Europa, peguicas por Bras! en el conisenta y que se comparten. 
A A o a e teriendo una relación palemo-Gbal y matemo-Síal izaaltaria; un derecho al que 'no se puede ni 
debe renuacíar, que nace de la farma y no del mairienenio. lo que supene que iras la crisis, los y responsabilcades de cada uno conteúan vendo iguales a los que se tenian con 
artorcedad. 


Ta derecho se vincula esencialmente al derecho a la vida farmiba!, expresarnmente previsto en el af D de la Comeención Esropea de Derechos Hunanos. 


Abora bien, este derecho -de hijos y progenitores está presidido por un principio rector, cual es el interés saperior del riño, tradución en el del tuvo: Má Desde esta perspectiva, la guarda compartda 
burca que ol ho consorvo eu relación con ambos padeos en ol mayor grado peeblo y. consociontemento, méra la ruptura do sus progenticros on el menor grado pos lo. 


Esta solucón viene rrovesta por tratados y resoluciones ds orzanizacones internacorales, taws como a Deciaracón de los Derechos del Niño (2/1 11999), a Corrención de las Naciones Unidas 
de los Desmehes del Nño, Ley No. 16 137 20111 980, la Resolación A 30172211 990 del Partrranto FEwopeo sobre la Carta de los Desechos del Niño, la Convención Furapea sobres el Ejercicio de 
los Derechos del Niño (19/4/1596), esc. 


o A O cs o A a A A A A A O 
padres o de uso de ellos a mantener relacones persorales y contacto directo con ambos progenitcres de modo regular, eaivo si elo es cortraro al interés superior del niño". Segús el segundo, “el 
nbo cuyos patres residan en estados dferenica tendrá deocho a mantener periódcamente, salvo en ercunsiancias excepcionales, reiaciones personales y contactos rectos cor ambos padres”. 


No debe ovidarse que ese mismo interés superior es el que puede llevar a la guarda excluua e, iscluso, a la suspensión del regimen de vsitas. La doctina recuerda que la propia Corte Europea de 
Derechos Hurranos ertiende que no vánera la Coweasción Europea la decisión que suspende el rágirron de vsitas sí se fenda en la mardosta y grawe intolerabildad de parte del hija. pues sí bios 
6s verdad que el menor tiene derecho a» mantener vinculos estables con aribos progenitores. también bere ol derecho a crocer en ua contexto estable y armonioso .. En sirtesis. el imerés superior 
de .. como crieño de interpretación de la norma y como elemento para diucidar el conficio ente los padres, determina que sí amibos padres se encuertrar en condciones de ejercer la lesencia, que 
sl la voluntad de... es estar cor arrbos. no corresponde adoptar decisión dwersa. El confiicio estra los aduños no puede ni debe dilacidarse cersenando el derecho de . a estar con ambos padres 
fañiculos 6 y 12 del Codigo Nibez y Acolescencia entre obos)' (Tribunal de Apelacones de Familia de 20, Tumo, Sentencia TA. Farrilla No, 171/009-2). 


No se advierte en consecuencia violación respecto de los artículos imocados, sl se configura lo que Hemando Morales Moina desomisa “error sobre el siguicado de la norma” precisamarño 
ésta contrariamente a lo sosterdo en el rezurso no impone la monopasentaidad en el ejericio de la tesenca, sino que resiza recomendacones al intérprete que en el caso de aulos ro son de 
aplicación respecto de la realicad táctica resultante de la poeta aportada al proceso. 


En su Observación General No. 14 (2013) “Sobre el derecho del siño a que su imerés superior ses una corsigeración primordial (aricito 3, parnto 1)” el Combé de Derechos del tuno de Nacones 
Uridas ha señalado respecto de la apicación y argamertacón al aplicar el mamo: 


07. Afin de demostrar que se ha rmapetado el derecho del niño a que ss interés superor se evalóe y conaftuya ura consideración primordal, cualquier decisión sobra el nño e los riños debe estar 
motivada. jastícada y expicaca. En la motwación se debe señalar expictamente todas las circunstancias de hecho relerentes al riño, los elementos que se han considerado perinentes para la 
etmiluación de su merts seperor, el contenido de xs elementos en ese caso en concreto y la manera en que se han ponderado para delermnar el isberés supeñor del niño”, 


A dd pp e yy be ly o! oo 
trato con AMBOS progentores supone en consonancia un estuerzo de argumentación jurídica especial el que se articula en etapas de andésis sucesivas (Cf. Dr. Ricardo Pérez Manrique, en 
Uruguaya de Derecho de Farniia Mo. 16. págs 81 y ss) 


Prmnes relevamiento de los eemertos fácticos imegrados a la causa. gran conficividad entre los odutos, no nan poddo acordar yn regirren de vaitas poso e los esfuerzos realizados. 
Segundo: opinón del riño, marifestó en su interrogatorio mu voluntad de estar más bermpo con el padre segundo edemento de la argumentación arts. E, 35 No 3) del CNA y 12 4e la CON). 


Tercero: del punto de vista de uturo, el expediente con largos años de tramitación demuesta que los padres no han podido acomodar su corficiwidad. que parece no tener fa, el conficto no se 
sO0LCIÓNA por la acción de la Justicia Ni por voluntad de los padres, ino por el paso del iempo: las dos herrsanas de EE hoy sor mayores ds ecad, vivieron su siñaz y adolescencia en el cenfiicto, no 
puñana tener una comávencia armónica en la relación cos sus padres. 


Sxpuierdo la construcción argumental ndicada comesporde es última etapa concluir que la solución del caso concreto es la inficada por el Tribunal derarte ls cuatro años las partes no has poddo 
A po proa riores q o md y lado cr del 
de vistas de dica cumplimiento, Los cosficios se sucederán sn ón ds cestrisidad, ro es razonable que tamonón EE retere la expeñenca de sus hermanas. 


En sinvesia, su interós superior determna que no ses así 
Las Dias. Kermelmajer y Larme en el artículo ctado señalan respecto de la Ley talisna. pero que es apicatie también a la decusión nacional sobre las características del núcleo familiar. 


"La monogentvialdes es yn mal en mamo, per en Rele fue peor un la medeja en que ve la via como cortinueción y consecuencia del corficio coryugal. La cultwa tadicional ha coniderado 
O a o RR e Y acongástar en la guerra O a 
que ha traciorado la aianza La rronogentoriaidad derma asi de ua guera jodcal En cambo, el priacipo de la bgentoracad acorprerder que 
q_Aee  ÉÑÉÁÉÁ e o A A y o y vencidos. por el 
contrato, hay que aprender a rabajar en el interés de quien es "el sujeto pasivo de la separación”. 


Per ob lado, comáane al interts de arios pregartores porque, por ua lado, so deja al pergartor vescador neña el desecubimante de la responsabilidad en soledad que esa victoria 
comparta, y por el otro. evta al otro progenitor el sefrármento que deriva de sentirse inpustarmente alegado de sus propios hos. La guarda conjarta evita poner alos nijos frente a la atroz opción de 
elegr ente des progenitores, porqe amibos están presentes en su vida. Salva. al menos en parte, el proyecto común que dos personas lesían y que no han sabido o podido levar adelarás, es el 
ámbito de una cultyra según la cual se puede sor cóny1ge mientras arrbos lo quieran, pero se es padre para siempre. 


Fuera del carrpo ds la abelracción la guarda conjunta debo ser A A lp lomo e 
aseptuen Cieogar al solabocar estes cen. Puscibian, lo Lay, más ends to Amalia de guias Susa smile ano funció adan. guarda compartida es, como reg, lo mejor que pueda 
O PA ca II a encontrar y promover la ceñura que lo realiza. Si es dificil pasar de la teoría a la práctica, el legsiador, cumpleado su precsa 

ssporsabidad social, debe sacostrar el modo de realzar esto parajo aunque mientras esto ocurra, tean soceraros ajurios proguesivos” 


No se advierto mejor solución conforme el niués ruperor del aliño que fra un régimer de tenencia y de contactos. que uvbe mayores enfrentamientos en la medida de lo posi. 


Sa pejuico de lo anterñor, los Sres. Mnistos Dres. Pérez Marrique, Chalar y Chediak entienden del caso señalar que a su juicio el articulo 35 del Códgo Niñez y Adolescencia expresa una mera 
recomendación conterida en una norma de rango legal Tal socomendación por definicón so vincuía al Juez y surge de la impugnada que el Trbunal no siguió la recomendación en forma fundada 
A A A En función de bo anterior, O A IO A 
A lo dsparsto por el artículo 177 del Cócigo Civil, norma qué no puede emerderse derogada por el ariculo 35 Imeral 

Cedo Niñez y la Adolescencia. 


Vi» El segundo agravio sobre el fondo refiero a la nárnsción de las regias legales de valoración de la prueba, artículos 140 y 141 del Código General del Proceso. 


La valoracón probatora debe esponder a coterios de racionalidad. que permitan concluir, corro se diera al aralzar agravio anterior, de manera coherente una relación directa -de causa a ebecto- 
ertre el material probatorio recabado en la causa y la decisión o falo. 


En el caso de mios de la prueda testimonial resulta que anbos padres están en condiciones de hacerse cargo de su hjo y que viven cercanos unos de otros, en el mismo barro. 

EE mandes en el interrogatorio efectaado en la Seco de primera instancia ol 25 de fubrara de 2010. *.. yo paré bien cosde que nos vimos .con marrá me llevo bien..” Seguidamente indca “Yo 
A AA , "Aé colegio me leva papá cuando estoy con él otros días mamá...” "Cos la temía de mamá me sierto 
bien _ La famila de papá también. .* Afemando calegóricamente: “Yo quiero pasar dos semanas con papá y otas dos vemanas con mamá Porque sino paso sólo cualro días con papi y dos con 
mamá. asi tengo cuatro días más de lo que ahora” (fs. 174 y vto). 


La porto designada por la pode en su niceme, a ls 722, arma que "EE y DD manifestaron su deseo de estar modo tiempo con sy madre y medo terrpo con us pades”. 
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A a 
Esa eendecarión pelele Bl cantes quel pación asenerfajo lograda copeación aero loa Als qeertcata A a Dotar pajaro la copada, earn megane de 
relación paterno 

En concepto de la mayoría de los megrantes ce la Coporación, es la recurrida la Sala aplicó correctarnente la regía de valoración de la prueba percal, cortorme lo preceptuado en el artículo 184 del 
Código General del Proceso. 


VE.- Las costas y costos se deberia abonar en el ceden casado, 
Por los fundarrentos expresados en la presenta, y lo Espuesto en los artícalos 268 y siguientes de: Có4go General del Proceso y demás normas ctadas, la Suprema Corte de Justicia por mayoria. 
FALLA: 


DECRETAR LA CLAUSUFA DEL PROCESO RESPECTO DE CC Y DO. 
A SIN ESPECIAL SANCION PROCESAL. 
OPORTUNAMENTE, DEVUEL 


DR. JORGE LARRIEUX y DR. JORGE RUIBAL DISCORDIA PARCIA:.: 


Dr. Ruibal Pino y De. Jorga Larieux, considnran que corresponde hacer dl recurso interpuesto y en $. mérnto setas la seeterca impugnada. dejando fieme la Gecsión adoptada en prrmer grado, 
8 estandar que el Tilbuzas INCSTAD 2 OrICRSS APACACIÓN da los Sa. 3 y 35 del CNA, y en errónea valoración de la prueba (ars. 140 y 141 00 CGP.) 


Si pralias ol Ftonal 0 un algien de Deacon o stan de aro corona arganda comenzando la ciao anos desta el pude da reso E acido Ratt 
vere siguiente en el horano de ingreso a dcha atimied Lspertcardo que durente la semana de tenencia. ve camplría una vists con el progeritor no tenedor hs des miéxcoles dende el cese del 


horaño edecalvo hasta las 21 ha. Asimismo, sería responsabilidad del Que óstente la tenencia. controlar el encencico de los teléfones celulares de los hijos, el mantenimieno de su buen 

estado y de saldo dspontle para comaricarse cos el otro progenitor (ls. 491). 

Sa de, no cossideran beneficioso para el interés del menor el de tenencia rotativo semaral impuesto en la segueda instancia, cabe recordar que la Corte en Sentenca S.C.J No 
presó en tomo al tema: “El error en que ncurra el Tibusal es el que Morales Molina desomina “eros sobre el signácado de una norma” y que defne de la siguiento manera: *... el prrgacor 


reconoce la norma que debe apicarso per yerra en su verdadero sentido En este caro coloca, como promiss mayor, la noema que reguís el caño, pero le asigna un contenid) diverso, por lo cua 
equivale aplicar ura noema diversa de la que cree apicar... (pág. 127, A En afecto, se incurkó on enónes aplicación del ar! 38 del Código Niñez y Adolescencia (CNA). 
Edo, es función de que dicha dapcsición puerré cono presupuesto para 31 aplicación, la incxistenca de acuerdo de los padres ragecto de la tenencia y, en a inc. A) establece como ua 
recomendación a tener en cuesta en la decisión, que: "el hijo deberá permanecer con el padre o la made... 


*La utilización de la cosjunción disyuntiva 'e' implica añernancia exchrsiva o excluyente y, en el caso, sigaifñica sn dede, un modo excluyente al aubcar la tenencia al padre o, a la madre”. 


"La stuación prevista en el art. 35, bajo el somen "Facultades del Juez de Famnlia”, establece uta seña de recomendacones, guías para el Juez, que sí bien no son vinculantes, trazan sí un ceden en 
el modo de raronar y establece prioridades”. 


"COoviarrerte, desce que se plantes al sertencarte una opción, es porque no está prevista la positilidad de airbur la tenencia en forma compartida, sho exclusiva y exciupente. 


Mas añá, de todo análisis formal de las normas, en asuntos como el de autos resulta peoritaño que el regirren adoptado fuacione adecuadamente para el interés superor del nño; lo que no aconteció 
A 
años el menor 


Adi, en cuanto al prinepio del imerts suporñor del niño art. 3 de la Convención de los Derechos del Nido y art 3504 de CGP... es un criterio de interpretación que obúga al intérprete a poner en 
consideración, en primar término, de qué manera afecta al mesor la apicación que se pretende hacer de la norma y. en furción de su lnterés sepeñor o prioritario, adoptar aquela añemaira que 
menos añecto sus derechos, cuenco no exis motivo fencado alguno para adoptar otra inteepretación más aficiva de tales derechos” (ev UDF No. 16 pag 85). 


Refiriéndose e pusto explica Miguel Silero Bruñol que A e a e a pe pa re pam 
que ol imterés del siño es decr, ms derechos. no son asimilables al imierés colectivo. por el contraño, seconoce que los desechos de los niños pueden entrar es conficio con el interés socal o de ma 


comunida delermnaca y que, los derechos de los niños debes de un modo ' A A A lo dos Le 
ansia conaro d os desechos secado y den que a afectar por la de la autoridad. Siempre ha de tomarse aquella medida que asegura la del másimo de 
a A "(El imerés superior del niño en el rarco de la Comención menaconal sobro los Derechos del Niño) (Semenca $ C.J No 235008 y Sentencia 


Compartiendo lo expresado por Carrión (El interés del menor en la jurisprudencia. en Re. Urugaaya de Der. de Farrila. Y. WN pág 154) enel santido de que "al hablar del ntorbs del menor, se dobe 
tesar en cuenta, pimordialimente. que en dl essamos apuntando al futuro, ya que el secreto del mamo tadca en predecir, en base a los hechos cuál va a ser la solución más adecuada para el htwo 
AAA O O A A O ES E RL: SS 


Agrogarnos no os el irtorés cecunstarcal o inmogcato el que debe proteger el Juez. sino al imerós permanente cos proyección de futyro. 


O A o comparuds” a progemiores que mantenen una larga relación contictva, wanera las regias 
de la logica y de la experiencia y, el mismo terpo desconoca el "irterta superor del niño” consagrado en el ar BONA 


Palo tanto, se comparte la actación a la que ss arribó en prmera nilancia de mantener la tenencia de la made y far un ampóo segimen de vastas a leo: del paña. 


Como lo consideró la "a quo” en el considerando IV'*.. al cambio de tenencia de hecho o derecho, debe radcar sus fundamentos en motivos serios, cortandertes, que la habiliten como medida de 
pmiección pan el tubaro, y no debe fusdanse on meros deseos de os menores” (la 462). 


Motos categéricos que no fueron acreditados en el subexamine cuando por el contraro, todos los técnicos imarvisientes fuerca claros y contandentes, al expresar que no existian argumentos que 
pustiicarán el carmbio de tenencia Macelón Rodriguez. Psiquiatra ls. 163.167, informe parcial ts. 222. FF fu 208-310) 


Lo que fue coroborado por los menores Cuando en audiencia manfestaroo arús el Joel, se deseo de vegas viviendo con su madre y de poder visitar IDrernernte a su padre, pero en niegús momento 
se hizo referencia a la posibilidad de viv? una semana con cada padre fs. 174-175). 


En conclunión y tal como lo oxprosó la Coro os Sentencia 5.C JJ. No. 418/9097: *. a bien nisguas pentoncia puedo hacer miagros. el derecho tano iemtacicnos y elas doben ner aceptadas. debo 
señalarse que la verdadera solución de estos corficios, no depende sólo ds la Justicia (no hay regenes ideal que cortempe a todos los involucradas) correspenciéndcia a los padres el deber de 
desplegar su mejor estverzo, en aras del benestar del niño y adolescente. 


Atendendo a que el fin del proceso debe apuntar a proteger al niño procurando su desarrollo integral, consderan que la estabilidad necesaría para dicho propósito se logra marteriendo el régimes 
Aspuesto en primera issiarcia terenca a favor de la madre con us regimen amplo de vistas a favor del padre. 


Finmantos 
Dr Fensado Ral TOVAGUARE ROMERO Secmtaro 


Letrado 
Dr Jorge Ornar CHEDIAK GONZALEZ MINISTRO S.C.de J. 
Dr. Jubo Cosas CHALAR VECCHIO MINISTRO $.C. de Y 
Dr. Jorge Tomas LARRIEUX RODRIGUEZ PRESIDENTE SC. de J. 
Dr. Ricardo Cesar PEREZ MANRIQUE MINISTRO S.C.de J. 
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Derecho comparado 


Presidéncia da República 


Casa Civil 
Subchefia para Assuntos Jurídicos 


LELN” 13.058, DE 22 DE DEZEMBRO DE 2014, 


Altera os arts. 1.583, 1.584, 1.585 e 1.634 da Lei n* 10.406, 
de 10 de janeiro de 2002 (Código Civil), para estabelecer o 
significado da expressáo "guarda compartilhada” e dispor 
sobre sua aplicagáo. 


A PRESIDENTA DA REPÚBLICA Fago saber que o Congresso Nacional decreta e eu sanciono a seguinte 
Lel: 


Art. 1? Esta Lei estabelece o significado da expressáo "guarda compartilhada" e dispóe sobre sua aplicacáo, 
para o que modifica os arts. 1.583, 1.584, 1.585 e 1.634 da Lei n* 10.406, de 10 de janeiro de 2002 (Código Civil). 


Art. 22 A Lei n* 10,406, de 10 de janeiro de 2002 (Código Civil), passa a vigorar com as seguintes alteragóes: 


$ 2? Na guarda compartilhada, o tempo de convívio com os filhos deve ser dividido 
de forma equilibrada com a máe e com o pai, sempre tendo em vista as condigóes fáticas 
e os interesses dos filhos. 


| - (revogado); 
11 - (revogado); 
lll - (revogado). 


$ _3* Na guarda compartilhada, a cidade considerada base de moradia dos filhos 
será aquela que melhor atender aos interesses dos filnos, 


$,5% A guarda unilateral obriga o pai ou a máe que náo a detenha a supervisionar 
os interesses dos filhos, e, para possibilitar tal supervisáo, qualquer dos genitores sempre 
será parte legítima para solicitar informagdes e/ou prestacáo de contas, objetivas ou 
subjetivas, em assuntos ou situagdes que direta ou indiretamente afetem a saúde fisica e 
psicológica e a educagáo de seus filhos.” (NR) 


$_2?% Quando náo houver acordo entre a máe e o pai quanto á guarda do filho, 
encontrando-se ambos os genitores aptos a exercer o poder familiar, será aplicada a 
guarda compartilhada, salvo se um dos genitores declarar ao magistrado que náo deseja 
a guarda do menor, 


$ 3” Para estabelecer as atribuigóes do pai e da máe e os periodos de convivéncia 
sob guarda companrtilhada, o juiz, de oficio ou a requerimento do Ministério Público, 
poderá basear-se em orientacáo técnico-profissional ou de equipe interdisciplinar, que 
deverá visar á divisáo equilibrada do tempo com o pai e com a máe. 
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8 4 A alteragáo náo autorizada  *descumprimento imotivado de cláusula de 
guarda unilateral ou compartilhada poderá implicar a reducáo de prerrogativas atribuidas 
ao seu detentor. 


$,5% Se o juiz verificar que o filho náo deve permanecer sob a guarda do paí ou da 
máe, deferirá a guarda a pessoa que revele compatibilidade com a natureza da medida, 
considerados, de preferéncia, o grau de parentesco e as relagdes de afinidade e 
afetividade, 


$.6* Qualquer estabelecimento público ou privado é obrigado a prestar informagóes 
a qualquer dos gentores sobre os filhos destes, sob pena de multa de R$ 200,00 
(duzentos reais) a R$ 500,00 (quinhentos reais) por dia pelo náo atendimento da 
solicitagáo.” (NR) 

* Art 1585_ Em sede de medida cautelar de separacáo de corpos, em sede de 
medida cautelar de guarda ou em outra sede de fixacáo liminar de guarda, a decisáo 
sobre guarda de filhos, mesmo que provisória, será proferida preferencialmente após a 
oítiva de ambas as partes perante o juiz, salvo se a protecáo aos interesses dos filhos 


exigir a concessáo de liminar sem a oitiva da outra parte, aplicando-se as disposicóes do 
art. 1.584.” (NR) 


* Art, 1,634, Compete a ambos os pais, qualquer que seja a sua situagáo conjugal, 
o pleno exercicio do poder familiar, que consiste em, quanto aos filhos: 


I - dirigir-lhes a criacáo e a educagáo; 

ll - exercer a guarda unilateral ou compartilhada nos termos do ant. 1.584; 
Hi - conceder-lhes ou negar-lhes consentimento para casarem,; 

IV - conceder-Ihes ou negar-lIhes consentimento para viajarem ao exterior; 


V - conceder-lhes ou negar-lhes consentimento para mudarem sua residáncia 
permanente para outro Municipio; 


VI - nomear-Ihes tutor por testamento ou documento auténtico, se o outro dos pais 
náo lhe sobreviver, ou o sobrevivo náo puder exercer o poder familiar; 


VII - representá-los judicial e extrajudicialmente até os 16 (dezesseis) anos, nos 
atos da vida civil, e assisti-los, após essa idade, nos atos em que forem partes, suprindo- 
lIhes o consentimento; 


VIII - reclamá-los de quem ¡legalmente os detenha; 


IX - exigir que Ihes prestem obediéncia, respeito e os servicos próprios de sua 
idade e condicáo.” (NR) 


Art. 3* Esta Lei entra em vigor na data de sua publicacáo. 


Brasilia, 22 de dezembro de 2014; 193 da Independéncia e 126 da República. 


DILMA ROUSSEFF 
José Eduardo Cardozo 
Claudinei do Nascimento 


Este texto náo substitui o publicado no DOU de 23.12 2014 e retificado em 24.12.2014 
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LEY NÓM. 20.680 


INTRODUCE MODIFICACIONES AL CÓDIGO CIVIL Y A OTROS CUERPOS LEGALES, CON EL OBJETO DE 
PROTEGER LA INTEGRIDAD DEL MENOR EN CASO DE QUE SUS PADRES VIVAN SEPARADOS 


Tengo a honra comunicar a V.E. que el Congreso Nacional ha dado su aprobación 
al siguiente proyecto de ley, iniciado en mociones refundidas, la primera, de los 
diputados señora Alejandra Sepúlveda Órbenes, y señores Ramón Barros Montero, 
Sergio Bobadilla Muñoz y Jorge Sabag Villalobos, y de los ex diputados señores 
Álvaro Escobar Rufatt, Esteban Valenzuela Van Treek, Juan Bustos Ramírez, Francisco 
Chahuán Chahuán, Eduardo Díaz del Río y señora Ximena Valcarce Becerra; y, la 
segunda, de los diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Sergio Ojeda Uribe, 
Marcelo Schilling Rodríguez y Mario Venegas Cárdenas, y señoras Carolina Goic 
Boroevic, Adriana Muñoz D'Albora y María Antonieta Saa Díaz, correspondiente a los 
boletines Nos 5917-18 y 7007-18. 


Proyecto de ley: 


"artículo 1*.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código 
Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el artículo 2” del 
decreto con fuerza de ley N” 1, de 2000, del Ministerio de Justicia: 


1.- Inviértese el orden de los dos incisos que integran el artículo 222, 
quedando el inciso primero como segundo y el segundo, como primero. 


2.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 224 por el siguiente: 


"Art. 224. Toca de consuno a los padres, o al padre o madre sobreviviente, el 
cuidado personal de sus hijos. Éste se basará en el principio de 
corresponsabilidad, en virtud del cual ambos padres, vivan juntos o separados, 
participarán en forma activa, equitativa y permanente en la crianza y educación de 
sus hijos.". 


3.- Reemplázase el artículo 225 por el siguiente: 


"Art. 225. Si los padres viven separados podrán determinar de común acuerdo 
que el cuidado personal de los hijos corresponda al padre, a la madre o a ambos en 
forma compartida. El acuerdo se otorgará por escritura pública o acta extendida 
ante cualquier oficial del Registro Civil y deberá ser subinscrito al margen de la 
inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días subsiguientes a su 
otorgamiento. Este acuerdo establecerá la frecuencia y libertad con que el padre o 
madre que no tiene el cuidado personal mantendrá una relación dírecta y regular con 
los hijos y podrá revocarse o modificarse cumpliendo las mismas solenmnidades. 
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El cuidado personal compartido es un régimen de vida que procura estimular la 
corresponsabilidad de ambos padres que viven separados, en la crianza y educación de 
los hijos comunes, mediante un sistema de residencia que asegure su adecuada 
estabilidad y continuidad. 

A falta del acuerdo del inciso primero, los hijos continuarán bajo el cuidado 
personal del padre o madre con quien estén conviviendo. 

En cualesquier de los casos establecidos en este artículo, cuando las 
circunstancias lo requieran y el interés superior del hijo lo haga conveniente, el 
juez podrá atribuir el cuidado personal del hijo al otro de los padres, o radicarlo 
en uno solo de ellos, si por acuerdo existiere alguna forma de ejercicio compartido. 
Lo anterior debe entenderse sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 226. 

En ningún caso el juez podrá fundar exclusivamente su decisión en la 
capacidad económica de los padres. 

Siempre que el juez atribuya el cuidado personal del hijo a uno de los padres, 
deberá establecer, de oficio o a petición de parte, en la misma resolución, la 
frecuencia y líbertad con que el otro padre o madre que no tiene el cuidado personal 
mantendrá una relación directa y regular con los hijos, considerando su interés 
superior, siempre que se cumplan los criterios dispuestos en el artículo 229. 

Mientras una nueva subinscripción relativa al cuidado personal no sea cancelada 
por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros."”. 


4.- Incorpórase, como artículo 225-2, el siguiente: 


"Art. 225-2. En el establecimiento del régimen y ejercicio del cuidado 
personal, se considerarán y ponderarán conjuntamente los siguientes criterios y 
circunstancias: 

a) La vinculación afectiva entre el hijo y sus padres, y demás personas de su 
entorno familiar. 

b) La aptitud de los padres para garantizar el bienestar del hijo y la 
posibilidad de procurarle un entorno adecuado, según su edad. 

c) La contribución a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado 
personal del otro padre, pudiendo hacerlo. 

d) La actitud de cada uno de los padres para cooperar con el otro, a fin de 
asegurar la máxima estabilidad al hijo y garantizar la relación directa y regular, 
para lo cual considerará especialmente lo dispuesto en el inciso quinto del 
artículo 229. 

e) La dedicación efectiva que cada uno de los padres procuraba al hijo antes de 
la separación y, especialmente, la que pueda seguir desarrollando de acuerdo con sus 
posibilidades. 

f) La opinión expresada por el hijo. 

g) El resultado de los informes periciales que se haya ordenado practicar. 

h) Los acuerdos de los padres antes y durante el respectivo juicio. 

i) El domicilio de los padres. 

3) Cualquier otro antecedente que sea relevante atendido el interés superior 
del hijo."”. 


5.- Reemplázase el artículo 226 por el siguiente: 


"Art. 226. Podrá el juez, en el caso de inhabilidad física o moral de ambos 
padres, confiar el cuidado personal de los hijos a otra persona o personas 
competentes, velando primordialmente por el interés superior del niño conforme a 
los criterios establecidos en el artículo 225-2. 

En la elección de estas personas se preferirá a los consanguíneos más 
próximos y, en especial, a los ascendientes.”. 


6.- Agrégase, en el artículo 227, el siquiente inciso tercero: 


"El juez podrá apremiar en la forma establecida en el artículo 543 del Código 
de Procedimiento Civil, a quien fuere condenado por resolución judicial que cause 
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ejecutoria, a hacer entrega del hijo y no lo hiciere o se negare a hacerlo en el 
plazo que se hubiere determinado para estos efectos. En igual apremio incurrirá el 
que retuviere especies del hijo y se negare a hacer entrega de ellas a requerimiento 
del juez.". 


7.- Derógase el artículo 228. 
8.- Sustitúyese el artículo 229% por el siguiente: 


"Art. 229. El padre o madre que no tenga el cuidado personal del hijo tendrá el 
derecho y el deber de mantener con él una relación directa y regular, la que se 
ejercerá con la frecuencia y libertad acordada directamente con quien lo tiene a su 
cuidado según las convenciones a que se refiere el inciso primero del artículo 225 
o, en su defecto, con las que el juez estimare conveniente para el hijo. 

Se entiende por relación directa y regular aquella que propende a que el 
vínculo familiar entre el padre o madre que no ejerce el cuidado personal y su hijo 
se mantenga a través de un contacto periódico y estable. 

Para la determinación de este régimen, los padres, o el juez en su caso, 
fomentarán una relación sana y cercana entre el padre o madre que no ejerce el 
cuidado personal y su hijo, velando por el interés superior de este último, su 
derecho a ser oído y la evolución de sus facultades, y considerando especialmente: 


a) La edad del hijo. 

b) La vinculación afectiva entre el hijo y su padre o madre, según 
corresponda, y la relación con sus parientes cercanos. 

c) El régimen de cuidado personal del hijo que se haya acordado o determinado. 

d) Cualquier otro elemento de relevancia en consideración al interés superior 
del hijo. 


Sea que se decrete judicialmente el régimen de relación directa y regular o en 
la aprobación de acuerdos de los padres en estas materias, el juez deberá asegurar 
la mayor participación y corresponsabilidad de éstos en la vida del hijo, 
estableciendo las condiciones que fomenten una relación sana y cercana. 

El padre o madre que ejerza el cuidado personal del hijo no obstaculizará el 
régimen de relación directa y regular que se establezca a favor del otro padre, 
conforme a lo preceptuado en este artículo. 

Se suspenderá o restringirá el ejercicio de este derecho cuando 
manifiestamente perjudique el bienestar del hijo, lo que declarará el tribunal 
fundadamente.". 


9.- Incorpórase, como artículo 229-2, el siguiente: 


"Art. 229-2, El hijo tiene derecho a mantener una relación directa y regular 
con sus abuelos. A falta de acuerdo, el juez fijará la modalidad de esta relación 
atendido el interés del hijo, en conformidad a los criterios del artículo 229.". 


10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 244: 


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 

"A falta de acuerdo, toca al padre y a la madre en conjunto el ejercicio de la 
patria potestad.". 

b) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando los actuales incisos 
tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente: 

"Con todo, los padres podrán actuar indistintamente en los actos de mera 
conservación. Respecto del resto de los actos, se requerirá actuación conjunta. En 
caso de desacuerdo de los padres, o cuando uno de ellos esté ausente o impedido o se 
negare injustificadamente, se requerirá autorización judicial.”. 


11.- Modifícase el artículo 245 en el siguiente sentido: 
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a) Intercálanse en el inciso primero, entre los términos "hijo," y "de 
conformidad” las palabras "o por ambos,"”. 

b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente: 

"Sin embargo, por acuerdo de los padres o resolución judicial fundada en el 
interés del hijo, podrá atribuirse la patria potestad al otro padre o radicarla en 
uno de ellos si la ejercieren conjuntamente. Además, basándose en igual interés, 
los padres podrán ejercerla en forma conjunta. Se aplicarán al acuerdo o a la 
resolución judicial las normas sobre subinscripción previstas en el artículo 
precedente.”. 

c) Agrégase el siguiente inciso tercero: 

"En el ejercicio de la patria potestad conjunta, se aplicará lo establecido en 
el inciso tercero del artículo anterior.". 


Artículo 2”.- Reemplázase, en el artículo 42 de la ley N” 16.618, de 
Menores, cuyo texto zefundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 
6 del decreto con fuerza de ley N”* 1, del Ministerio de Justicia, de 2000, la 
frase inicial "Para los efectos" por "Para el solo efecto". 


Artículo 3*.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 21 de la ley N” 
19.947, sobre Matrimonio Civil, por el siquiente: 

"En todo caso, si hubiere hijos, dicho acuerdo deberá regular también, a lo 
menos, el régimen aplicable a los alimentos, al cuidado personal y a la relación 
directa y regular que mantendrá con los hijos aquel de los padres que no los tuviere 
bajo su cuidado. En este mismo acuerdo, los padres podrán convenir un régimen de 
cuidado personal compartido."."” 


Y por cuanto he tenido a bien aprobarlo y sancionarlo; por tanto promúlguese y 
llévese a efecto como Ley de la República. 

Santiago, 16 de junio de 2013.- SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la 
República.- Patricia Pérez Goldberg, Ministra de Justicia.- Loreto Seguel King, 
Ministra Directora Servicio Nacional de la Mujer. 

Lo que transcribo a Ud. para su conocimiento.- Atentamente, Juan Ignacio Piña 
Rochefort, Subsecretario de Justicia. 
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CÓDIGO CIVIL Y COMERCIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA 


TÍTULO VII 


ARTÍCULO 651.- Reglas generales. A pedido de uno o ambos progenitores o de oficio, 


el juez debe otorgar, como primera alternativa, el cuidado compartido del hijo con la 
modalidad indistinta, excepto que no sea posible o resulte perjudicial para el hijo. 
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SEÑORA PRESIDENTA .- En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante por la mayo- 
ría, señora senadora Asiaín. 


SEÑORA ASIAÍN.- Señora presidenta: en primer lu- 
gar, corresponde agradecer a todos los colaboradores por- 
que este proyecto de ley ha tenido múltiples redactores. 


Hay que reconocer que su origen fue en el 2016, cuan- 
do fuera presentado por el entonces senador Lacalle Pou. 
Luego de recibir visitas de distintos colectivos, el texto 
fue estudiado por el equipo de asesores, en consulta con 
profesores universitarios, pero también participaron los 
partidos políticos —a los que agradeceré en oportunidad 
de mencionar distintos artículos—, incluida la oposición, y 
diversas instituciones a las que también quiero agradecer. 


En cuanto a su génesis, como decía, este proyecto de 
ley surgió por un reclamo popular. Vinieron distintas or- 
ganizaciones que planteaban situaciones de sufrimiento 
por parte de niños, padres y abuelos. ¿Por qué? Por no po- 
der tener contacto con los niños o nietos debido a algunas 
situaciones de obstrucción del vínculo. En lo personal, el 
caso más sensible que recuerdo fue el de una abuela miem- 
bro de Abuelas sin Nietos, quien decía que hacía dos años 
que no podía ver a su nieto. Su hijo había tenido una pri- 
mera pareja con la que había tenido una hija —que en ese 
momento tenía catorce años— y de común acuerdo tenían 
tenencia compartida. Todo era maravilloso. Sin embargo, 
con su segunda pareja tenía un hijo de cuatro años y por 
una denuncia —no conozco los pormenores, así que no sé si 
tenía asidero o no— dejó de tener la tenencia. 


Era la misma persona que tenía la tenencia compar- 
tida de su hija de catorce años, pero no así con su hijo de 
cuatro años. Lo que también se podía notar en este núcleo 
familiar era el sufrimiento por no tener contacto con sus 
abuelos ni con sus primos, porque se había cortado todo 
vínculo. 


Hemos revisado el proyecto de ley presentado en 2016 
y, en consulta con especialistas en derecho de familia y un 
equipo, lo reformulamos, aunque luego tuvo muchas mo- 
dificaciones. ¿Por qué? ¿Para qué? ¿Solo para los padres, 
como se ha dicho? No. En primer lugar, por considerar que 
es lo óptimo para los niños. Por eso decimos que este es un 
proyecto de ley para la gente, para las familias, para lo co- 
mún. Viene de un reclamo desde la realidad social, desde 
una necesidad, desde un derecho y es lo justo. 


¿Cuál es el concepto que recogimos y por eso nos atre- 
vimos a cambiar hasta el título para llamarle de correspon- 
sabilidad en la crianza? El concepto de responsabilidad es 
mucho más abarcativo que la sola tenencia porque, ade- 
más, no se tiene al hijo; en todo caso se hace la custodia, 
la guarda jurídica. Por eso recurrimos a este concepto que 
apela a la responsabilidad, que es de aquel que es capaz de 
responder a sus compromisos. El cuidado de los hijos es 
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un compromiso, un deber de los padres. Así lo encaramos 
porque también es un derecho de los niños. 


En la práctica, se apunta a la convivencia que esos ni- 
ños tenían con sus progenitores —cuando hablo de proge- 
nitores se abarca a la familia como esté constituida, no 
importa el género de los que ejercen la patria potestad, 
si son adoptantes, etcétera—, con los padres, para que no 
se interrumpa cuando se separan. Por supuesto, siempre 
pensamos en relaciones sanas, fuera de la patología; es ne- 
cesario que ambos se hagan responsables. 


El proyecto de ley se asienta en tres pilares fundamen- 
tales que a nuestro juicio benefician a todas las partes de 
esta relación. En primer lugar, en los niños, para que man- 
tengan el vínculo con sus progenitores en pro de su bien- 
estar y como lo destacan las instituciones tutelares de los 
derechos del niño que han comparecido ante la comisión. 


En segundo lugar, está la posibilidad de la mujer de li- 
berar tiempo y energías para poder desarrollarse profesio- 
nalmente en una sociedad que aún arrastra algunos rasgos 
tradicionales. 


En tercer término, está el reclamo de padres que quie- 
ren hacerse cargo, así como también de abuelos. 


En ese sentido, apelan a nuestra sensibilidad los pro- 
pósitos legítimos de quienes quieren hacerse cargo por 
cariño, por amor. Ellos expresan: «Permítasenos cumplir 
con nuestra obligación, que es hacerse cargo de nuestros 
hijos». Quieren que se les permita cumplir con esa obliga- 
ción primordial. 


Nuestra postura no está exenta de un fundamento fi- 
losófico, de convicciones. La premisa es el bienestar, el 
foco está en la protección del interés primordial del niño o 
adolescente. Insisto: la protección del interés superior del 
niño es el centro y el fin de este proyecto de ley. Esta con- 
cepción filosófica, con sustento en las ciencias de la psico- 
logía, es la que nos anima. Sostenemos que el mejor lugar 
para la crianza de los niños es la familia, sea cual fuera 
su constitución. Hablo de la familia como relacionalidad, 
como vínculo, y no como algo estático. Lo óptimo para los 
niños, en situaciones de relaciones sanas —es decir, cuando 
no existe riesgo— es mantener esta cotidianeidad. 


Esto no lo pensamos solamente nosotros, sino que 
cuando concurrió el psicólogo Alejandro de Barbieri a la 
Comisión de Constitución y Legislación destacó que cada 
progenitor desarrolla en los niños aspectos diferentes de 
su personalidad y estos son complementarios y necesarios. 
En dicha instancia, él dijo que esta ley da la señal de qué es 
lo bueno e ideal, que es que los padres tengan una partici- 
pación activa y eso no va en desmedro de su masculinidad. 
Él contó que atendía a un padre que, aunque no tuviera 
ninguna denuncia, no podía ver a su hijo y ni siquiera se 
animaba a reclamarlo por temor a que, por represalias, se 
le hiciera alguna denuncia. Entonces, alentado por el psi- 
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cólogo, el padre pidió la tenencia y, si bien no conozco 
los pormenores porque es un caso relatado y supongo que 
habrá de por medio secreto profesional, el resultado fue el 
impedimento judicial para la relación. 


Esto también es parte de la evolución de la psicología; 
es el estado de arte, lo más reciente, lo que se enseña y 
así me lo decía mi hija que hace unos meses se recibió 
de psicóloga. ¿Por qué hay resistencia a algo que hoy se 
considera absolutamente necesario para el desarrollo de 
los niños? Porque implica, desde un punto de vista social y 
cultural, salirse del esquema tradicional. El mejor ejemplo 
o modelo que podemos traspasar a los niños no es que su 
madre esté ocupándose de las tareas del hogar y el padre 
solamente de los paseos, sino que ambos se involucren en 
las tareas cotidianas. Esto no solo mantiene los vínculos 
afectivos de confianza, sino que también corta con este- 
reotipos tradicionalistas. Hoy en día, y desde hace mucho 
tiempo, la mujer trabaja, necesita autorrealizarse, liberar 
tiempo para su desarrollo personal y, a su vez, el padre —en 
este caso, hablo de lo más frecuente: padre y madre, sin 
desmedro de otra composición de familia— debe aparecer 
más cercano, humano, accesible, colaborando. Esto es lo 
más moderno. Esto es lo que nosotras, mujeres, hemos pe- 
dido aquí y en el mundo; en otras partes, estas leyes de te- 
nencia compartida han salido por demanda de las propias 
mujeres que decimos: «No quiero que me ayuden con los 
quehaceres del hogar, sino que quiero que todos se hagan 
cargo». Es una tarea de todos. 


Desde este punto de vista, de lo que se trata es de 
acompañar el progreso de la sociedad, no su retroceso, 
como se ha dicho por ahí, porque retroceder implica volver 
a una práctica que se tuvo. Esta práctica nunca se tuvo; al 
contrario, esto es hacia donde se va, es la tendencia hacia 
donde se dirige el mundo que se basa en salirse de una 
práctica que ancla a la mujer en un rol tradicional y expul- 
sa al padre en desmedro de los hijos. Esto permite conti- 
nuar la vida en relación. 


Además, como decía, este proyecto de ley está pensado 
y es, por todos los filtros que contiene, para los casos en 
los que no existe riesgo para el niño. El proyecto de ley 
establece claramente que si hay riesgo para el niño el juez 
mantiene todas las potestades para desechar cualquier so- 
lución concreta que lo implique. Ese es el principio pri- 
mordial. Como dijo el presidente del INAU en su compa- 
recencia: «Todo lo que aquí se propone, en cada uno de los 
artículos que se proyectan, está condicionado a que eso no 
afecte o, en tal caso y, sobre todo, a que resulte lo más in- 
dicado, conveniente y satisfactorio para el interés superior 
del niño». Reitero: este es el principio primordial. 


Además, este es un tema de derechos humanos y tiene 
que ver con el cumplimiento de las convenciones de dere- 
chos humanos y, además, mandatado por la Constitución. 
La convivencia de los niños con ambos progenitores es un 
derecho de los niños, y así lo ha dicho la Asociación de 
Magistrados del Uruguay en su comparecencia, que justa- 
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mente ha destacado que los padres, cualquiera sea su sexo, 
tienen idénticas responsabilidades y deberes en la crianza 
de sus hijos, y que el niño y la niña tienen derecho a que 
se asegure la participación de ambos progenitores en su 
crianza, salvo que existan motivos contrarios a su interés 
superior. 


Así lo ha dicho en su comparecencia tanto el INAU, en 
el sentido de que es un derecho de los niños, como Unicef, 
que compareció tres veces. En la primera de ellas sus re- 
presentantes manifestaron: «En primer lugar, destacamos 
la jerarquización del principio de corresponsabilidad en la 
crianza, que se encuentra alineado con el principio de res- 
ponsabilidad compartida recogido por la convención...». 
Más adelante agregan: «Consideramos que iniciativas que 
apunten a reducir la distribución desigual de responsabili- 
dades en la crianza de los niños son muy positivas, enten- 
diendo que el cuidado compartido beneficia el desarrollo 
de los niños y de las niñas». En un informe que remitieron 
por escrito en la última comparecencia destacaban que la 
nueva versión —en la que se hacen aportes y no se dice 
que esto es un horror y una monstruosidad— contenía los 
siguientes aspectos: la mención de la Convención sobre 
los Derechos del Niño, la referencia al principio del inte- 
rés superior del niño, el reconocimiento de la calidad de 
parte del niño en los procesos judiciales, la promoción de 
las garantías del debido proceso para asegurar una defensa 
adecuada de los niños y el principio de corresponsabilidad 
en la crianza. 


Entonces, el derecho de los niños es el deber de los 
padres. ¿Esta es solo nuestra concepción? No. ¡Fijémonos 
en nuestra Constitución! El artículo 40 habla de la familia 
como base de nuestra sociedad y de que se deberá procurar 
la estabilidad moral y material para la mejor formación de 
los hijos dentro de la sociedad. También dice que la educa- 
ción de los hijos —para que alcancen su pleno desarrollo— 
es un deber y un derecho de los padres —destaco que, en 
primer lugar, es un deber— y luego alude a que no importa 
si los hijos se encuentran dentro o fuera de un matrimonio, 
porque los deberes persisten. Entonces, es un tema consti- 
tucional y de derechos humanos. 


La Convención sobre los Derechos del Niño, en su 
artículo 18, parte del reconocimiento del principio de que 
ambos padres tienen obligaciones comunes en la crianza 
y el desarrollo del niño. A su vez, mandata a los Estados 
partes suscriptores de la convención a prestar asistencia 
apropiada para que los padres puedan cumplir con estas 
funciones en lo que respecta a la crianza de los niños. 


La Convención Americana sobre Derechos Humanos 
—el Pacto de San José de Costa Rica—, en su artículo 17, 
numeral 4, habla de que: «Los Estados Partes deben tomar 
medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos 
y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los 
cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio 
y en caso de disolución del mismo». 
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Es muy interesante lo que sostiene una resolución del 
Consejo Europeo del 2015 que, hablando de su ocupación 
sistemática en pro de la igualdad entre mujeres y hombres, 
sostiene que la corresponsabilidad de ambos padres impli- 
ca que compartan los derechos de sus hijos, así como sus 
deberes y responsabilidades. Sin embargo, parece que los 
padres varones a veces se enfrentan a leyes, prácticas y 
prejuicios que pueden conducir a privarles de las relacio- 
nes con sus hijos. Así es que llama a respetar el derecho 
de los padres a una responsabilidad compartida a fin de 
garantizar los derechos de los hijos y a que, en caso de 
separación o divorcio, la custodia compartida sea otorgada 
en el mejor interés de ellos y en respeto a la vida familiar 
como derecho fundamental. Dice que una separación en- 
tre padres e hijos tiene efectos irreversibles en sus relacio- 
nes. Solo circunstancias excepcionales y, especialmente 
graves, teniendo en cuenta el interés superior del niño, 
pueden justificar una separación —padre-hijo— ordenada 
por un juez. 


También llama a superar aquellos estereotipos de gé- 
nero sobre presuntos roles asignados a la mujer y a los 
hombres. Así es que insta a los Estados de la Unión Euro- 
pea a introducir en su legislación el principio de alternan- 
cia de custodia de los hijos después de una separación, al 
tiempo de limitar las excepciones a los casos de abuso o 
negligencia hacia un niño, o de violencia doméstica, que 
es lo que se hace al poner en toda circunstancia el filtro 
de que la condición sine qua non es el interés superior de 
los niños. 


Habla, además, del derecho de los niños a ser escucha- 
dos, de garantizar el derecho de visita, de habilitar instan- 
cias de mediación, y termina sosteniendo que la residencia 
alterna puede ser la mejor opción en el interés superior 
del niño, aludiendo al modelo Cochem, desarrollado en 
Alemania. 


Esto también da cumplimiento a lo que establece 
nuestro propio Código de la Niñez y la Adolescencia en 
su artículo 4.%, pues allí se mandata al Estado a poner el 
máximo empeño en garantizar el reconocimiento del prin- 
cipio de que ambos padres o sus representantes legales 
—cuya preocupación fundamental será el interés superior 
del niño—, tienen obligaciones y derechos comunes en lo 
que respecta a su crianza y desarrollo. Es decir que lo que 
hace esto es cumplir con el respeto de los derechos huma- 
nos, de los derechos de los niños, y establece un deber, 
antes que un derecho, para los padres. 


Todo esto es lo que se encuentra recogido en el 
artículo 1.. 


Se trata de una ley necesaria, primero porque ha sido 
reclamada desde la sociedad civil, pero, a la vez, porque 
trae una actualización normativa en un campo como el de- 
recho de familia, que requiere permanente actualización 
porque la sociedad va cambiando. Es decir que es lo con- 
trario al retroceso. 
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Es cierto que la tenencia compartida no está prohibida 
en nuestro derecho, pero salvo acuerdo de partes es muy 
inusual, es poco frecuente. Como dice la resolución del 
Consejo Europeo o Unicef de España, hay como una ten- 
dencia en algunas sociedades a acordar la tenencia para la 
madre y solo la visita para el padre. 


Lo que se hace aquí es una regulación más integral de 
la tenencia, con garantías para los niños, con filtros, con 
parámetros, tal como lo expresó el presidente de INAU 
en su comparecencia en la comisión. Expresó: «En todo 
caso, lo que sí queremos agregar es que entendemos que 
esta nueva versión, que surge de los acuerdos parlamenta- 
rios y del trabajo de la comisión, es aún mejor que aquella 
que estaba establecida en los proyectos originales». Es una 
propuesta que mejora la legislación vigente y que no se 
aparta de la esencia que ya está consagrada en el Código 
de la Niñez y la Adolescencia. Todo lo que aquí se propone 
está condicionado a que esto no afecte o, en todo caso, que 
resulte lo más indicado, conveniente y satisfactorio para el 
interés superior del niño. 


En su comparecencia, la Asociación de Magistrados 
del Uruguay, en cuanto a lo necesario del proyecto, dijo 
en primer lugar que correspondía admitir la necesidad 
de reformas del capítulo VII del Código de la Niñez y la 
Adolescencia, y que a los operadores del sistema judicial 
les resultaba de urgencia denunciar la situación que vi- 
ven muchos niños y adolescentes, cuyas existencias están 
condicionadas por la verificación de continuas disputas 
entre sus padres llevadas al terreno judicial. Agrava esta 
situación no solo la reiteración de juicios, sino el incumpli- 
miento de resoluciones judiciales o el cumplimiento pro- 
blemático, lo que trae perjuicios al sistema y, en particular, 
dañan a los niños involucrados. 


La Asociación de Magistrados del Uruguay también 
señala que en el seno de la sociedad existe disconformi- 
dad con la actual regulación y que hay reclamos de cam- 
bio que vienen de la propia sociedad; cita a las abuelas y 
hace referencia, en particular, a casos en los que se incurre 
en microviolaciones del Estado de derecho y se procede 
a desalojos del varón o a modificaciones y suspensiones 
en regímenes de tenencia o visita, que aunque aclara que 
pueden ser provisorios, muchas veces tienen vocación de 
definitivos. Enfatiza que se trata de una grave violación de 
los derechos humanos de cualquier niño, niña o adolescen- 
te que se prohíba el contacto con uno de los progenitores, 
simplemente a partir de una llamada telefónica. Se plantea 
la preocupación por un tercer grupo, que es el de los niños, 
niñas y adolescentes que están sufriendo y necesitan estos 
cambios. Hay niños que están sufriendo. 


Los reclamos, como decía, surgen de la sociedad civil. 
Hay grupos que reportan más de 70.000 seguidores; esto 
algo dice respecto de una urgencia social. 


¿Esto se hizo con apuro? ¿Fue inconsulto? Llevó un 
proceso de negociación de casi dos años —sin contar la an- 
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terior presentación—, con proyectos que fueron reformula- 
dos, que nacieron de una iniciativa de Cabildo Abierto y 
otra de algunos legisladores del Partido Nacional que se 
amalgamaron y recibieron sugerencias. En su última com- 
parecencia en la comisión respectiva, Unicef reconoció 
esto ya lo leí- que se recogieron las sugerencias del 
INAU, de Unicef y de la Asociación de Magistrados del 
Uruguay. Esto también fue negociado en el seno del Par- 
tido Nacional, con Cabildo Abierto y posteriormente con 
el Partido Colorado. Voy a destacar muy especialmente 
la mediación que realizó el senador Batlle, quien logró el 
acuerdo con el sector Ciudadanos. También destaco los 
aportes que se realizaron desde diversas instituciones. In- 
cluso estuvo Inmujeres en la persona de Mónica Bottero, 
con quien mantuvimos varias reuniones y sus planteos 
fueron recogidos en el texto; debo agradecer el reconoci- 
miento que hizo público en un medio de prensa diciendo 
que habíamos tenido una clase de alta política por haber 
recogido sus planteamientos. 


El texto fue consensuado con flexibilidad y hasta el 
último minuto se recogieron sugerencias, como por ejem- 
plo las observaciones de la Asociación de Defensores de 
Oficio y de Unicef, y también algún aporte de la oposición, 
al que ya hice mención. 


¿Es una loca y aislada idea uruguaya? ¿Qué pasa en el 
resto del mundo? Si miramos, cada vez más países lo han 
ido adoptando en forma progresiva. Esa es la tendencia; es 
un tema de actualización para salir de esquemas tradicio- 
nales. Francia, a través de la Ley n.* 305, de 2002, adopta 
como norma general la custodia compartida y la conviven- 
cia alternativa del menor con los padres, aun existiendo 
desacuerdo. ¿Por qué? Porque se considera lo mejor. En 
España, el Tribunal Supremo aboga por esta solución di- 
ciendo que se evita el sentimiento de pérdida en los niños. 
También tenemos a Suecia, Finlandia, Dinamarca, Alema- 
nia —que desarrolló el Cochem Model—, muchos estados 
de Estados Unidos, Canadá, Australia y Japón. Es inte- 
resante lo que dijo Unicef España, porque expresó que la 
custodia no es un derecho de los padres, sino de los niños 
de ser custodiados. Agregó que se reconoce el derecho de 
los niños a mantener contacto con ambos progenitores y 
el derecho de los padres a cuidarlos en igualdad de con- 
diciones. 


El Comité de los Derechos del Niño llama la atención 
sobre la costumbre, en algunos países, de conceder auto- 
máticamente la custodia a la madre. Entonces, reitera que 
la necesidad de priorizar el interés superior del niño mu- 
chas veces pasa por compartir las responsabilidades pa- 
rentales. Es contrario al interés del niño que la ley sea la 
que otorgue las responsabilidades parentales a cualquiera 
de los padres o a ambos de forma automática; apela a que 
es el juez quien debe tener en consideración, en cada caso 
concreto, qué resolver. La ley mide en general y no puede 
entrar en cada caso particular, por lo que es tan importante 
el protagonismo del juez, que mira y evalúa. 
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No solo están esos países. La Suprema Corte de Justi- 
cia en Uruguay, en una sentencia de 2014, dijo que la guar- 
da o la tenencia compartida se visualiza como un derecho 
de hijos y progenitores a seguir teniendo una relación pa- 
ternofilial y maternofilial igualitaria. Es un derecho al que 
no se puede ni debe renunciar, que nace de la familia y no 
del matrimonio, lo que supone que tras la crisis, los de- 
rechos y responsabilidades de cada uno continúan siendo 
iguales a los que se tenían con anterioridad. 


También la Asociación de Magistrados del Uruguay lo 
menciona. 


En fin, es una tendencia salir de estos esquemas tradi- 
cionales. 


¿Cómo se regula? Acá hay que disipar algunas falacias 
que se han dicho y que llevaron a que el presidente del 
INAU tildara de debate bizantino el que se había mante- 
nido fuera del Parlamento, en la sociedad, y que a veces 
llama al terror o a ciertas alarmas. 


Voy a poner el caso de una abogada que me visitó el 
año pasado —que no es de mis filas partidarias—, que había 
concurrido a un evento sobre el proyecto de ley y que salió 
despavorida, pensando que era un horror. Luego lo leyó y 
vio que no tenía nada que ver lo que se decía con lo que 
figura en la iniciativa, y salió abogando por el «mata ese 
relato». 


El INAU afirma que la solución de la tenencia compar- 
tida no es un imperativo. ¿Qué dice el texto? El artículo 
2.” apela al acuerdo; en caso de falta de acuerdo, ¿la ley lo 
impone? Tampoco. Un progenitor lo tiene que pedir, ¿pero 
el hecho de que un progenitor lo pida hace que se dé? No, 
tampoco. Acá nos remitimos al artículo 3.2 que establece 
los parámetros previos, condiciones sine qua non para que 
el juez analice todas las circunstancias del caso concreto y 
resuelva si otorga la tenencia o no. 


Acá hay que reconocer todo el trabajo que realizamos 
en conjunto, básicamente con la senadora Sanguinetti y el 
senador Lanz del sector Ciudadanos, en la verificación de 
todos los parámetros que el juez deberá cumplir antes de 
decidir otorgar la tenencia compartida, como seguridades 
para brindar mayor protección al niño. Lo primero es la 
opinión del niño. Sobre esto el proyecto dice que en toda 
situación en que algo vaya a ser resuelto con respecto al 
niño, este debe ser oído y debe tenerse en cuenta su opi- 
nión. Luego hay una serie de parámetros que tienen que 
ver con valorar la vinculación afectiva que tenía el niño 
con cada uno de los padres y el compromiso de mante- 
nerlo. También se hace referencia a las recomendaciones 
que surjan de informes del defensor y de otros peritos, en 
toda circunstancia. A su vez, se hace referencia al domi- 
cilio, es decir que logísticamente sea posible la tenencia 
alterna. Como si todos estos filtros no alcanzaran, hay un 
doble condicionamiento —así fue como lo llamó el presi- 
dente del INAU, el señor Pablo Abdala— porque, además 
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de todo esto, el juez solo privilegiará la tenencia compar- 
tida en la medida en que esta resulte la mejor forma de 
garantizar el interés superior del niño o adolescente. Así 
que el juez resuelve atendiendo las circunstancias del caso, 
siempre considerando el interés superior del niño y escu- 
chándolo, y sobre esa base fijará la tenencia, que puede no 
ser compartida, pues eso lo resolverá el juez en cada caso 
concreto. 


El protagonismo que toma el juez es algo que resalta 
el INAU y también Unicef en materia de medidas cautela- 
res. Con relación al protagonismo del juez, la Asociación 
de Magistrados dice que existe la necesidad de confiar en 
que el sistema judicial pueda resolver, a partir de pautas 
establecidas, la mejor solución para el caso concreto. El 
tema es que se divorcian los padres y no los hijos. Hay una 
sentencia de 2013 citada en 2018 por el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos que dice que impedir el contacto 
entre padres e hijos durante el divorcio es maltrato infantil 
y violencia vicaria, y urge a que se adopten medidas para 
la rápida reunión, pues el paso del tiempo puede tener con- 
secuencias irremediables en las relaciones entre el menor 
y aquel de los padres que no vive con él. 


Otra falacia que se ha dicho es que el proyecto de ley 
viola el Código de la Niñez y la Adolescencia. No, no es 
así; una ley no viola otra ley, en todo caso la modifica o de- 
roga. En este caso modifica algunos artículos, pero otros 
no; lo que hace es insertarse en el todo orgánico sistemáti- 
co que es el Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Durante los últimos quince años se hicieron diez modi- 
ficaciones al Código de la Niñez y la Adolescencia, tres de 
ellas en rendiciones de cuentas y una para eliminar la in- 
tervención necesaria del ministerio público, pero las mo- 
dificaciones en esta materia son lógicas porque el derecho 
de familia es evolutivo en la medida en que la sociedad 
cambia y la ley debe acompasar esos cambios. 


El presidente del INAU se centró en otra de las críticas, 
que dice que el proyecto es adultocéntrico; él expresa que 
es todo lo contrario, porque el interés superior del niño 
se reitera hasta el cansancio, es el norte, es el centro del 
proyecto. 


Hubo otros proyectos de ley que también fueron es- 
tigmatizados o demonizados. Recordemos que en opor- 
tunidad del tratamiento de la LUC se decía que se iban a 
fundir las empresas públicas, que iban a haber desalojos 
exprés, que se iba a privatizar la educación; ahora, con la 
reforma de la educación también dicen lo mismo. 


Merece una mención la campaña que circuló en redes 
con el oso de peluche. Para nosotros el niño no es un oso 
de peluche que es tironeado por las personas, sino que es 
una persona que tiene derechos. O sea que no nos pareció 
un buen mensaje escoger la imagen del oso de peluche. 


(Ocupa la presidencia el señor Jorge Gandin1). 
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—El presidente del INAU, a quien se le ha preguntado 
especialmente sobre otros aportes del proyecto de ley, dijo 
que trae más garantías al niño y al adolescente por la fi- 
gura del defensor. Esto lo va a desarrollar la bancada de 
Cabildo Abierto porque la figura del defensor del niño y el 
adolescente es iniciativa de ese sector político, y fue elo- 
giada por la Asociación de Magistrados del Uruguay y por 
el INAUÚ. Precisamente, la doctora Caraballo, especialista 
en familia y asesora del INAU, también decía que es mu- 
cho más garantista el hecho de que el defensor surja de una 
designación aleatoria que lleve el Poder Judicial, lo que 
corta con ese vínculo más parcial con el juez de la sede. Es 
decir, más garantías de imparcialidad y más reforzamiento 
de la defensa del niño y del adolescente, con responsabili- 
dades agravadas que tiene este defensor. 


Nos hicimos eco de una advertencia de la Asociación 
de Defensores de Oficio —que agradecemos— que dijo: 
«Ojo, si se pone el límite de cinco casos por juzgado a los 
defensores de oficio, vamos a tener problemas». Entonces, 
se eliminó ese límite para los defensores de oficio. 


A su vez, la Asociación de Magistrados del Uruguay y 
Unicef destacaron la figura potenciada del niño y el ado- 
lescente como parte del juicio. Es decir que pasa a tener las 
mismas potestades y el mismo estatus jurídico procesal 
que los padres. Esto figura en el artículo 9.” 


Con respecto a cuestiones anexas, el artículo 4.” refiere 
al incumplimiento de las visitas, ala obstrucción de vínculo 
y a medidas cautelares. El tema del incumplimiento de 
las visitas es una remisión a que quien incumpla con este 
compromiso acordado o fijado de entregar al niño va a 
ser pasible de las sanciones ya previstas en el código, que 
tienen que ver con variaciones del régimen, sanciones 
pecuniarias, advertencia del juez, pudiendo incurrir en la 
omisión de deberes de la patria potestad. 


23) PRÓRROGA DE LA HORA DE 
FINALIZACIÓN DE LA SESIÓN 


SEÑOR NIFFOURL- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SENOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Tiene la pa- 
labra el señor senador. 


SEÑOR NIFFOURL.- Formulo moción en el sentido de 
que se prorrogue la hora de finalización de la sesión hasta 
que se complete el tratamiento del orden del día. 

SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Se va a votar. 

(Se vota). 


26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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24) CORRESPONSABILIDAD EN LA CRIANZA 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Continúa el 
tratamiento del tema en discusión. 


Puede proseguir la señora senadora Asiaín. 
SEÑORA ASIAÍN.- Muchas gracias, señor presidente. 


Con relación a las medidas cautelares, que me consta 
que han creado tanto revuelo, ha de destacarse —nosotros 
lo afirmamos contundentemente, pero también lo hizo el 
INAU- que el juez mantiene absolutamente todas las po- 
testades genéricas que tiene para adoptar las medidas cau- 
telares que estime pertinentes. 


El artículo 85 del Código de la Niñez y la Adolescen- 
cia, que no se toca, dice: «El Juez podrá aplicar, de las 
medidas enunciadas en los artículos precedentes, todas 
aquellas que entienda convenientes...». Es decir que ante 
riesgo, temor, tobillera, orden de restricción, realojamien- 
to de la víctima —las que estime pertinentes—, se suspende- 
rá el régimen previsto. Si hay riesgo de violencia o abuso 
hacia el hijo, se va a descartar la tenencia y las visitas, y el 
juez—así lo establece el artículo— deberá revisar y resolver. 
S1 hay riesgo, será modificado el régimen de tenencia para 
otorgarlo a uno de los progenitores. Eso está en el resorte 
del juez. 


Hay situaciones en las que las medidas cautelares no 
son dispuestas por violencia o abuso, sino por otros moti- 
vos. Déjenme relatar dos casos de la vida real, de padres 
ya separados, sin matrimonio. La madre tenía, por dispo- 
sición del juez, la tenencia de una niña de diez años, pero 
era alcohólica y llevaba a su casa a sus parejas ocasionales. 
Si bien no hubo abuso sexual —hubiera sido mucho más 
grave—, había actitudes inapropiadas. Entonces, la abuela 
materna hace la denuncia, interviene el juez, dicta medi- 
das cautelares, y la tenencia pasa al papá. ¿Se suspenden 
las visitas? No, no se suspenden las visitas de la mamá 
porque el juez entendió que si las visitas tenían lugar en 
el hogar de la abuela materna —en este caso era así—- o en 
cualquier otro lugar, la madre podía ir a visitar a la niña. 


Estos son los casos que no queremos dejar afuera por 
una ley, por una regla general y abstracta; queremos que el 
juez mire el caso concreto. 


Podrá haber otros casos, como el de la violencia eco- 
nómica, que no es buena pero que quizás no amerita la 
suspensión de las visitas ni tampoco de la tenencia. Lo 
resolverá el juez analizando el caso concreto, y no lo hará 
solo, sino que contará con los informes de los peritos, con 
la opinión del abogado defensor de los niños y del abo- 
gado defensor de la otra parte —que quizás se opone a la 
tenencia—, y escuchando al niño. El juez cuenta con los 
elementos necesarios como para evaluar. Lo que manda el 
artículo es que el juez deberá evaluar cada caso concreto 
valiéndose de todos los dispositivos. 
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Esto también está avalado por el presidente del INAU. 
Las autoridades de Unicef no se pronunciaron con respec- 
to a este punto en su última comparecencia; no plantea- 
ron ninguna objeción. Si bien dijeron que querían hacer 
aportes, no se pronunciaron con respecto a esto. A su vez, 
la doctora Caraballo, especialista en familia y asesora del 
INAU, hizo ver que esta solución no es para nada diferente 
de la prevista en el Código de la Niñez y la Adolescen- 
cia, modificado en 2019, que en su artículo 124, hablando 
de principios de intervención complementaria, dice: «En 
los procesos por denuncias sobre violencia sexual» —cabe 
destacar que nosotros estamos hablando en general; hay 
otros casos de denuncias que no necesariamente tienen 
que ver con violencia sexual- «no podrá disponerse la 
revinculación de las niñas, niños y adolescentes con el de- 
nunciado, salvo que la víctima lo solicitara expresamente 
y se cuente con el visto bueno de los técnicos». Es decir 
que lo habilita. 


Algo similar se establece en el artículo 67, «Medidas 
de protección», de la Ley de Violencia hacia las Mujeres 
Basada en Género, cuando en su literal C), dice: «La sus- 
pensión de las visitas del agresor...». En este caso hay un 
agresor identificado y se habilita la reanudación de las vi- 
sitas después de los tres meses. También se habilitan las 
visitas supervisadas por una institución o por una persona 
adulta de confianza. Nuestra vara es mucho más alta y fil- 
tra estos riesgos en el interés superior del menor. 


En cuanto a las referencias al principio de inocencia y 
al debido proceso, no son solo para el proceso penal, sino 
que son pilares de nuestro derecho: están en la Constitu- 
ción y rigen para todo. ¿Por qué fueron incorporados? Por- 
que Unicef, en una respuesta enviada por escrito, sostuvo 
que hay que conciliar, armonizar y tener en cuenta todos 
los principios: el interés superior del niño, las garantías 
del debido proceso y la presunción de inocencia. Está en 
la versión taquigráfica de la sesión de la comisión en la que 
compareció el INAU, 


Otra falacia es que sean solo treinta —ahora dicen 
que solamente son dieciséis— los casos conflictivos de 
tenencia en nuestro derecho. Hice un pedido de informes 
a la Suprema Corte de Justicia y se me contestó que 
solamente en Montevideo, para 2017, 2018 y 2019, suman 
cerca de 1000, sin contar los expedientes que tienen otro 
título —que se caratulan como divorcio o separación— y 
que también tratan sobre este tema. ¿Saben una cosa? Así 
fueran treinta, igual me sirve, porque estamos hablando 
de personas. Concediendo que fueran treinta —que no lo 
hacemos—, ¿por qué no se demanda más? Alejandro de 
Barbieri decía algo en ese sentido y hablaba del temor que 
se tiene a la represalia. 


Otros puntos regulados son la reducción de los plazos 
del artículo 115, para que no se eternicen los procesos, así 
como el procedimiento sumario de visitas provisorias, re- 
gulado en el artículo 6.” Debemos la redacción de este 
artículo al profesor de la Universidad de la República y de 
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la Universidad de Montevideo, Walter Howard. Si no se 
establecieran las visitas provisorias, se perdería el vínculo. 
De la misma manera en que se establece una pensión ali- 
menticia provisoria, se disponen las visitas provisorias de 
forma cautelar mientras se espera la sentencia definitiva. 
Ciertamente, estas se denegarán cuando existan motivos 
graves, con indicios fundados para ello. 


Hice referencia a las sanciones por incumplimiento al 
permitir visitas y también a una inquietud planteada por 
la directora de Inmujeres, Mónica Bottero, referente a la 
pensión alimenticia. En ese sentido, voy a citar las pala- 
bras de los representantes de la Asociación de Defenso- 
res de Oficio, quienes dijeron que existía una suerte de 
creencia acerca de que en estos procesos no se respetaba 
la pensión alimenticia —no lo encuentro en este momen- 
to— y aseguraron todo lo contrario. Lo mismo hicieron los 
representantes de la cátedra de Práctica Profesional de la 
Udelar. De todas maneras, para salvar cualquier duda se 
estableció la incolumidad de la pensión alimenticia, que 
va a seguir el mismo principio que rige hoy y es que se va 
a prestar en base a las necesidades de quien la recibe —los 
niños— y a las posibilidades de quien la da. 


Otro aporte del señor senador Raúl Batlle se relaciona 
con su inquietud de que las personas de bajos recursos ac- 
cedan a la justicia, y por eso se estableció una ampliación 
o una presunción en el artículo 11. También se dispuso la 
habilitación de instancias de conciliación y mediación. 
Asimismo, se atendió una inquietud de la señora senadora 
Rodríguez en cuanto a que en el artículo 13 se contemple a 
las familias tal como estuvieran constituidas. 


En síntesis, se trata de un proyecto de ley que tuvo dos 
años de trabajo en esta legislatura. Vinieron todas las ins- 
tituciones y se las escuchó; se tomaron las sugerencias u 
observaciones. Es un proyecto de ley que también tiene 
el apoyo de la academia, de psicólogos, de los jueces, de 
instituciones protectoras del niño. El instituto no es nue- 
vo; simplemente se reglamenta, se sistematiza. El proyecto 
de ley no permite la tenencia ni las visitas de padres vio- 
lentos o abusadores; el filtro desecha esa posibilidad por 
el principio de protección del interés superior del niño o 
adolescente. Por consiguiente, se da cumplimiento a los 
derechos humanos y permite a los padres cumplir con su 
obligación, pero no es algo impuesto. Es una ley necesaria, 
que actualiza y que implica un proceso; que da potestades 
a los jueces, quienes son protagonistas para arribar a una 
decisión justa en el caso concreto; que da garantías porque 
hay filtros antes de otorgar la tenencia; que desde el punto 
de vista cultural tiende a eliminar diferencias de género 
y estereotipos —se trata sobre todo de no transmitirlos a 
los niños— y que empodera también a la mujer porque le 
libera tiempo. 


Voy a dar otro testimonio, el de Maru, y no mencio- 
no el apellido. Es abogada, una militante política que me 
vino a ver y me dijo que tenía la tenencia compartida por 
acuerdo, porque la había pedido ella debido a que quería 
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desarrollarse profesionalmente. Las niñas están un día con 
cada uno y ella elogia la manera en que sus hijas disfru- 
tan de esa convivencia con ambos. Dice que los hijos no 
son una propiedad y que esta institución de la tenencia 
compartida debe existir, ya que hay padres que merecen 
paternar y hay que dejarlos paternar. ¿Por qué hay quienes 
quieren hacer diferencias de género? Las mujeres empo- 
deradas queremos la tenencia compartida. Me decía que 
no quería un techo de cristal y que violencia sería que ella 
tuviera que depender del papá de las niñas. Para los niños 
que sufren y padecen, esto les evita conflictos. 


Con este proyecto de ley se protege a la familia y los 
lazos familiares, porque lo cierto es que con la legislación 
actual o con la tendencia, como decía Unicef España, el 
vínculo familiar tras la separación de los progenitores tie- 
ne más chance de romperse. Esto es para quienes piden 
y quieren hacerse cargo, y también es en beneficio de los 
niños que sufren por esa separación. 


¡Hablemos claro! En este recinto me han hecho 
imputaciones y han llegado a cuestionar hasta mis prin- 
cipios morales. Quiero que nos sinceremos y nos pregun- 
temos: ¿qué legislador acá sentado quiere vulnerar los de- 
rechos de los niños? Podemos tener distintas visiones y 
entiendo la sensibilidad y la cautela. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 
Ya termino. 


No hay un monopolio de la moralidad. Trabajo con ni- 
ños; mi primer trabajo fue como maestra de tercer año, con 
niños de ocho años, y durante veinte años seguí trabajando 
con niños y con adolescentes. En el tema de derechos hu- 
manos mi segundo trabajo fue en la Asociación Latinoa- 
mericana de Derechos Humanos, y nunca dejé de trabajar 
en distintos ámbitos, incluso en la docencia en derechos 
humanos. Además, tengo tres hijas; no tienen hijos pero sí 
parejas y en el futuro pueden estar en esta situación. ¿Les 
parece que voy a legislar en perjuicio de mis futuros even- 
tuales nietos? Creo que lo peor de las interpretaciones que 
atribuyen malicia a este proyecto de ley es que descono- 
cen el principio que reseñó la Unicef y que es el principio 
fundamental que debe regir toda ley que trate sobre niños. 


En él se establece que si una disposición jurídica ad- 
mite más de una interpretación, se elegirá la que satisfaga 
de manera más efectiva el interés superior del niño. Este 
es el principio jurídico fundamental que esas interpreta- 
ciones pretenden desconocer en perjuicio de los derechos 
del niño. 


Gracias, señor presidente. 
SEÑOR MAHÍA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Tiene la pa- 
labra el señor senador. 
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SEÑOR MAHÍA.- Gracias, señor presidente. 


La bancada del Frente Amplio me encomendó la res- 
ponsabilidad de realizar el informe en minoría sobre el 
proyecto de ley que hoy nos convoca y que hace pocas 
semanas ingresó a la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción del Senado. Este último proyecto tuvo un tratamiento 
exprés, absolutamente rápido, resuelto y decidido en esos 
términos por la mayoría de la comisión. 


Después de la presencia de la única institución que se 
habilitó para que concurriera con relación a este nuevo 
proyecto —el INAU-—, se votó en el mismo día. Para de- 
cirlo en un lenguaje más coloquial: se hizo a la carrera, a 
marcha camión, esto es, un trámite parlamentario que en 
esta etapa se caracterizó por no recibir ninguna opinión, 
salvo —insisto— la del INAU —que lo vamos a precisar más 
adelante—, que ni siquiera volvió a concurrir con una opi- 
nión institucional. 


Acá podemos citar lo que opine la mayoría del INAU 
en sus dos comparecencias —la de los proyectos anteriores 
y esta—, pero no una posición institucional. Además, asi 
fue dicho por su presidente. Lo señalo porque cada vez 
que citemos al INAUÚ, no es la posición del instituto sino 
la de dos de sus integrantes, que es mayoritaria, pero, rei- 
tero, no es la de la institución. Lo digo porque está en las 
versiones taquigráficas y, a la hora de comprobar la verdad 
de lo que estamos afirmando, es solo leerlas y ponerlas en 
el colectivo. 


Cuando el Parlamento aborda temas tan sensibles, so- 
mos conscientes de que generan una especial sensibilidad 
por la materia que abordan. Estamos hablando, ni más ni 
menos, de asuntos que tienen o deberían tener como prin- 
cipal centro, como valor superior, la situación de los niños, 
niñas y adolescentes, frase que reiteraremos muchas veces 
durante la intervención y que en este caso debería ubicar- 
nos, insisto, en el mensaje que damos. 


En mi caso, hasta quizá por razones de orden personal, 
muchas veces intento reflexionar sobre qué es y de qué 
manera nosotros, quienes estamos acá —no digo circuns- 
tancialmente, pero sí por decisión ciudadana—, transmi- 
timos los mensajes y los abordamos, y en qué términos 
los comunicamos a los demás como representantes de 
la ciudadanía. Circunstancial, sí, es el hecho de que uno 
esté, y es soberana la decisión de la gente. Entonces, me 
parece fundamental transmitir a la sociedad que uno es 
consciente, insisto, de la densidad del problema que está 
abordando, de la sensibilidad que genera en la sociedad 
y, por lo tanto —respetando por supuesto desde el punto de 
vista político a quien representa cada visión acá—, nosotros 
vamos a fundar una opinión discordante con el contenido 
de este proyecto de ley. 


¿Por qué decimos esto? Porque, sin duda alguna, si uno 
va al título del proyecto de ley, cuando habla por ejemplo 
de corresponsabilidad en la crianza de los niños, niñas y 


CÁMARA DE SENADORES 


395-C.S. 


adolescentes, o de tenencia compartida, ¿quién puede es- 
tar en contra de eso? Absolutamente nadie. Nosotros es- 
tamos en la primera fila de aquellos que creemos que es 
muy sano, cuando se da la circunstancia de la separación 
de sus padres o progenitores —padre y madre—, que los 
niños tengan la posibilidad de que sus padres ejerzan la 
corresponsabilidad en su crianza. Por lo tanto, podríamos 
decir que este proyecto de ley —dicho en términos gráfi- 
cos— tiene un título muy marketinero pero, en realidad, los 
conceptos de fondo no los representa. Tiene un título sobre 
cuestiones que ya están vigentes, que ya existen, pero el 
proyecto de ley como tal —bajo un título que es muy atrac- 
tivo— trae contenidos sobre los cuales discrepamos. ¿Por 
qué? Porque entendemos que las normas jurídicas que hoy 
se ponen a consideración del Senado no están a favor del 
objetivo que se dice perseguir, según se titula el proyecto 
de ley. 


Por eso insisto en que desde nuestro punto de vista, de 
consolidarse la votación, quedarían aprobadas normas que 
vulneran derechos que ya están consagrados en nuestro 
actual marco jurídico, acuerdos que nuestro país tiene en 
la materia a nivel internacional, que también forman parte 
de su derecho positivo y, fundamentalmente —lo voy a rei- 
terar varias veces en mi intervención—, derechos de niñas, 
niños y adolescentes, privilegiando el cómo se dirimen las 
disputas del mundo adulto. 


Por ello voy a tratar de explicar, a través de una serie 
de puntos, cuáles son los fundamentos por los cuales en- 
tendemos que este proyecto de ley no debería ser aprobado 
por el Senado, sino enviado a la comisión para un estudio 
más profundo. 


En primer lugar, se proponen modificaciones muy im- 
portantes al Código de la Niñez y la Adolescencia. Re- 
cuerdo perfectamente —porque las circunstancias de la 
vida me llevaron a estar en el Parlamento en aquel enton- 
ces— cómo se trabajó en esta casa el abordaje del Código 
de la Niñez y la Adolescencia; se trabajó con miradas de 
distintos actores sociales; se trabajó —nosotros estábamos, 
como hoy, en la oposición— con un diálogo interpartidario 
plural que buscó y logró un consenso. Ese proyecto, que 
es referencia, obtuvo el apoyo unánime de los integrantes 
del Parlamento de la época y, también, un consenso am- 
plísimo entre distintas organizaciones de la sociedad civil. 
El estudio de ese código tuvo por supuesto esa mirada y el 
camino que hoy estamos transitando es exactamente con- 
trario. 


Acá se hizo un acuerdo cerrado a la interna del Go- 
bierno —es legítimo, pero es un acuerdo del Gobierno— que 
llega a este nuevo proyecto sin haber escuchado a prácti- 
camente nadie, salvo, y a pedido de nuestra bancada, al 
INAU. Da la sensación —para mí lo es— que mirar hacia 
sí mismo, hacia la interna de un partido, en temas como 
estos, que deberían tener los consensos más amplios, es 
una mala práctica. Lo hemos dicho porque entendemos 
que es una muy mala decisión política ir por ese camino, 
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que un código no se aborda en ningún sentido poniendo 
una especie de parche sobre algo que tiene una visión inte- 
gral. Además, eso produce baja calidad legislativa, donde 
hasta el último instante se intentan cambiar aspectos de la 
redacción y no se aborda un estudio absolutamente pro- 
fundo. 


En segundo término, y en cuanto a los antecedentes, 
este proyecto de ley tiene antecedentes en dos iniciativas 
—que han sido mencionadas— relativas a la tenencia com- 
partida y a la corresponsabilidad en la crianza, que tienen 
autores en el herrerismo y en Cabildo Abierto, a lo que 
indudablemente uno le atribuye un rol hegemónico, pero 
no solo en esta iniciativa, sino en la visión general que ha 
tenido el Gobierno; esta es una expresión más. 


Entendemos que este es un proyecto sustitutivo y, más 
allá de que tiene la misma orientación que los dos ante- 
riores que provienen de los dos sectores parlamentarios 
que mencioné, al tratarse de un nuevo proyecto, se debería 
recibir a una vasta cantidad de organizaciones. Por eso, 
con la firma de la bancada del Frente Amplio, solicitamos 
la presencia de distintas organizaciones que, obviamente 
no fue aceptada por la mayoría de la comisión. 


(Ocupa la presidencia la señora Beatriz Argimón). 


—La pregunta es cuáles son las organizaciones que el 
Frente Amplio pidió que estuvieran presentes en la Comi- 
sión de Constitución y Legislación para dar opinión sobre 
un tema como este. Pues bien, las instituciones son: el Co- 
mité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas; el 
Comité de los Derechos del Niño del Uruguay; el Insti- 
tuto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes; el 
INAU —que fue el único aceptado— la Red Pro Cuidados 
del Uruguay; la Asociación de Magistrados del Uruguay 
y la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay. No- 
sotros entendíamos que estas instituciones eran claves a 
la hora de dar una opinión sobre esta nueva producción 
legislativa. 


Después se dijo —también sobre la marcha— que la ex- 
posición de motivos era la de uno de los dos proyectos 
originarios. Lo digo para que el Cuerpo tenga idea de la 
velocidad con que se abordó este asunto. 


De todas las instituciones que citábamos, luego de un 
cuarto intermedio, se aceptó la presencia del INAU como 
una especie de concesión a la oposición. En ese sentido, es 
bueno analizar algunas cuestiones. Nosotros hemos escu- 
chado y leído que parecería que algunas organizaciones 
tendrían intereses espurios, nacionales o internacionales, 
que tienen una mirada muy negativa y vaya a saber qué 
intereses. Claro que cuando se habla de esto no se nombra 
a las instituciones ni tampoco se dice cuáles son los intere- 
ses. Se deja ahí, como suele hacerse últimamente, sin decir 
cosas concretas y, por supuesto, sin prueba alguna. No se 
dice en ningún lado «esta institución, por esta razón»; se 
sugiere, pero no se dice. 
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Para ver si es alguna de estas organizaciones, vamos a 
relatar, por ejemplo, quiénes componen el Comité de los 
Derechos del Niño del Uruguay. Voy a leer al Cuerpo la 
integración para que quede registrada en la versión taqui- 
gráfica: Gurises Unidos; Luna Nueva; El Abrojo; Vida y 
Educación; Aldeas Infantiles SOS Uruguay; Servicio Paz 
y Justicia; DNL, Defensa de Niñas y Niños Internacional- 
Sección Uruguay; Servicios y Acciones por la Infancia; 
Instituto de Promoción Económico Social del Uruguay; 
Hogar La Barca; Rescatando Sonrisas, de Maldonado; lel- 
sur; Maristas Uruguay; El Paso; Asociación de Educado- 
ras y Educadores Sociales del Uruguay, y Centro Abierto, 
de Rivera. 


La pregunta es cuál de estas instituciones será la que 
tiene algún tipo de interés negativo, espurio, en esto. Las 
nombro porque son parte de las que no pudieron venir a 
dar su opinión sobre este proyecto de ley que vamos a con- 
siderar hoy en sala. 


Además, me pregunto cuál será la opinión del Consejo 
Nacional Consultivo Honorario de los Derechos del Niño 
y el Adolescente, que fue creado por la Ley n.” 17823 y 
constituido recién en 2007. No lo vamos a poder saber. 
¿Por qué? Porque tampoco pudo venir a dar opinión sobre 
este tema. 


Por supuesto que hay una larga lista —no voy a exten- 
derme en el tiempo— de organizaciones que no fueron las 
que nosotros propusimos como bancada. Son otras que pi- 
dieron ser escuchadas sobre esta nueva propuesta legislati- 
va y que tampoco pudieron intervenir. Como esto no pudo 
ser —y entiendo que acá hubo algunas citas parciales—, voy 
a trasladar al Cuerpo algunas de las intervenciones que 
sobre los anteriores proyectos de ley —que tienen la misma 
filosofía que el que estamos considerando hoy— tuvieron 
ciertas organizaciones del Estado y algunas internacio- 
nales. Por ejemplo, se cita a la presidenta de Inmujeres, 
Mónica Bottero, y voy a leer una parte de lo que dijo —esto 
consta en la versión taquigráfica del Parlamento; no en 
conversaciones, sino, concretamente en la versión taqui- 
gráfica del 8 de junio de 2021— la única vez que se pudo 
debatir sobre los proyectos de ley anteriores. Dice así: «... 
quienes nos asesoran desde el punto de vista legal en el 
Instituto Nacional de las Mujeres nos han señalado —y creo 
que esto lo han escuchado de otras organizaciones— que 
estos proyectos no resultan necesarios, en tanto la Justi- 
cia uruguaya ya garantiza una solución a las situaciones 
que proponen. Entendemos que también el legislador tiene 
derecho a poner acento en cuestiones que ya están legis- 
ladas, pero en este caso las propuestas resultan quizás de- 
masiado grises. Esto también se puede entender y, por lo 
tanto, quiero dejarlo sentado, más allá de la opinión estric- 
tamente técnica». Ella quiere advertir que siente el deber 
de expresar lo que piensa sobre estos proyectos de ley. Más 
adelante señala: «En ambos casos se trata básicamente de 
garantizar la adopción de medidas precautorias ante el 
riesgo de poner al niño o niña ante un peligro para su vida 
o integridad física. Supongo que entienden que me refiero 
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a los artículos —que realmente son una preocupación nues- 
tra, como instituto— que establecen que ante una denuncia 
de abuso o maltrato no sea inmediatamente disparada la 
medida precautoria, sino que el padre, generalmente el de- 
nunciado, pueda seguir ejerciendo la custodia y la tenencia 
del niño sin que sea mediada por una especialista o sin que 
sea interrumpido, de alguna forma, el vínculo por el juez. 
Esto es algo que nos preocupa y es un planteo específico 
que hacemos a la comisión. Concretamente, nos gustaría 
saber si sería posible rever esta situación, porque contra- 
viene los principios de cuidar, de cautelar la integridad y 
la seguridad de los niños y de las niñas». 


Vamos a citar otra de las intervenciones; por ejemplo, 
de una delegación de la organización El Paso, que señala- 
ba: «Consideramos que en ambos proyectos de ley se vul- 
neran los derechos de los niños, porque al imponer como 
alternativa frente a la separación de los padres la tenencia 
compartida o alternada, parten de la premisa o del prejui- 
cio de que la tenencia compartida es la mejor opción para 
los hijos sin ver cada situación en particular y, sobre todo, 
sin escuchar lo que el niño, niña o adolescente tiene para 
decir al respecto en una situación que evidentemente lo 
afecta». 


(Murmullos en sala). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Amparando al senador que 
está haciendo uso de la palabra, solicito a los señores sena- 
dores que por favor hagan silencio. 


Puede continuar el señor senador Mahía. 
SEÑOR MAHÍA.- Gracias, señora presidenta. 


Algunas de estas intervenciones que estoy citando ob- 
viamente refieren a los proyectos de ley fundacionales de 
este que se está considerando. No podemos citar opiniones 
sobre este nuevo proyecto de ley, específicamente de estas 
instituciones porque, insisto, no fue aceptada su presencia 
en la Comisión de Constitución y Legislación. 


Voy a hacer alguna cita más, ahora de la Asociación 
Nacional de Organizaciones No Gubernamentales —Anong-—, 
que sostuvo: «A través de nuestra participación traslada- 
mos la preocupación del conjunto de organizaciones que 
trabajamos con niñas, niños y adolescentes en cuanto a los 
proyectos de ley de tenencia compartida y de corresponsa- 
bilidad en la crianza». 


Después tenemos a la Asociación de Trabajadores de la 
Seguridad Social, pero como me van quedando diez minu- 
tos de mi intervención voy a ir ahorrando algunas citas que 
tengo en mi poder, porque seguramente mis compañeros 
de bancada se referirán a ellas. Quiero sí señalar expresa- 
mente que hace unos días —concretamente el 14 de julio— 
una delegación de Unicef sostuvo que algunos pasajes del 
proyecto equiparan la aplicación del principio del interés 
superior del niño al principio de corresponsabilidad en la 
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crianza y a la tenencia alternada. Sin embargo, el interés 
superior del niño debe prevalecer sin condicionamientos 
de otros principios relacionados con los derechos de los 
adultos. Un ejemplo de ello surge en el artículo 3.? que 
modifica el artículo 35 del Código de la Niñez y la Ado- 
lescencia, al establecer que el juez resolverá atendiendo a 
las circunstancias del caso, y siempre y cuando considere 
el interés superior del niño o adolescente. En base a ello fi- 
jará el régimen de tenencia, teniendo presente el principio 
de corresponsabilidad en la crianza. Una vez evaluados 
los siguientes parámetros, y si las condiciones familiares 
lo permitieran, el juez fijará la tenencia alternada o com- 
partida en la medida en que esta resulte la mejor forma de 
garantizar el interés superior del niño o adolescente. 


Por su parte, Unicef dice que es importante destacar 
que el interés superior del niño puede significar, en el caso 
concreto, efectivamente lo contrario, es decir que la tenen- 
cia alternada no sea la mejor opción para ese niño, niña o 
adolescente. Resulta menester distinguir que el principio 
de corresponsabilidad en la crianza no implica necesa- 
riamente que exista un régimen de tenencia alternada y 
también que el derecho a las visitas es independiente del 
régimen de la tenencia alternada. En este sentido, en cual- 
quier decisión, el juez deberá garantizar el interés supe- 
rior del niño, y para su garantía se requieren al menos tres 
elementos: que el niño, niña o adolescente esté protegido 
frente a cualquier forma de violencia o abuso familiar; que 
en la medida de las posibilidades de ambos padres ten- 
gan una participación significativa en la vida del niño o 
adolescente, y que el niño, niña o adolescente reciban una 
crianza que garantice su desarrollo adecuado. Asimismo, 
la evaluación del interés superior del niño es una acción 
que debe realizarse en cada caso. 


Esta versión del proyecto tampoco hace referencia al 
principio de protección de niñas y adolescentes que sur- 
ge del artículo 19 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño. En este sentido, la redacción propuesta por el 
artículo 4.?, literales B) y C), que modifican el 35 BIS del 
CNA, con relación a las implicancias de las medidas cau- 
telares de protección a raíz de una denuncia formulada por 
parte de uno de los progenitores contra otro, puede afec- 
tar el derecho de los niños, niñas y adolescentes a no ser 
objeto de ningún tipo de violencia o malos tratos. En tal 
sentido, destacamos lo dispuesto por las directrices sobre 
la justicia en asuntos concernientes a los niños, niñas y 
testigo de delitos de Naciones Unidas que plantean expre- 
samente que, si bien deberán salvaguardarse los derechos 
de las personas acusadas, todo niño tendrá derecho a que 
su interés superior sea la condición primordial, esto inclu- 
ye el derecho a la protección y a la posibilidad de desarro- 
llarse en forma armoniosa. 


Esto está escrito el 14 de julio en la carta que remitió 
Unicef a la comisión, única manera de poder expresarse 


en la materia. 


¿Cuánto tiempo más tengo para expresarme? 
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(Dialogados). 


SEÑORA PRESIDENTA. Si pidiera una prórroga, 
tendría quince minutos más. 


SEÑOR MAHÍA.- En tercer lugar, esta norma, en 
nuestra opinión, no solo contraviene o deroga la legis- 
lación vigente, como lo son el Código de la Niñez y la 
Adolescencia, la Ley n.* 19747, votada por unanimidad, 
como acabamos de señalar, sino que también contraviene 
la Convención sobre los Derechos del Niño, así como tra- 
tados y convenciones que han sido ratificados por la repú- 
blica y forman parte de nuestro derecho positivo. 


Este proyecto de ley, en realidad, trata sobre tenencia 
compartida y corresponsabilidad que, como dijimos, ya 
existen y funcionan. Se busca modificar un sistema que en 
general funciona y que ha sido elogiado en foros interjurí- 
dicos y, también, políticos internacionales. 


Acá voy a citar alguna intervención que hizo nuestra 
compañera Silvia Nane cuando accede a la información 
pública respecto al alcance de los proyectos originales en 
su aplicación, o sea, en cuántas situaciones aludían los 
proyectos. La Suprema Corte de Justicia respondió que no 
hay registro de la cantidad de tenencias que fueron en- 
tregadas a las madres o de las visitas negadas a los pa- 
dres. Dice: «... no hay cifras concretas que demuestren la 
cantidad de casos de padres varones que han solicitado la 
tenencia de sus hijos o hijas y les haya sido rechazada sin 
motivo por un juez». 


El proyecto de ley, en nuestra opinión, tiene una con- 
cepción conservadora y, si uno escucha alguna de las inter- 
venciones, casi podríamos decir que obedecen a la visión 
de un modelo familiar único, desconociendo la realidad de 
la sociedad y las múltiples formas que hoy existen, gusten 
o no a quienes defienden públicamente esta propuesta. 


Esta iniciativa, además, presenta errores jurídicos, 
como la confusión de conceptos que los abogados indican 
que son distintos. No es lo mismo tenencia que guarda o 
que patria potestad; que la tenencia sea de la madre no 
quiere decir que la patria potestad deje de ser del padre y 
la patria potestad, salvo casos muy concretos fijados por la 
ley en los que tanto padres como madres pueden perderla, 
es de los dos, más allá de que la tenencia la ejerza, muchas 
veces, solo la madre. 


Por otra parte, quiero decir que este proyecto de ley tie- 
ne una concepción adultocéntrica, ya que pone el derecho 
de los progenitores por encima de los derechos de la niña, 
el niño o el adolescente al momento de definir la tenencia. 
Es claro que en este proyecto son considerados mucho más 
como objetos de protección que como sujetos de derecho 
y voy a citar, en este caso, a la integrante por la minoría 
del INAU, Natalia Argenzio, que sostuvo: «... el proyecto 
de ley de corresponsabilidad en la crianza privilegia los 
derechos de los progenitores por sobre los derechos de las 
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niñas, niños y adolescentes. Eso de “privilegiar” es lo que 
los convierte nuevamente en objetos de protección y tute- 
la, desconociendo la calidad de sujeto de derecho». Estoy 
citando textualmente lo que fue expresado en comisión. 


Dice también que los derechos de los niños no pueden 
quedar «condicionados a los de sus progenitores», como 
lamentablemente sucede en este proyecto de ley que se 
presenta y que «El Estado debe amparar a los más vulne- 
rables...», y en este caso todos sabemos quiénes son. 


Más adelante expresa: «El artículo 3.? de este proyecto 
modifica el artículo 35 del CNA, que establecía las facul- 
tades del juez en caso de no existir acuerdo entre los pro- 
genitores», porque acá —y me detengo en esto— estamos 
hablando de ese caso y es sobre lo que trata este asunto y 
no de cuando hay —que es la mayoría de las veces— acuer- 
dos armónicos entre los padres en interés superior del 
niño, la niña o el adolescente. 


Sigue: «Este proyecto la modifica de la siguiente for- 
ma: acota la intervención de la sede judicial, pues esta 
debe fijar el régimen de tenencia teniendo presente el prin- 
cipio de corresponsabilidad en la crianza», más adelante 
dice que «... al poner la palabra “privilegiar” concede una 
ventaja especial al interés de los progenitores por sobre el 
derecho de las niñas, niños y adolescentes» y que «...este 
proyecto de ley es adultocéntrico, y coloca nuevamente a 
las niñas, niños y adolescentes como objeto de protección 
y tutela». 


Además, plantea la directora que «... crear la ficción 
de que ambos progenitores cumplen de manera efectiva 
sus obligaciones nos conduce no solo a la rigidez del de- 
recho de familia, sino también a crear una norma que se 
torna inaplicable y que no necesariamente es compatible 
con el principio del interés superior del niño, niña y ado- 
lescente». 


El proyecto de ley ignora el hecho de que en la mayoría 
de los casos las sentencias que niegan las tenencias son 
fundadas y responden a la protección de niños, niñas y 
adolescentes por situaciones de violencia o cualquier mo- 
tivo que implique proteger el bienestar de ellos. En otras 
palabras, no es un problema estadísticamente sustantivo, 
más allá de que en cada caso haya una historia que se deba 
valorar en su justa dimensión y que, en esos casos, obvia- 
mente, habrá que trabajar en materia legislativa y, sobre 
todo, en la aplicación de la ley vigente a través de la jus- 
ticia. El juez debe actuar caso a caso sin tener una norma 
que lo condicione, como queda reflejado en este proyecto. 


Me voy a referir al tema de la necesaria prevención, 
particularmente cuando el relato del niño, la niña o el ado- 
lescente no alcanza. 


Me van quedando cinco segundos para completar mi 
exposición, por lo que voy a solicitar a la Mesa una prórro- 
ga de quince minutos. 
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SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar el pedido del 
señor senador. 


(Se vota). 
—24 en 26. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Mahía. 


SEÑOR MAHÍA.- Señora presidenta: con respecto a 
la necesaria prevención, voy a citar nuevamente a la di- 
rectora Argenzio, cuando dice: «El artículo 123 del CNA 
reconoce como víctima directa de violencia basada en gé- 
nero a las niñas, niños y adolescentes expuestos a dicha 
violencia, pero este proyecto desconoce esta situación y 
los expone a la revinculación con los agresores, ponderan- 
do el derecho de estos por sobre el daño provocado. 


Los artículos 4, 6 y 7 de este proyecto de ley modifican 
sustancialmente el régimen de visitas previsto en el CNA, 
privilegiando nuevamente el interés de los progenitores, 
fundamentalmente el de los progenitores agresores, sobre 
el derecho de las niñas, niños y adolescentes. 


Se agrega el artículo 35 BIS...». 


Este relato coincide, básicamente, con lo que señalaba 
Unicef, y lo planteó en un comunicado público. Para ejem- 
plificar lo que aquí se afirma hay que dar algunos datos 
que muestren la magnitud del problema que está instalado 
en la sociedad uruguaya. Por eso voy a detenerme en el 
informe del Sipiav, que fue citado en la comisión; creo que 
estos datos son absolutamente elocuentes. Los comparto. 
«A lo largo de 2021 se registraron un total de 7035 situa- 
ciones de violencia hacia niñas, niños y adolescentes. [...] 
En cuanto a las personas que agreden, los datos del Sipiav 
muestran que el 91 %)» —reitero, el 91 %- «corresponde a 
familiares directos o integrantes del núcleo de conviven- 
cia y, de acuerdo con la Segunda Encuesta Nacional de 
Prevalencia de la Violencia basada en Género y Genera- 
ciones, unos 386.000 niñas, niños y adolescentes viven en 
hogares en donde se encuentran expuestos a violencia ba- 
sada en género y generaciones». 


Como queda demostrado a partir de estas cifras, esta- 
mos ante un problema gigantesco, de dimensiones que los 
números solos están reflejando, y que potencialmente ex- 
ponen a las niñas, niños y adolescentes a riesgos desde el 
punto de vista físico, emocional, como de tantos otros que 
se ven en la convivencia. La responsabilidad del Estado es 
proteger a estos niños, niñas y adolescentes en situaciones 
de violencia como las que mencionamos; esta es superlati- 
va y no puede ser ignorada, no puede ser supeditada para 
beneficiar los intereses o la visión de los adultos. Es más, 
desde este punto de vista, cuando sabemos que de esas 
más de 7000 situaciones de violencia, el 91 % proviene del 
vínculo más directo, en los casos en que sucede, con esta 
legislación estamos habilitando a que se den situaciones 
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que ponen potencialmente en riesgo a quienes deberíamos 
estar particularmente defendiendo. 


Las innovaciones propuestas, en cuanto a los defenso- 
res de oficio de los niños, niñas y adolescentes en este tema, 
parten de poner en el banquillo de los acusados a los que 
no están, ellos son parte integrante del proceso judicial de 
familia que atañe a los más pequeños, son quienes legal- 
mente velan por sus derechos y no son compatibles estas 
ideas de llenarlos de limitaciones que vienen con aquellos 
sentimientos de partir de que este defensor no siempre está 
del lado de su defendido. La pregunta es desde cuándo una 
ley ordena a un abogado cómo hacer su trabajo. ¿En qué 
se fundamenta el tope de hasta cinco casos por sede para 
cada defensor? Por lo menos en comisión se incorporó la 
salvedad de dejar fuera de estas limitaciones a los defen- 
sores públicos que atienden aproximadamente al 45 % del 
total de los asuntos de familia que hoy se tratan en sedes 
judiciales. Llama la atención que al mismo tiempo que 
se regula esta cuestión, en la rendición de cuentas no se 
asigne ningún recurso extraordinario para una situación 
que notoriamente va a impactar en el cambio normativo 
propuesto, tal como dicen los defensores públicos —figuras 
claves en estos temas—, quienes velan por sus intereses y 
quienes se han expresado con respecto a este proyecto, y 
voy a citarlos con el comunicado del 7 de julio de 2022, 
o sea, una semana antes del de Unicef que acabo de se- 
ñalar. Ellos manifiestan su preocupación ante la reciente 
presentación del proyecto unificado de corresponsabilidad 
en la crianza, para el que realizaron diversos aportes, que 
entienden que no han sido recogidos, en detrimento de los 
principales rectores del derecho a la infancia, en especial 
con respecto al patrocinio letrado y a la judicialización de 
los niños, niñas y adolescentes. 


Dicen los defensores de oficio que debe considerarse 
que la defensoría pública participa en más del 45 % de los 
procesos judiciales de familia común y en más del 91 % 
de los procesos de urgencia en las sedes especializadas de 
familia. La realidad demuestra que el patrocinio de de- 
fensores públicos en cuestiones que serán reformadas —de 
aprobarse este proyecto de ley— es una experiencia que en- 
tienden que debe ser valorada y, por lo tanto, un insumo 
relevante para el análisis de este proyecto. 


Continúan señalando los defensores de oficio que el 
proyecto tiene un enfoque adultocéntrico y que debe re- 
considerarse la participación de los niños, niñas y adoles- 
centes en los procesos judiciales como verdaderos suje- 
tos de derecho, asistidos por un defensor que garantice el 
cumplimiento de sus derechos e intereses. Enfatizan en 
la importancia de una defensa de ellos especializada, ca- 
pacitada e independiente. Aclaran que en el proyecto no 
se regula la necesidad de especialización para defensores 
de niñas, niños y adolescentes particulares y que tampo- 
co se aborda la participación de la defensoría pública en 
estos procesos, limitando la cantidad de asuntos que debe 
tener cada profesional, lo que es inaplicable. Además, ex- 
presan que el proyecto contiene graves errores respecto 
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del rol del defensor del niño, quien no es un asistente del 
juez o un perito, sino que debe actuar procesalmente en 
la defensa de su patrocinado, al igual que lo haría en el 
caso de una persona adulta. La defensa no realiza infor- 
mes sino escritos judiciales para velar por el interés de su 
parte. Manifiestan que regular el trabajo de los defenso- 
res de los niños, niñas y adolescentes de la manera que 
se aborda en el proyecto corresponde a una intromisión 
en la independencia técnica de los profesionales actuantes 
que, a su vez, puede contribuir a la revictimización y a la 
excesiva concurrencia de los niños, niñas y adolescentes 
a sedes judiciales, lo que constituiría un tipo de violencia 
institucional. Según expresan, en los conflictos de familia 
es importante profundizar en los medios alternativos de 
resolución de conflictos y en la mediación sobre la judicia- 
lización cuando no haya situaciones de violencia o vulne- 
ración de derechos. 


Siguen diciendo los defensores de oficio que ven con 
preocupación el alcance de las medidas cautelares de 
protección en caso de denuncias de violencia de género, 
doméstica, derechos vulnerados, maltrato, explotación y 
abuso sexual de niñas, niños y adolescentes, debiéndose 
priorizar el principio de precaución que rige en la mate- 
ria. Advierten que la mayoría de los procesos de familia 
que resuelven aspectos de la vida de los niños, niñas y 
adolescentes refieren a pensiones alimenticias y a solicitu- 
des de ratificación de tenencias voluntarias exclusivas del 
progenitor o de la progenitora. Este proyecto no atiende 
este problema; por el contrario —sostienen—, se dificultará 
la tramitación de los procesos, lo que provocará el colapso 
del sistema, privando a los niños, niñas y adolescentes en 
situación de pobreza de acceder a los beneficios sociales 
y pensiones alimenticias de inmediato. También expresan 
que los plazos y las etapas procesales dispuestas no con- 
tribuirán a una mayor celeridad de los procesos judiciales. 
Reconocen la asistencia de demoras en algunos asuntos o 
sedes, pero aclaran que son parte de la consecuencia de la 
no atribución de un mayor presupuesto para el sistema de 
justicia. En ese sentido, citan la situación del tratamiento 
de la rendición de cuentas y la complejización de los pro- 
cesos judiciales que traería este proyecto de ley. 


Es decir, todo lo que acabo de afirmar no es una opi- 
nión de la bancada de la oposición, es la de quienes reúnen 
y nuclean a los actores judiciales que tratan cotidianamen- 
te estos temas en sedes judiciales, y dicen esto fundada- 
mente. Pues bien, esta opinión no pudo ser analizada en 
estos términos en la Comisión de Constitución y Legis- 
lación. 


Para finalizar —nsisto en lo que dije al comienzo-—, sa- 
bemos que se trata de un asunto de altísima sensibilidad, 
por lo cual entendíamos y entendemos que debería tener 
un tratamiento más reposado, más reflexivo. Es claro que 
todos esos asuntos pueden ser sometidos a una revisión 
—como con cualquier proyecto de ley—, pero entendemos 
que en este caso la revisión de un código debería tener una 
visión mucho más integral y consensuada por parte del 
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sistema político en su conjunto, con muchas miradas téc- 
nicas y de los involucrados desde todos los ángulos, cosa 
que no ha sucedido. 


Creemos que no se debería proceder en la materia y, 
más allá del título, nos parece que tendríamos que contar 
con un proyecto de ley que verdaderamente tuviera en su 
centro el principal valor a proteger, es decir, nuestras ni- 
ñas, niños y adolescentes. Consideramos que eso no está 
reflejado en este texto que hoy está a consideración del 
Senado. 


Nuestra opinión es absolutamente contraria porque 
entendemos que si bien hay temas de fondo a resolver y 
aspectos que siempre se deben mejorar, el camino que ha 
sido propuesto, por su forma y contenido, va en contra de 
lo que dice proteger. 


Gracias, señora presidenta. 


SENORA BIANCHI. Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA BIANCHI. Señora presidente: hay algunos 
datos —voy a desarrollar el tema cuando intervenga— que 
están desactualizados porque el tema de la cantidad de 
defensores de oficio limitada ya se modificó y la señora 
senadora Asiaín lo dejó en claro en su informe. 


Hay dos o tres cosas que me preocuparon y por eso 
pedí la intervención para contestar una alusión. En pri- 
mer lugar, entiendo que especialmente en estos temas es 
imprescindible mantener un clima en el que nos digamos 
la verdad. A todos nos asiste el derecho de tener opinio- 
nes distintas porque este es un tema sensible para todos. 
Vuelvo a recoger la posición de mi compañera, la señora 
senadora Asiaín, en el sentido de que no puedo pensar que 
ninguno de los que están acá —ya sea que piensen igual o 
distinto a mí— quiera otra cosa que no sea el bienestar de 
los menores, por supuesto, en la medida en que el padre y 
la madre —sea hombre o mujer, trans, o como esté confor- 
mada la familia— estén en concordancia, porque el niño no 
va a estar bien si sus padres no lo están. 


Me preocupa que se arranque con una falta a la ver- 
dad y quiero que quede claro. Creo que pocas veces hemos 
visto proyectos de ley que hayan tenido un tratamiento tan 
largo; con las últimas modificaciones ya llevamos más de 
un año de trabajo y se recibió a todas las organizaciones. 
Claro, si hubiéramos vuelto a llamar a las que ya vinieron, 
habría sido un abuso del tiempo de que disponemos para 
trabajar en la Comisión de Constitución y Legislación, así 
que esto de marcha camión no es así. Se podrá no estar de 
acuerdo, pero no es así; es una falta a la verdad. Hemos 
recibido a la sociedad civil y en general tenemos en cuenta 
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las opiniones, más allá de que tenemos una democracia 
representativa. 


En cuanto a la posición institucional del INAU, fue su 
decisión ya que perfectamente podrían haber hecho uso de 
los dos votos de la mayoría. Eso no descalifica al INAU; 
en realidad, enaltece a esas mayorías que no hacen uso de 
su mayoría política, sino que prefieren desagregarse en sus 
opiniones. 


Por último —es algo que me molesta—, quiero decir que 
en esta coalición no hay solamente herreristas y dentro del 
Partido Nacional tampoco. Hay gente de todos los secto- 
res del país que se han desarrollado desde el nacimiento 
del Uruguay. No ataco ni defiendo al herrerismo, pero me 
parece una descalificación que no corresponde —y menos 
viniendo de una coalición en la que hay y en otras épocas 
hubo más diversidad todavía—, refiriéndose a una coali- 
ción republicana —gobernante en este momento— en la que 
el herrerismo puede ser una parte... 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—... ni siquiera dentro del sector Todos, que es al que 
pertenezco. 


Gracias, señora presidente. 
SEÑOR MAHÍA -- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MAHÍA.- Señora presidenta: seré breve. 


En primer lugar, no siento que haya aludido absoluta- 
mente a nadie, aunque cada senador se puede sentir aludi- 
do y así manifestarlo. 


En segundo término, solo hay que remitirse a la ver- 
sión taquigráfica para constatar cuándo ingresó definiti- 
vamente este proyecto de ley a la comisión —si la memoria 
no me falla, fue el 12 de julio de este año— y la única 
comparecencia del INAU a la comisión exime de cual- 
quier comentario. Podrán estar en desacuerdo con lo que 
digo, pero estos son datos objetivos. El proyecto de ley 
ingresó el 12 de julio, luego de eso vino el INAU y des- 
pués se votó. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DOMENECH- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DOMENECH.- Señora presidenta: en primer 
término, quiero destacar la labor de la señora senadora 
Asiaín, que zurció, tejió y trabajó incansablemente para 
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obtener un acuerdo dentro de su partido y con el resto de 
los que componen la coalición. Creo que se merece el re- 
conocimiento porque fue una muestra de tarea legislativa 
y política importante. 


También quiero agradecer a los miembros de la comi- 
sión que integran la oposición, muy particularmente a los 
señores senadores Mahía y Rubio —que lamentablemen- 
te hoy no está presente—, porque de forma equilibrada y 
ponderada supieron defender una posición contraria a la 
que nosotros sostenemos. Creo que enaltece la labor par- 
lamentaria que en una comisión que considero importante, 
como es la de Constitución y Legislación, se debata con 
altura y exponiendo con pasión los argumentos, pero con 
educación y sin agravios. 


Es una cuestión evidentemente parteaguas; de lo con- 
trario, no estaríamos en esta sesión que al parecer va a ser 
extensa. Es un tema que el Uruguay tiene que afrontar y 
para el que debe intentar hallar una solución. 


El ser humano tiene una característica muy particular: 
una faceta individual y una faceta social. En El contrato 
social Rousseau señalaba que el hombre nacía bueno y que 
la sociedad lo corrompía, y de ahí podemos ir a la Ley 
Le Chapelier, que durante la Revolución francesa prohi- 
bió las agremiaciones por entender que toda entidad que 
superaba lo meramente individual era perniciosa para el 
ser humano. 


Una posición diametralmente opuesta y de varias dé- 
cadas después, es la de Marx. En su Tesis sobre Feuer- 
bach desarrolló un pensamiento totalmente opuesto al de 
Rousseau y subsume al hombre en el conglomerado social 
en el que pierde su individualidad. ¡Vaya que tenemos esa 
naturaleza dual! 


El hombre es uno de esos animales que nace 
particularmente indefenso. Los que somos camperos he- 
mos visto al cordero, al ternero o al potrillo nacer y que, 
ni bien lo hace, se para, mama y acompaña a su madre en 
el rebaño o en la manada. El hombre es incapaz de eso y 
necesita de los cuidados de su madre, de su familia y del 
contorno social que lo apoye. 


Estamos preocupados porque creemos que existe un 
infundado ataque a la familia. De las clases de Sociolo- 
gía de la facultad, recordamos las tesis de Malthus que 
—más que centenarias— en 1958 tuvieron una exposición 
muy particular en la voz de McNamara, secretario de Es- 
tado de los Estados Unidos, llamando a la contención del 
crecimiento de la humanidad. De alguna forma, hay un 
cierto malthusianismo que se ha expandido en los últimos 
años en occidente y que quizás, como lo vemos en Europa, 
termine extinguiendo esta sociedad occidental que ha sido 
una obra cúlmine de la humanidad. 


Nosotros defendemos a la familia, lo hacemos por un 
imperativo filosófico, lo hacemos por un imperativo ju- 
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rídico. El artículo 40 de la Constitución de la república 
expresa: «La familia es la base de nuestra sociedad. El 
Estado velará por su estabilidad moral y material para la 
mejor formación de los hijos dentro de la sociedad». Este 
artículo está inserto en esa sección dogmática que tiene 
nuestra Constitución y cuando me hablan de reformarla, 
lo que más me preocupa es que desaparezca esta sección 
doctrinaria, que tiene una naturaleza ¡us naturalista y que 
reconoce derechos que preexistieron a su aprobación. La 
familia y sus derechos preexisten al texto constitucional 
que, con gran dignidad, simplemente los reconoce. 


He escuchado alegaciones en contra de la constitución 
familiar, en contra del derecho latino de occidente y cosas 
que me promueven una cierta sonrisa, por no decir una 
mueca de desagrado, cuando se pretende que no se utilicen 
términos como «menor» porque tiene un sentido peyora- 
tivo respecto a la persona humana; que no se pueda hablar 
de patria potestad porque eso significa evocar el patriar- 
cado cuando, en realidad, la patria potestad es el conjunto 
de derechos y deberes que tradicionalmente han tenido 
que asumir los padres para con los hijos, o que tampoco 
pueda hablarse de la tenencia o guarda del menor porque 
eso cosifica a la persona del menor. Bueno, realmente creo 
que hay una embestida cultural que tiene varias facetas y 
hay una que va contra la propia existencia del ser humano, 
que es que solo hombres y mujeres pueden generar vida. 
Pienso que hay muchos que creen en este concepto, que 
hoy invocaba la notable artista Olga Delgrossi. Si hay al- 
gún momento en el que somos, de alguna forma, imagen 
y semejanza del creador, es cuando el hombre y la mujer 
se unen y generan vida. Es difícil imaginarse ese fenóme- 
no sin hombres y mujeres. La vida tiene diferentes etapas, 
algunos ya estamos en la final que caracteriza justamente 
la palabra Senado, que proviene de senectus. En alguna 
época de la humanidad se jerarquizaba la experiencia, la 
edad; hoy hay razones de orden cultural que hacen que, 
de alguna forma, la experiencia y la antigiedad no deban 
ser tenidas en cuenta. Lo cierto es que ese fruto del amor 
del hombre y la mujer, que son los niños, es mi particular 
desvelo. 


Debo confesar que en este proyecto de ley solo encuen- 
tro soluciones que buscan atenuar ese enfrentamiento que 
muchas veces, artificialmente, se pretende estimular entre 
hombres y mujeres. Pone un acento sobre la correspon- 
sabilidad que hombres y mujeres tenemos en la familia. 
Esta iniciativa consagra deberes de los padres, al tenor 
del artículo 41 de la Constitución que dice: «El cuidado 
y educación de los hijos para que estos alcancen su plena 
capacidad corporal, intelectual y social es un deber y un 
derecho de los padres». Creemos que esta legislación que 
se proyecta y que esperamos que se apruebe, cumple con 
todas las exigencias de nuestro derecho nacional e, inclu- 
so, de las convenciones internacionales. La idea central de 
la Convención sobre los Derechos del Niño se resume en 
la fórmula «interés superior del niño», tan en boga en estos 
días, contemplada en el primer inciso del tercer artículo 
que establece: «En todas las medidas concernientes a los 
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niños que tomen las instituciones públicas o privadas de 
bienestar social, los tribunales, las autoridades adminis- 
trativas o los órganos legislativos, una consideración pri- 
mordial a que se atenderá será el interés superior del niño». 


Al respecto, la doctrina ha dicho que cuando hay ni- 
ños en juego, su interés superior y el familiar no tendrán 
connotaciones diferenciadas. No es la eventual voluntad 
discrecional o arbitraria del niño la que se ha de imponer 
y, en todo caso, no se debe incurrir en el error de igualar 
las peticiones o supuestos deseos del niño con su interés 
superior. En otras palabras, si el interés familiar, dadas 
las circunstancias de un supuesto concreto, se ubica en el 
planteo articulado por un adulto —el padre o la madre—, 
en contraposición a los requerimientos del hijo, es porque 
el interés que invoca este no se compadece con su inte- 
rés superior y, por ende, no existirán razones para hacer- 
lo prevalecer. En definitiva, a pesar de que estamos ante 
expresiones diferentes, interés del niño e interés familiar 
—cabe reiterar—, no presentan dicotomía alguna entre am- 
bas, pues no estamos frente a la aplicación de parámetros 
distintos. 


En consecuencia, entendida la cuestión como se acaba 
de describir, los dos intereses siempre marcharán juntos 
en el sentido de que el interés superior del niño no podrá 
tener cabida si se opone al interés familiar, de modo tal que 
si se decide conforme al primero nombrado, el segundo 
necesariamente ha de quedar preservado. La razón estriba 
en que la satisfacción plena de los derechos del niño no se 
compadece con conductas que adquieran ribetes abusivos 
o transgredan la regla básica de la solidaridad familiar. 
Es que no se comprende de qué modo se pueden efectivi- 
zar los derechos de los niños si por hipótesis se verificara 
un aval judicial a las supuestas pretensiones individuales, 
egoístas e insolidarias que aquellos pudieran articular. Es- 
tas son expresiones del doctor Luis Mauricio Mizrahi, un 
reconocido catedrático argentino en materia de derecho de 
familia, en su obra Responsabilidad parental. 


La expresión en inglés del interés superior del niño es 
the best interest of' the child; por lo que se ha deducido que, 
en verdad, la traducción correcta al español sería el mejor 
interés del niño y no el interés superior. De todos modos, 
corresponde aclarar que en la realidad ha sido este último 
texto el que fue, en definitiva, aprobado en nuestro idioma. 


Podría acotarse sobre el tema que el psicoanálisis en 
niños ha advertido que la concepción de intereses superio- 
res o prevalecientes en el núcleo familiar no resulta salu- 
dable por cuanto nos remite a otros intereses subordinados 
o sacrificados en pos de ellos. Es que toda idea de que un 
miembro de la familia, llámese padre o madre, se sacrifi- 
que para que prevalezca un supuesto interés superior es 
susceptible de provocar un sentimiento de culpa en el niño 
que puede paralizar o dificultar su evolución. Como quiera 
que sea y aunque estrictamente estas expresiones no se- 
rían idénticas, debemos atribuir a ellas interés superior y 
mejor interés— el mismo significado, dado que para confi- 
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gurarse siempre será necesario que se identifiquen con el 
interés familiar. 


En nuestro derecho, ello se encuentra en consonancia 
con el artículo 41 de la Constitucional nacional, en cuan- 
to este prescribe que el cuidado y la educación de los hi- 
jos para que estos alcancen su plena capacidad corporal 
e intelectual, así como social, es un deber y un derecho 
de los padres. Entonces, creemos que los padres tienen, 
respecto a sus hijos, como lo preceptúa la norma constitu- 
cional, derechos y deberes. Así también lo han sostenido 
en el derecho comparado prestigiosos juristas que afirman 
la existencia de derechos y deberes en las relaciones pa- 
ternofiliales, como ser: Carbonnier, Ripert y Boulanger, 
De Ruggiero, Bossert, Zannoni, Beluscio en la Argentina, 
Lloveras y Stilerman. 


Por lo regular, los problemas del cuidado personal 
de los hijos se originan cuando los padres, con quienes 
conviven, rompen la unión que tenían hasta entonces y, 
en consecuencia, en la práctica se ven imposibilitados 
de ejercer simultáneamente el cuidado, atención y edu- 
cación de sus descendientes. Sobre el asunto, reparemos 
que la Convención sobre los Derechos del Niño, en su 
artículo 9, numeral 1, establece que «Los Estados partes 
velarán por que el niño no sea separado de sus padres 
contra la voluntad de estos...». En el numeral 3 del mismo 
artículo se impone que «Los Estados partes respetarán el 
derecho del niño [...] a mantener relaciones personales y 
contacto directo con ambos padres...». Digamos que la 
familia es responsable en forma prioritaria de asegurar 
a las niñas, niños y adolescentes —utilizando esta termi- 
nología moderna— el disfrute pleno y el efectivo ejercicio 
de sus derechos y garantías. El padre y la madre tienen 
responsabilidades y obligaciones comunes e iguales en lo 
que respecta al cuidado, desarrollo y educación integral 
de sus hijos. Por eso se ha dicho que los hijos tienen el 
derecho a la preservación de sus relaciones familiares, a 
crecer y a desarrollarse en su familia de origen y a man- 
tener en forma regular y permanente el vínculo personal 
y directo con sus padres, aun cuando estos estuvieren 
separados o divorciados. 


La separación de los padres no debe influir sobre el 
cuidado personal compartido que estos deben tener de 
sus hijos y estos se podrán dispensar tanto si el hijo per- 
manece un tiempo similar con cada padre como si reside 
de manera principal en el domicilio de uno, y secundaria 
en el del otro. No obstante, lo que más caracteriza a los 
cuidados compartidos es que el hijo permanece con uno 
y otro padre por períodos más o menos equivalentes. La 
tenencia o convivencia compartida asegura al niño que 
ambos padres podrán cumplir con su deber de dispen- 
sarle los cuidados, a los que están obligados, y a su vez 
permitirá a los hijos disfrutar del trato con ambos pro- 
genitores. Serán actos de la corresponsabilidad parental 
todos aquellos de significancia singular para el interés 
de los hijos, como decidir el tipo de educación que reci- 
birán, su escolaridad, establecimiento a los que concu- 
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rrirán, si será en jornada simple o doble, si practicarán o 
no deportes, viajes, instrucción religiosa o no, etcétera. 
A su vez, la tenencia compartida permitirá el cuidado 
personal en la vida cotidiana del niño, o sea, determinar 
a qué hora se despertará, a qué hora deberá ir a dormir, 
atender su higiene dental, su desayuno, los traslados de 
ida y vuelta al establecimiento educacional o a la casa 
de sus amigos, etcétera. Estos actos obviamente solo se 
pueden cumplir mediante la convivencia del niño con 
sus progenitores y la tenencia compartida permite dis- 
tribuir estas responsabilidades particularmente en bene- 
ficio del niño. 


La tenencia compartida supondrá que el hijo pasará 
períodos de tiempo con cada uno de los progenitores, 
lapsos que responderán a la organización de la familia 
y a las posibilidades de los padres y la tenencia será 
compartida aun cuando tenga la particularidad de que 
los tiempos que el niño pase con cada uno de ellos sea 
de diferente extensión. La tenencia compartida tiende a 
neutralizar los efectos negativos emergentes del quiebre 
de la convivencia de los progenitores, lo que genera un 
sentimiento de pérdida que se mitiga con el acercamiento 
a ambos —que se alternan en su cuidado— por parte de los 
hijos. Por otro lado, permite que el hijo se consustancie 
con ambos progenitores, integrándose mejor a su núcleo 
familiar. A su vez, la tenencia compartida permite una 
actuación de mayor equivalencia de los padres, hacien- 
do más llevaderas las tareas que corresponden al papel 
que ambos deben jugar con relación a sus hijos. Digamos 
que la tenencia compartida permite que los hijos alter- 
nen con ambos progenitores y se enriquezcan con las 
particularidades de ambos, su sensibilidad, sus destrezas 
O aptitudes, que seguramente serán diferentes y permiti- 
rán al niño efectuar opciones más acordes a sus propias 
aptitudes e intereses. 


De acuerdo con el artículo 12, numeral 1, de la Con- 
vención sobre los Derechos del Niño, se consagra el 
derecho de todo niño que esté en condiciones de for- 
marse un juicio propio, de expresar su opinión libre- 
mente en todos los asuntos que lo afecten, teniéndosela 
en cuenta debidamente en función de su edad y madu- 
rez. Las normas proyectadas recogen este derecho del 
niño, que deberá ser oído en los procedimientos que en 
ellas se regulan. Como señala la convención, los niños 
y las niñas ejercen sus derechos de manera progresiva 
a medida que desarrollan un mayor nivel de autonomía 
personal. 


Sobre esta materia se ha entendido que, a efectos de 
garantizar el derecho del niño a ser escuchado, se debe 
tener especial consideración sobre la preparación, que 
consiste en informar al niño de sus derechos a expresarse 
y los efectos que ello tendrá en la toma de decisiones. El 
desarrollo de la audiencia será en un espacio de confianza 
y consideración sobre lo dicho, en un marco de confiden- 
cialidad, con la evaluación de la capacidad del niño a los 
fines de tener debidamente en cuenta las opiniones, siem- 
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pre que el análisis del caso concreto indique que el niño es 
capaz de formarse un juicio propio, siendo ello un factor 
destacado en la resolución de la cuestión. También habrá 
que comunicar al niño cómo se tuvieron en consideración 
sus Opiniones en la resolución del asunto y su derecho a 
presentar recursos cuando entienda que se ha violado su 
derecho. 


Estas son conclusiones a las que llega la doctora 
Carolina Duprat, otra eminente especialista en dere- 
cho de familia, de nacionalidad argentina, en su obra 
Responsabilidad parental. Digamos que la doctrina y la 
jurisprudencia argentinas tienen mayor experiencia que 
la nuestra en estos temas de corresponsabilidad paren- 
tal y tenencia compartida porque ya hace varios años, 
durante el gobierno de la doctora Fernández de Kirch- 
ner, se aprobó el Código Civil y Comercial de la Nación 
Argentina en cuyo artículo 651 se impone la tenencia 
compartida, al igual que ha sucedido en las legislacio- 
nes de otros países, como Italia y Francia. En el derecho 
argentino esta autora también ha sostenido que desde la 
doctrina y la jurisprudencia se fue avanzando hacia la 
tenencia compartida, figura que no estaba expresamen- 
te prevista en el ordenamiento argentino, pero cuyas 
ventajas son: a) permite al niño mantener un estrecho 
vínculo con ambos padres; b) la participación activa de 
los progenitores en la vida del infante lo estimula a pro- 
veer sus necesidades; c) se facilita la inserción laboral 
de la madre y aumentan las posibilidades de que ambos 
padres colaboren en la manutención del hijo y d) nin- 
guno de los padres se siente excluido del proceso de 
crianza del niño. 


La citada autora termina señalando que tanto la doc- 
trina especializada como la jurisprudencia han hecho un 
importante camino previo que llevó a la consagración de 
la tenencia compartida como principio en la legislación 
argentina, a efectos de adecuar la equivalencia de respon- 
sabilidades de los progenitores en la crianza y educación 
de los hijos. 


Estos especialistas en derecho de familia, en un orde- 
namiento jurídico que tiene una mayor experiencia que la 
nuestra en los temas de corresponsabilidad en la crianza 
y tenencia compartida, aconsejan las soluciones que mo- 
destamente se han tratado de consagrar en este proyecto 
de ley. Digamos que todo esto, en definitiva, debe obrar a 
favor de la familia y de los niños, que son los destinatarios 
últimos de nuestra labor. 


Muchas gracias. 


25) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de un asunto 
entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente). 
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SEÑORA PROSECRETARIA (Victoria Vera).- «El 
Poder Ejecutivo remite un mensaje, de conformidad con 
lo establecido por el numeral 11 del artículo 168 de la 
Constitución de la república, por el que solicita la venia 
correspondiente para conferir los ascensos al grado de co- 
ronel médico de los Servicios Generales Comunes de las 
Fuerzas Armadas, con fecha 1.” de febrero de 2022, por 
el sistema de antigiiedad y selección, y por aplicación del 
artículo 106 de la Ley n.? 19775, de 26 de julio de 2019, 
en orden de precedencia, al teniente coronel médico Ro- 
binson Rodríguez y a la teniente coronel médico Mónica 
Noble. (Carpeta n.” 747/2022)». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasa a la Comisión de De- 
fensa Nacional. 


26) CRISIS DEL AÑO 2002 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de otro asunto 
entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente). 


SEÑORA PROSECRETARIA (Victoria Vera).- «La 
señora senadora Liliam Kechichian, de conformidad con 
lo establecido por el artículo 180 del Reglamento del Sena- 
do, solicita autorización para que el señor senador Mario 
Bergara realice una exposición verbal por el término de 
treinta minutos, en la sesión ordinaria del día 16 de agos- 
to del corriente, a los efectos de referir al tema Crisis del 
año 2002». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde votar la au- 
torización solicitada por la señora senadora Kechichian, 
como coordinadora de la bancada del Frente Amplio, a 
efectos de que el señor senador Bergara realice su expo- 
sición en la sesión ordinaria del día 16 de agosto del co- 
rriente. 


(Se vota). 

—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda autorizado, pues, el señor senador Bergara a 
realizar la mencionada exposición verbal. 
27) SOLICITUDES DE LICENCIA E 


INTEGRACIÓN DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA. Léase una solicitud de li- 
cencia. 
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(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero). - «Mon- 
tevideo, 2 de agosto de 2022 


Señor secretario del Senado 
Gustavo Sánchez 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Solicito a usted ponga a consideración del Cuerpo mi 
siguiente pedido de licencia. 


En mi condición de vicepresidenta de la república he 
sido invitada a representar al Gobierno uruguayo en la 
ceremonia de trasmisión de mando de la República de Co- 
lombia. 


En virtud de ello, solicito al Cuerpo me conceda licen- 
cia el sábado 6 y el domingo 7 de agosto. 


Sin otro particular. 
Beatriz Argimón. Presidenta de la Cámara de Senadores». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—23 en 24. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que, en virtud de que estaré en 
uso de licencia por los días 6 y 7 de agosto, pasará a ocupar 
la vicepresidencia de la república la señora senadora Gra- 
ciela Bianchi. Por tal motivo, y habiendo presentado nota 
de desistimiento los señores Fernanda Maldonado, Pablo 
Caram, Ricardo Planchón y Alejandro Draper informando 
que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, queda convocado el señor Jorge Saravia, quien ya 
ha prestado la promesa de estilo. 


28) CORRESPONSABILIDAD EN LA CRIANZA 


SENORA PRESIDENTA.- Continúa el tratamiento 
del tema en consideración. 


SENOR CARRERA -- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERA.- Señora presidenta: estamos dis- 
cutiendo un tema complejo. 


Anoté una palabra: «indignación»; este proyecto me 
produce una profunda indignación. Es profundamente in- 
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justo que estemos discutiendo de esta manera un tema tan 
sensible para el país como es el de la niñez. Puede moles- 
tar esta expresión, pero es la verdad. 


Hoy lo señaló el señor senador Mahía: acá se dio una 
discusión exprés. El proyecto de ley ingresó el 12 de julio 
—un sustituto— y se votó el 19. Solicitamos —lo mencionó 
el señor senador Mahía— que se recibiera a un conjunto de 
delegaciones oficiales para que dieran su opinión, como 
por ejemplo el Comité de los Derechos del Niño de Nacio- 
nes Unidas, el Comité de los Derechos del Niño Uruguay, 
el Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adoles- 
centes, Unicef, INAU, Red Pro Cuidados del Uruguay, la 
Asociación de Magistrados del Uruguay, la Asociación de 
Defensores Públicos del Uruguay. También se recibieron 
solicitudes de la sociedad civil y no se quiso que se ex- 
presara. 


En este tema se rompió con una larga tradición de esta 
casa. En la década de los noventa se legisló en Uruguay y 
se aprobó la Convención sobre los Derechos del Niño. Di- 
mos ese paso, se concretó ese avance, pero después trans- 
currieron catorce años —creo que la señora presidenta era 
legisladora en ese entonces— antes de llegar a un acuerdo 
y votar el Código de la Niñez y la Adolescencia que se 
aprobó por unanimidad, porque todo el sistema político 
lo acompañó. Cuando se habla de cambios o de que se hi- 
cieron modificaciones desde el 2004 a la fecha, tenemos 
que recordar que muchos de ellos fueron por unanimidad. 
Fueron avances que se dieron en la protección de esos de- 
rechos. Por eso afirmamos que son profundamente injus- 
tos esta discusión y este proyecto; ojalá que no se vuelva a 
vivir un acto de tal retroceso en los derechos de la niñez y 
que se discuta sobre los verdaderos problemas y urgencias 
de nuestros niños, niñas y adolescentes. 


Las organizaciones sociales han manifestado —y con 
razón— que es un proyecto de ley innecesario y que afecta 
a nuestra niñez. Es innecesario porque la tenencia com- 
partida y la corresponsabilidad en la crianza ya existe y, 
como decía el señor senador Mahía, estamos de acuerdo. 
Lo digo como padre que ejerzo la corresponsabilidad en la 
crianza de mis hijos. No hay necesidad de avanzar como 
se está proponiendo en esta iniciativa. 


Desde el Frente Amplio consideramos que es un pro- 
fundo error, ya que la gran mayoría de los casos se resuel- 
ve, en nuestro país, sin ningún problema. No hay evidencia 
de que sea necesario avanzar por este camino. Tal como ha 
quedado de manifiesto en la Comisión de Constitución y 
Legislación a la hora de consultar versiones o proyectos 
anteriores, así como en la contestación a algunos pedidos 
de informes que realizó nuestra compañera Nane, la gran 
mayoría de los casos se resuelve sin ningún inconveniente. 


Asimismo, señora presidenta, decimos que las leyes 
deben ser generales y abstractas, pero aquí se quiere le- 
glslar por una porción ínfima de casos. Además, se quiere 
cambiar la matriz de nuestro sistema de protección a la 
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niñez, que se basa en el interés superior. Esto hace —en 
nuestra opinión— que el cambio que se propone llegue a 
no estar de acuerdo con lo previsto en la Constitución de 
la república. 


La Suprema Corte de Justicia ha compartido el deno- 
minado bloque de constitucionalidad, y ha dicho que las 
convenciones internacionales de derechos humanos se in- 
tegran a nuestra Constitución por la vía del artículo 72, 
por tratarse de derechos inherentes a la dignidad humana 
que la comunidad internacional reconoce a tales efectos. 
Es decir que el bloque de constitucionalidad marca que los 
derechos fundamentales inherentes a la persona humana 
hacen parte de nuestro ordenamiento jurídico. Sin embar- 
go, los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes 
reconocidos en las convenciones y demás instrumentos 
internacionales están siendo violentados por este proyecto 
de ley, que viola el interés superior del niño establecido en 
la Convención sobre los Derechos del Niño. Este proyecto 
de ley violenta la Convención sobre los Derechos del Niño 
y, por ende, la Constitución de la república, en una inter- 
pretación armoniosa de los artículos 7, 72 y 332. 


Además, como decíamos, es un proyecto innecesario 
e inconstitucional. En ese sentido, nos preguntamos si no 
existen problemas referidos a la niñez que deberíamos 
estar tratando hoy aquí. Sí, muchos. Existen problemas 
relacionados con la pobreza. Hoy aquí deberíamos estar 
discutiendo y buscando instrumentos para atender los pro- 
blemas de la pobreza. Deberíamos estar discutiendo cómo 
hacer frente al terrible problema de la pobreza infantil y 
cómo se vive esta situación durante la infancia y la adoles- 
cencia, que marca todo el desarrollo futuro. 


Deberíamos estar discutiendo cómo hacer frente a los 
problemas de acceso a la justicia; cómo resolver los pro- 
blemas de las familias más débiles, que no pueden acceder 
a la justicia porque es lenta —los procesos de familia son 
lentos—, por la falta de recursos, de técnicos y de defenso- 
res de oficio, como señalaba el señor senador Mahía. Hay 
inequidad en el acceso a la justicia; hay problemas para 
acceder ella. Eso es lo que deberíamos estar discutiendo 
hoy aquí: cómo levantar las trabas para acceder a la jus- 
ticia. 


Deberíamos estar discutiendo acerca de los problemas 
de violencia, como también señalaba el señor senador Ma- 
hía. Al respecto —lo señalé anteriormente—, la evidencia 
es contundente. Tanto los informes del Sipiav, como las 
dos Encuestas Nacionales de Prevalencia sobre la Vio- 
lencia Basada en Género y Generaciones y los informes 
de Unicef, hacen visibles las historias de dolor, de some- 
timientos y de horror que viven nuestros niños, niñas y 
adolescentes y concluyen que, al contrario de lo que se 
espera —como señalaba el señor senador Mahía—, son los 
entornos afectivos más cercanos los lugares más inseguros 
para nuestra niñez. 
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En el documento La violencia contra niños, niñas y 
adolescentes. Análisis en el marco de la Segunda Encues- 
ta Nacional de Prevalencia sobre Violencia Basada en 
Género y Generaciones 2019, Unicef dice: «La exposición 
de niñas, niños y adolescentes a la violencia de pareja ha- 
cia las mujeres en sus hogares tiene consecuencias signi- 
ficativas para su bienestar y desarrollo. Conocer en qué 
magnitud se dan estas situaciones posibilita la generación 
de acciones de apoyo para superar los impactos y diseñar 
políticas que activen mecanismos de protección y segui- 
miento de los niños, niñas y adolescentes en estos contex- 
tos». El estudio deja en evidencia la significativa exposl- 
ción de menores en situaciones de violencia de género al 
estimar que un 20 % vive en hogares donde se reporta que 
ha habido violencia ejercida por la pareja o expareja en los 
últimos doce meses, y aumenta a 1 de cada 3 si se con- 
sidera, además, la violencia familiar que viven las muje- 
res. Se estima, entonces, que unos 386.000 niños, niñas y 
adolescentes viven en hogares donde se reportó violencia 
basada en género en los últimos doce meses, en definitiva, 
en entornos negativos para el desarrollo. 


Asimismo el Sipiav, en su Informe de Gestión Anual 
2021, señala que a lo largo del año pasado se atendieron 
unas 7035 situaciones de violencia hacia niñas, niños y 
adolescentes, lo que implica la intervención en promedio 
de 19 casos por día. De ese total de casos, 2882 correspon- 
den a nuevas situaciones ingresadas al sistema durante el 
2021. La cifra representa un aumento del 43 % respecto a 
2020, año en el que se registraron 4911 casos de violencia. 


Entonces, sobre esos temas tendríamos que estar discu- 
tiendo. Tendríamos que estar discutiendo sobre los proble- 
mas de pobreza, de acceso a la justicia, de la violencia que 
sufren nuestros niños, niñas y adolescentes. Sin embargo 
no es así, estamos discutiendo acerca de este proyecto, que 
llega a ser hasta incongruente, señora presidenta, ya que 
en algunos casos deroga o contraviene legislación vigente, 
por ejemplo todo el capítulo XI del Código de la Niñez y 
la Adolescencia, que fue votado por unanimidad en esta 
casa en el 2019. Contraviene toda la Ley n.* 19747, que 
justamente buscaba fortalecer el acceso a la justicia y la 
adecuada protección y restitución de los derechos cuando 
estos se encuentran vulnerados por una situación de vio- 
lencia. 


Insisto: esos son los temas que tendríamos que estar 
discutiendo, pero lamentablemente no lo podemos hacer 
porque se inicia un camino que es dejar de lado los con- 
sensos políticos, justamente en un tema tan sensible para 
el país como son las políticas de niñez y adolescencia. 


Lamentablemente no se pudo recibir, no se pudieron 
dar los debates necesarios, no se pudo escuchar, pese a 
que teníamos tiempo, porque hoy es 2 de agosto. Desde 
que ingresó el proyecto, el 12 de julio, nos podríamos ha- 
ber organizado en comisión y haber recibido a las delega- 
ciones oficiales, pero también a las organizaciones de la 
sociedad civil. 
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Como dije, señora presidenta, la aprobación de este 
proyecto rompe con una larga tradición parlamentaria de 
intercambio, negociación y búsqueda de acuerdos por con- 
siderar y otorgar estatus de política de Estado a los temas 
de infancia y adolescencia en el Uruguay. No es bueno 
para las niñas y los niños de este país, pero tampoco lo es 
para la democracia que se legisle así. 


El Uruguay tiene un camino recorrido hasta que este 
proyecto hoy tenga una primera sanción. Mencionamos 
todo lo que tiene que ver con cómo se votó la Convención 
sobre los Derechos del Niño, cómo se llegó al Código de la 
Niñez y la Adolescencia, cómo fue un avance en nuestro 
país. El proyecto que se está debatiendo hoy sin el sufi- 
ciente análisis contiene aspectos contrarios, como señala- 
ba el señor senador Mahía, al interés superior de las niñas, 
niños y adolescentes, por más que se lo quiera presentar de 
otra manera. Está sustentado y construido desde la visión 
de adultos, por y para dirimir conflictos de los adultos, y 
de unos pocos, porque no solo no hay evidencia que mues- 
tre lo contrario, sino que no hay un análisis jurídico con- 
tundente que haga lugar a que este sea el camino. 


Lo grave de aprobar este proyecto en esta jornada 
es que se está habilitando a que las personas que estén 
en cumplimiento de medidas cautelares por motivos de 
violencia o abuso hacia sus hijos puedan restablecer la 
vinculación y visitas hasta que no se dicte la sentencia 
definitiva. Eso es muy grave. La gravedad de esta trans- 
gresión a los principios y mandatos legales resulta de una 
incongruencia inédita, sobre todo porque va en contra de 
los derechos consagrados. 


Como no hay evidencias, no hay datos que sustenten 
este proyecto, uno se podría llegar a preguntar hasta para 
quién está pensado. Además las leyes que salgan de esta 
casa tienen que ser mandatadas por razones de interés ge- 
neral. Como señalé, en mi visión es un proyecto inconsti- 
tucional por ser contrario al bloque de constitucionalidad, 
innecesario, inconveniente, incongruente y que daña a la 
niñez y a los adolescentes. 


Pasemos revista, señora presidenta, al articulado. 


El artículo 1. establece el principio de corresponsa- 
bilidad en la crianza, recogiendo lo que ya está estable- 
cido en la Convención sobre los Derechos del Niño y lo 
que está vigente en nuestro ordenamiento jurídico. Este 
artículo carece de contenido y es redundante que se esta- 
blezca el reconocimiento de un instrumento jurídico como 
la convención, que ya fue ratificada pero que además ya se 
encuentra regulada en el Código Civil y en el Código de 
la Niñez y la Adolescencia. En tal sentido, cuando compa- 
reció la cátedra de Derecho de Familia de la Universidad 
de la República en el 2021 para comentar otro proyecto, 
manifestó que las propuestas planteadas eran redundantes 
ya que nuestro ordenamiento jurídico las prevé. 
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El artículo 2. modifica el artículo 34 del Código de 
la Niñez y la Adolescencia. Su inciso primero viene a 
consagrar algo que ya existe en el Código Civil, la patria 
potestad, por lo cual no es recomendable su aprobación 
por superabundante y por llevar a confusiones en algo 
que ya está claramente regulado en nuestro ordenamien- 
to jurídico. 


El inciso segundo confunde los conceptos de guarda y 
tenencia, y no queda claro a qué se refiere aquí con la co- 
rresponsabilidad en la crianza, pues la patria potestad no 
la pierde ningún padre o madre por el hecho de separación 
ni por la fijación de un régimen de visitas. 


La Asociación de Magistrados del Uruguay se expresó 
coincidentemente en su comparecencia: con relación a la 
modificación del artículo 34, la corresponsabilidad paren- 
tal es un concepto que resulta abarcado en nuestro derecho 
en la regulación del instituto de la patria potestad. Se con- 
funden los conceptos y se mezclan los de guarda jurídica, 
custodia y tenencia. 


El artículo 3. modifica el artículo 35 del Código de la 
Niñez y la Adolescencia, referente al proceso de tenencia y 
visita, y faculta a los jueces al respecto. Nosotros creemos 
que este artículo complejiza, porque si se le da un plazo, se 
debería establecer una sanción. De lo contrario, esta va a 
ser una norma que constantemente será incumplida. 


El artículo 4. agrega un artículo 35 BIS al Código 
de la Niñez y la Adolescencia revirtiendo o poniendo en 
contradicción las legislaciones actuales aprobadas para la 
protección de la niñez y la adolescencia que ratifican los 
principios de la convención, muy especialmente en aquel 
referente a la prohibición de revinculación de los niños, 
niñas y adolescentes con quienes están denunciados de 
atentar contra la integridad física, psíquica o sexual in- 
trafamiliar. En particular, el literal B) del artículo pro- 
yectado permite continuar con un régimen de visitas ante 
casos de denuncias por violencia intrafamiliar, lo cual es 
a todas luces inaceptable y gravísimo, señora presidenta. 
Se intenta proteger el interés del progenitor por encima 
de la integridad física de los niños, niñas y adolescentes. 
El riesgo que se asume es desmesurado porque la mayor 
parte de las denuncias existentes responden a situaciones 
reales de violencia intrafamiliar y no a denuncias infunda- 
das, como se ha dicho. La gran mayoría de las denuncias 
son fundadas, y no es como se dice, señora presidenta. A 
mí me ha tocado estar vinculado a estos temas y no es 
verdad que la mayoría de las denuncias sean infundadas 
y sin pruebas. De manera que la modificación del artículo 
4” es gravísima. 


El artículo 5.2 modifica el artículo 37, referente a los 
procesos sobre tenencia. Se agrega un segundo inciso en 
el cual se establece el plazo de ciento veinte o ciento cin- 
cuenta días contados para que resuelva el juez. 
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El artículo 6.” modifica el artículo 39 en cuanto a la 
determinación del régimen de visitas. La determinación 
de la visita se fijará de común acuerdo entre las partes. A 
falta de acuerdo o que se impida o limite el ejercicio del 
derecho mencionado, el tribunal lo fijará conforme al prin- 
cipio de la corresponsabilidad en la crianza. 


El artículo 7. está a tono con el espíritu vacío de la ley. 


El artículo 8.” establece el principio de incolumidad de 
pensión alimenticia. Este artículo es innecesario en nues- 
tra opinión, y en el contexto del resto del articulado daría 
a entender que su motivo de existencia es desmentir los 
argumentos en contra de padres que usan la tenencia com- 
partida para evitar pagar pensiones alimenticias, pero en 
la práctica muchos jueces establecen igual la pensión sin 
ningún inconveniente. 


El artículo 9.* da al niño o a la niña la calidad de parte 
procesal. Este artículo modifica el sistema procesal actual, 
dando al niño o a la niña la calidad de parte, pero no queda 
claro qué tipo de parte sería. El niño o la niña no se puede 
ubicar en un proceso de visitas como actor, como deman- 
dado ni como tercero. Es indiscutible que el niño o la niña 
debe ser oido y sus intereses protegidos, pero es sujeto al 
proceso con un estatuto especial. No queda claro cuáles 
serán las consecuencias ni cuál es el objetivo concreto de 
esta regulación. 


El artículo 10 dispone la designación de un defensor de 
oficio para el niño, la niña o el adolescente, y el artículo 11 
introduce la posibilidad de la mediación ante los centros 
especializados del Poder Judicial. 


El artículo 12 prevé la posibilidad de solicitar la auxi- 
liatoria de pobreza para las partes que no posean recur- 
sos para financiar el proceso. Consideramos que con este 
artículo —una vez más— se está regulando para la tribuna, 
porque si queremos realmente declarar, declaremos la au- 
xiliatoria de todo: de todos los costos del proceso, pero 
también de los costos de las partidas de nacimiento, por- 
que nosotros vemos muchas veces que una madre o un pa- 
dre no tienen plata para sacar las partidas en la Dirección 
General del Registro de Estado Civil. Entonces, si vamos 
a discutir, tenemos que discutir en serio cómo se puede 
acceder a la justicia sin ningún tipo de obstáculo. 


El artículo 13 no lo compartimos, porque considera- 
mos que son conceptos que nada agregan a la normativa 
ya existente. 


En definitiva, señora presidenta, no tenemos dudas de 
que es necesario avanzar en los temas de corresponsabi- 
lidad en el cuidado de niñas, niños y adolescentes, pero 
no puede hacerse sobre la base de malas experiencias de 
algunos adultos, que son la excepción en nuestro sistema y 
no la regla. No se debe legislar para situaciones individua- 
les o particulares, sino para la generalidad de la población. 
Las leyes tienen que ser generales y abstractas. 
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El proyecto supone una regresividad en perspectiva 
de derechos humanos, lo que atenta o pone en riesgo el 
principio de progresividad que caracteriza la materia y 
que implica el gradual progreso en los distintos derechos 
y sus garantías. Es particularmente regresivo si tenemos 
en cuenta las obligaciones y los principios rectores que 
asumió nuestro Estado al ratificar la Convención sobre los 
Derechos del Niño y, posteriormente, al aprobar el Código 
de la Niñez y la Adolescencia. 


En resumen, señora presidenta, este proyecto no solo 
no contribuye a mejorar la situación de la infancia y la 
adolescencia, sino que las pone en riesgo en opinión de 
la bancada de senadores del Frente Amplio. El deber del 
Estado es asegurar su protección integral y su interés su- 
perior para que puedan desarrollar todas sus capacidades, 
sus habilidades y toda su autonomía, y para que puedan 
vivir libres de todas las formas y las expresiones de vio- 
lencia. Debe ser un Estado que asegure que los niños y las 
niñas no tengan dueños ni sean tratados como mercancías 
de cambio. 


Una cosa muy importante, que nos preocupa, señora 
presidenta, es la modificación del artículo 4.2. Los espe- 
cialistas han dicho que obligarlos a pasar tiempo con una 
persona que ejerció violencia o abuso es silenciar para 
siempre a los niños y a las niñas que sufren violencia, es 
profundizar su sufrimiento y su daño. 


Señora presidenta: eso es lo que nos preocupa, y por 
eso la bancada de senadores del Frente Amplio no va a 
acompañar en general ni en particular este proyecto. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MANINI RÍOS.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MANINI RÍOS.- Señora presidenta: es ver- 
dad que hoy podríamos estar hablando de muchísimos 
otros temas muy importantes para la vida de nuestra so- 
ciedad, pero hoy nos toca hablar de este, que es realmente 
importante. 


Me sorprende que cause indignación algún tema for- 
mal por la supuesta falta de tiempo que hubo en el trata- 
miento de este proyecto, que entró en setiembre de 2020, 
que se discutió largamente y por el que se recibieron de- 
legaciones de todo tipo, como bien mencionó, con lujo de 
detalles, la senadora miembro informante. Se recogieron 
testimonios de muchos de los organismos que se nombran 
en documentos que en algún otro momento se hicieron 
para tratar de demostrar lo contrario, pero cuando esos 
organismos comparecieron ante la comisión, en definitiva 
apoyaron la esencia de este proyecto. 
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Soy de los que creen que en la vida, y particularmente 
en la política, lo que manda es la realidad; no la teoría, no 
los libros, sino la realidad. Hoy la realidad nos dice que 
se están cometiendo tremendas injusticias procurando un 
efecto en la aplicación de leyes que buscan —al menos asi 
está en su exposición de motivos— enfrentar la violencia 
hacia la mujer, pero que en los hechos han tenido como 
resultado exactamente lo contrario: han aumentado noto- 
riamente los casos de violencia hacia la mujer. 


Creemos que en este tema que hoy nos convoca clara- 
mente se están dando —y esta es la realidad de la que yo 
hablo— casos de injusticia notoria, o casos de impotencia 
y violencia derivada notoria. Por ejemplo, me refiero a pa- 
dres que son privados de visitar o de ver a sus hijos; de 
abuelos, tíos y primos que pierden contacto con los niños 
en aras de la aplicación de determinados artículos, o por 
visiones que muchas veces son sesgadas, influenciadas, y 
creo que generan efectos tremendamente negativos. 


Se ha dicho que es innecesario avanzar en este tema; 
creo que no, que es muy necesario. Cuando sabemos que 
hay inocentes que hoy están siendo víctimas de una ma- 
nipulación y de determinados prejuicios, creemos que es 
urgente legislar al respecto. Creemos que hay urgencia. 


Se ha dicho que aquí los derechos humanos son vio- 
lentados por este proyecto. Creo que, por el contrario, y 
como muy bien dijo la señora senadora miembro infor- 
mante, privar a un niño del contacto con su padre es una 
forma de maltrato infantil. Eso no puede llevarnos a mirar 
hacia el costado; tenemos que actuar, tenemos que legislar, 
tenemos que cambiar, en cierta forma, esta realidad. 


Son innumerables los testimonios —que claramente 
demuestran lo que estoy diciendo— de hechos evidente- 
mente injustos, que llevan a una impotencia y al senti- 
miento de que se está violando el artículo 8.2 de la Cons- 
titución, que dice que somos todos iguales ante la ley. No; 
no somos todos iguales. Acá, por su condición o por su 
género, hay unos más iguales que otros, y eso no puede 
ser. No podemos permitir esa violación al artículo 8.” de 
la Constitución. 


Miro el proyecto en sí, que es lo que hoy estamos 
discutiendo. Estamos discutiendo un proyecto de ley, no 
ideas abstractas ni otra cosa más que no sea un proyecto de 
ley. Parto de la base de que todos queremos lo mejor para 
nuestra sociedad, como se dijo aquí; todos, de cualquier 
partido político. Por lo tanto, hay cosas que no puedo en- 
tender. No entiendo que haya quienes no estén de acuerdo 
con el artículo 1.. Por más que sea reiterativo y que esté 
diciendo lo que ya está escrito aquí o allá, a nadie pue- 
de molestar que se declare y se reconozca el principio de 
corresponsabilidad en la crianza, «entendiéndose por ello 
que ambos padres tienen derechos y obligaciones comunes 
en lo que respecta a la crianza y desarrollo de los niños y 
adolescentes, cualquiera sea el régimen de tenencia fijado 
judicialmente o por acuerdo». Así lo dice el artículo 1.*. 
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«El Estado y las instituciones y organismos públicos 
deberán adoptar las medidas tendientes a garantizar y ha- 
cer efectiva la aplicación de este principio». ¿Qué es lo que 
molesta de esto que está escrito? ¿Que el Estado garantice 
que se aplique ese principio, por más reiterado que esté en 
otras partes de nuestro ordenamiento jurídico? ¿Qué es lo 
que molesta del artículo 2.”, cuyo tercer inciso dice: «De 
no existir acuerdo entre los padres, la tenencia será resuel- 
ta por el Juez de Familia quien deberá dictar las medidas 
necesarias para su cumplimiento, así como para garantizar 
el efectivo ejercicio del derecho y deber de ambos padres 
de participar activa, equitativa y permanentemente en la 
crianza, educación y desarrollo integral de niños y ado- 
lescentes cualquiera sea el régimen de tenencia resuelto?». 
¿Qué es lo que puede argumentar alguien en contra de esa 
disposición, de ese artículo? ¿Quién puede argumentar en 
contra de lo establecido en el artículo 3. en cuanto a que 
el juez deberá recabar la opinión del niño o adolescente, de 
conformidad con los artículos 8 y 16 del presente código? 
Se refiere al Código de la Niñez y la Adolescencia. ¡Va a 
ser en un ámbito adecuado y adoptándose todas las medi- 
das para garantizar que la misma sea expresión de su vo- 
luntad reflexiva y autónoma, según su grado de desarrollo 
cognitivo y autonomía progresiva! Sin perjuicio de ello, 
se deberá evitar su comparecencia reiterada e innecesaria. 


¡¿Qué es lo que se puede argumentar en contra de la 
disposición, de que una vez evaluados los parámetros an- 
teriores y si las condiciones familiares lo permiten, el juez 
privilegiará la tenencia compartida en la medida en que 
esta resulte la mejor forma de garantizar el interés supe- 
rior del niño o adolescente?! ¿Qué se puede argumentar en 
contra de las disposiciones en cuanto a que el cumplimien- 
to del interés superior del niño o adolescente, la tenencia 
alternada, una vez dispuesta, deberá ser cumplida sin que 
sea obstáculo para ello el que uno de los padres se oponga 
en base al mal relacionamiento con el otro? Decenas y de- 
cenas de testimonios tenemos, de denuncias infundadas — 
por más que se diga que son pocas, no son tan pocas— para 
evitar el contacto del cónyuge con el hijo. A veces puede 
ser la mujer de la pareja la víctima de estas circunstancias. 
También tenemos testimonios en ese sentido. 


¿Qué puede argumentarse en contra de que el juez en 
todo caso deberá tener en cuenta y procurar que aun des- 
pués de fijado el régimen de tenencia se asegure el mante- 
nimiento de los vínculos familiares de los niños y adoles- 
centes con las familias ampliadas de cada uno de ellos, y 
que se vele por su estabilidad familiar de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 40 de la Constitución? 


Vamos al artículo 4.” que al menos hasta ahora es 
el más criticado. Este indica que se considera incumpli- 
miento reiterado del régimen fijado, el entorpecimiento, 
su impedimento en dos oportunidades sucesivas o en cua- 
tro oportunidades, dentro de los dos meses. Asimismo, en 
su literal B), que trata de la modificación del artículo 35, 
establece: «En el caso de adoptarse medidas cautelares a 
raíz de una denuncia formulada por parte de un progenitor 
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contra el otro, el Juez, manteniendo en todo tiempo las 
garantías del debido proceso y el principio de inocencia, 
evaluará bajo su más seria responsabilidad funcional la 
necesidad o no de modificación del régimen de tenencia 
y su ejercicio». El juez es el que tiene, en definitiva, la 
responsabilidad. En ese sentido tenemos las garantías que 
puede dar el sistema judicial. 


En cuanto a las visitas de aquellos que están con me- 
didas cautelares dice claramente «que las visitas sean 
en lugares públicos, en presencia de familiares del niño 
o adolescente, en reparticiones estatales adecuadas, o de 
cualquier otra forma que a criterio del Juez garantice la 
protección de la integridad física y emocional de los niños 
y adolescentes, y disponiendo el régimen de seguimiento 
periódico necesario». 


Creemos que las garantías están dadas. Creemos que 
a veces, sobre todo ante la gran cantidad de denuncias de 
dudosa pertinencia, este tipo de garantías son convenien- 
tes para evitar esa ruptura, esa separación del padre con 
un niño, que a veces se prolonga por años; y cuando la 
edad del niño es baja, ello genera que el niño termina por 
desconocer al padre, lo que destruye ese vínculo tan ne- 
cesario, dicho por todos los psicólogos entendidos en el 
tema, etcétera. 


El artículo 5.” establece que el juez deberá dictar sen- 
tencia definitiva dentro de un plazo máximo de ciento 
veinte días. Incluso se puede prorrogar por treinta días 
más. Creemos que poner plazo es de sentido común, de ló- 
gica, para evitar ese daño en el vínculo entre padre e hijo. 


El artículo 6.2 expresa que solo por motivos 
particularmente graves y sobre los cuales existen indicios 
fundados, podrá denegarse el régimen de visitas proviso- 
rio, solicitado por el progenitor. 


En el artículo 10 se establecen pautas para los defen- 
sores del niño o adolescente. Creemos que es bueno que 
se marquen ciertas condiciones para dar seriedad a esta 
defensoría que, muchas veces, se confunde en una masifi- 
cación donde el abogado casi no conoce el caso y entra a 
la audiencia conociendo al niño minutos antes. Son innu- 
merables los testimonios en ese sentido. 


Pensamos que lo que hace este proyecto de ley, más 
allá de toda ideología o uso político que se le quiera dar, es 
simplemente dar garantías para que se establezca justicia a 
la hora de determinar el vínculo entre los padres y el niño. 


(Ocupa la presidencia el señor Jorge Gandini). 


—Claramente esta norma antepone el derecho del niño 
por sobre todo, por más que se diga lo contrario. Se ha 
dicho acá que es un proyecto de ley adultocéntrico. O no 
se leyó bien el proyecto o realmente se están haciendo 
valoraciones totalmente equivocadas. Este proyecto es 
niño-céntrico. ¡No cabe ninguna duda que es en defensa 
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de los derechos del niño que tiene derecho a no perder el 
contacto con media familia! ¡Hay centenares de casos que 
se están dando! Muchas veces basta una denuncia ¡hasta 
telefónica!, como se ha dicho acá, para cortar ese vínculo 
por meses, porque se estipulan noventa días, mas es una 
pericia que a veces demora un año entero, y es demasiado 
tiempo cuando la edad del niño es baja. 


¡Creemos que este proyecto lleva un poco de sentido 
común a un hecho que nos debe interpelar a todos y ante 
el que nos debemos rebelar! ¡No podemos admitir este tipo 
de injusticias que, en definitiva, llevan a la impotencia y 
no hacen más que aumentar la violencia en la sociedad; no 
hace más que cortar todo tipo de vínculo entre cónyuges y 
sus hijos, que son las principales víctimas de esta situación! 


Pensamos que debemos legislar con seriedad y dejar 
de lado conceptos que a veces nos vienen quién sabe de 
dónde y que solamente buscan estimular el enfrentamien- 
to entre el hombre y la mujer, entre el padre y el hijo. Cree- 
mos que eso no le hace bien a ninguna sociedad. 


Gracias, señor presidente. 
SEÑORA KECHICHIAN- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Tiene la pa- 
labra la señora senadora. 


SEÑORA KECHICHIAN.- Creo que hoy estamos 
abordando un tema sumamente importante, que desde 
nuestra mirada —y creo que el Parlamento tiene que anali- 
zarlo con toda la seriedad y profundidad del caso— es un 
enorme retroceso. 


Nosotros decimos que es innecesario —lo hemos expre- 
sado durante todo este tiempo— porque hoy en el Uruguay 
existe la tenencia compartida de común acuerdo, porque si 
no hay acuerdo, interviene un juez imparcial que, como pri- 
mer objetivo, tiene velar por los intereses del niño, niña o 
adolescente, y porque como lo dice hasta la cátedra de dere- 
cho familiar, la judicialización es y debe ser una excepción. 


Además, el contexto del proyecto de ley —que no he es- 
cuchado que se mencionara hoy aquí— responde a grupos 
de padres que se han expresado, en su mayoría, que dicen 
querer proteger el derecho de los niños, niñas y adoles- 
centes, pero que en realidad buscan satisfacer sus propios 
intereses. Y lo dijeron claramente. 


Por otro lado, ese grupo de varones, de padres, son 
los mismos que afirman que la Ley de Violencia hacia las 
Mujeres Basada en Género es inconstitucional, cuando la 
Suprema Corte de Justicia ha fallado a favor de la consti- 
tucionalidad. Lo han dicho una y mil veces, ¡y lo siguen 
repitiendo! Y es una mentira. Afirman la existencia del 
síndrome de alienación parental, que no existe en el Uru- 
guay ni en el mundo. La Red Uruguaya contra la Violencia 
Doméstica y Sexual nos dice que la sociedad uruguaya 
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debe saber que el síndrome de alienación parental no exis- 
te en nuestro país ni en ninguna otra parte del mundo. Se 
trata, en realidad, de un invento muy dañino —profunda- 
mente dañino— para la estabilidad emocional de los niños 
y las niñas, al que recurren movimientos de varones neo- 
machistas en las sociedades patriarcales —la uruguaya es 
una sociedad patriarcal—, por considerarlo un instrumento 
más de poder para manipular, controlar y dominar a las 
mujeres, utilizando para ello el sistema judicial. 


Además, la expresión violenta de estos hombres —que 
públicamente han expresado y siguen afirmando que la 
Ley de Violencia hacia las Mujeres Basada en Género es 
inconstitucional— se desplegó, en estos últimos meses en 
las redes sociales contra muchas de nosotras que opiná- 
bamos lo contrario, y también contra muchas legisladoras 
que no son del Frente Amplio que osaron mostrar alguna 
diferencia. ¡Desplegaron toda su violencia verbal habida y 
por haber en las redes sociales, en los medios de comuni- 
cación, y cada vez que les tocó hablar! 


Entonces, acá vienen a decirnos que legislemos con 
seriedad. ¡A ver! ¡A ver, compañeros parlamentarios! Yo 
no tendría el atrevimiento de decir que no lo estamos ha- 
ciendo; nada más que tenemos miradas absolutamente di- 
ferentes sobre este tema. 


Lo otro que nos preocupa es que, efectivamente, este 
proyecto de ley viola normativa internacional que el Uru- 
guay aprobó y apoyó: el Código de la Niñez y la Adoles- 
cencia y la Convención sobre los Derechos del Niño —que 
ratificó Uruguay en 1990—, que maneja claramente los 
conceptos a aplicar a la hora de definir el destino de los 
niños en los procesos judiciales. Eso lo dice claramente la 
Convención sobre los Derechos del Niño, que este proyec- 
to de ley viola. 


El Código de la Niñez y la Adolescencia determina, 
primero, que el hijo deberá permanecer con el padre o la 
madre con quien convivió el mayor tiempo; segundo, que 
se preferirá a la madre cuando el niño sea menor de dos 
años y, tercero, que bajo su más seria responsabilidad fun- 
cional, el juez siempre —¡siempre!-— deberá oír y tener en 
cuenta la opinión del niño, niña o adolescente. Este pro- 
yecto de ley da órdenes a los jueces y hasta se las da en el 
sentido contrario. 


Voy a leer una parte del artículo 3.*, que está luego de 
una cantidad de literales —A), B), C), etcétera, hasta el D, 
y que dice: «Una vez evaluados los parámetros anteriores 
y si las condiciones familiares lo permiten, el Juez privi- 
legiará la tenencia compartida en la medida en que ésta 
resulte la mejor forma de garantizar el interés superior del 
niño o adolescente». Hablan del interés superior del niño, 
pero todas las acciones que están incluidas en este proyec- 
to de ley no lo garantiza. 


Entonces, lo que nosotros venimos a decir hoy aquí es 
que este proyecto de ley tiene un contexto en el que actua- 


CÁMARA DE SENADORES 


411-C.S. 


ron muchas personas organizadas; no estoy hablando de 
hombres contra mujeres, porque es indudable que todas 
las informaciones de violencia contra los niños nos dicen 
que sí, que es de las madres y de los padres; de los padres 
es el treintaipico por ciento y, de las madres, el veintipico 
por ciento. Si, es así; lo dicen las cifras. 


Además, esta iniciativa parte de premisas o de afirma- 
ciones que no tienen sustento ni ninguna evidencia cien- 
tífica, porque no hay datos que muestren problemas en la 
legislación actual. ¡No hay datos que muestren problemas 
en la legislación actual! Aquí podrá venir cada legislador 
con alguna anécdota; sí, todos conocemos alguna situa- 
ción que puede tener visos de injusticia, ¡pero no podemos 
legislar para casos particulares! La mayoría de los divor- 
cios de este país que llegan a la justicia terminan acordan- 
do —casi el 90 %- la tenencia compartida, y los que no la 
acuerdan —y lo dicen los defensores de oficio que son los 
que tienen el contacto más directo con estos temas—, en 
general, responden a separaciones que no son pacíficas, 
en las que muchas veces denotan situaciones de violencia. 
Eso es así y lo dicen los expertos. Hasta los propios defen- 
sores de oficio cuando vinieron a la comisión, manifesta- 
ron: «En cuanto a la corresponsabilidad de los progenito- 
res, debemos señalar que este principio ya se encuentra 
regulado por el instituto de la patria potestad en nuestro 
Código Civil, cuyo concepto ha evolucionado desde la 
perspectiva de los derechos de infancia como el cúmulo 
de derechos, deberes y facultades de los progenitores para 
garantizar los cuidados y protección de sus hijos para que 
alcancen su plena capacidad corporal, social, intelectual y 
material. No hay que olvidar que en 1990 Uruguay ratifica 
la Convención sobre los Derechos del Niño por lo que el 
principio de la corresponsabilidad ya se encuentra inte- 
grado a nuestro ordenamiento jurídico conforme a lo que 
señala en su artículo 18: “1. Los Estados Partes pondrán el 
máximo empeño en garantizar el reconocimiento del prin- 
cipio de que ambos padres tienen obligaciones comunes 
en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño. 
Incumbirá a los padres o, en su caso, a los representantes 
legales la responsabilidad primordial de la crianza y el de- 
sarrollo del niño”». 


Este proyecto de ley, además —vuelvo a repetir—, legis- 
la para un grupo muy reducido de situaciones que se judi- 
cializan. La mayor cantidad de las situaciones se resuelve 
sin llegar a la justicia. La defensora de oficio, Carolina Ca- 
milo, ha señalado que la mayoría de los casos de tenencia 
son procesos voluntarios de ratificación; los juicios de te- 
nencia conflictiva son unos 270 casos en Montevideo. De 
estos procesos que se inician, solo llega a una segunda ins- 
tancia —es decir, no ven satisfecha su demanda-— el 30 %. 
Por lo tanto, ¡no podemos decir que la tenencia compartida 
es un problema en el Uruguay! No lo podemos decir con 
responsabilidad. Digamos verdaderamente qué es lo que 
queremos, pero no es esto, porque todas las evidencias nos 
muestran que ese no es un problema hoy en el Uruguay. 


412-C.S. 


El marco jurídico vigente garantiza en el Uruguay la 
corresponsabilidad en la crianza, porque la tenencia com- 
partida —digámoslo claramente— no siempre es lo mejor 
para el niño, depende de cada caso en particular. Por lo 
tanto, esta generalización al legislar complica la vida a 
los niños porque los casos hay que atenderlos en forma 
particular. El proyecto de ley establece parámetros o crite- 
rios de valoración que el juez debe tomar en cuenta, pero, 
como dije al principio, le termina diciendo al juez que 
debe privilegiar la tenencia compartida, como si esta fuera 
lo mejor para el niño en todos los casos, y no es así; la vida 
nos lo demuestra. Para nosotros no se considera el interés 
superior del niño, a pesar de que lo reiteran y lo mencionan 
en el proyecto de ley. Luis Pedernera, integrante del Comi- 
té de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas, dice 
que el proyecto de ley enuncia el interés superior, pero no 
concreta la idea que recoge la observación n.? 14. 


Desde Unicef —refiriéndose al tema— se expresa que 
algunos pasajes del proyecto equiparan la aplicación del 
principio del interés superior del niño, niña, adolescente 
al principio de corresponsabilidad en la crianza y a la te- 
nencia alternada. Sin embargo, el interés superior del niño 
debe prevalecer sin ninguna condicionante a otros princi- 
pios relacionados a los derechos de los adultos. 


La Convención sobre los Derechos del Niño establece 
un concepto de familia, amplio y diverso, que responde 
a las diferentes formas de organización de los Estados y 
le da un rol fundamental a la familia. Refiere a la corres- 
ponsabilidad de los niños, niñas y adolescentes entre el 
Estado, la sociedad y la familia. No le voy a regalar a nadie 
el derecho de hablar de la familia. Algunos pensamos que 
la familia es el nene, la mamá y el papá o, en general, una 
nena y un nene, pero nosotros defendemos a la familia en 
su más amplia concepción. Este proyecto de ley refiere a 
la familia tradicional: padre y madre; no contempla que 
la tenencia de niños, niñas y adolescentes puede estar en 
manos de terceros. ¡No lo contempla! 


Este proyecto de ley que hoy estamos considerando no 
hace referencia al principio de precaución. Realmente, en- 
tendemos que el artículo 35 BIS, que se modifica y que está 
consagrado en el Código de la Niñez y la Adolescencia, 
presenta enormes dificultades. ¡Todos podemos estar de 
acuerdo aquí en que la justicia necesita más recursos para 
poder ser más eficiente también en estos casos de familia! 
Si quieren, ya presentamos un proyecto de ley y vemos de 
dónde sacamos plata y mejoramos la justicia. Ahora bien, 
lo que no se puede es no priorizar la protección del niño; 
ante la duda de la aplicación de medidas cautelares tengo 
que proteger al niño. Ese artículo realmente es un enorme 
retroceso en la legislación uruguaya. 


Por otro lado, creo que este es un proyecto de ley que 
no escuchó; una cosa es recibir y otra cosa es escuchar. 
Para la discusión de los dos proyectos anteriores, el pre- 
sentado por los señores senadores de Cabildo Abierto y 
el presentado por las señoras senadoras Bianchi y Asiaín, 
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sí se recibieron delegaciones. De todas maneras, no voy a 
discutir si las recibimos o no porque es harto evidente que 
para el nuevo proyecto no se recibió más que al INAU; 
alcanza con mirar las versiones taquigráficas, no hay que 
discutir nada. Durante el tratamiento de los proyectos an- 
teriores —en mi opinión, este tiene la misma filosofía; sola- 
mente lo sintetizaron— recibimos a la Institución Nacional 
de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, a la Aso- 
ciación de Defensores de Oficio, a la Red Pro Cuidados, a 
Unicef, al Comité de los Derechos del Niño, a la Interso- 
cial Feminista, a organizaciones no gubernamentales, a la 
Asociación de Asistentes Sociales del Uruguay, a Alicia 
Deus de ONU Mujeres, y no encontramos defensa en casi 
ninguna de esas intervenciones. 


Por último, me gustaría decir que la corresponsabili- 
dad entre varones y mujeres requiere cambios culturales 
en nuestra sociedad con respecto a los roles de género que 
imperan hoy en la división sexual del trabajo, que nada 
tiene que ver con la imposición legal de la tenencia com- 
partida. 


En síntesis, quiero dejar claro que rechazamos enfáti- 
camente este proyecto porque creemos que daña a la in- 
fancia, porque significa un retroceso en el avance de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes, a quienes co- 
loca en una situación de desprotección frente a los casos 
de violencia de sus progenitores, porque no prioriza sus 
derechos, sus intereses, sus preferencias, su sentir, sino 
que privilegia cuestiones de los padres. Claramente, este 
proyecto no contribuye a que los niños, niñas y adolescen- 
tes tengan una vida plena, sino que, por el contrario, los 
desprotege. Esa es nuestra oposición central. 


Por supuesto que las políticas sobre la infancia —y así 
lo hicieron notar algunos de los señores senadores que in- 
tervinieron— deben ser políticas de Estado. Uruguay ha 
avanzado mucho en ese camino, pero esta iniciativa va en 
el sentido contrario, implica un enorme retroceso y daña 
a la infancia. 


Muchas gracias, presidente. 
SEÑOR LANZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Tiene la pa- 
labra el señor senador. 


SEÑOR LANZ.- Gracias, señor presidente. En primer 
lugar, queremos destacar el tratamiento de este proyecto 
de ley en comisión. No queremos pasar por alto que la 
mayor parte del tratamiento de este proyecto de ley estu- 
vo bajo la conducción del señor senador Carrera, que fue 
quien convocó a las distintas organizaciones que compa- 
recieron ante la comisión. 


Los proyectos de ley originales, presentados por el 
Partido Nacional y por Cabildo Abierto, se plantearon al 
inicio de esta legislatura, por lo que hace prácticamente 
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dos años que estaban en el ámbito de la comisión. Reci- 
bieron la ponderación que requerían por su magnitud y 
durante todo este tiempo la comisión tuvo la amplitud 
necesaria para abordarlos. Como bien se ha reiterado en 
varias oportunidades en el Senado de la república, estos 
son temas muy sensibles para la ciudadanía. 


Durante el tratamiento de este proyecto de ley en el Se- 
nado, en el abordaje de su estructura, se han hecho algu- 
nas apreciaciones que no compartimos. En primer lugar, 
queremos hacer algunas consideraciones políticas porque 
se ha reiterado que esta iniciativa que está a consideración 
del Senado vulnera un principio inalienable que tienen las 
leyes, que refiere al concepto de ser generales y abstractas. 
Nosotros creemos —estamos absolutamente convencidos 
de ello— que la integración de estos artículos en el proyec- 
to de ley tiene un abordaje general y abstracto. Lamento 
haber escuchado en este Senado a algún señor senador de- 
cir que, en cierta forma, algunos grupos de presión han in- 
clinado el tratamiento de este proyecto de ley. Si así fuera, 
si los grupos de presión tuvieran la fuerza como para vul- 
nerar lo general y abstracto que tenemos que considerar, 
realmente se perdería la concepción de ese principio ina- 
lienable que debe tener el Cuerpo y los intereses políticos 
primarían ante todo. Nosotros somos fieles representantes 
de que esos grupos de interés y esos intereses particulares 
no nos movieron un pelo a la hora de tratar un proyecto de 
ley tan sensible. 


Este proyecto de ley tiene como referencia los dere- 
chos y el interés general del niño. Vaya si durante estos 
dos años, en representación de mi Partido Colorado —pero 
también, por qué no, de mi sector político— hemos recibi- 
do contactos, llamadas y la manifestación de intenciones 
de quebrar nuestra voluntad hacia un lado o hacia el otro, 
pero, como mencionaba, no nos apartamos un ápice de lo 
que para nosotros era ese interés general y abstracto que 
deben tener las leyes nacionales. 


Por lo tanto, desde un principio nosotros habíamos 
manifestado nuestras diferencias con los proyectos origi- 
nales. Así se lo hicimos saber no solo a la coalición de 
gobierno sino también al Frente Amplio como fuerza opo- 
sitora dentro de la comisión. Durante mucho tiempo no 
agotamos algunos asuntos que marcábamos como muy 
distantes. Tal es el caso de la posibilidad de aprobar un 
proyecto de ley que plantea la tenencia compartida des- 
de el inicio como una cuestión preceptiva. Entendíamos 
que en eso existía una diferencia muy fuerte entre quienes 
planteaban el proyecto original y lo que nosotros entendía- 
mos, desde el punto de vista filosófico, que teníamos que 
resguardar, que era ese interés general en defensa de los 
derechos de los niños. 


Sin embargo, no nos quedamos en eso, no dijimos que 
no compartiamos desde el principio las redacciones y nos 
plantamos simplemente en un no. Como representantes de 
un sector de la ciudadanía tenemos la obligación de reco- 
rrer, de transitar las rutas, de tener contacto con la socie- 
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dad. ¡Vaya si en ese transitar a lo largo y ancho del país 
recibíamos permanentemente menciones a estos proyectos 
de ley que estaban en el Senado de la república! Muchos 
uruguayos nos trasladaban su interés, su problemática, su 
situación personal, su vulneración familiar en cuanto al 
contacto que podían tener con sus hijos. Entonces, conti- 
nuamos trabajando, no nos agotamos en esas diferencias; 
seguimos dialogando, propiciamos espacios de diálogo 
importantes. Aquí abro un paréntesis para destacar la 
función que cumplió dentro de la coalición de gobierno 
la señora senadora Asiaín, así como el trabajo ferviente 
que realizó mi compañera de bancada, la señora senadora 
Sanguinetti, para avanzar en esto que, sin lugar a duda, 
desde el diagnóstico entendimos que no podíamos agotar. 


No obstante ello, nuestro partido político, además, en 
un principio hizo llegar a la coalición de gobierno —cree- 
mos que eso es conveniente porque así fueron nuestros 
intercambios— nuestro asentimiento por que la legislación 
guíe de forma un poco más detallada, en lo que respecta a 
algunos puntos que podíamos considerar para un régimen 
de tenencia compartida, a quien en definitiva para noso- 
tros tiene la opinión final en este tema, que es el juez. Así 
que incorporamos asuntos como la no preceptividad de la 
tenencia compartida, ampliamos los caracteres en cuan- 
to a la defensa del niño, a la posibilidad de ser oído, a la 
defensa de ese niño ante los litigios que llegaban al juez 
y también ampliamos las posibilidades del juez para que 
pueda acudir a asesoramiento externo a los efectos de te- 
ner una opinión final y acabada. 


Sin lugar a duda, creemos que esta discusión que da- 
mos en el Parlamento tiene un fondo interpretativo de las 
leyes. El artículo 17 del Código Civil expresa: «Cuando 
el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor 
literal». Nosotros entendemos que el compendio de estas 
modificaciones al Código de la Niñez y la Adolescencia y 
el de estos artículos dan fuerza garantista a que el interés 
general del niño y los derechos del niño no serán vulne- 
rados. 


Entendemos que la modificación del artículo 34 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia, aprobado por nues- 
tro partido en 2004 y luego modificado, se hace en el en- 
tendido de que no se impedirán las ratificaciones de tenen- 
cia que se hayan dado por transcurrir el tiempo. Esa es una 
cuestión importante. 


Asimismo, se plantea una modificación para el artículo 
35 del Código de la Niñez y la Adolescencia, que diría que 
en cumplimiento del interés superior del niño o adoles- 
cente, la tenencia alternada, una vez dispuesta, deberá ser 
cumplida sin que sea obstáculo para ello el que uno de los 
padres se oponga sobre la base del mal relacionamiento 
con el otro. Entendemos que el mal relacionamiento, ba- 
sado en violencia, entre los progenitores o proveniente de 
uno de ellos hacia el otro, no podrá ser obstáculo ni será 
ponderado por el juez para la no concesión de la tenencia 
a uno o a ambos progenitores, o un tercero. Esto se hace, 
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obviamente, en el entendido de que la tenencia alternada 
debe leerse como individual por modificarse sin cambiar 
las condiciones. Al dar nuestro voto a esta redacción esta- 
mos entendiendo que el juez podrá rechazar enteramente 
la solicitud de la parte acusada de acceder a la tenencia 
alternada o compartida. 


Hemos escuchado reiteradas veces que se vulneran los 
derechos del niño a través de estos artículos. Nosotros in- 
terpretamos que es el juez quien tiene la última palabra; es 
el juez quien, en definitiva, con todos los elementos que 
el articulado y la ley le proporcionan, tendrá la última pa- 
labra. 


Durante el tratamiento de este articulado se incorpora- 
ron un sinnúmero de recomendaciones que se presentaron 
a raíz de la convocatoria que hicieron los distintos partidos 
políticos. Cuando se habló, por ejemplo, de participar acti- 
va y equitativamente de la tenencia alternada de los niños, 
los profesores y doctores especialistas en la materia reco- 
mendaron la incorporación de estos conceptos de equidad. 
Se tomaron en cuenta también sugerencias realizadas por 
Unicef en sus tres comparecencias ante la Comisión de 
Constitución y Legislación. 


Más allá de lo que se ha manifestado y resaltado en el 
seno de esta sala en cuanto a la nueva versión y a algunas 
menciones que destaca Unicef, queremos rescatar el tono 
con que esta institución general se dirige a la Comisión de 
Constitución y Legislación. Nosotros no vemos un con- 
flicto en las recomendaciones de Unicef ni tampoco en las 
recomendaciones de muchos expertos en la materia con lo 
que se está planteando. Por el contrario, lo que vemos son 
aportes, sugerencias, muchas de las cuales —como bien se 
ha dicho aquí— se han recogido y forman parte del texto 
que hoy está considerando el Senado de la república. 


A su vez, entendemos que la conciliación que prevé el 
artículo 11 es voluntaria y no obligatoria, y esto es parte 
del fundamento y del fondo de este articulado. La mera 
tenencia compartida no será causal para la exoneración 
del pago de la pensión alimenticia, como bien sostiene el 
artículo 8.”. Nosotros entendíamos y entendemos propicio 
que esto se incorpore al articulado para derribar muchas 
dudas y comentarios que no le hacían bien al tratamiento 
de este proyecto de ley. 


Lamentablemente, una ley no hará que las diferencias 
entre padres se subsanen ni que las diversas formas en que 
se manifiesten las familias sean perfectas. Solo confiamos 
y estamos convencidos de que este proyecto de ley, en 
función —reitero— de los derechos del niño y de su interés 
general, no es un retroceso en las normas que hoy rigen en 
el país. Por el contrario, creemos que este proyecto de ley 
resguarda intereses fundamentales de los niños. A nuestro 
juicio —¡vaya que en la comisión se manifestó!—, no es una 
iniciativa adultocéntrica; entendemos que pone énfasis y 
una mirada bien firme en distintas circunstancias que su- 
fren padres y madres en nuestro país. Sin lugar a duda, 
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desde el Parlamento nacional no podemos distraernos ni 
mirar para otro lado; como decía, no podemos dejar de 
considerar este proyecto de ley —como lo estamos hacien- 
do en el día de hoy— para subsanar, mejorar y avanzar en 
este sentido. 


Entendemos, señora presidenta, que el Partido Colora- 
do ha hecho aportes significativos a este proyecto de ley. 
Reitero, en nuestro nombre y en el de la bancada, que la 
señora senadora Sanguinetti ha trabajado denodadamente 
y sin perder de vista algo que comparto y que todos los 
señores senadores tenemos como referencia. 


No creo que exista en esta sala, en este ámbito, un solo 
senador ni un solo dirigente político, cualquiera sea el par- 
tido político, a quien lo mueva la voluntad de hacer mal, 
de dañar. ¡Nunca ha sido así! Entiendo que tenemos di- 
ferencias sustanciales, diferencias de oportunidad política 
y diferencias que, sin lugar a duda, no se van a subsanar, 
pero en un país democrático y donde las mayorías impe- 
ran, nos parece que el tratamiento que se dio en la comi- 
sión al tema fue amplio, ya que lo estuvimos analizando 
durante dos años. 


Con esta media sanción parlamentaria quedará un es- 
pacio para avanzar y para que nuestros iguales en la Cá- 
mara de Representantes tengan su tiempo para convocar a 
todos quienes quieran concurrir y aportar. No tengo dudas 
de que habrá modificaciones y aportes sustanciales para 
mejorar esta iniciativa. Esta mirada integral de las modi- 
ficaciones ha sido lo que a nosotros nos movió; me refiero 
a esta mirada amplia para buscar soluciones donde hoy 
tenemos problemas, sean uno, dos, cien o miles. El Sena- 
do de la república y el Parlamento nacional deben tener el 
rigor de encontrar soluciones. 


¿Denostar a la coalición con motes? Creo que este no 
es el ámbito para ello porque la magnitud y la referencia 
del tema que hoy estamos tratando no lo merecen. 


¿Denostar al Partido Colorado mediante referencias a 
viejos e históricos adversarios para buscar una reacción? 
Entiendo que no vale la pena que el Senado de la repúbli- 
ca ni ningún senador se detenga en eso. Hay cuestiones 
muy importantes y sustanciales y, sin lugar a duda, tene- 
mos que abordar otros temas. Por ejemplo, tenemos que 
comprometernos con la justicia y debemos darle mayores 
recursos porque el origen de todo esto está en la Adminis- 
tración. 


Sabemos que hay que solucionar otros inconvenientes 
—que no nos convocan en el día de hoy—, como la pobreza 
infantil y otros temas que son complejos. Hoy nos convoca 
un proyecto de ley sobre el que la coalición de gobierno 
arribó a un acuerdo en cuanto a su contenido y el Partido 
Colorado aportó permanentemente para avanzar y tratar 
de encontrar soluciones donde no las hay ni las había antes. 
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SEÑOR COUTINHO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR LANZ.- Con mucho gusto. 


SENOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Puede inte- 
rrumpir el señor senador Coutinho. 


SEÑOR COUTINHO.- Señor presidente: como vi que 
mi compañero y colega, el señor senador Lanz, estaba ter- 
minando, aproveché para pedirle una interrupción, entre 
otras cosas, para destacar la consistencia de su interven- 
ción. 


Además, quiero dejar claro que acá nadie funciona 
bajo presión y, por lo tanto, hay cosas de las que no acusa- 
mos recibo. El señor senador Lanz, que es el representan- 
te de nuestro partido en esa comisión, estuvo trabajando 
desde el arranque de este período sobre este tema que nos 
preocupa y ocupa. Tuvimos nuestras diferencias y se fue- 
ron generando los puntos de encuentro que debemos tener 
como Gobierno y como coalición para avanzar en estos 
procesos tan importantes. Este proyecto no se presenta 
bajo ninguna presión, sino que, por el contrario, surge del 
trabajo responsable de la consistente intervención de un 
legislador del partido más grande de la historia. 


¡Ojalá siempre tengamos miradas diferentes! No po- 
demos acusar recibo de diferentes opiniones —a veces en 
el ambulatorio o en la prensa— en cuanto a que quienes 
votemos este proyecto seremos responsables si mañana 
hay contextos de violencia para con los menores. Escucho 
esto en los medios y digo: sí, porque acá todos somos res- 
ponsables de todo. ¡Por algo estamos acá! No es infinito 
el Senado de la república; somos treinta y uno y nos ha- 
cemos responsables de todo lo que votamos. ¡De todo nos 
hacemos responsables! No lo hacemos en el tono de avisos 
en contexto de amenaza, sino de asumir responsabilidades 
porque para eso estamos acá, para asumir responsabili- 
dades. 


Estamos convencidos de que este proyecto de ley es lo 
mejor para solucionar los inconvenientes que hoy tienen 
algunas familias uruguayas, para los que no se encontró 
solución anteriormente. ¿Cuántas son? No lo sé. ¿Una? 
Que alguien le ponga precio a una familia separada, a sus 
hijos separados. ¿Qué valor tiene eso? No es cuestión de 
números. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—Dado que se me acaba el tiempo, le solicito una nueva 
interrupción al señor senador Lanz. 


SEÑOR LANZ.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Puede inte- 
rrumpir el señor senador. 
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SEÑOR COUTINHO.- En definitiva, lo anterior no so- 
lucionaba lo que es un hecho real. 


Quienes tenemos el privilegio de hacer política en el 
Uruguay, que es un gran país, lo conocemos desde Rocha 
hasta Bella Unión. Conocemos a sus familias, hablamos 
con su gente, hacemos política de diferentes maneras. Por 
eso conocemos todas las realidades de los uruguayos que 
nos comentan, nos cuentan y podemos generar este tipo 
de debates y discusiones, lo que seguramente no se puede 
hacer en el mundo. Existen problemas y hay que encon- 
trarles solución. ¿Hay una mejor solución que esta? ¡Que 
se proponga, entonces! Esto es lo mejor que encontramos 
nosotros para este contexto y este escenario. 


¿Hablar de recursos ahora? Acá se votó una ley de gé- 
nero y no se le dieron recursos. Yo voté la ley de géne- 
ro, pero no se le dieron recursos y ahora hablamos de que 
firmamos ahora y que ponemos recursos ahora —¡que los 
recursos, los recursos!-, pero pasamos votando la ley eje 
de los últimos períodos de gobierno del Frente Amplio y 
resulta que se olvidaron de ponerle recursos para que pu- 
dieran actuar las autoridades correspondientes. Creo que 
debemos tener ópticas y escenarios diferentes, pero tam- 
bién considero que estamos para gobernar. Este proyecto 
de ley lo apoya el presidente de la república, y hablamos 
de un presidente de la república que fue el mejor presi- 
dente del mundo en la pandemia, que se preocupó, ocupó 
y manejó las cosas de la manera que todos sabemos, con 
las preocupaciones correspondientes. Entonces, ¿alguien 
puede sostener que no le preocupa su país, su familia, sus 
niños, su gente? Yo no. Le doy el voto de confianza al pre- 
sidente de los uruguayos, que es el que está a cargo de 
todos nosotros. En ese contexto, no me voy a poner de un 
lado ni del otro, pero nadie está más preocupado que otro. 
No podemos caer en ese egocentrismo; hay que adminis- 
trar el ego. Parece que unos van a estar del lado de los más 
sensibles y otros no se preocupan o no se ocupan de eso. 


Bajo presión no funcionamos. Somos un partido muy 
responsable; si repasan, casi todas las leyes de este país 
las hicimos nosotros. Todos los temas que se tratan en este 
Senado son importantes y deben ser considerados con la 
mayor responsabilidad, pero cuando hablamos del futu- 
ro de los niños, esa responsabilidad se siente todavía más 
intensamente. El análisis lo tenemos que hacer con la ma- 
yor rigurosidad para garantizar la integridad y el máximo 
desarrollo de todos los niños. Vivir una situación de se- 
paración familiar es siempre doloroso, y es para siempre. 
Nadie se casa para separarse; las familias se construyen 
para siempre y ese es el concepto que recoge este proyecto 
de ley. Puede plantearse la separación de hecho, la nueva 
vida de madres y padres, nuevos rumbos, pero el camino 
de las familias de los niños debe ser respetado y valorado. 
Eso es lo más importante. 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Puede conti- 
nuar el señor senador Lanz. 
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SEÑOR COUTINHO.- ¿Me permite otra interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR LANZ.- Con mucho gusto. 


SENOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Puede inte- 
rrumpir el señor senador. 


SEÑOR COUTINHO.- No quería dejar pasar la in- 
tervención de mi colega porque hablamos mucho duran- 
te estos dos años sobre este tema. Hablamos muchísimo, 
pero lo hicimos entre nosotros, en los lugares donde tene- 
mos que hacerlo, no en las redes. Este es un tema que nos 
preocupa, nos ocupa y nos sensibiliza, y después de una 
consistente participación fue generando un cambio de opi- 
nión. De eso se trata esto: no hay que venir pensando que 
acá nadie se va a convencer y que el otro tampoco puede 
decir algo que te convenza, porque el cambio es parte de la 
historia misma, y en ese escenario nos podemos conven- 
cer, ir cambiando, mejorando y tomando decisiones como 
esta. Así que en esa línea estamos y avanzamos. 


Este proyecto será ley, siempre pensando en las buenas 
conductas de padres y madres que quieren lo mejor para 
sus hijos. 

Muchas gracias. 

29) SOLICITUDES DE LICENCIA E 
INTEGRACIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Léase una 
solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 2 de agosto de 2022 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia, por motivos personales, por el día jueves 4 de 
agosto. 

Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 


Daniel Caggiani. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Se va a votar 
si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 


22 en 24. Afirmativa. 
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Se comunica que los señores Aníbal Pereyra, Eneida 
de León, Yamandú Orsi, Marcos Otheguy, Lucía Etcheve- 
rry, Manuela Mutti y Gabriel Frugoni han presentado nota 
de desistimiento informando que por esta vez no aceptan 
la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda con- 
vocado el señor Lauro Meléndez, quien ya ha prestado la 
promesa de estilo. 


30) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Dese cuenta 
de un asunto entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «La 
Presidencia de la Cámara de Senadores comunica que a 
partir del día 2 de agosto del corriente año, el señor sena- 
dor Raúl Batlle ya no formará parte de la Comisión Espe- 
cial de Asuntos Departamentales y Municipales y ocupará 
su lugar el señor senador Germán Coutinho». 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Téngase pre- 
sente. 


31) CORRESPONSABILIDAD EN LA CRIANZA 


SENOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Continúa el 
tratamiento del tema en consideración. 


SEÑOR BRENTA.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Tiene la pa- 
labra el señor senador. 


SENOR BRENTA.- Señor presidente: hace pocas se- 
manas el Sistema Integral de Protección a la Infancia y a 
la Adolescencia contra la Violencia presentó su informe 
respecto al primer semestre de este año. Allí se expresa 
que el Sipiav intervino en 3957 situaciones de violencia 
hacia niños, niñas y adolescentes, y que de esta cantidad 
el 34 % correspondió a maltrato emocional, el 24 % a ne- 
gligencia, el 18 % a maltrato físico y el 2 % a explotación 
sexual. Obviamente, los responsables de esto fueron hom- 
bres y mujeres, o sea, padres y madres. Creo que este es 
un tema grave que debería ser abordado en profundidad 
porque denuncia los altos niveles de violencia existentes 
en la sociedad uruguaya, que permanecen a lo largo del 
tiempo. Sin embargo, hoy estamos discutiendo sobre este 
proyecto de ley. Como bien se mencionó, nos tendremos 
que referir a esta iniciativa. 


Consideramos que esta es una ley innecesaria porque 
en Uruguay ya existe —se ha mencionado reiteradamente— 
la tenencia compartida y, por lo tanto, no es necesario in- 
corporar esta facultad a nuestra legislación. La normativa 
vigente respecto a los procesos de guarda, tenencia y visi- 
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ta de niños, niñas y adolescentes en nuestro país ya está re- 
gulada, principalmente en los artículos 34 y siguientes del 
Código de la Niñez y la Adolescencia, así como también 
en disposiciones del Código Civil y leyes especiales. Ade- 
más, en el artículo 4. del Código de la Niñez y la Adoles- 
cencia se dispone una regla de interpretación que conlleva 
la aplicación de disposiciones y principios generales de la 
Constitución y normas internacionales, especialmente la 
Convención sobre los Derechos del Niño. 


Es obvio que el concepto de familia ha variado en base 
al reconocimiento de los cambios sociales, que han pro- 
movido estructuras menos rígidas, acordes a las distintas 
realidades sociales y a conceptos evolutivos en razón de 
género, por lo que el ordenamiento jurídico con relación a 
la noción de familia reconoce distintos núcleos de convi- 
vencia o afecto, bajo diferentes modalidades, todos ellos 
tutelados en sus derechos en base a la consideración de 
nuevos paradigmas y reconocimientos: la Ley de Unión 
Concubinaria, la Ley de Matrimonio Igualitario, la ley de 
adopciones y la Ley de Regulación de las Técnicas de Re- 
producción Humana Asistida, entre otras. 


Alguna de las previsiones del proyecto de ley a estudio 
resultan regresivas en lo que respecta a los derechos de 
niños, niñas y adolescentes ya que, en definitiva, se cen- 
tran en contemplar los intereses de los adultos, sin poner 
en el centro los derechos de los niños, niñas y adolescen- 
tes como lo exige tanto la Convención sobre los Derechos 
del Niño como nuestro Código de la Niñez y la Adoles- 
cencia, tal cual lo ha manifestado, entre otros, la doctora 
Alicia Deus. 


Si bien la Suprema Corte de Justicia ha manifestado su 
imposibilidad de hacer referencia a la cantidad de situa- 
ciones de conflicto en relación con la tenencia de niños, 
niñas y adolescentes, las organizaciones sociales y el Ins- 
tituto Nacional de las Mujeres han expresado que estamos 
legislando en base a una patología. O sea que estamos le- 
gislando sobre una cantidad absolutamente minoritaria de 
casos que no logran zanjarse en las relaciones normales 
entre adultos y que, por lo tanto, terminan en los ámbitos 
de la justicia. 


La exjueza Ana Lima, que representa al Cladem en 
Uruguay —una organización que está presente práctica- 
mente en toda la región—, ha planteado que en el 2019 lle- 
garon al ámbito de la justicia 304 juicios, de los cuales solo 
31 alcanzaron los tribunales de apelaciones; y en 2020, 
260 casos llegaron a juzgados de tenencia o de familia y 
16 a tribunales de apelaciones. Quiere decir que estamos 
haciendo referencia a una situación absolutamente mino- 
ritaria. Por tanto, estamos legislando con un criterio que, 
a mi juicio, no es adecuado y tiene que ver con legislar en 
función de casos particulares y no generales, como ten- 
dríamos que considerar en este ámbito. 


No vamos a negar —acá se ha dicho en forma reitera- 
da— que aunque fuera un solo caso sería lo mismo; yo no le 


CÁMARA DE SENADORES 


417-C.S. 


resto importancia ni trascendencia, ni dejo de reconocer la 
gravedad que alguna de estas situaciones puede tener para 
quienes estén involucrados en estos hechos. Tampoco des- 
conozco —como sucede habitualmente, porque la justicia 
finalmente la dictaminan los hombres— que pueden existir 
situaciones de injusticia, pero otra cosa es legislar par- 
tiendo de hechos minoritarios y eventualmente injustos, 
lo que me parece que como técnica legislativa es un error. 


Cité el caso de la exjueza Ana Lima, pero no solo 
ella se refirió al tema. La directora de Inmujeres, señora 
Mónica Bottero, en una nota publicada por La Diaria el 
12 de julio de 2022 —o sea, cuando ya se encontraba en 
conocimiento público el proyecto de ley actual; es decir 
cuando ya se habían acordado las dos iniciativas que es- 
taban siendo analizadas en la Comisión de Constitución 
y Legislación—, dijo que «el proyecto de ley de tenencia 
compartida se propone por “casos de hombres que tuvie- 
ron antecedentes de violencia y abusos” [...] La directora 
del Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres), Mónica 
Bottero, marcó su posición sobre el nuevo proyecto de ley 
de tenencia compartida, que se discutirá en la Comisión 
de Constitución y Legislación del Senado la semana que 
viene y tiene el visto bueno de todos los senadores de la 
coalición». 


(Ocupa la presidencia la señora Beatriz Argimón). 


—La señora Bottero también manifestó: «... en Radio 
Viva, 96.7 de Punta del Este [...] “No hay que generar una 
ley que vaya en contra de los logros de las mujeres para es- 
tos pocos casos” [...] subrayó que existe “una presión muy 
fuerte” de un grupo de padres “que perdieron el acceso 
a sus hijos” por poseer medidas cautelares por violencia. 
Recalcó que “la tenencia compartida ya se aplica hoy en 
90 % de los casos de separación”» —coincide con las afir- 
maciones anteriores— «y que los casos en los que se basan 
los promotores de este proyecto “son casos de hombres 
que tuvieron antecedentes de violencia y abusos hacia sus 
hijos”». Reitero que esto ha sido manifestado por la direc- 
tora de Inmujeres, señora Mónica Bottero. 


En la nota del semanario se expresa: «La posición de 
Bottero es compartida por sus correligionarios del Partido 
Independiente. Este lunes, el diputado Iván Posada mani- 
festó en diálogo con La Diaria que “a priori” piensa “que 
no hay necesidad de establecer modificaciones a lo que ya 
está establecido en el Código de la Niñez y la Adolescen- 
cia”. El dirigente Dardo Rodríguez, adjunto de la Secreta- 
ría Nacional de Drogas, también manifestó su rechazo al 
proyecto de ley». 


Estoy haciendo referencia a esto porque se dijo que se 
había acordado con la directora de Inmujeres respecto a 
este nuevo proyecto de ley, lo que queda desmentido por 
estas apreciaciones que la propia señora Bottero ha hecho 
públicas a través de los medios de comunicación. 
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En ese sentido, también me parece que es muy im- 
portante tener en cuenta, por ejemplo, la opinión que la 
Asociación de Magistrados del Uruguay dio cuando se la 
convocó para hablar sobre las iniciativas que estaban sien- 
do consideradas antes de que se llegara a este proyecto 
acordado. Me refiero, entre otras cosas, a lo que tiene que 
ver con el plazo, que ahora se lleva a 120 días pero que en 
el proyecto original del Partido Nacional era de 90 días. La 
Asociación de Magistrados del Uruguay manifestó que el 
plazo de 90 días para el dictado de la sentencia —cabe aco- 
tar que se requieren informes técnicos en ese lapso— no se 
ajusta a la realidad de funcionamiento del sistema judicial 
con los recursos existentes. Señaló que en ese caso sería 
necesaria la provisión de un plazo para presentar informes 
por parte de los técnicos, bajo su estricta responsabilidad. 
Se podría recurrir a una norma similar a la del artículo 
132.2 del Código de la Niñez y la Adolescencia, que refiere 
a la responsabilidad funcional. 


Quiere decir que, más allá de la normativa concreta, 
uno de los temas importantes es que acá alguien dijo que 
recorría el país, que lo conocía y que hablaba con la gente, 
pero parte de esto tiene que ver con el rol que cumplen los 
defensores de oficio, que en estos casos llevan sobre su 
espalda, en buena medida, la carga de la defensa del rol y 
de la centralidad de la prioridad respecto a los niños, niñas 
y adolescentes. Dicen los defensores de oficio en la nota 
que presentaron a la comisión —están haciendo referencia 
al proyecto de ley anterior, pero es algo que sigue vigente 
en este— que ven con preocupación que la mera denun- 
cia presentada contra uno de los padres no suspenderá el 
régimen de tenencia alternada y su ejercicio hasta tanto 
no exista una sentencia firme de condena, porque no toma 
en cuenta el principio de precaución y puede traer como 
consecuencia que los niños, niñas y adolescentes sigan en 
contacto con su progenitor o progenitora, a pesar de ser un 
potencial agresor o agresora. Incluso, señalan que desde 
la persecución penal sería muy difícil para el órgano acu- 
sador, la fiscalía, obtener la evidencia necesaria para una 
condena si las declaraciones de ese niño, niña o adoles- 
cente cuyos derechos están siendo vulnerados, se realizan 
mientras mantienen contacto con su presunto agresor o 
agresora. Del tenor de este artículo podría suponerse que 
en la mayoría de los casos es uno de los progenitores que 
denuncia al otro, pero la realidad demuestra —y creo que 
esto no ha sido mencionado— que en muchos casos de vio- 
lencia hacia niños, niñas y adolescentes —podríamos decir 
que en la mayoría—, son instituciones estatales, vecinos o 
el propio niño o niña quien denuncia. Por ello entienden 
que las medidas cautelares que se adoptan en estos con- 
textos son necesarias y, de no adoptarse, se podría exponer 
a la víctima a nuevas vulneraciones de derechos, desesti- 
mando su testimonio y revictimizándola. 


El proyecto de tenencia compartida responsable —ha- 
cen referencia al proyecto anterior, pero está vigente en 
el actual- establece que en el caso de que se esté frente a 
un progenitor que ha sido denunciado al amparo de la Ley 
n.” 19580 y no se realice la pericia en el marco de los 90 
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días para retomar el contacto con la o las hijas o hijos, se 
dispondrá un régimen provisorio de visitas para evitar el 
cercenamiento del vínculo paterno filial denunciado por 
parte del tribunal competente. Eso supone que las conse- 
cuencias de las demoras institucionales en la realización 
de los informes —que son reales mayoritariamente debido 
a la escasez de recursos con los que se cuenta— pesarán 
sobre los niños, niñas y adolescentes, quienes deberán 
soportar continuar bajo el cuidado de su padre o madre 
agresor o agresora. Lo que debe hacerse es asegurar que 
los informes técnicos se realicen en tiempos razonables, 
pero los niños, niñas y adolescentes deben ser protegidos 
hasta que se sepa con certeza qué ocurrió en su entorno. 


Creo que este es el punto más grave del proyecto de 
ley que estamos considerando, en la medida en que se es- 
tablece un plazo perentorio cuando tanto la Asociación de 
Magistrados como los defensores de oficio establecen con 
claridad que en el marco actual de funcionamiento del sis- 
tema judicial no es posible dar respuesta en el plazo que 
establece la norma que estamos considerando y, por tanto, 
el restablecimiento del régimen de visitas se va a realizar 
sin esclarecer si efectivamente se constituyó una situación 
de este tipo. 


Los ejemplos que se han mencionado, de padres o ma- 
dres que han pasado años sin ver a sus hijos y, por tanto, 
también la familia a la que pertenece el supuesto agresor, 
claramente son graves. Creo que nadie desconoce el dolor 
o la impotencia que puede sentirse cuando quien es acu- 
sado de esto, es inocente. Se ha hecho referencia aquí a la 
existencia de falsas denuncias respecto a situaciones de 
abuso por parte de alguno de los progenitores. Lo cierto 
es que esto no es demostrable; no hay ningún elemento 
que permita demostrar la existencia de falsas denuncias, 
y quien efectivamente las hiciere se sometería a la respon- 
sabilidad correspondiente que establece el Código Penal 
en caso de realizar falsa denuncia por injurias, o eventual- 
mente del Código Civil también por las responsabilidades 
que le puedan competer. 


Por tanto, reiteramos que, en principio, esta ley es in- 
necesaria. No contempla una situación de carácter gene- 
ral, ni siquiera extendida, sino que refiere a casos que no 
constituyen más de trece, catorce o veinte que llegan al 
ámbito del Tribunal de Apelaciones, o doscientos o tres- 
cientos casos que llegan a los juzgados de familia cuando 
no hay acuerdo previo. 


Creo que es un dato extremadamente positivo que en la 
sociedad uruguaya, en el 90 % de los casos de disolución 
de la relación matrimonial, los padres y madres lleguen 
a acuerdos respecto a la tenencia compartida. Me parece 
que esto habla muy bien de la evolución de las relaciones 
personales y, en definitiva, da la posibilidad de que pa- 
dres y madres privilegien el interés de los niños, niñas y 
adolescentes en mantener la relación con ambos y se es- 
tablezcan acuerdos que obviamente no están exentos de 
dificultades, pero representan la amplísima mayoría. 
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Esto reafirma el hecho de que estamos aprobando una 
norma legal que responde a la presión de grupos extrema- 
damente minoritarios de la sociedad uruguaya. Quienes la 
impulsan sabrán por qué lo hacen. 


Por otro lado, los defensores de oficio plantean que no 
solo no existen mecanismos de formación y capacitación 
para atender este tipo de situaciones en las que se ven en- 
vueltos en forma reiterada, sino que no se contemplan los 
recursos humanos con los que se cuenta ni la cantidad de 
casos en trámite. Dicen: «En efecto, por lo general los dis- 
tintos Magistrados conocen qué profesionales están inte- 
resados en mantener contacto genuino con esos NNA, que 
se preocupan por asesorar y mantienen la objetividad al 
momento de evaluar las situaciones. Muchos profesiona- 
les no están capacitados o siquiera interesados en aceptar 
estos cargos. Por ello, nos parece relevante señalar que el 
límite fijado para la asistencia de profesionales ante una 
misma Sede, puede suponer incluso un colapso del sistema 
de justicia, que se puede ver paralizado por falta de desig- 
nación de defensas o rechazos sistemáticos a la aceptación 
del cargo, especialmente en el interior del país, en donde 
los foros son más reducidos. En cuanto a la asistencia de 
los Defensores Públicos, es importante destacar que dicho 
límite se vuelve aún más inaplicable, considerando que 
cada uno trabaja en forma simultánea con cientos de NNA 
a los que asisten en distintos procesos». 


Manifiestan también los defensores de oficio —algo que 
no es novedad para los legisladores que integramos este 
Cuerpo— «... que no se ha dotado de recursos que per- 
mitan cumplir con esas exigencias legales» —refiriéndose 
a las exigencias que la norma que estamos considerando 
plantea—, «lo que ha generado en muchos casos una “sa- 
turación” de la justicia de familia e incumplimientos en 
la implementación (ejemplo: Juzgados especializados pre- 
vistos por la Ley 19.580). Tememos que esa situación se 
replique con alguna de estas reformas». 


Terminan diciendo: «Finalmente, debemos señalar que 
en caso de aprobarse alguno de los proyectos en estudio» 
=se aprueba un proyecto consensuado— «estimamos que 
los recursos de la Defensoría Pública no serán suficientes 
para cubrir las asistencias en cada uno de los supuestos 
mencionados. Para poder resolver este tipo de temas, que 
son tan relevantes en la vida de las personas, se requiere 
además contar con más Juzgados (lo que incluye funciona- 
rios, magistrados, defensores, técnicos, etc.) y con mejor 
infraestructura (oficinas adecuadas para entrevistas con 
NNA, salas de espera separadas, etc.) para que las normas 
puedan aplicarse de forma acorde». 


En definitiva, señora presidenta, no solo nos parece 
que el proyecto de ley que estamos considerando es in- 
necesario —dado que atiende a un sector absolutamente 
minoritario de la problemática referida a niños, niñas y 
adolescentes—, sino que, además, no va a solucionar —no 
tiene el marco legal ni las condiciones de funcionamiento 
del Poder Judicial como para hacerlo— las situaciones que 
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aquí se han planteado como causas para generar esta nor- 
ma legal. O sea que no es a través de esta legislación que la 
problemática que se plantea —que, por más minoritaria que 
sea, debe ser considerada— podrá resolverse. 


Consideramos que hay argumentos de sobra para con- 
cluir que debe transitarse por otro camino —y no por este— 
para atender eventuales situaciones de injusticia que, si 
bien no negamos que pueden existir, podrían atenderse, 
por ejemplo —en el marco de la rendición de cuentas que 
en pocos días ingresará a esta cámara—, dotando al Poder 
Judicial de los recursos necesarios para transitar por es- 
tos procesos con la agilidad que las familias requieren y, 
particularmente, con la centralidad puesta en los niños, ni- 
ñas y adolescentes, que evidentemente son los principales 
a tener en cuenta en estas normas legales. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


32) SUSPENSIÓN DE LA SESIÓN 
ORDINARIA DEL DÍA 3 DE AGOSTO 


SEÑORA PRESIDENTA .- Léase una moción llegada 
a la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Mocionamos para que se deje sin efecto la sesión ordina- 
ria de la Cámara de Senadores del día de mañana, miérco- 
les 3 de agosto». (Firman los señores senadores Niffouri, 
Lozano, Sanguinetti y Kechichian). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
presentada. 


(Se vota). 


—17 en 19. Afirmativa. 


33) CORRESPONSABILIDAD EN LA CRIANZA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continúa el tratamiento 
del tema en consideración. 


SEÑORA ÁLVAREZ.- Pido la palabra. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ÁLVAREZ.- Señora presidenta: el proyec- 
to de ley votado por la mayoría de la comisión consagra 
el principio de corresponsabilidad en la crianza prevista 
por el artículo 18 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño, que el Estado, a través de esta norma, no hace 
más que reconocer. No hay que olvidar que los derechos 
recogidos en los convenios y pactos internacionales de de- 
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rechos humanos y en la Convención sobre los Derechos 
del Niño poseen en nuestro país jerarquía constitucional, 
conforme a los artículos 6.%, 72 y 332 de la Constitución. 
Cuando el artículo 18 de la convención establece que los 
Estados partes pondrán el máximo empeño en garantizar 
el reconocimiento del principio de que ambos padres tie- 
nen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza 
y el desarrollo del niño, está recogiendo, precisamente, la 
corresponsabilidad en la crianza; está estableciendo que 
ambos progenitores son responsables de la crianza de sus 
hijos. Subrayo que cuando la convención habla de obliga- 
ciones comunes en lo que respecta a la crianza y el desa- 
rrollo del niño, está enfatizando la importancia de la co- 
rresponsabilidad en la crianza. Estamos hablando de que 
ambos progenitores tienen las mismas obligaciones en la 
crianza y en el desarrollo. Al respecto, dice la convención: 
«Incumbirá a los padres y en su caso a los representan- 
tes legales la responsabilidad primordial de la crianza y el 
desarrollo del niño. Su preocupación fundamental será el 
interés superior del niño». 


La responsabilidad en la crianza y el desarrollo del 
niño son conceptos que —reitero— están presentes en la 
convención y, por lo que dije antes, también en la Consti- 
tución; pertenece a ambos progenitores la preocupación de 
atender fundamentalmente y preservar el interés superior 
del niño. El monopolio de preservar el interés superior del 
niño no corresponde a uno de los progenitores, sino a am- 
bos. Cuando el artículo 1.” dispone «... cualquiera sea el 
régimen de tenencia fijado judicialmente o por acuerdo», 
no está estableciendo para el juez la obligación de aten- 
der la tenencia compartida, sino el principio del interés 
superior del niño y el principio de corresponsabilidad en 
la crianza de ambos progenitores ya fue recogido en el 
artículo 18 de la Convención sobre los Derechos del Niño. 


La norma que se crea no está consagrando una tenen- 
cia compartida preceptiva. La corresponsabilidad en la 
crianza atiende el interés superior del menor, y cuando 
exista un conflicto entre el derecho de los progenitores y 
el interés superior del niño, prevalece por supuesto este 
último. 


Actualmente, en este tipo de situaciones, si los padres 
no se ponen de acuerdo, la tenencia es resuelta —como ya 
se ha hablado en esta sala— por el juez de familia, y el 
menor tiene derecho a ser oído en presencia de su defen- 
sor. Esto sigue existiendo porque el artículo 2.” establece: 
«De no existir acuerdo entre los padres, la tenencia será 
resuelta por el Juez de Familia quien deberá dictar las me- 
didas necesarias [...] para garantizar el efectivo ejercicio 
del derecho y deber de ambos padres de participar activa, 
equitativa y permanentemente en la crianza, educación, 
desarrollo integral de niños y adolescentes cualquiera sea 
el régimen de tenencia resuelto». 


El artículo 3.* legitima la solicitud de tenencia com- 
partida para cualquiera de los progenitores, que deberán 
presentarse ante el juez, pero siempre es este último quien 
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resuelve, atendiendo el interés superior del niño o del ado- 
lescente. 


Para el juez, el parámetro sigue siendo el interés su- 
perior del niño. Siempre debe oírse al niño, y se establece 
algo que antes no existía: oírlo bajo la seria responsabili- 
dad funcional. 


Se establecen varias pautas que orientan al juez y que 
ya son objeto de aplicación en algunos procesos actuales; 
me refiero, por ejemplo, al entorno vincular del niño con 
sus padres y la familia de ambos; a la alteración en lo míi- 
nimo posible de las costumbres y vínculos cotidianos que 
tiene el niño; al tiempo de calidad que cada progenitor tie- 
ne para compartir con sus hijos, como se dice en la jerga 
judicial; a las recomendaciones del defensor del niño o de 
peritos idóneos que asesoren al juez; al domicilio de los 
padres; a la distancia entre estos y la cercanía del domici- 
lio con el centro de estudios o de cualquier otra actividad 
que tenga el niño. Todas estas pautas son ya consideradas 
por cualquier juez al momento de decidir y esta norma ga- 
rantiza una práctica judicial que ya se hace sin un marco 
legal habilitante. 


En definitiva, siempre será el juez quien resuelva sobre 
una solicitud de tenencia compartida, con todas las garan- 
tías para el niño o el adolescente. Yo diría que estas pautas 
y otras que se establecen en la norma ya son aplicadas 
por los jueces en forma discrecional, pero ahora el juez 
ya no podrá apartarse de ellas, no por otorgar la tenencia 
compartida, señora presidenta, sino para atender el interés 
superior del niño: el principio de la corresponsabilidad en 
la crianza que ambos padres han tenido desde siempre y 
que muchas veces alguno de ellos olvida. 


En este sentido, este proyecto de ley es más garantis- 
ta, más conforme a la Convención sobre los Derechos del 
Niño, más constitucional —diría yo— que la solución legis- 
lativa que se aplica actualmente. 


Es todo lo que quería decir, señora presidenta. 
Muchas gracias. 
SEÑORA NANE.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA NANE.- Muchas gracias, señora presidenta. 


Primero quiero tratar de ordenar un poco la parte 
conceptual de lo que estamos hablando. Me parece que 
para tratar estos temas que nos son tan caros y que son 
tan importantes para la sociedad tenemos que poder te- 
ner miradas superadoras a las divisiones de miradas que 
tenemos hoy. 


(Se exhibe un video). 
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—Creo que es bueno ponernos una línea base para saber 
a partir de dónde vamos a hablar de corresponsabilidad. 
En este sentido, considero que es imposible hablar de la 
corresponsabilidad sin referir a la Convención sobre los 
Derechos del Niño, que es un instrumento con el que he- 
mos estado trabajando desde hoy temprano. 


Esta convención es un instrumento ratificado por 196 
países y que entiende, como ya lo dijeron algunos de mis 
compañeros, el concepto de familia con una visión am- 
plia, diversa, que no necesariamente pasa por la familia 
compuesta por mamá, papá y un vínculo legal que los une. 


De hecho, cuando la Convención sobre los Derechos 
del Niño se refiere a la familia, dice que es el ámbito na- 
tural de crianza y de realización de todas las potencialida- 
des de los niños, niñas y adolescentes. Cuando habla de 
eso, la convención pone la noción de corresponsabilidad 
en el marco del soporte que, necesariamente, la familia 
debe tener por parte del Estado. Entonces, habla de una 
corresponsabilidad no solamente familiar, sino también 
social. Creo que es importante tenerlo en cuenta porque 
la sociedad ha avanzado, porque las leyes han avanzado, 
porque las familias han ido cambiando y porque el con- 
cepto de crianza también nos ha involucrado más en un 
nivel social. La crianza —como concepto también— en es- 
tos tiempos ha pasado de ser solamente un hecho familiar, 
que se da en el ámbito privado, a ser acciones sociales y 
comunitarias; se trata de empezar a vernos, justamente, 
como corresponsables en la crianza de niños, niñas y ado- 
lescentes, y eso tiene mucho que ver con lo que después 
el Estado tiene que hacer como garante de esos derechos. 
Por lo tanto, es en esta circunstancia que tenemos que em- 
pezar a hablar de políticas públicas, a fomentar cambios 
culturales "hemos estado hablando de eso hoy— y también 
a buscar interacciones entre todos los actores, de los ámbi- 
tos privado y público, para poder desplegar esas políticas. 


Cuando hablamos de crianza no referimos solamente 
a los cuidados básicos y quizá nutricionales, sino también 
a una transmisión de valores, a un marco cultural. Por 
ejemplo, la Sociedad de Psiquiatría del Uruguay menciona 
círculos concéntricos que van desde el nido a la aldea y al 
mundo, en los que el Estado, como partícipe de esa comu- 
nidad mayor, tiene ciertas corresponsabilidades también. 


¿Por qué quería llegar a esto, a este marco? Porque hay 
países que han ido mirando estas evoluciones de sus so- 
ciedades, de sus comunidades, y han actuado a partir de 
este principio de crianza, que es verdad que en la visión 
más tradicional tiene un enfoque de género —esto se men- 
ciona en la exposición de motivos—, enfoque que genera 
inequidad en el acceso a las oportunidades laborales, a las 
oportunidades profesionales e, incluso, a las personales. 
Como resultado y en el marco de este principio de corres- 
ponsabilidad, los Estados, las sociedades —es verdad— se 
van enfocando hacia la coparentalidad, hacia las políticas 
públicas de corresponsabilidad en la crianza. Hasta ahí 
creo que estamos todos de acuerdo, hay que ir hacia ahí. 
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Entonces, podemos empezar a mirar algunos ejemplos del 
ámbito internacional. De hecho, algunos de los ejemplos 
se mencionan en la exposición de motivos de este proyecto 
de ley. 


Podemos ver las soluciones del modelo sueco para ir 
hacia la coparentalidad y la corresponsabilidad y cómo 
Suecia empezó a enfocar este tema. Suecia empezó a enfo- 
car este tema por los años setenta. Hicieron un estudio de 
cómo se usaban las licencias parentales y se dieron cuenta 
de que en esa época solo las utilizaban las madres. Enton- 
ces, en 1974 Suecia empezó a tratar de ver la cuestión de la 
coparentalidad en la asignación de las licencias parentales 
como una política de Estado y, como toda política de Es- 
tado, se basaron en un estudio, hicieron algunos cambios 
y fueron evaluando cómo les iba con esos cambios. Fue 
así como en 1995 se introdujo lo que llamaron el pappa- 
mánad, que es, básicamente, el mes de papá. Esa era una 
política pública por la que había treinta días remunerados 
de licencia reservados al padre; si no los usaba, se perdían. 
Siguieron analizando. Como les fue más o menos bien con 
esto, en 2002 ampliaron el mes de papá a dos meses de 
papá y en 2016 lo ampliaron a tres meses de papá. Hoy por 
hoy, en Suecia hay 480 días de licencia parental, que la 
familia puede dividir como le parezca mejor, de acuerdo 
con cómo ellos hayan administrado los cuidados. Fíjense 
que empecé contándoles cómo había empezado Suecia en 
los años setenta; estamos en el 2022 y al día de hoy los 
padres se llevan alrededor del 30 % de los días disponibles 
por licencia, después de una política pública de casi cin- 
cuenta años. ¿Qué quiero decir con esto? Varias cosas: a 
las políticas públicas hay que ir midiéndolas, evaluándolas 
y viendo, como sociedad, para dónde se va en función de 
los resultados que uno va obteniendo. 


Voy a dar otro ejemplo, el de Australia, que se enfocó 
para otro lado. Ellos decidieron estudiar el impacto eco- 
nómico de la desigualdad entre mujeres y varones en el 
acceso a las oportunidades de trabajo y ver cómo eso in- 
fluye en el aporte a la economía, y el resultado que les dio 
fue que perderse a las mujeres en el mercado laboral les 
costaba la friolera de veinticuatro billones de dólares al 
año. Por lo tanto, decidieron empezar a hacer algo, se pu- 
sieron de acuerdo y siguieron hacia donde fueron los sue- 
cos. En ese caso, lo que hicieron en Australia fue crear una 
acción participativa entre Estado e industria privada para 
que las empresas fueran generando condiciones y modelos 
de trabajo que permitieran a los varones ir tomando esa 
corresponsabilidad, que es hacia donde querían ir como 
política pública. 


Acá pueden ver el video sobre una serie australiana. 
Está todo bien mientras las parejas están juntas, pero in- 
cluso cuando las parejas se separan llegan a acuerdos del 
estilo de que quienes se quedan en la casa son los niños, 
niñas o adolescentes, y los que se mudan una vez por se- 
mana —o lo que sea acordado, como una semana sí y una 
semana no— son los padres. Esto garantiza la estabilidad 
de los gurises. 
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Lo que quiero decir con esto es que las diferentes so- 
ciedades en los diferentes países han ido evolucionando en 
función de sus pactos de comunidad para una mejor crian- 
za de sus niños, niñas y adolescentes. Lo quería expresar 
en el entendido de que eso es la corresponsabilidad: es 
parte de una política pública con una mirada integral, con 
subsidios, quizá, con prestaciones sociales, con acuerdos 
entre lo público y lo privado. No es solamente el título de 
un proyecto de ley que, además, legisla la corresponsabi- 
lidad cuando los padres se separan, pero que hace poco, 
como política pública, consideraba la corresponsabilidad 
mientras están juntos. Esto debe tener una mirada integral. 


Asimismo, no para tirar números al azar sino para 
poder entender la política pública desde la evidencia, co- 
mento que cuando este proyecto de ley se empezó a tratar 
—les mostré el caso de Suecia, que se fueron mejorando en 
función de las evidencias— nosotros hicimos un pedido de 
acceso a la información pública a la Suprema Corte de Jus- 
ticia para entender de qué universo de impacto estábamos 
hablando. Me refiero al de una política legislativa que se 
estaba proponiendo. 


Consultamos qué cantidad de procesos judiciales de 
ratificación de tenencia se promovieron en 2018, en 2019 
y en 2020; en qué proporción los iniciaron hombres o mu- 
jeres; cuántos de ellos los presentaron madres o padres; 
en cuántos la sentencia fue favorable para la madre, en 
cuántos para el padre, así como la cantidad de procesos 
iniciados por terceros. ¿Por qué? Para saber, para entender 
el impacto, para entender cuál era el universo. Nos res- 
pondieron que el sistema de gestión de juzgados está sola- 
mente en Montevideo, que no diferencia si las sentencias 
dictadas fueron favorables a la madre o al padre del menor 
—no pueden decirnos eso—, que el sistema tampoco recaba 
la información solicitada sobre la cantidad de denuncias 
por incumplimiento del régimen de visitas y mucho menos 
quién realizó o promovió dichas denuncias. 


Estaría bien tener esta información. Recuerden que 
Uruguay fue observado por el Comité de los Derechos del 
Niño en el 2015 porque los datos que teníamos sobre in- 
fancia no eran de una buena calidad que nos permitiera, 
justamente, poder hacer política pública informada. 


¿Qué nos pasa con esto? Que cuando nosotros tratamos 
de entender cuál es la motivación de este proyecto y la va- 
mos a buscar por ejemplo en la exposición de motivos, no 
vemos evidencia que sostenga la necesidad de una política 
legislativa en torno a este tema. Según los datos que me 
dio la Suprema Corte de Justicia, la judicialización de la 
tenencia, en su gran mayoría, se da por procesos volunta- 
rios; a su vez se dan 270 conflictos en primera instancia, 
de los cuales unos 30 pasan a segunda instancia. 


Acá quiero decir una cosa que me resulta importante 
destacar. Los problemas humanos son todos importantes, 
y mucho más aquellos que tienen que ver con la afectivi- 
dad, con los vínculos rotos e, incluso, con su recomposi- 
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ción. Acá no es que sea uno más importante que cinco mil; 
pero es desde lo humano y no desde la política pública, 
desde las políticas legislativas, desde las políticas sociales. 
Ahí sí necesitamos datos, porque hay que hacer un análisis 
de impacto sobre qué es lo que nos va a ocurrir como so- 
ciedad cuando vayamos haciendo esos cambios como este 
que hoy se está proponiendo. 


Hoy lo que nos pasa con este proyecto, también, es que 
no está muy claro cómo se van a resolver las prestacio- 
nes sociales —que muchas tienen que ver con el proceso 
voluntario de ratificación— en aquellas tenencias que son 
ejercidas por terceros. No dice absolutamente nada y, en- 
tonces, eso va un poco en contradicción con esto de lo que 
estamos hablando desde hoy: el concepto amplio y diverso 
de la familia. 


Señora presidenta: yo quería hacer esta introducción 
para poner el tema en contexto. Me gustaría saber —lo pre- 
gunto ahora porque ya no va a ser posible en la comisión 
qué identificaron cuando estuvieron estudiando los dispa- 
radores para este proyecto. ¿Identificaron problemas de 
formación en los operadores de justicia y eso hace que las 
causas se demoren? ¿Identificaron alguna resistencia en la 
aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño 
por parte de los operadores de la justicia? ¿Habría que tra- 
bajar en eso? ¿Identificaron problemas de infraestructura 
en los juzgados que impiden, por ejemplo, garantizar el 
acceso a la justicia? ¿Hay problemas de recursos que impi- 
den completar actuaciones o pericias en tiempo y forma? 
Porque, si nos está pasando todo eso, sería bueno actuar en 
función de eso con una política pública. Honestamente, lo 
que yo espero es que la motivación para presentar este pro- 
yecto no haya sido la cantidad de seguidores que tienen las 
organizaciones en las redes sociales. Lo digo con seriedad. 


Cuando miramos esto en el contexto internacional de 
los organismos de derecho de la infancia, básicamente 
hay dos grandes organismos: Unicef y el Comité de los 
Derechos del Niño. Unicef es el organismo de Naciones 
Unidas que tiene como mandato velar por las infancias, 
y el Comité de Expertos de Naciones Unidas en derechos 
del niño —que se creó a través de la convención— tiene el 
cometido de monitorear a los Estados partes de la conven- 
ción en cuanto al cumplimiento de lo en ella establecido. 
Por eso hablamos de Unicef y del Comité de los Derechos 
del Niño. 


Una de las cosas que a este proyecto le sucede es que 
no pasa el control de convencionalidad. Voy a tratar de ex- 
plicar mínimamente por qué. Primero, porque no mira la 
convención desde la visión holística que ella tiene respec- 
to a los derechos del niño. Uno no puede andar eligiendo 
artículos de la convención que le calcen, sino que tiene 
que ser entendida en forma integral. Por ejemplo, este pro- 
yecto no dice nada del artículo 5 de la Convención sobre 
los Derechos del Niño, que es justamente el que otorga 
al niño el derecho a vivir en familia y el que construye 
ese concepto de familia ampliada, y solo trae un pedacito 
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del artículo 9.”, que es el que indica qué pasa cuando hay 
una separación en la familia. De hecho, es de lo que trata 
este proyecto porque, si no, no tendríamos proyecto. En el 
artículo 9. se establece por qué se podría interrumpir el 
contacto de los niños, niñas y adolescentes con alguno de 
sus progenitores, y está formulado a partir de la intención 
de proteger y promover los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes. Entonces, es muy raro que en todo el proyec- 
to no se haga referencia en forma integral a lo que dispone 
este artículo 9.7. Además dice que en caso de separación, 
un tercero bajo revisión judicial va a definir las cuestiones 
de convivencia del niño, niña o adolescente, y explícita- 
mente establece cómo actuar en las cuestiones cuando se 
detecta descuido, negligencia o maltrato. 


Es muy importante la referencia al artículo 9.” «Los 
Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de 
sus padres contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a 
reserva de revisión judicial las autoridades competentes 
determinen, de conformidad con la ley y los procedimien- 
tos aplicables, que tal separación es necesaria en el interés 
superior del niño». No se dice nada sobre esta parte del 
artículo. 


Es verdad que se hace referencia al artículo 18 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño pero, junto con 
un pedacito del artículo 9.9, es el único que está mencio- 
nado. Fíjense que solamente se hace referencia al numeral 
1 del artículo 18, cuando en definitiva el numeral 2 expre- 
sa: «A los efectos de garantizar y promover los derechos 
enunciados en la presente Convención, los Estados Partes 
prestarán la asistencia apropiada a los padres y a los repre- 
sentantes legales para el desempeño de sus funciones en lo 
que respecta a la crianza del niño y velarán por la creación 
de instituciones, instalaciones y servicios para el cuidado 
de los niños». ¿A qué me refiero con esto? De nuevo a la 
integralidad con el interés superior como concepto fun- 
damental. 


Y ya que estamos hablando del interés superior, en la 
convención se interpreta en los Estados partes y se imple- 
menta a partir de lo que es la observación general n.? 14. 
El interés superior —según dice la observación general 
n.” 14— es un principio rector, un derecho, pero también 
es un criterio de interpretación para la toma de decisiones 
respecto a las situaciones de los niños, niñas y adolescen- 
tes y una regla de procedimiento —acá Uruguay tiene una 
falta— que deben cumplir los Estados partes. Uruguay no 
tiene esto en el CNA como regla de procedimiento, pero 
igual debe cumplirlo porque es un Estado parte de la con- 
vención. 


Entonces, cuando miramos este proyecto de ley, es ver- 
dad que vemos un montón de veces «el interés superior del 
niño», pero no se implementa. Solamente lo repite muchas 
veces, porque lo termina sometiendo a la voluntad de los 
adultos y porque lo define por orden general y no caso a 
caso como el interés superior tiene que ser definido. 
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Estas fueron parte de las observaciones de Unicef que, 
como vimos, tuvo que escribirlas en una carta porque no 
pudo hacerlas en la comisión. Mis compañeros las leyeron 
y no quiero volver sobre eso, sino tratar de incorporar nue- 
vos elementos. 


También nos pasa que este proyecto de ley no hace re- 
ferencia al artículo 19 de la Convención sobre los Dere- 
chos del Niño que es, ni más ni menos, el principio de pro- 
tección. Entonces, tenemos problemas serios en el artículo 
4. —después vamos a hablar un poquito más— respecto a lo 
que tiene que ver con la no prohibición de las visitas, aun 
bajo medidas cautelares. 


Si ustedes me permiten, quiero dar una mirada crítica 
al proyecto de ley y voy a empezar por la exposición de 
motivos. 


Cuando esta iniciativa le fue entregada al Frente Am- 
plio no se sabía cuál era la exposición de motivos que le 
correspondía. Después en la comisión se nos aclaró que 
iba con la exposición de motivos del proyecto anterior del 
Partido Nacional. En ese sentido algunos tenemos un pro- 
blema porque el proyecto de ley cambió, pero eso no está 
explicado en la exposición de motivos. 


Vamos a ir por partes. Cuando nosotros recibimos esto 
fue sin una exposición de motivos y hubo muchas cosas 
del proyecto que nos llamaron la atención y por esa ra- 
zón no pudimos buscarlas. Trataré de ver algunas cosas 
artículo por artículo y de mirar el comparativo porque ca- 
paz que es más fácil. 


El artículo 1.2 dice: «Declárase y reconócese el princi- 
pio de corresponsabilidad en la crianza, de conformidad 
con el artículo 18 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño». Como Uruguay es Estado parte —ya está pronto-, 
esto no aporta. 


El artículo 2.” tiene algunos problemas. Parte de los 
problemas que tiene —capaz que esta también sería una 
muy buena oportunidad para entender por qué está pues- 
to esto acá—, radica en que dice: «La patria potestad úni- 
camente podrá perderse por las causales previstas en los 
artículos 284 y 285 del Código Civil» y esto es algo que ya 
establece el Código Civil. La palabra «únicamente», cuan- 
do habla de dos cosas, tampoco tiene mucho sentido; lo 
tenía antes —después vamos a hablar de eso— cuando «úni- 
camente» era en referencia al artículo 285, pero la verdad 
es que poner esta palabra por esas dos cosas cuando se 
refiere a lo que está en el Código Civil, no parece tener 
mucho sentido. 


Después modifica un inciso del artículo 34 del Código 
de la Niñez y la Adolescencia que, de hecho, no estable- 
ce nada nuevo tampoco. Dice: «... se ejercerá la guarda 
material o tenencia, manteniendo ambos en todo momen- 
to la corresponsabilidad en la crianza», que es algo que 
ya está. La otra parte indica que «De no existir acuerdo 
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entre los padres, la tenencia será resuelta por el Juez de 
Familia quien deberá dictar las medidas necesarias...», que 
también es algo que ya pasa y no aporta demasiado. El 
artículo 2.* parece que está ahí solamente para nombrar los 
artículos 284 y 285 del Código Civil. 


El artículo 3.* dice que a los niños hay que escuchar- 
los pero, en definitiva, que el juez privilegie la tenencia 
compartida. O sea: «Escúchelos, pero no tanto; escúchelos 
pero usted haga lo que le dice la ley». 


El artículo 4.”, como ustedes saben, es complejo porque 
en él se dice: «En el caso de adoptarse medidas cautelares 
a raíz de una denuncia formulada por parte de un progeni- 
tor contra el otro, el Juez, manteniendo en todo tiempo las 
garantías del debido proceso y el principio de inocencia, 
evaluará bajo su más seria responsabilidad funcional la 
necesidad o no de modificación del régimen de tenencia y 
su ejercicio». Ya tenía medidas cautelares; ¿qué no debería 
ser perjudicial? 


El literal C) expresa: «En todo caso, y también en el 
supuesto de haberse decretado la aplicación de medidas 
cautelares, deberá respetarse el derecho a las visitas...», 
y de nuevo vamos otra vez con el interés superior, ya que 
agrega: «... toda vez que a juicio del Juez sean acordes al 
interés superior del niño o adolescente...». No entiendo 
en qué contexto serían acordes cuando hay medidas cau- 
telares. 


Acá quiero hacer una aclaración. Capaz que nos van a 
decir: «Pero ustedes están hablando siempre de los violen- 
tos». ¡No! ¡Justamente!, todo esto está muy bien cuando 
hablamos de personas protectoras y no violentas, pero no- 
sotros tenemos que proteger a los gurises precisamente de 
las personas no protectoras y de las personas violentas, y 
para eso podríamos llegar a modificar una ley, pero en este 
caso no es lo que está ocurriendo. 


El artículo 6.” habla de la determinación de visitas y 
menciona por ahí: «Solo por motivos particularmente gra- 
ves y sobre los cuales existan indicios fundados...». No 
sabemos cuáles serían los motivos particularmente graves 
y los indicios fundados; capaz que habría que ser un poco 
más específicos en eso, justamente por lo que tiene que 
ver con el cerno de la violencia intrafamiliar, que en el 
setenta y pico por ciento de los casos, según el Sipiav, es 
recurrente, y los niños, niñas y adolescentes no se recono- 
cen víctimas porque lo asumen como parte de lo que les 
pasa en la vida. 


Al artículo 7.* se les pasó mencionarlo en la exposición 
de motivos, o sea que no sabemos por qué está ahí. 


En cuanto al artículo 10, que es el que marca las pau- 
tas a los defensores, nos parece que hay cuestiones que 
afectan la independencia técnica, porque se le dice, por 
ejemplo, cómo tiene que actuar con el niño, niña o ado- 
lescente. En el literal C) les dice que tienen que hacer por 
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lo menos dos entrevistas, a las que tienen que concurrir 
los progenitores —una vez la madre y otra vez el padre— 
pero pensamos que la estrategia de defensa, ya que el niño 
ahora es parte defendida, debería poder ser la que definan, 
justamente, el niño, niña o adolescente y su defensor. 


Me está faltando un detalle porque acá se mencionó 
mucho la exhaustividad con que esto se estudió y la res- 
ponsabilidad con que se trató. Quiero decir que cuando el 
artículo 2.” hacía referencia a que la patria potestad po- 
día perderse únicamente por las causales previstas en el 
artículo 285 del Código Civil —y voy a recordarlo para la 
versión taquigráfica—, estaba excluyendo el proxenetismo, 
el femicidio y las lesiones graves a los hijos como causales 
de pérdida de la patria potestad pero, en todo ese análi- 
sis tan exhaustivo que hicieron, de eso se dieron cuenta 
una semana después, señores legisladores de la coalición 
de gobierno. Tengo que preguntarles —es de orden que les 
haga la pregunta explícita— si ustedes leyeron antes de 
firmar. Además, las páginas están todas firmadas. Es de 
orden, porque se nos pide legislar con seriedad, señora 
presidenta. No quiero aludir, pero se me está... 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señora senadora: todo el 
mundo la está escuchando atentamente. Le pido por favor 
que se atenga a lo que establece el Reglamento. 


SEÑORA NANE.- Muchas gracias, señora presidenta, 
pero sabe que es importante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La puedo llegar a entender 
de mil formas, pero eso no significa que usted no tenga 
que respetar el Reglamento. 


SEÑORA NANE.- Gracias por la comprensión. 


Es de orden, cuando uno actúa con seriedad, leer lo 
que firma, y están firmadas todas las hojas, reitero. 


Lo otro que nos queda como duda es el artículo 13 del 
proyecto porque hace referencia a «todos quienes ejerzan 
la patria potestad» y, en términos generales, la patria po- 
testad se ejerce solamente por los progenitores. 


En resumen, consideramos que este proyecto de ley 
desprotege a los niños, niñas y adolescentes ante medi- 
das cautelares dispuestas por un juez. No hace nada por la 
corresponsabilidad como una cuestión de cultura social o 
como un valor de la comunidad. No está de acuerdo con 
la Convención sobre los Derechos del Niño; va contra su 
visión holística en materia de derechos de niños, niñas y 
adolescentes. No garantiza el acceso a la justicia y no bas- 
ta con las leyes, porque los derechos también se constru- 
yen y se sostienen. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


(Ocupa la presidencia el señor Jorge Gandini). 
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—No garantiza el derecho a ser escuchado; en realidad, 
no solamente a ser escuchado sino a ser escuchado y creí- 
do porque, si no, ¿para qué estoy escuchando? Además, 
tiene una muy mala técnica legislativa. Este proyecto hoy 
tiene y tuvo los oidos completamente sellados respecto a 
los niños, niñas y adolescentes. 


Muchas gracias, señor presidente. 
SEÑORA BIANCHI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Tiene la pa- 
labra la señora senadora. 


SEÑORA BIANCHI.- Cuesta, realmente, expresarse 
con ecuanimidad y tranquilidad —lo voy a hacer— después 
de recibir, de manera directa o indirecta, intenciones y 
subestimaciones. Uno tiene la conciencia tranquila y a lo 
único que le responde es a la conciencia. 


Voy a hacer un par de aclaraciones que entiendo nece- 
sarias. Me detengo, simplemente, a recordar las palabras 
del señor senador Lanz acerca de cómo se trabajó en la 
comisión. Yo puedo aceptar que haya picardías políticas, 
porque eso es la política, pero todos sabemos que siempre 
estuvimos hablando del mismo tema. O sea, la formali- 
dad de determinado proyecto, uno o dos, el proyecto y la 
sustitución que, además, fue consecuencia de la enorme 
paciencia de la señora senadora Asiaín y del enorme inte- 
rés especial que la señora senadora Sanguinetti ha tenido 
ante sus dudas, se fue procesando en mucho tiempo. Pocas 
veces —no tengo mucha experiencia parlamentaria; es mi 
segundo período, pero tengo experiencias en otros lados— 
he visto que se dedicara con tanto ahínco a tratar temas 
muy puntuales para que quedaran bien claros. Incluso co- 
mentaba con la señora senadora Asiaín que debíamos de- 
tenernos un poco porque estábamos poniendo negro sobre 
blanco asuntos que son obvios para los jueces, para que 
los jueces no se sientan subestimados. Además —y esta es 
una cosa a tener en cuenta, porque se aprende con el ejer- 
cicio de la profesión, pues no lo dicen los libros—, el juez 
de familia es el que tiene mayor discrecionalidad siempre, 
porque con la confianza que le tienen la ciudadanía y el 
Estado uruguayo —por algo los elige y los controla—, debe 
actuar con absoluta libertad dentro del marco legal frente 
al caso concreto. Hay casos concretos —siempre los hay; 
en derecho siempre hay casos concretos—, aunque sea, en 
el régimen de la responsabilidad patrimonial, en el lucro 
cesante o en el daño adyacente, entre otros muchísimos 
ejemplos. Siempre que se aplica la justicia es para el caso 
concreto. Este es un problema de Filosofía del Derecho. 


En consecuencia, a mí me preocupó un poco regla- 
mentar demasiado, decir demasiadas cosas a los jueces, 
pero todos fuimos aceptando para tratar de que esto sa- 
liera con la mayor unanimidad de pareceres, no con el 
100 % —nunca vamos a estar de acuerdo, por suerte—, 
porque este no es un país de unanimidades. 
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Siempre tengo el mismo problema: como no preparo 
nada, recojo conceptos que se vierten aquí y los comple- 
mento con mis concepciones. 


En primer lugar, quiero decir que hubo un tratamien- 
to muy exhaustivo —reitero: muy exhaustivo— en la comi- 
sión. Eso de actuar de acuerdo a presiones lo contesté en 
la comisión; si no recuerdo mal tuve un enfrentamiento 
directo con una persona a quien respeto y quiero mucho 
porque desde muy jóvenes nos conocemos del Parlamento 
cuando recién ingresábamos a la democracia, que es Mó- 
nica Bottero. Ella hizo mención del grupo de presiones y 
le dije: «¡De ninguna manera!; al menos no nos adjudiquen 
intenciones». Ahora bien, grupos de presión hay en todos 
lados. Justamente, la ecuanimidad de los parlamentarios 
y el buen funcionamiento de un sistema democrático y 
republicano de gobierno tienen que ver con administrar 
las tensiones o, si quieren, las presiones. El tema es cómo 
se interpreta el concepto de presión; creo que nadie nos 
obliga a votar, y si hay alguien que está en esa situación 
no merece ser legislador. Jamás presumiría que un cole- 
ga, aunque esté en la posición más antagónica desde el 
punto de vista ideológico, esté actuando bajo presión. Si 
lo está haciendo, que lo denuncie penalmente porque eso 
se llama extorsión, además de tratarse de un problema de 
fueros que afectaría a todo el Parlamento; o sea, que sería 
muchísimo más grave. Además, preferiría que los grupos 
de presión de los padres, de las madres, de los abuelos 
y de las abuelas que son partidarios de este proyecto de 
ley sean reconocidos, y los otros también, porque tienen 
muchísima más visibilidad. Existen sectores u organiza- 
ciones sociales que nos han tratado absolutamente de todo 
a los legisladores que impulsamos este proyecto de ley. De 
todas maneras, quiero decir que lo hicimos con mejor o 
peor técnica legislativa, y no me considero en absoluto una 
gran legisladora. Conocí otro Parlamento integrado por 
catedráticos y en el que estábamos mucho más tranquilos, 
pero tratamos de trabajar, dentro de nuestra humildad y en 
función de lo poco que conocemos. 


Además, sabemos que la exposición de motivos no es 
un asunto fundante porque no se vota; primero se vota el 
informe y luego el proyecto de ley. Digo esto como co- 
mentario secundario respecto del tema de la presión, que 
no es secundario. 


Hay otra cuestión muy importante que hay que aclarar 
porque, como en todo, también en el derecho, hay «mo- 
das» —dicho esto entre comillas— o, digamos, tendencias 
doctrinarias, y por momentos existen impulsos. Esto su- 
cede en toda disciplina y actividad, no tiene por qué ser 
de origen universitario, como por ejemplo las artesanías. 


Los convenios internacionales ratificados por Uru- 
guay, señor presidente, no pasan a integrar la Constitución 
de la república, a diferencia de lo que sucede en Argentina. 
Allí, los convenios internacionales que se ratifican adquie- 
ren —porque así lo establece la Constitución— rango consti- 
tucional, pero en el Uruguay no. En nuestro país son leyes 
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comunes; por eso, una vez ratificados por el Parlamento 
pasan a ser normas comunes. Cuando trabajamos con un 
acuerdo internacional, ¿tenemos un cuidado mayor por- 
que compromete al Estado? Sí, claro, pero eso no somete 
a la soberanía del Uruguay. Nunca la va a someter, porque 
no ha sido voluntad de los uruguayos que nos sometieran 
los tratados internacionales, a pesar de que Uruguay fue 
fundador de la gran mayoría de los organismos internacio- 
nales. Siempre tuvimos una excelente formación intelec- 
tual y los grandes constitucionalistas e internacionalistas 
uruguayos no solamente fueron fundadores de los orga- 
nismos, sino redactores de las cartas fundacionales y de 
los convenios. 


Otro aspecto que hay que tener en cuenta es que los 
convenios internacionales que se firman y se ratifican son 
muy amplios. ¿Para qué son amplios? Los organismos in- 
ternacionales saben que no pueden avanzar sobre la sobe- 
ranía de los Estados pero, a su vez, quieren tener la mayor 
cantidad de ratificaciones, por eso son muy amplios. A su 
vez, los convenios deben ser ratificados por el Parlamento; 
si solo los firma el Estado, no valen nada. Hasta que no los 
ratifique el Parlamento no tienen validez. Entonces, ¿qué 
buscan los organismos internacionales? Un margen mayor 
de maniobra para que lo pueda ratificar la mayor cantidad 
de Estados. Por eso nosotros siempre impulsamos la firma 
de tratados internacionales y, además, nuestros grandes 
constitucionalistas e internacionalistas fueron redactores 
de cartas fundacionales, hasta de las Naciones Unidas. 
Ahora, no me afilio —y nadie me puede obligar porque es 
doctrinario, es una exclusiva construcción doctrinaria— a 
eso de que los tratados internacionales formen parte de 
la Constitución. Respeto profundamente a los constitucio- 
nalistas que opinan lo contrario, que son la minoría —en 
otro momento podrán ser la mayoría— porque en el Uru- 
guay la doctrina no es fuente de Derecho. El artículo 72 
dice —a veces lo digo de memoria, pero ahora lo voy a leer 
textualmente—: «La enumeración de derechos, deberes y 
garantías hecha por la Constitución, no excluye los otros 
que son inherentes a la personalidad humana o se derivan 
de la forma republicana de gobierno». Quiere decir que no 
se está refiriendo a otra cosa más que a lo que acabo de 
leer. No entran ni para los Jiménez de Aréchaga ni para 
el doctor Casinelli Muñoz, que hace relativamente poco 
tiempo falleció y lo peleó siempre. 


Pretender que por el artículo 72, que es excelente y 
pocas constituciones lo tienen, entren los convenios in- 
ternacionales a mansalva, por decirlo de alguna manera 
—que primero firman y luego ratifican 180 o 190 países—, 
sería pasar por encima de nuestra soberanía, y eso jamás 
lo vamos a permitir. En consecuencia, esto de que tenemos 
o no la corresponsabilidad en la crianza por la Conven- 
ción sobre los Derechos del Niño, no. No, porque es una 
convención y nosotros la vamos a cumplir, hasta que la 
soberanía nacional, que está acá, en el Parlamento, decida 
que lo va a seguir cumpliendo. ¡Miren si mañana a algún 
organismo internacional se le ocurre —ya que están tan 
complicadas las cosas; ayer escuchábamos lo que decía 
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Enrique Iglesias— reimplantar la pena de muerte para de- 
terminados delitos! ¿Nosotros lo vamos a cumplir, porque 
lo dice un convenio internacional? Ojo que las correlacio- 
nes de fuerzas, de las mayorías en los organismos interna- 
cionales están sufriendo muchos cambios. Como dijo muy 
bien ayer el contador Enrique Iglesias, ya no vivimos más 
la pax, que obviamente asimilaba a la paz del Imperio ro- 
mano. No vivimos más en la pax de 75 años después de la 
Segunda Guerra Mundial, donde a partir de las Naciones 
Unidas están fundados todos los organismos y tratados in- 
ternacionales que nosotros a lo largo del tiempo hemos ido 
ratificando. ¡Cuidado con esas cosas! ¡Cuidado! Porque la 
correlación de fuerzas internacionales políticas depende 
de lo que pase en un mundo en el que hay una gran incer- 
tidumbre. Por lo tanto, yo defiendo —y la defenderé hasta 
el último día de mi vida— la soberanía de la nación, que 
reside en la casa de la democracia, en el Parlamento uru- 
guayo. No va a haber ningún organismo internacional que 
a nosotros nos obligue a cumplir un convenio. Si quere- 
mos, lo cumplimos y si no, lo denunciaremos porque están 
previstas las denuncias de los convenios. 


¿Este es el caso? No. Simplemente estamos tratando 
de legislar una situación que se da en forma permanente y 
sistemática. No voy a la Ley sobre el Derecho de Acceso 
a la Información Pública porque soy legisladora, y ya que 
tanto se me cuestionó, usé el artículo 118 de la Consti- 
tución de la república e hice el pedido de informes a la 
Suprema Corte de Justicia. Lo hizo la colega Asiaín, pero 
como trabajamos juntas lo hemos compartido. No es ne- 
cesario recurrir a la Ley sobre el Derecho de Acceso a la 
Información Pública; los legisladores tenemos derecho a 
pedir a la Suprema Corte de Justicia —además de a otros 
organismos— que nos responda sobre algo muy similar, 
con mayor cantidad de casos. Probablemente se deba a que 
al Poder Judicial le faltan recursos. Durante quince años 
no se le incrementó el presupuesto al Poder Judicial en un 
centésimo. Yo no tengo los ojos en la nuca, los tengo para 
adelante, pero cuando vamos a hacer afirmaciones, hagá- 
monos cargo. Lo mismo sucede con las remuneraciones 
y la falta de defensores públicos. Solamente se realizó el 
ajuste normal del IPC y no se le dio un peso. Es más, no 
se mandó el inciso, como para humillar más al Poder Judi- 
cial. El señor presidente, que tiene mucha experiencia en 
presupuestos y rendiciones de cuentas, lo sabe: ni siquiera 
llegaba el inciso Poder Judicial. Todas esas cosas hay que 
ponerlas sobre la mesa. Si vamos a hacer evaluaciones, 
seamos sinceros con nosotros mismos. 


No somos Suecia ni Australia. Algún día lo podremos 
ser si rompemos muchos de nuestros prejuicios y la parte 
conservadora que tenemos los uruguayos, que para algu- 
nas cosas es positivo y para otras no. Además, hay otra 
cosa, a mí el Estado me va a decir lo que tengo que hacer 
sobre mi vida y la vida de mis hijos menores hasta que 
yo decida, porque el avance de los Estados sobre la liber- 
tad individual también está probado históricamente y en 
cientos de millones de muertes que no es lo mejor. Hay 
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que tener un fino equilibrio entre el poder del Estado y la 
libertad individual. Por eso está la justicia, señores. 


Los números que se mencionan no son ciertos. Yo los 
tengo aquí y son mucho más de mil casos. No sé si el fun- 
cionario que informó se equivocó. Además, en el día de 
ayer escuché a la señora presidente de la Asociación de 
Magistrados del Uruguay —una excelente jueza, la doctora 
Larrieu— diciendo que necesitamos más juzgados de fami- 
lia y más tribunales de apelaciones de familia. Entonces, 
se ve que el problema es complicado porque, si no, ¿para 
qué se nos pide especialmente en la rendición de cuentas 
más juzgados de familia y más tribunales de apelaciones 
de familia? De alguna manera me molesta que se tenga 
más sensibilidad si se habla de más casos. Es como si yo 
dijera que como las muertes por violencia contra la mujer 
basada en género, en el total de homicidios, no llega al 6 
%, no deberíamos tener la ley o políticas de protección a 
la mujer. En el total de homicidios, la muerte de mujeres 
en manos de sus parejas o exparejas son menos de 6 %. 
No voté la ley, pero no me negué a votarla por eso. No dije 
que no por eso, nunca se me hubiera ocurrido porque no 
es una cuestión de cantidad, sino de problemas. Jamás se 
me ocurriría esgrimir ese argumento. Sí es verdad que con 
el señor diputado Pasquet —que es jurista, yo soy apenas 
una abogada— no la votamos. Fuimos los únicos dos legis- 
ladores in totum que no la votamos porque vimos muchos 
defectos que a lo largo del tiempo se están notando. Re- 
cuerdo las primeras palabras que expresé —y lo recordarán 
porque éramos diputados— sobre que los hombres, a partir 
de la aprobación de esta ley, están todos en libertad con- 
dicional. Y nos remitimos a la prensa. No voy a decir más 
nada porque el tema no es esa ley sino las consecuencias 
que tuvo, que además no resolvió el problema de fondo; 
también lo dijimos en su momento. ¡Le estamos pegando a 
la herradura y no al clavo! 


En cuanto a la inconstitucionalidad, ¡claro que es in- 
constitucional, claro que sí! Lo que hizo la Suprema Corte 
de Justicia —en dos o tres sentencias— a partir de elementos 
probatorios con relación al Código del Proceso Penal —ese 
es otro tema; y ya la cátedra de derecho procesal cuando 
asistió a la Comisión de Constitución y Legislación nos 
pidió, por favor, que lo derogáramos— fue declarar incons- 
titucional un numeral o un artículo. Una ley no se decla- 
ra inconstitucional en su generalidad, sino que el recurso 
puede interponerlo solamente una persona física o jurídica 
que vea afectado su interés directo, personal y legítimo. 
En consecuencia, en caso de que una ley sea declarada 
inconstitucional en diez artículos, la inconstitucionalidad 
es para la persona que interpuso el recurso y no en gene- 
ral. Lo que sí es cierto es que si se hubiera ido contra toda 
la ley, lo que se hacía normalmente —no digo que esa sea 
la actitud del Parlamento hoy- era corregir. Sin embargo, 
acá no hay declaraciones de inconstitucionalidad porque 
no hubo acciones sobre las partes fundamentales. Eso sí, 
estamos viviendo las consecuencias. 
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Este proyecto de ley busca, modestamente, resolver 
un problema que se plantea cada vez más. Voy a recurrir 
a lo planteado por el doctor Cavalli, que fue citado por 
nosotros a la Comisión de Constitución y Legislación. Es 
uno de los magistrados más brillantes; lo fue en el fuero 
penal —o sea que tiene mucha experiencia— y ahora lo es 
en el fuero de familia y, además, es miembro de tribunal 
de apelaciones. El doctor Cavalli fue convocado por la co- 
misión y participó vía Zoom porque estábamos en plena 
pandemia. ¡Si habremos trabajado en este tema durante 
tiempo! El doctor Cavalli expresó algo muy interesante, 
puso negro sobre blanco. Consulto si hay algún problema, 
¿o sigo? 


Dice el doctor Cavalli: «Existen grupos de adultos de 
expresión de género» —reitero: lo dice el doctor Cavalli, 
no Graciela Bianchi- «integrados mayoritariamente por 
mujeres, pero también por varones, que han reclamado 
cambios legislativos en la forma de administrar justicia. 
En nuestro país han propugnado la sanción de la ley de 
violencia basada en género» —la n.* 19580; todos sabemos 
cuál es, porque como acá todo el mundo sabe de derecho, 
me imagino que lo saben—, «que establece un estatuto que 
en lo sustantivo, pero sobre todo en lo procesal, ha coloca- 
do a la mujer en una situación de consideración preferen- 
cial en las resoluciones judiciales». 


Esta es una clara señal y decisión política del Esta- 
do que alienta la adopción de medidas de protección con 
mínima instrucción y a partir de considerar prioritaria la 
protección de las víctimas de violencia. A su vez, han co- 
brado vigor ante esta situación grupos de padres varones, 
integrados también por mujeres y con gran presencia de 
abuelas paternas —estamos hablando del doctor Cavalli—, 
que denuncian estar en desventaja en la resolución de los 
juicios, en particular de los que tienen como objeto la te- 
nencia y visita de los hijos. 


También habla de la situación de las víctimas; él sabe 
de lo que habla, además, ejerce su profesión en este tema 
todos los días. Y dice: Entiendo que es mi deber, como 
miembro del Poder Judicial, trasmitir a los legisladores la 
preocupación por la victimización que se produce cuando 
se dan estos tipos de enfrentamientos entre niños, niñas y 
adolescentes, lo que se traduce en reiterados juicios de te- 
nencia y visitas, denuncias sucesivas, aperturas de nuevos 
procesos en distintos juzgados y diligenciamientos de me- 
dios de prueba invasivos, sumado a muchas dificultades en 
la ejecución de lo resuelto. 


Con esto termino con las palabras del doctor Cavalli. 
Él dice que a los integrantes de la magistratura —o sea, 
quienes llevan a tierra el derecho— les preocupa que cuan- 
do se desconoce una resolución judicial adoptada tras un 
largo juicio, se verifican microviolaciones del Estado de 
derecho, pero que a la vez, en lo particular, pueden ser 
determinantes en la existencia de un ser humano en de- 
sarrollo. Y los invito a que entren en la página web a leer 
la versión taquigráfica, porque dijo más cosas el doctor 
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Cavalli, muy acertadas; como al menos a mí me gusta es- 
cuchar a quienes saben y a quienes ejercen su profesión, 
la verdad que me dio una gran tranquilidad de conciencia. 


La otra persona que también nos dio gran tranquilidad 
de conciencia, a la que también citamos, fue el psicólogo 
Alejandro de Barbieri. Es una persona que todos conoce- 
mos y la verdad es que nadie duda de su ecuanimidad; 
está permanentemente dando charlas en las escuelas y en 
las instituciones en forma honoraria; siempre está para to- 
das las personas que lo solicitan. Como decía, nosotros 
pedimos al psicólogo Alejandro de Barbieri que viniera a 
la comisión para hacerle algunas preguntas que son muy 
importantes, porque la verdad es que lo que nos importa 
son los niños, las niñas y los adolescentes; los adultos que 
se arreglen. ¿Cuál es el problema? Que si no se arreglan, 
los que sufren son los niños, las niñas y los adolescentes. 
¿O estamos jugando a la mosqueta? ¡¿Estamos jugando a 
la mosqueta?! Disculpen, pero son los juegos de mi edad. 
A ver, estoy hablando del papá y la mamá, o del papá mu- 
jer, o del papá hombre o del papá trans, porque no hago 
ningún tipo de discriminación con la integración familiar; 
me da exactamente lo mismo porque soy partidaria de la 
libertad, y eso quiero aclararlo. 


De Barbieri comienza diciendo: «Justamente, en uno 
de mis libros, Educar sin culpa, hablo del rol de la figura 
del padre: real y simbólica [...] El rol del padre es fun- 
damental, el rol del padre ha tenido mala prensa», dice 
Alejandro. Yo me pregunto si lo tratarán de machista; no 
sé, porque es un encanto de persona. Y dice: «Por supuesto 
que el rol de la madre es fundamental como así también 
el apego». En determinado momento menciona conceptos 
que dejan entrever que el centro debe ser el niño, el niño 
pensado en relación a. Entonces, como a mí me quedó al- 
guna duda, le dije que me gustaría que se detuviera en ese 
punto. Y Alejandro de Barbieri me contestó: «Creo que 
entiendo la pregunta, porque cuando se nos dice que es- 
tamos en una sociedad adultocéntrica es importante escu- 
char a los niños y escuchar a los adolescentes. Ahora con 
la pandemia se escucha poco a los adolescentes, y acabo 
de tener trescientos docentes de la ANEP hoy de mañana 
hablando de la pandemia con ellos. El niño se forma en 
un círculo, en una constelación afectiva: es el niño en re- 
lación a la madre y el niño en relación al padre. Ustedes 
habrán visto esto con sus hijos y con sus nietos. Cuando 
el niño está solo con la madre se comporta de una manera 
y cuando viene el padre se comporta de otra manera por 
esa energía particular que tiene el propio vínculo. Es decir, 
el papá o la mamá habilitan a que el niño sea, por ejem- 
plo, más audaz». Y sigue con lo que significa el lograr la 
mejor situación para el niño, la niña o el adolescente que 
depende, fundamentalmente, de los adultos. Ahora, ¿es- 
tamos descubriendo América? No, ya ni fue descubierta 
por Colón, sino por los vikingos. Si no tiene una familia 
de contención, obviamente, el niño no se va a desarrollar. 


¡Yo he tenido que escuchar cada cosa! Pero hay algo 
que a mí me emocionó. Cuando hoy escuché la historia de 
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Olga Delgrossi —que en parte la conocía—, dije: «Este es el 
Uruguay». ¿Para qué salimos a copiar afuera, si cuando 
nosotros resolvimos un montón de problemas, los países 
que ahora queremos imitar andaban a los balazos, a los 
cañonazos, con monarquías absolutas? Olga Delgrossi es 
una mujer que nació en 1932, una mujer, en una familia 
humilde de diez hijos, en Tacuarembó, y estudió en el li- 
ceo. Quiere decir que nosotros como país tenemos una for- 
taleza que no la tienen muchos de los otros países. ¿Y soy 
excesivamente uruguaya? Sí. No soy nihilista, no pienso 
que mi país no se parece a nada, pero sí reconozco que 
tenemos que ir a nuestra propia experiencia para poder 
avanzar. ¿Eso significa desconocer lo que está pasando 
en el resto del mundo? No, pero pasando siempre por el 
tamiz de nuestra propia experiencia, porque nosotros su- 
pimos resolver problemas cuando otros países, que ahora 
queremos usar como ejemplo, ni siquiera habían llegado a 
la primera etapa civilizatoria. Es así, nos guste o no; a mí 
me gusta. 


SEÑOR DA SILVA.- ¿Me permite, señora senadora? 


Formulo moción para que se prorrogue el tiempo de 
que dispone la oradora. 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Se va a votar 
la moción formulada. 


(Se vota). 

20 en 21. Afirmativa. 

Puede continuar la señora senadora. 
SEÑORA BIANCHL.- Agradezco al Cuerpo. 


La verdad es que cuando uno se recibe de abogado eli- 
ge las especialidades para ejercer y yo elegí Familia, y lo 
hice porque soy docente y en los cinco mil alumnos que 
tenía por año veía las consecuencias en la adolescencia 
cuando estas cosas no se resolvían bien. 


No existe la tenencia compartida en el Uruguay, no 
existe la corresponsabilidad en la crianza; la estamos 
creando por esta norma y, en tal sentido, ya expliqué lo 
que era el convenio internacional. A los niños, señor pre- 
sidente, los jueces los escuchaban —los buenos, porque hay 
de todo; en este momento recuerdo al doctor Baccino, que 
dejé de ver luego, cuando pasó a integrar el Tribunal de 
Apelaciones, aunque me gustaría volver a verlo porque 
nos emocionaba que nos tocara un caso con él- y no estaba 
vigente el Código de la Niñez y la Adolescencia; de paso 
digo que integré los grupos de trabajo para redactarlo, con 
la doctora Jacinta Balbela de Delgue. Se llamaba al me- 
nor y se hablaba con él, sin necesidad de que se lo dijera 
la ley. En el Uruguay, señores, el niño siempre fue sujeto 
de derecho; se puso negro sobre blanco. Recuerdo que la 
doctora Jacinta Balbela de Delgue decía que nos iban a 
tratar de antipatriotas por incluir eso, pero que había que 
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ponerlo. Acá, desde Artigas, desde el Reglamento de 1815, 
las viudas con hijos hasta tenían preferencia para ser ad- 
judicatarias en el Reglamento de Tierras. Y para Varela 
el centro siempre fue el alumno. O sea, nosotros siempre 
tuvimos esas concepciones. 


Para mí el gran error, señor presidente, es que estamos 
confundiendo problemas, estamos haciendo una especie 
de círculos no concéntricos, es decir, superponiendo par- 
tes de círculos con la violencia que sufre la mujer, que su- 
fre el hombre, que sufre el niño, que sufre el adolescente, 
porque vivimos en una sociedad violenta. Si no asumimos 
que la violencia está en toda la sociedad, no vamos a re- 
solver el problema. 


En consecuencia, nos pesa mucho la violencia de esta 
sociedad. En lugar de tratar de abstraernos en cuanto a que 
estamos resolviendo un problema de corresponsabilidad 
en la crianza —que no es lo mismo que la patria potestad; 
por eso se incluyó en forma expresa, para que no haya dis- 
cusiones—, se están condicionando decisiones, que no es 
que no tengan nada que ver. ¡Nos da miedo! Y está bien 
que nos dé temor, porque el miedo es legítimo, pero lo que 
no puede hacer es paralizarnos. 


Ahora bien, partiendo de la base de que tenemos pro- 
blemas de violencia —¡si los tendremos!- y de que los va- 
mos a resolver con leyes —en general eso no sucede, pero 
vamos a hacer todo lo posible—, mezclamos todo como 
cuando alguien hace una torta. Una cosa es la correspon- 
sabilidad en la crianza y otra muy distinta es el tema de 
la violencia. Ninguna es más relevante que otra; lo que 
importa es que se preserve a la mujer, al hombre, al niño, a 
la niña y al adolescente —para utilizar el lenguaje que hoy 
se usa—, aparte del tema de las normas sobre la violencia. 
Yo quiero decir con total humildad que el Departamento 
de Asistencia Social del Poder Judicial, que vulgarmen- 
te conocemos como DAS, existe —no me fijé cuál fue el 
origen— desde que recuerdo, y puedo afirmar que ejercí 
durante casi treinta años la abogacía. Ya existía, y todavía 
existe, pero mejor. ¡Hasta juegos infantiles tienen, incluso 
en los juzgados del interior! En cada uno de estos —y si son 
más de un letrado, en cada uno de ellos— hay Departamen- 
to de Asistencia Social. 


Por ejemplo, en los regímenes de visita que tanto pre- 
ocupan cuando hay denuncia, incluso de abuso, el juez 
determina que haya visitas vigiladas, ¡incluso sin esta 
ley! ¿Por qué? Porque ahí hay un grupo de técnicos —será 
mejor o peor, ese es otro tema, pero no es lo que estamos 
discutiendo—, de asistentes sociales, psiquiatras infanti- 
les, psicólogos, etcétera, y se está en presencia de la vi- 
sita. Puedo hablar a título personal porque lo viví, y que 
esto no lleve a decir que son casos particulares. ¡No! Son 
ejemplos de los casos generales, ¿o tenemos que explicar 
qué es el conductivismo y la diferencia con el contructivis- 
mo? Recuerdo a una niña que había denunciado a su padre 
porque, casi adolescente, comenzó a darse cuenta de que 
había sido abusada; en ese caso logramos la condena penal 
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y la pérdida de la patria potestad porque los técnicos que 
analizaban las visitas vigiladas —deben informar al juez 
una vez por mes, por lo menos, y si lo consideran más 
grave, una vez cada quince días— informaron de actitudes 
que eran sospechosas. O sea que en el Departamento de 
Asistencia Social las visitas vigiladas —aunque haya de- 
nuncia por abuso— sirven también para que el juez, que 
no es psiquiatra, psicólogo ni asistente social, sino un ser 
humano que sabe algo de derecho, pueda tener más ele- 
mentos probatorios, a favor o en contra, para saber si es 
correcta la denuncia, si es verdadera o es falsa. 


A mí no me importa cuántas denuncias falsas hay, pero 
sé que las hay. Por lo tanto, es al revés. Si no es ese el tema, 
si corresponde a otro tipo de cosas y van al Departamento 
de Asistencia Social, al juez le permite estar en contacto 
permanente con la forma en que se está desarrollando la 
conducta del menor o del adolescente. ¿Le tenemos miedo 
a eso? No es nuevo. Por eso está el artículo 4.” y a noso- 
tros no nos asustó. Es más, pregunté para qué lo pone- 
mos, porque los jueces van a decir: «¿Son abogados o qué 
son?». ¡Si nosotros estamos trabajando con el DAS desde 
siempre, si recibimos a los menores desde siempre! Algu- 
nos no lo harán, pero reitero: hay jueces que no cumplen 
con sus funciones, como hay legisladores u obreros de la 
construcción que tampoco lo hacen. ¡Eso es otra cosa! Se 
castiga la patología, pero la mayor parte de la gente es muy 
responsable. 


No hay riesgo alguno porque, además, el juez, en con- 
sonancia con el defensor del menor, que también existió 
siempre, ¡siempre! —pusimos límites y está bien porque a 
veces la realidad los lleva a ser muy burocráticos—, deci- 
den con el padre y la madre, sean hombre, mujer o trans 
—reitero: no tengo prejuicios en ese sentido—, si pueden 
verse en la casa de los abuelos. ¿Por qué privar al menor 
del contacto con los abuelos? ¿Por qué privar al menor o 
adolescente del contacto con sus primos? 


No quiero aburrirlos más. Cuando recién empecé a 
ejercer la profesión no estaba de acuerdo con la tenencia 
compartida porque había una corriente, que venía de afue- 
ra y de acá también, que hablaba de los niños mochila; 
muy española era la corriente. A lo largo del tiempo me 
di cuenta —porque los niños mochila están tantos días con 
uno y tantos con otro— de que la realidad lo impuso por- 
que la mujer necesita mayor independencia, trabaja y tiene 
derecho a desarrollarse. ¿No hablamos de la penalización 
de la maternidad? 


Entonces, señor presidente —y con esto termino—, me 
acercaron un informe de una abogada penalista —y voy a 
acortar la lectura— que no es de la coalición republicana y 
tuvo la honestidad intelectual de reconocer, en el ejercicio 
de la profesión, que se había equivocado antes. Voy a ele- 
glr distintos párrafos, porque está totalmente de acuerdo 
con esta iniciativa. Ya que nos referíamos al artículo 4., 
literal B), señala que regula el régimen cuando medie de- 
nuncia de violencia y existan medidas cautelares entre los 
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padres. Agrega que, en principio, esto no debería ser un 
obstáculo para que un padre deje de ver a su hijo, basa- 
do en las garantías del debido proceso y del principio de 
inocencia de rango constitucional. ¡Ojo cuando a la Cons- 
titución la pongamos por abajo de otras cosas, porque ahí 
desaparecemos como republica! También dijo que el juez, 
mediante su más seria responsabilidad funcional, evaluará 
si es necesario o no, basado en el interés superior del niño, 
niña y adolescente, suspender o modificar el régimen. En- 
tonces, vamos a ser sinceros. ¿Creemos o no en la justicia? 
¿Consideramos que a nuestra justicia hay que mejorarla, 
pero es buena? Sí. ¿En manos de quién va a quedar la deci- 
sión final? ¿De organizaciones sociales, sean del tipo que 
sean? No, de la justicia. Vivimos en un régimen republi- 
cano, queda en manos de la justicia y démosle todos los 
recursos que sean necesarios para que pueda cumplir bien 
su función. El que quiera arrogar poderes de la justicia en 
otras manos es porque no quiere la república ni la demo- 
cracia. 


Los niños, con este sistema de corresponsabilidad, es- 
tán protegidos. Me dijeron de todo, hasta me amenazaron 
de muerte por el celular por defender este proyecto de ley. 
Tengo el número, pero no hago denuncias en la fiscalía. Es 
al revés: son los padres los que tienen que ser conducidos 
por nuestra sabiduría, por la de los técnicos. Señores: co- 
laboren para que los hijos se críen con los dos, que eso es 
lo fundamental, porque así tendremos niños sanos desde 
el punto de vista emocional. Si alguien piensa que no es 
así, ahí sí que es adultocéntrico. Se deja de serlo cuando 
nosotros, los adultos, postergamos nuestros intereses en 
favor real de los niños, las niñas y los adolescentes. 


Gracias, señor presidente. 
SEÑOR BERGARA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Gandini).- Tiene la pa- 
labra el señor senador. 


SEÑOR BERGARA.- Señor presidente: tengo la feroz 
convicción de que la corresponsabilidad en los cuidados 
es la solución deseable; es la solución deseable en las situa- 
ciones deseables. Ojalá fuera la realidad de toda nuestra 
infancia, pero lamentablemente no lo es ni de cerca. En 
nuestra visión, no lo vamos a alcanzar a los apurones ni 
titulando normas que, en realidad, no van en la dirección 
correcta. La primera evidencia, a esta altura del debate, es 
que no llegamos de la mejor manera al tratamiento de este 
proyecto de ley tan trascendente para nuestra infancia. 


Reflexionemos sobre el conjunto: el procedimiento, el 
relato y el contenido. En cuanto al procedimiento no abun- 
daremos en el manejo de los tiempos ni en la ausencia de 
aquellas voces imprescindibles que se eligió no escuchar, 
dado que se han referido a esto con claridad mis compa- 
ñeros de bancada. 
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¿A qué hacemos mención cuando hablamos del rela- 
to? En todos estos meses se nos ha hablado de tenencia 
compartida, de corresponsabilidad en la crianza, de un 
conjunto de imágenes idílicas que tienen más que ver con 
pretender construir desde el lenguaje que con lo que efec- 
tivamente se está proponiendo. 


Es, justamente, la Convención sobre los Derechos del 
Niño, hoy vigente, la que coloca en un lugar relevante a 
la familia, entendida por parte del derecho comparado 
contemporáneo en sus formas amplias y diversas de ex- 
presión. Es esta normativa la que llama la atención sobre 
la corresponsabilidad, entendiendo por tal la responsabili- 
dad compartida entre Estado, comunidad y familia.¡Vaya 
si es importante, entonces, nuestra responsabilidad como 
intérpretes de uno de los poderes de ese Estado que debe 
dar garantías! Las palabras dicen cosas, significan, predis- 
ponen; por eso debemos cuidarlas y huir de ambigúedades 
noveladas. Las fórmulas usadas y el propio título nos ins- 
talan en el mundo de lo deseable, pero no en este proyecto. 
Compartir la tenencia es algo plenamente posible y ocurre 
hoy con la normativa vigente. Recién se ponían ejemplos 
que se resuelven razonablemente sobre la base de un crite- 
rioso accionar judicial, y todo eso se hace con la normativa 
vigente. 


Muchas parejas acuerdan y reparten equitativamente el 
cuidado de hijos o hijas, estén o no juntos, pero no se trata 
de una ley para las parejas que conviven, para quienes se 
separan en buenos términos ni para quienes acuerdan un 
régimen de tenencia. El proyecto de ley opera, esencial- 
mente, en los casos judicializados, en los casos en disputa; 
cuando las personas llegan a saldar la tenencia de sus hijos 
ante un juez vienen de una acumulación de desencuentros 
y de conflictos. Las situaciones que muchas veces llegan a 
los juzgados arrastran años de violencia y de privaciones; 
es en esas familias donde se prioriza la llamada tenencia 
compartida como si esa fuera la mejor solución posible. 


Imaginemos lo que semejante variable introduce en 
el universo de las dificultades precedentes si forzamos la 
cotidianeidad de distancias, escuelas, amigos, entorno, ca- 
rencias económicas y resolver los traslados, por citar solo 
ejemplos de cómo se desmorona un relato idílico. Nadie 
crea que con este proyecto de ley se está incidiendo en 
el modelo social de los cuidados, sino que se legisla para 
poquísimos casos contenciosos, que son los menos estan- 
darizables, los más complejos, los más tristes. 


En el plano de los contenidos, en estos meses se han ex- 
presado largamente sobre las iniciativas que antecedieron 
a este proyecto de ley expertos de la Asociación de Ma- 
gistrados del Uruguay, así como los defensores de oficio, 
Unicef, el Comité de los Derechos del Niño, la Intersocial 
Feminista y la Red Uruguaya contra la Violencia Domés- 
tica, por mencionar algunos. Han manifestado a lo largo 
del debate en la comisión su preocupación por considerar 
los proyectos regresivos, particularmente con relación al 
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derecho de protección, y contrarios al interés superior de 
niños, niñas y adolescentes en tanto sujetos de derecho. 


Queremos ser muy claros en este punto. El marco nor- 
mativo actual no es perfecto. No es el ideal y seguramente 
haya situaciones mal resueltas, e incluso injusticias. La 
aplicación de la justicia es una actividad humana y, por lo 
tanto, imperfecta, pero también lo va a ser si se aplicara la 
legislación que se está proponiendo ahora porque se basa 
en el criterioso accionar judicial. Me alegro de que aquí 
se reivindiquen las seguridades y las garantías que da la 
justicia hoy en el país. A modo de paréntesis recuerdo que 
aquí se fundamentó que la justicia no daba garantías a la 
hora de no votar el desafuero de un senador. Me alegro, 
insisto, de que ahora se reivindique que el sistema judicial 
da garantías. Incluso da las mayores garantías posibles en 
una actividad, reitero, que es humana y, por lo tanto, im- 
perfecta. Van a ser también esas garantías las que se den 
en el régimen vigente y, eventualmente, en la aplicación de 
lo que hoy estamos discutiendo. 


También digamos que el corpus legal vigente represen- 
tó históricamente un enorme avance en materia de dere- 
chos para niños y niñas, y una mejora significativa en el 
sentido de alinearse con las convenciones internacionales 
en la materia. En nuestra perspectiva, el proyecto de ley 
que hoy discutimos no resuelve las posibles injusticias que 
seguramente hoy se cometen, sino que retrocede en dere- 
chos y garantías. 


Hay un punto que, aunque técnicos y organizaciones 
sociales han prendido las alarmas, se mantiene en el pro- 
yecto, que es al que recién se referían del artículo 4.”, en 
particular el literal B), cuya lectura nos trasunta esas luces 
amarillas que se han encendido desde la comunidad. En 
pocas palabras, ese literal dispone —como sintetizó clara- 
mente la doctora Ana Lima- que aquellos niños, niñas y 
adolescentes que sufren violencia por parte de sus proge- 
nitores quedarán más desprotegidos para ser forzados a 
convivir, verlos o vincularse. El propio artículo 4.*, en su 
literal C), establece que en ocurrencia de medidas cautela- 
res por denuncia de violencia deberá respetarse el régimen 
de visitas. Recién más allá de eso es que se abre la posibi- 
lidad de que el juez establezca condiciones a esas visitas. 
Creemos —como la abrumadora mayoría de los operado- 
res, los defensores, los abogados de familia, los pediatras 
y psiquiatras consultados— que este artículo desconoce el 
principio superior de protección de la infancia por encima 
de cualquier interés adulto. En definitiva, estamos forzan- 
do un régimen de reparto en aquellos contextos familia- 
res de mayor conflicto al imponer una comunicación y 
un vínculo entre adultos, con los niños de por medio, que 
muchísimas veces ya no existe o es violento, en evidente 
perjuicio directo de niños y niñas. 


Podremos escuchar en sala las pretendidas ventajas de 
este cambio de la sensibilidad que se introduce en el seno 
de las familias, pero aclaro: familias ya fracturadas, fa- 
milias que llegan a los estrados judiciales. No se trata de 
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quién tiene razón; no tenemos la posibilidad de dirimirlo 
tan sencillamente. Lo inocultable es que se trata de una 
normativa demandada por el mundo adulto para satisfacer 
necesidades del mundo adulto, en completa prescindencia 
de quienes deberían estar en el centro de las preocupacio- 
nes y a quienes el Estado debería amparar, como los niños, 
niñas y adolescentes. 


(Ocupa la presidencia la señora Beatriz Argimón). 


—Para concluir, señora presidenta, queremos decir que 
no podemos acompañar este proyecto de ley por las razo- 
nes expuestas por nuestros compañeros de bancada, por 
nuestras propias consideraciones normativas y políticas, y 
porque descreemos profundamente de las soluciones má- 
gicas. Este proyecto impacta negativamente en la realidad 
de niños y niñas que ya padecen la fractura y el conflicto a 
nivel familiar. Esta supuesta solución, lejos de serlo, atrasa 
el reloj de la consagración de derechos de los individuos 
más vulnerables de cualquier comunidad, doblemente 
vulnerados por la historia que los precede. Lamentable- 
mente, nuestra realidad social es bastante más compleja y 
solo seremos capaces de modificarla colectivamente desde 
la construcción de nuevas masculinidades, con cambios 
estructurales en la distribución sexual del trabajo y los 
cuidados y con la desaparición de la brecha salarial entre 
hombres y mujeres. 


No acompañar este proyecto es, a nuestro juicio, defen- 
der los derechos de nuestra infancia, honrar los compro- 
misos internacionales bien lejos de los eslóganes. El Anti- 
guo Testamento, en el Libro de los Reyes, ante la disputa 
de dos mujeres por la verdadera maternidad de un único 
bebé sobrevivido a una tragedia, cuenta que el rey Salo- 
món pidió una espada y comunicó que partiría la criatura 
en dos mitades. La madre verdadera reaccionó desespera- 
da rogando que no lo hiciera, que por encima de todo esta- 
ba la vida de aquel niño, y así obró el rey Salomón. Aquel 
pasaje bíblico, inmortalizado en El juicio de Salomón, de 
Giordano, nos recuerda que las soluciones mágicas a pro- 
blemas complejísimos llevan tres mil años demostrando 
ser inútiles. Esta solución salomónica de partir, por impe- 
rio de la ley, el tiempo y la vida de un niño, una niña, ya 
está inventada, probada y superada. Años de desarrollo 
académico y reflexión fecunda han asignado a los niños, 
niñas y adolescentes otro lugar en la sociedad como suje- 
tos de derecho. 


Como legisladores tenemos la responsabilidad de velar 
por los avances que ha representado esa evolución legis- 
lativa en materia de protección de nuestra infancia y no 
intervenir para retroceder en derechos; si vamos a cometer 
errores, que no sean los mismos. 


SEÑOR ANDRADE.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR BERGARA.- Con mucho gusto. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
senador Andrade. 


SEÑOR ANDRADE.- Muchas gracias. 


Créame, señora presidenta, que asistimos a la sesión de 
hoy con mucha frustración porque, sinceramente, creemos 
que estamos ante varios retrocesos. El sistema político 
uruguayo demostró que puede, sobre este tema, construir 
consensos académicos, sociales y políticos. 


La ratificación de la convención lograda cuando esta 
fuerza política era minoría demostró, después de un largo 
proceso, que se pudo construir una mirada común para 
atender un problema complejo; problema que no puede re- 
solver el Frente Amplio, como tampoco el Partido Nacio- 
nal, el Partido Colorado o Cabildo Abierto, aisladamente. 
Sin embargo, en este momento estamos eligiendo un ca- 
mino distinto para abordar una problemática de extraordi- 
naria complejidad. 


Uno se eriza al ver los datos de la Encuesta Nacional 
de Prevalencia sobre Violencia Basada en Género y Ge- 
neraciones, que dicen que hay 400.000 niños que sufren 
violencia. ¡Estamos hipotecando el futuro! Si tenemos en 
cuenta, además, que los datos dicen, en ese corte étnico- 
racial, que en las familias afrodescendientes es todavía 
más duro —casi el doble—, estamos ante una situación en la 
que cada paso que demos debe ser con muchísima sensibi- 
lidad hacia ese fenómeno, que nos interpela porque es cre- 
ciente. No se resuelve de forma manuscrita; la vulneración 
de la infancia requiere un conjunto de medidas. 


Uno podría preguntarse cuánto tendríamos que discu- 
tir para mejorar la alimentación de los niños —según las úl- 
timas encuestas, hay un 40 % con obesidad y sobrepeso; 
cuánto tendríamos que discutir para lograr los recursos 
que permitan ampliar el Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados; cuánto tendríamos que discutir para mejorar el 
acceso al sistema educativo y a la cultura; cuánto tendría- 
mos que discutir para extender —es decir, cuántos desa- 
fíos estructurales debemos superar— el acceso a la justicia, 
pero claramente la protección de las infancias que sufren 
violencia es un elemento central, cardinal. 


La Sociedad Uruguaya de Pediatría —insospechada 
de participar partidariamente de esto- nos dice que el 
articulado que se va a votar hoy —uno, que no es especia- 
lista, debe escuchar a los que saben— mantiene la posibili- 
dad de que un niño víctima de violencia pueda verse obli- 
gado a visitar y a convivir con su abusador, lo que vulnera 
derechos como el derecho a la vida libre de violencia, a 
no ser víctima de tortura, a que su palabra sea escuchada. 
El daño psíquico, físico y moral generado puede ser irre- 
versible. Imaginemos que cualquiera de nosotros visita a 
un pediatra y le dice esto sobre su gurí. ¿Votaríamos tan 
fácilmente? 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 
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—¿Me permite otra interrupción, señor senador? 
SEÑOR BERGARA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar, señor se- 
nador Andrade. 


SEÑOR ANDRADE. Cuando la Sociedad de Psiquia- 
tría del Uruguay se pronuncia en idénticos términos —no 
estamos en momentos de juzgar intenciones; me parece 
que solamente enchastraríamos la cancha y no se trata de 
eso— y nos dice que este proyecto de ley genera un enor- 
me riesgo, ¿no nos lleva a pensar un poco más, sabiendo 
que hay temas en los que estamos de acuerdo? Estamos de 
acuerdo en trabajar para la corresponsabilidad en los cui- 
dados; construyamos políticas en ese sentido. No me re- 
fiero solamente a la hora de la separación; la corresponsa- 
bilidad en los cuidados trasciende largamente el momento 
de la separación. 


Cuando la Coordinadora de Psicólogos del Uruguay 
se pronuncia de forma tan contundente, tan categórica, en 
contra del proyecto de ley, ¿no lleva a los legisladores que 
hoy lo van a aprobar a reflexionar sobre si no debemos 
revisar la forma en la que está escrito? 


Un propósito en el que hay acuerdo es trabajar en po- 
líticas que construyan mayor corresponsabilidad en los 
cuidados, con el conjunto de cambios económicos, jurídi- 
cos y culturales que lleva soportar una política que vaya 
en esa dirección —lo explicó de manera brillante la señora 
senadora Silvia Nane—, pero cuando los psicólogos se pro- 
nuncian y dicen: «Queremos expresarnos sobre todo en 
la necesidad de preservar el desarrollo saludable y digno 
y el cuidado de la salud mental que pone en riesgo este 
proyecto», ¿lo hacen con una intencionalidad partidaria? 
Cuando la Asociación de Asistentes Sociales del Uruguay 
se pronuncia de manera contundente acerca —reitero— del 
trabajoso proceso de construir consenso social, académico 
y político —que aun construyéndolo se demuestra que es 
insuficiente—, es porque tenemos dificultades y nadie pue- 
de estar alegre con la vulneración que vive la infancia hoy. 


También menciono las situaciones de violencia en ni- 
ñas, niños y adolescentes que, en opinión de varios exper- 
tos, podría generar esta normativa, ya que en sus artículos 
4. y 52 se mantienen las visitas a pesar de las medidas 
cautelares tomadas a raíz de una denuncia y no se respeta 
el principio de precaución que ellos señalan que habría que 
priorizar. Se ha dicho sin ningún fundamento, estudio ni 
investigación e incluso se ha argumentado que muchas de 
las denuncias de violencia son falsas —se ha opinado con 
esa liviandad; no todos, pero molesta—, pero los informes 
que tenemos surgen de las propias instituciones, de las es- 
cuelas, de la familia, de la enfermera o de la médica que 
atiende al niño en la policlínica y nos dicen que llegamos 
tarde, que llegamos cuando la violencia está en una frase 
crónica. 
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(Suena el timbre indicador de tiempo). 


SEÑOR ANDRADE.- ¿Me permite una nueva inte- 
rrupción, señor senador Bergara? 


SEÑOR BERGARA.- Con mucho gusto. 


SENORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
senador Andrade. 


SENOR ANDRADE.- El punto de partida en el tema de 
la violencia hacia los niños es que, cuando la detectamos, 
ya está en una fase crónica y, en la inmensa mayoría de 
los casos, es recurrente. Llegamos tarde y eso será parte 
de la discusión que tengamos que dar en la rendición de 
cuentas. Las denuncias llegan tarde, los equipos llegan 
tarde y después se producen daños que son difíciles 
de revertir. En los últimos dos años del presupuesto 
que este Parlamento votó para el INAU se ahorraron 
USD 40:000.000, pero llegamos tarde a la situación de 
violencia porque está en fase crónica. 


En ese contexto votamos una norma sin consenso polí- 
tico ni académico, que tiene elementos que nos dejan una 
enorme preocupación y un sistema de justicia que nos dice 
que está desbordado en todos los planos. Si hay acuerdo 
para que se amplíe la llegada de los defensores de oficio, 
vamos a votarlo, pero tenemos que aprobar en conjunto 
los recursos. No alcanza con que nos cuestionen. Eso está 
bien; cuando vayamos a buscar el voto, que nos cuestionen 
si tal o cual ley tuvo o no financiamiento, pero ahora esta- 
mos votando esta norma con un sistema judicial que está 
desbordado y en el que particularmente se expresan las 
desigualdades en el acceso a la justicia. 


Tenemos dificultades y generamos un conjunto de ac- 
ciones que implican un enorme riesgo porque, en vez de 
avanzar en el terreno de los acuerdos y la mediación, ex- 
presan una mayor judicialización en este fenómeno y en 
este problema de los niños, niñas y adolescentes. 


La Asociación de Defensores de Oficio nos hizo una 
propuesta. ¿La estudiamos lo suficiente? Dicen que sería 
muy importante avanzar en otra dirección: hacia un servi- 
cio especializado en niños, niñas y adolescentes que pueda 
atender las urgencias. ¿La estudiamos lo suficiente? 


Logramos intercambiar legislación comparada. Yo es- 
tuve revisando la legislación comparada. Es cierto que se 
avanza en la corresponsabilidad, pero en nada de lo que 
he revisado se avanza en aliviar medidas cautelares para 
obligar a las visitas en casos de violencia. Eso es lo que 
estamos discutiendo hoy y es lo que ha generado un recha- 
zo tan importante de la sociedad organizada y de lo que 
tendremos que hacernos responsables mañana si este pro- 
yecto de ley se aprueba. Espero que acá y en la discusión 
que se va a dar en la Cámara de Representantes logremos 
cambiar los ejes y nos sentemos a discutir acuerdos en esta 
línea, es decir, en cómo avanzar en los cuidados, en cómo 
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avanzar en la extensión del tiempo pedagógico, en cómo 
mejorar la alimentación de nuestros gurises y en cómo 
protegerlos de la violencia, porque nos tiene que acalam- 
brar el dato. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


SENOR ANDRADE. Es mi última interrupción. ¿Me 
permite seguir, señor senador? 


SENOR BERGARA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar, señor se- 
nador. 


SEÑOR ANDRADE.- Quería comentar el estudio re- 
ferido a la Encuesta Nacional de Prevalencia sobre Vio- 
lencia Basada en Género y Generaciones. ¿Alguien duda 
en esta sala de que la violencia detectada es solamente una 
parte de la violencia? Es una parte que a veces se naturali- 
za. La autocrítica que debería hacerse todo el sistema polí- 
tico es que a veces colocamos temas como eje en la agenda 
que rinden más o menos —algunas veces es la seguridad 
y otras, las empresas públicas o la integración regional-, 
pero, en general, a todos los partidos políticos —incluso 
al mío— nos cuesta muchísimo dar prioridad al tema de 
niños, niñas, adolescentes y sus derechos vulnerados. Te- 
nemos un déficit allí que es común y, en tanto eso es así, no 
avanza cobrarnos la cuenta chica. No avanza. Tendríamos 
que estar pensando en cómo dar pasos hacia adelante. En 
este caso, lamentamos que no hayamos logrado espacios 
para alcanzar mínimos consensos académicos, sociales y 
políticos que nos permitieran, con mucha más modestia, 
abordar una problemática de esta magnitud. El que piensa 
que desaparece por el avance manuscrito —en este caso, 
además, creemos que se retrocede con la norma en cues- 
tión— comete un profundo error. 


Termino como empecé. Hoy es un día frustrante en el 
que creo que el sistema político se aleja de una tradición: 
construir acuerdos en temas que deberían tener alcance 
país y no acudir a la cuenta chica del rédito menor. 


Gracias, señor senador. 


SEÑORA KECHICHIAN.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR BERGARA.- Con mucho gusto, señora sena- 
dora. 


SEÑORA PRESIDENTA .- Puede interrumpir la seño- 
ra senadora Kechichian. 


SEÑORA KECHICHIAN.- Simplemente, quiero que 
no quede sin contestar algo que se dijo con mucha fuerza 
aquí. Es una frase acuñada. Se dijo hoy en esta sala que en 
quince años no se hizo nada; que en quince años no hubo 
presupuesto para nada y que en quince años no se le dio ni 
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un centésimo a la Justicia. ¡Mentira! No es cierto. En va- 
rios presupuestos se dieron recursos a la Justicia; en varias 
rendiciones de cuentas se le dieron recursos a la Justicia y 
también se hicieron muchísimos refuerzos de rubros. 


Por lo tanto, quiero que quede registrado en la versión 
taquigráfica que esa frase no corresponde a la realidad. 


Muchas gracias. 


SENORA PRESIDENTA.- A usted, señora senadora. 


SEÑORA LAZO.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR BERGARA.- Con mucho gusto, señora sena- 
dora. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir la seño- 
ra senadora. 


SEÑORA LAZO.- Señora presidenta: me había borra- 
do de la lista de oradores, pero se escuchan algunas cosas 
que hacen que valga la pena fundamentar por qué estamos 
votando en contra de esto. 


Hay muchas cosas que son difíciles de expresar y que 
no siempre se dicen en los libros o, por lo menos, no se 
encuentran allí. 


En esta jornada se habló del Uruguay que seguramente 
todos queremos, que es el Uruguay republicano, pero que 
también, lamentablemente, es el Uruguay de las mujeres 
muertas víctimas de violencia, es el Uruguay de niños, ni- 
ñas y adolescentes abusados. Ellos también son parte del 
Uruguay porque nuestro país no es una cápsula en el espa- 
cio, no es una isla. También se habló del miedo, del miedo 
que paraliza, pero que a veces también salva. 


El fenómeno de la violencia hacia niños, niñas y ado- 
lescentes se caracteriza por ser, fundamentalmente, intra- 
familiar, sostenido por el secretismo, por la coerción, en- 
tre otros aspectos que dificultan su visualización de estas 
situaciones por parte de niños, niñas y adolescentes. Se 
continúa viendo una alta naturalización de la violencia y 
la resolución violenta de conflictos en nuestra sociedad. 
Esto no lo dice la senadora Lazo sino el último informe del 
Sipiav, el Sistema Integral de Protección a la Infancia y a 
la Adolescencia contra la Violencia. 


Por lo tanto, es un tema complejo y difícil de analizar, 
pero justamente por eso mismo quería fundamentar. 


¿Por qué hablamos de un retroceso de más de treinta 
años? Porque se mantienen lo que entendemos son con- 
tradicciones a las disposiciones de la Convención sobre 
los Derechos del Niño. Esto tampoco lo dice la senadora 
Lazo, sino que lo han señalado organizaciones y conve- 
nios internacionales. 
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La propuesta arrasa con la Ley n.” 19580, Ley de Vio- 
lencia hacia las Mujeres Basada en Género, que fue creada 
a partir del miedo, señora presidenta, a partir del miedo 
que sienten las mujeres, las que sobreviven. Es el mismo 
miedo que deja marcas en esos niños, niñas y adolescen- 
tes que crecen y se convierten en hombres y mujeres con 
marcas. 


Nos parece que hay cosas que han cambiado, no por 
los gobiernos, sino porque el paso del tiempo hace que 
cambien. Entonces, cambió el concepto del paterfamilias, 
del padre de familia entendido como quien ordena qué 
es mejor para sus hijas e hijos, y el foco de las políticas 
públicas pasó a estar en los derechos de niños, niñas y 
adolescentes. No es una cuestión de Gobiernos de turno, 
afortunadamente; es una cuestión de años, años y años de 
construcción de la sociedad moderna. 


Entonces, si en el propio Código Civil aparece desde 
hace dos siglos la patria potestad compartida, o sea, los 
derechos y obligaciones de ambos progenitores en igual- 
dad, ¿cuál es la necesidad de legislar bajo el título de 
«principio de la corresponsabilidad en la crianza», algo 
que entendemos que existe y se pacta? 


Como conclusión, hay tres puntos de los que queremos 
dejar constancia: primero, las obligaciones de los Estados 
con relación al interés superior de niños, niñas y adoles- 
centes; segundo, el alcance del principio de corresponsa- 
bilidad parental y los avances legislativos, y, tercero, el 
deber de debida diligencia ante situaciones de violencia 
hacia mujeres, niñas, niños y adolescentes. 


Entendemos que este proyecto de ley no se acoge a 
las normas que los Estados suscriben con relación al in- 
terés superior de los sujetos en cuestión, contraviene los 
avances en materia legislativa con respecto al alcance del 
principio de corresponsabilidad parental y los deberes de 
debida diligencia ante situaciones de violencia que los in- 
volucran, y pone en riesgo su seguridad. 


(Suena el timbre indicador del tiempo). 


—Entendemos que es innecesario, retrocede en mate- 
ria de derechos y responde exclusivamente a presiones de 
grupos organizados por casos que hoy pueden tener su 
debido tratamiento en la justicia, con las garantías corres- 
pondientes. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA BIANCHI.- Pido la palabra por una alusión 
y una aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA BIANCHI. Sé que no fue una alusión per- 
sonal lo que dijo el señor senador Bergara —me consta-, 
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pero quiero que quede claro en la versión taquigráfica que 
cuando cuestionamos a la fiscalía en el caso del desafuero 
de un senador, no es al Poder Judicial, sino a la fiscalía, 
que es un servicio descentralizado dependiente del Minis- 
terio de Educación y Cultura. La justicia solo actuó para 
girar el expediente al Senado, es decir que no actuó, más 
allá de que podemos cuestionar a la justicia y eso es bueno 
para mejorarla. 


La aclaración es la siguiente. Repito que estamos ha- 
blando sobre el tema de la corresponsabilidad. No consi- 
deramos que la corresponsabilidad en la crianza sea una 
solución a la violencia. Dijimos claramente que el proble- 
ma de la violencia tenemos que abordarlo, y lo estamos 
haciendo de otra manera. Esto es corresponsabilidad en 
la crianza. 


Termino diciendo —porque sé que la señora senadora 
Lazo es muy sensible, como docente, con los adolescen- 
tes— que lo que me terminó por convencer hace unos años 
de que había que ir por la tenencia compartida fue una 
abuela, que me dijo: «Si la violencia intrafamiliar está muy 
encriptada, muchas veces somos los abuelos los que nos 
enteramos de cosas de las que, si no, no nos hubiéramos 
enterado». 


SEÑORA LAZO.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA LAZO.- En primer lugar, quiero decir que 
no soy docente; no vaya a ser que después aparezca por 
allí. Agradezco, igualmente, a la señora senadora Bianchi. 


De todas maneras, cuando me sensibilizo por el tema 
violencia —y perdóneme que la aluda, señora presidenta—, 
usted sabe por qué es y otras compañeras que están en sala 
también lo saben. 


Gracias. 
SEÑORA SANGUINETTI. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA SANGUINETTI- Gracias, señora presidenta. 


Antes que nada saludo a las personas que están en to- 
das las barras. Llevo dos años y medio acá y creo que nun- 
ca tuvimos una atención tan sistemática a lo largo de todas 
estas horas, lo cual da cuenta de que es un tema de una 
enorme sensibilidad y de una enorme importancia. 


En primer lugar, me gustaría aclarar que nosotros vo- 
tamos en general este proyecto sobre la base de que no 
le estamos imponiendo al juez un régimen de tenencia en 
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particular. Entendemos que este proyecto no altera para 
nada la facultad que tiene el juez de analizar caso a caso. 


Como se ha dicho en varias oportunidades, es cierto 
que nuestro sector Ciudadanos ha trabajado durante mu- 
chísimos meses, diría que fueron años, en este proyecto 
de corresponsabilidad en la crianza. ¿Por qué? Porque las 
versiones originales establecían en el artículo 3.” —el que 
modifica el artículo 35 del CNA— la tenencia alternada de 
principio, y nosotros nos oponíamos a esto. ¿Por qué? Por- 
que nos parecía, parándonos en el lugar del niño, que decir 
«tenencia alternada de principio» era tan contraproducen- 
te como decir «tenencia a favor de la madre de principio» 
o «tenencia a favor del padre de principio». Cada situación 
es única, especial, y por eso nos parece que tiene que ser 
analizada en su contexto. 


El artículo 3.* hoy tiene literales que van del literal A) 
al D). Nosotros hicimos un estudio muy pormenorizado de 
toda la legislación vigente y encontramos una fuente de 
inspiración en la legislación mexicana. Para nada quere- 
mos herir los saberes de los jueces ni interferir en lo que 
ellos hacen, pero nos parecía necesario que se explicitaran 
todas las cuestiones que, desde nuestra perspectiva, era 
importante que se tuvieran en cuenta. Realmente creo que 
quien lee estos literales con una cabeza abierta y con una 
mirada sin prejuicios sobre el tema no puede nunca soste- 
ner algunas de las cuestiones que se afirmaron acá porque 
estos literales, del A) al D), son muy exhaustivos. 


Llevamos muchas horas de sesión y no quiero referir- 
me a todos, pero sí a algunos. 


Se menciona la opinión del niño o adolescente. En un 
momento de este proceso nosotros presentamos un pro- 
yecto de ley específico sobre el derecho del niño a ser oído. 
¿Por qué? Porque leímos y releímos el CNA para adelante 
y para atrás y entendimos que en ese aspecto podría haber 
una necesidad de profundizar. Para nosotros es bien im- 
portante el literal A). 


El literal B) dice: «La vinculación afectiva entre el niño 
o adolescente y sus padres y otras personas de su entorno 
familiar con quien hubiere convivido». Nos parece muy 
importante contemplar el vínculo con la familia ampliada. 


También se habla de la dedicación efectiva que cada 
uno de los padres pueda seguir desarrollando de acuerdo 
con sus posibilidades, que es lo que realmente en los he- 
chos pueden dedicar a esos niños. 


Se mencionan en el proyecto las recomendaciones que 
surjan de los informes, los acuerdos a los que hubieren 
arribado, el domicilio de los padres. Que se contemplaran 
todas estas cuestiones para nosotros era un tema sensible 
y central. 


En esta nueva versión logramos que el proyecto hiciera 
mucho hincapié en el derecho a ser oído de los niños, niñas 
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y adolescentes. No lo pusimos ahí para que quede como 
letra muerta; entendemos que las garantías están para que 
esto suceda. 


Me gustaría cerrar con dos conceptos. 


Por supuesto que creo que acá habría consenso entre 
todos los legisladores que estamos presentes hoy sobre 
la necesidad de impulsar en nuestro país la corresponsa- 
bilidad en la crianza y el real involucramiento de ambos 
padres en la crianza de sus hijos, pero siempre, también 
cuando los padres están juntos. Aclaro esto porque en to- 
dos estos años de debate a veces parecería que el interés 
por la corresponsabilidad en la crianza surge una vez que 
las parejas se separan. Los invito a que vayan a recorrer 
salas de pediatras, dentistas; los invito a que vean cuán- 
to camino tenemos por recorrer en nuestro país para que 
la corresponsabilidad en la crianza sea una cuestión que 
realmente haga carne. Se ha mencionado por acá el por- 
centaje altísimo de tenencias compartidas que se dan en 
el Uruguay. Realmente me interesaría saber de dónde sale 
esa estadística, porque en lo personal llevo años —o por lo 
menos un año y algo— conversando con distintos profesio- 
nales del derecho y ellos me dicen que solo en un puñado 
de casos se termina dando la tenencia compartida. ¿Por 
qué? Porque, justamente, estamos con un rezago cultural 
en este tema que debería interpelarnos a todos. 


Para cerrar, también me parece que tenemos que en- 
tender que hay algunos desafíos que están vinculados a 
esta temática que trascienden la legislación. Se ha hablado 
hoy acá del gravísimo problema que tenemos en lo que 
tiene que ver con la violencia intrafamiliar. Hace dos años 
que voy, como tantos otros compañeros, a la exposición 
del Sipiav y realmente uno sale de ahí con un estado de 
profundo dolor. Como decía algún legislador preopinante, 
si esos son los números visibles que hoy tenemos, si esa 
es realmente la foto de la violencia en nuestro país hacia 
niñas, niños y adolescentes, entonces capaz que este de- 
bería ser nuestro principal desvelo o en lo que deberíamos 
trabajar muchísimo. 


Otro de los aspectos bien importante es la tensión exis- 
tente entre la necesidad de que los actores judiciales se 
tomen las garantías y hagan su trabajo a conciencia —por 
supuesto— y la diferencia en la temporalidad y su percep- 
ción en los niños, porque los tiempos para los adultos no 
son los mismos que para los niños. 


Nosotros, como formadores de política pública, como 
personas dedicadas a la creación de políticas públicas, tene- 
mos en este y en otros temas un problema grave de falta de 
insumos y ojalá que en los próximos meses podamos avan- 
zar en este sentido. Deberíamos lograr las sinergias entre 
la academia, el sistema político y la sociedad civil de cara 
a los próximos meses y de cara a los principales problemas 
que tenemos como sociedad. Deberíamos poder generar es- 
tas sinergias para que la toma de decisiones realmente sea 
sobre la base de algunos insumos más certeros. 
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Para cerrar, señora presidenta, creo que uno de los 
principales problemas que tenemos como sociedad —se ha 
dicho; varios legisladores lo han sostenido— es que somos 
una sociedad profundamente adultocéntrica. La pandemia 
lo evidenció de manera muy clara. Entonces, me parece 
que todos los partidos políticos deberíamos hacer un reco- 
nocimiento de esta realidad para avanzar en este tema y en 
tantos otros que todavía nos quedan por delante. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑORA DELLA VENTURA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA DELLA VENTURA.- Señora presidenta: 
realmente, me sorprenden estos argumentos porque los 
compartimos y, justamente, creemos que este proyecto 
va en contra de eso. ¿Cómo no vamos a estar de acuerdo 
con que la corresponsabilidad es desde que nace e, inclu- 
so, desde antes de que nazca? Quizás desde que está en el 
vientre de la madre debería preocupar a la pareja que ese 
feto transcurra, hasta que nazca, lo mejor posible. ¿Quién 
va a estar en contra de eso? Entonces, este proyecto, con 
ese título, en realidad engaña. 


Nosotros compartimos esto que acaba de decirse: que 
la corresponsabilidad corre a partir de ese tiempo que 
mencioné. ¿Quién no va a compartir que, en realidad, nos 
preocupa, como acá se ha manifestado, la violencia en 
nuestra sociedad? ¿Cómo no se va a compartir que debe 
preocuparnos a todos? Este proyecto va a favorecer a los 
violentos, porque no da garantías a nuestros niños, niñas 
y adolescentes para que realmente no terminen siendo vi- 
sitados o teniendo que compartir un tiempo con padres 
violentos. No hay garantía de eso. Este proyecto tendría 
que mirarse más de arriba y decirse que esto no es un tema 
partidario. No podría ser un tema partidario, sino de hu- 
manidad, sensible. Estamos hablando de nuestros niños, 
niñas y adolescentes, que son realmente los menos escu- 
chados. En el proyecto de ley se menciona a cada rato que 
tiene que velarse por el interés principal, primordial, del 
niño, niña y adolescente. ¡Lo dice!, pero al momento de 
escribirlo ese interés no está primero. En realidad, lo que 
está en primer lugar es el principio de corresponsabilidad 
en la crianza que crea este proyecto de ley. Se aclara así. 


La verdad es que acá se ha dicho mucha cosa. Se dice, 
por ejemplo, que los jueces son libres. Ya que se ha men- 
cionado tanto a Cavalli, voy a leer parte de lo que dijo en 
la comisión. 


Cuando se informó en mayoría, se habló de relaciones 
sanas; se supone que nuestro temor está en que todas las 
relaciones no son sanas, y por eso vemos peligro. Se dice 
que por cariño, por amor, deben hacerse cargo. ¡Claro que 
si! La mayoría de las veces las parejas llegan a acuerdos 
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para ver cómo, una vez separados, esos niños queden aten- 
didos por ambos; nadie va a estar en desacuerdo con eso. 


El tema acá está en lo otro, en que en el literal B) del 
artículo 4.? se expresa: «En el caso de adoptarse medidas 
cautelares a raíz de una denuncia formulada por parte de 
un progenitor contra el otro, el Juez, manteniendo en todo 
tiempo las garantías del debido proceso y el principio de 
inocencia...». En realidad, si la persona tiene medidas cau- 
telares es porque hubo un proceso; no es que alguien hace 
una denuncia y enseguidita le aplican las medidas cautela- 
res. Se supone que se llega a eso —aunque sea más rápido— 
luego de un proceso. 


Más adelante, el literal B) dice: «El Juez únicamente 
suspenderá el régimen de visitas vigente en el caso en que 
se encuentre en riesgo el interés superior del niño o ado- 
lescente. En tal caso, dicha suspensión será transitoria y 
sujeta a revisión periódica». O sea que también relativiza 
el tema de la suspensión que el juez puede decretar. 


En el literal C) se dice: «... que las visitas sean en luga- 
res públicos, en presencia de familiares del niño o adoles- 
cente, en reparticiones estatales adecuadas, o de cualquier 
otra forma que a criterio del Juez garantice la protección 
de la integridad física y emocional de los niños y adoles- 
centes...». En ese tema también hay muchísimas dudas. 
Por ejemplo, ¿quién es el personal que podrá acompañar a 
ese niño? ¿Dónde es ese lugar físico en el que se va a tener 
esa entrevista? ¿Qué garantías hay de que ese niño no ter- 
mine siendo de alguna forma víctima de lo que llamamos 
violencia vicaria, que es cuando se mata a un niño o niña 
para que la madre sufra? No va a haber nada que lo garan- 
tice, porque no va a haber alguien con un arma deteniendo 
a quien puede querer eso. Después a veces se suicidan, 
pero hacen esas cosas horribles. Entonces, no hay garan- 
tías para ese niño. 


Se habló de que el juez no estaba urgido, que va a po- 
der decidir libremente. Sin embargo, en el artículo 5.*, que 
sustituye el artículo 37 del Código de la Niñez y la Adoles- 
cencia, se dice: «El Juez deberá dictar sentencia definitiva 
dentro del plazo máximo de ciento veinte días contados a 
partir de la presentación de la demanda. Cuando sobre- 
vengan circunstancias extraordinarias [...], el Juez podrá 
excepcionalmente prorrogar por treinta días...». 


Voy a leer la versión taquigráfica de la comisión de lo 
que dijo Cavalli referido a estos temas: «Acá hay intere- 
ses de adultos y hay intereses de los niños. Y nosotros, 
el Estado uruguayo, tenemos el deber de considerar todos 
esos intereses, pero hay uno que es superior a lo de los 
demás, que es el de los niños». También dice: «Me parece 
que, obviamente, la situación de cada niño debe dejarse 
a criterio de lo que se resuelva en cada juicio porque, re- 
itero, más allá de los principios generales, las situaciones 
particulares son muy disímiles y es muy difícil establecer 
reglas, más allá de las generales». Esto es algo que dicen 
todos. Entonces, tiene que mirarse caso a caso y no se pue- 
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de decir indiscriminadamente que tiene que ser de esta 
forma y que se atienda la corresponsabilidad. 


Referido al tema de los plazos, dijo: «Me llama la aten- 
ción y, a la vez, me preocupa la fijación de plazos máximos 
de duración de cada juicio. Sé que a veces existe una ur- 
gencia en que se resuelvan estas cosas en términos razo- 
nables...»; en aquel momento se hablaba de noventa días, 
luego se postergó a ciento veinte. 


«El tema es que, siendo sincero, debo decir que la 
materia de familia ha tenido, en los últimos veinte años, 
una inflación considerable de asuntos porque, siendo 
prácticamente los mismos tribunales, comenzaron a ocu- 
parse ahora, por ejemplo, de los asuntos de protección de 
niños, niñas y adolescentes, lo que antes era asignado a 
los viejos juzgados de menores, que solo quedaron con 
la competencia penal de adolescentes. Además, tienen 
todos los procesos de separación provisional, definitiva, 
de adopciones, en procedimientos que son mucho más 
complejos de lo que eran antes. A su vez, tienen toda la 
temática de uniones concubinarias. Por lo tanto, entiendo 
que lo que se ha comprobado —y esto ha pasado con la ley 
de género, que es una ley integral que mucha gente ha 
alabado y, sinceramente, tiene cosas muy positivas— es 
que si no hay recursos sucede lo que ocurre actualmente 
y es que se adoptan resoluciones con audiencias míni- 
mas. No es razonable que un tribunal celebre dieciocho 
audiencias al día, pues es imposible que se haga una jus- 
ticia de calidad en esos términos. Por lo tanto, reitero 
que aquí no solo se trata de la designación de jueces, sino 
que habrá que formar funcionarios de respaldo adminis- 
trativo. También hacen muchísima falta los cuerpos pe- 
riciales adecuados». Acá también habla de que tiene que 
haber pericias. «Y, a veces, el hecho de querer poner un 
plazo máximo termina haciendo que, si bien la sentencia 
podrá dictarse, sí, en ese plazo de 90 días, la calidad de 
ese juicio no sea ni remotamente la que pueda obtenerse 
con plazos más largos, incluso perjudicando a la parte 
que quiera comprobar determinada cosa porque, quizás, 
no den los tiempos para la prueba». 


Alguien mencionó la palabra «menor», y se dijo como 
que podríamos seguir usándola. Sin embargo, el doctor 
Cavalli dijo «... el empleo de la palabra “menor”, que ha- 
bía sido desterrada. En este sentido, les pido que conside- 
ren si es posible dejar de lado la mención a la voz “menor” 
y sustituirla por “niños, niñas y adolescentes”». 


Me pareció que era interesante y que venía bien men- 
cionar todo eso dado que se ha hecho tanta mención al 
tema y por la autoridad que tiene el doctor Cavalli. 


Nosotros podríamos hacer una síntesis de por qué 
cuestionamos este proyecto de ley y decirlo rápidamente. 


Decimos que el título —ya lo mencioné— es muy sim- 
pático y cae bien ya que habla de corresponsabilidad, de 
quién se va a ocupar de estas situaciones, pero ya dijimos 
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cómo deberían atenderse. Es una ley innecesaria porque 
ya nuestra legislación prevé las situaciones en que la pa- 
reja se separa y qué hacer para el cuidado y la tenencia de 
los niños, niñas y adolescentes. 


Por otra parte, son muy pocas situaciones —se habló de 
los números-, o sea que se legisla para unos pocos casos, y 
acá podrá decirse que hay grupos de presión o no. Algunos 
creemos que sí hay, sí hay grupos e incluso personas que 
han salido en fotos, con carteles que decían que querían 
que se aprobara esta ley y que hoy están detenidas por vio- 
lencia. 


Entonces, de esos grupos tenemos nuestras dudas y 
que realmente sea el interés superior de niños, niñas y 
adolescentes lo que prevalezca en ellos. A veces son los 
que se han movilizado, los que han puesto carteles en de- 
terminados lugares, que han pintado muchos muros y se 
han movido como para que se sienta, sí, esa presión. 


Nos llama la atención que se piense que hay organiza- 
ciones que están presionando. Aquí se ha mencionado a 
Unicef y pensaba leerles algo de este organismo. En rea- 
lidad, lo que se leyó fue una parte. Decir una parte de la 
verdad, de alguna forma es no decir toda la verdad y ahora 
voy a explicar por qué. 


Yo, humilde docente —sí- y, quizás, sensible —sí— por 
esta temática, me he puesto a escuchar y a atender a quie- 
nes realmente saben más de estos temas: estoy hablando 
de Unicef —y ahora voy a decir por qué sigo manteniendo 
que Unicef cuestiona este proyecto de ley—, de la Asocia- 
ción de Defensores de Oficio del Uruguay, de la Sociedad 
Uruguaya de Pediatría —como se dijo—, de la Sociedad 
Uruguaya de Psiquiatría de la Infancia y Adolescencia, 
de la Coordinadora de Psicólogos del Uruguay —área de 
Psicología Jurídica y Forense—, de la Asociación de Asis- 
tentes Sociales del Uruguay y de Varones por la Igualdad, 
que no se ha mencionado. Creo que hice mención acá de 
que existía este grupo de varones que se da cuenta de que 
existe el machismo en nuestra sociedad y que tratan, entre 
ellos, de conversar para ver cómo se manifiesta esto que, 
evidentemente, es un problema, como se ha dicho y que, 
en realidad, debería preocupar a todos. Este grupo, repito, 
llamado Varones por la Igualdad, está trabajando en esa 
deconstrucción machista de sus comportamientos. Tam- 
bién lo dice el Sindicato Único de Trabajadoras y Traba- 
jadores del INAU y del Inisa, que son los que están cerca 
de los niños y particularmente de los que tienen mayores 
problemas. Incluso lo indica el Sipiav, como se ha men- 
cionado, y el colectivo Mujeres de Negro porque, eviden- 
temente... 


(Murmullos). 
SEÑORA PRESIDENTA.- Disculpe, señora senadora. 


Pido un poco de silencio, por favor. 
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Gracias. 
Puede continuar, señora senadora. 


SEÑORA DELLA VENTURA.- Aquí también está el 
tema de cómo se ve a las mujeres. 


No podemos dejar de hacer mención del síndrome de 
alienación parental -“SAP—, que es aquel que considera 
que las mujeres mienten cuando denuncian y que les in- 
culcan argumentos a los niños —como si les lavaran la ca- 
beza— para que cuestionen al padre. Por suerte en nuestro 
país, por ahora, no hay ninguna ley de SAP como, supues- 
tamente, hay en algún país vecino. Tememos que detrás de 
esto vengan otras propuestas que vayan en contra de los 
derechos adquiridos de las mujeres. 


Es verdad que el 14 de julio —ya conocido el proyecto 
de ley- Unicef dijo: «Destacamos que esta nueva versión 
contenga los siguientes aspectos» y los mencionaba, pero 
también agregó que quisieran indicar algunos aspectos 
del actual proyecto de ley que podían afectar los dere- 
chos de los niños, niñas y adolescentes en el Uruguay. 
Expresa: «Entre los más relevantes están: 1. Algunos pa- 
sajes del proyecto equiparan la aplicación del principio 
del interés superior del niño al principio de corresponsa- 
bilidad en la crianza y a la tenencia alternada. Sin embar- 
go, el interés superior del niño debe prevalecer sin condi- 
cionante a otros principios relacionados a los derechos de 
los adultos. Un ejemplo de ello surge del artículo 3, que 
modifica el 35 del CNA al establecer que “el Juez resol- 
verá, atendiendo a las circunstancias del caso y siempre 
considerando el interés superior del niño o adolescente y 
en base a ello fijará el régimen de tenencia, teniendo pre- 
sente el Principio de Corresponsabilidad en la Crianza. 
[...] Es importante destacar que el interés superior del 
niño puede significar en el caso concreto efectivamente 
lo contrario, es decir, que la tenencia alternada no sea la 
mejor opción para ese niño, niña o adolescente. Resulta 
menester distinguir que el principio de corresponsabili- 
dad en la crianza no implica necesariamente que exista 
un régimen de tenencia alternada. También, que el dere- 
cho a las visitas es independiente al régimen de tenencia 
alternada». 


Otro punto establece: «Esta versión del proyecto de ley 
tampoco hace referencia al principio de protección de ni- 
ños, niñas y adolescentes que surge del artículo 19 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño. En este sentido, 
la redacción propuesta por el artículo 4, literales B) y C), 
que modifican el artículo 35 BIS del CNA en relación con 
las implicancias de las medidas cautelares de protección 
a raiz de la denuncia formulada por parte de uno de los 
progenitores contra otro, puede afectar el derecho de los 
niños, niñas y adolescentes a no ser objeto de ningún tipo 
de violencia o malos tratos». 
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Más adelante, agrega: «El “derecho a la protección” 
implica que todo niño, niña y adolescente tiene derecho a 
la vida y a la integridad física. Por lo tanto, corresponde 
que se le proteja contra toda forma de sufrimiento, abuso 
o descuido. Mientras que, por su parte, el “desarrollo ar- 
monioso” trata sobre el derecho de todo niño, niña y ado- 
lescente a crecer en un ambiente que permita su desarrollo 
físico, mental, espiritual, moral y social. La violencia en- 
tre los adultos tiene un impacto directo en el sufrimiento 
y desarrollo de los niños, niñas y adolescentes, por lo que 
todas las decisiones referentes a las visitas que se adopten 
deben obedecer a la finalidad principal de salvaguardar 
su interés superior y proteger al niño, la niña o el adoles- 
cente». 


En este caso también queremos decir algo que nos 
parece muy importante. Hay quienes hasta han hablado 
de tortura al poner en situación de convivencia o visita 
con quien lo agredió o agredió a su madre. ¿Por qué? En 
la actualidad se considera que por más que un niño no 
haya sufrido maltrato directo pero vio una situación de 
este tipo en su familia, con su madre, padece de maltra- 
to infantil. También se ha dicho que esa situación lleva 
a silenciarlo, si se lo obliga a estar con alguien o si le 
pasa algo. Además, sabemos que a los niños —y men- 
ciono el proyecto de ley sobre la imprescriptibilidad de 
los delitos de abuso, que presentamos en la bancada-—, 
les cuesta mucho procesar las situaciones de violencia. 
Por eso, tenemos que escucharlos, y debe haber equipos 
especializados que detecten la violencia y los abusos. Si 
de alguna forma se lo obliga a estar en esas situaciones, 
el niño o la niña va a tender a callar, y ese silencio real- 
mente es muy triste y preocupante. 


Señora presidenta: puedo entender que aquí se diga 
que nadie quiere el mal para nuestros niños, niñas y 
adolescentes, pero en realidad no se atienden los argu- 
mentos que están sobre la mesa y que se han expues- 
to firmemente por nuestros compañeros de bancada. A 
pesar de todo, se decidió que debía llevarse adelante 
este proyecto de ley; quizás no por maldad, pero sí, me 
parece, por falta de conocimiento de las profundas con- 
secuencias que puede tener la aplicación de esta nor- 
ma. Después, si llegan a darse las circunstancias que 
tememos, evidentemente nos sentiremos más o menos 
responsables de lo sucedido. 


Gracias, presidenta. 


SEÑORA ASIAÍN.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ASIAÍN.- Con relación a lo expresado por 
la señora senadora Della Ventura, quien dijo que el título 
mentía —no recuerdo bien cuáles fueron exactamente sus 
palabras—, aclaro que no se pueden atribuir intenciones. 
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SEÑOR STRANEO- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR STRANEO.- Muchas gracias, señora presi- 
denta. 


El epicentro de lo que nos convoca e inquieta a todos 
en esta sala es la preocupación inminente y notoria por la 
situación de niños, niñas y adolescentes en el contexto de 
violencia intrafamiliar, de los abusos, etcétera. 


A mí y a usted, señora presidenta —y también permíta- 
me incluir a la señora Rodríguez—, nos habría sido bastante 
más complejo y difícil dar la opinión favorable —como la 
que vamos a dar en el momento de votar— si no se hubiesen 
evolucionado y cambiado algunos aspectos sustanciales 
del proyecto de ley. En este sentido, ¡vaya si ayuda, y mu- 
cho, este literal B) del artículo 4.? en la redacción que se 
ha logrado! Agradecemos a las redactoras de este proyecto 
de ley que hayan aceptado las distintas intervenciones y 
los diferentes conceptos para lograr una redacción que nos 
deje, por lo menos, más tranquilos. Digo más tranquilos, 
no por la situación jurídica ni política, sino por la situa- 
ción humana de quienes estamos desde hace mucho tiem- 
po vinculados a la actividad jurídica y, especificamente, a 
la que se desarrolla en los ámbitos del derecho de familia, 
como los juzgados de familia. 


Realmente nos inquietan, nos preocupan y nos duelen 
mucho los conceptos que se han vertido aquí; no son mo- 
nopolio de ninguna facción política, sino que reflejan la 
necesidad real de un hecho concreto que vivimos y viven- 
ciamos. 


Hay algunas fortalezas que tenemos que dejar en cla- 
ro, que el proyecto de ley no modifica y que creo que 
hacen a la importancia de por qué tenemos que desta- 
carlo. Me refiero al artículo 67 de la Ley n.* 19580, Ley 
de Violencia hacia las Mujeres Basada en Género, del 
que podremos discutir —no hoy- su legalidad, aunque 
no es el objeto sobre el que me gustaría opinar hoy. Sí 
quiero mencionar algunas de las características de su 
aplicación, que pueden llevar a situaciones de inequidad. 
Quiero decir que esta ley es tajante en este tema; inclu- 
so, es fundamental lo que establece el apartado final del 
artículo 67, que tutela —dentro de las medidas de protec- 
ción que se toman en el ámbito de la violencia intrafami- 
liar y de las situaciones de género— la suspensión de las 
visitas del agresor respecto de las hijas e hijos menores 
de dieciocho años, estableciendo que podrán reanudarse, 
etcétera. ¿Qué quiere decir esto? Que este artículo está 
salvaguardado de cualquier modificación. Además, va a 
cuenta de lo que quiero desarrollar muy brevemente en 
cuanto al contexto en que vamos a operar, para la tran- 
quilidad de todos. Reitero, esto nos preocupa y queremos 
dejarlo bien claro con mucha firmeza. 
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Lo mismo sucede con el artículo 124 del Código de 
la Niñez y la Adolescencia que, como podrán observar, 
en este proyecto de ley que estamos considerando hoy 
resulta inalterado, cuando en su apartado E) establece 
que en los procesos por denuncia sobre violencia sexual 
no podrá disponerse la revinculación de los niños, niñas 
y adolescentes con el denunciado, etcétera. Estas normas 
van a seguir vigentes, no se pueden tocar y los jueces, 
partes, fiscales y familias las van a tener que cumplir 
porque, además, son la garantía fundamental de este 
proyecto de ley, que es muy bien intencionado y cuyo 
espíritu es lograr un mejor interrelacionamiento entre los 
miembros de una familia —en las distintas modalidades 
de familia y de interrelacionamiento que existen— para, 
luego de un análisis, poder optar por una tenencia o un 
régimen de visitas. 


Coincido con muchas de las críticas que se hicieron y 
que no necesariamente son un elemento para destruir el 
proyecto de ley, sino que forman parte de una realidad. El 
50 % de los padres no paga la pensión alimenticia y ese 
es un hecho que nos duele, nos preocupa y algo en lo que 
tenemos que seguir trabajando. Afortunadamente, el 80 % 
de lo que ingresa a los juzgados son convenios. ¡Imagi- 
nen cuál sería la situación si ese porcentaje fuera al revés! 
¡Vaya si es importante destacar que en ese 80 % de los 
casos logramos al menos algo parecido a un acuerdo sobre 
el futuro de nuestros hijos! 


Entiendo que los artículos 34 y 35 del Código de la 
Niñez y la Adolescencia precisaban una actualización. 
Hace un momento conversábamos con la señora senadora 
Asiaín sobre una modificación del artículo 40 porque, a 
veces, lo que uno ve en la práctica es que los padres que 
no tienen la definición ni el concepto de lo que es la patria 
potestad, la tenencia o cuál es el desmembramiento en la 
guarda jurídica y en la material, solo quieren ver a su hijo 
O hija, tener un vínculo formal, bueno y sano. A veces, es- 
tán más preocupados por tener un buen régimen de visitas 
y que este se cumpla. 


Por eso me parece importante el artículo aditivo que se 
presentó al proyecto de ley, armonizándolo con el propues- 
to por los senadores de Cabildo Abierto, porque en defini- 
tiva da la posibilidad de mejorar ese artículo 40. Quizás 
podremos trabajar en algo más específico y urgente para 
los distintos casos de régimen de visita incumplidos. 


Reitero que para nosotros es importante mencionar 
conceptos que este proyecto de ley no toca y que conside- 
ro hay que remarcar. 


El artículo 252 del Código Civil, que es el que define 
el concepto de patria potestad, se mantiene inalterado. 
Eso quiere decir que estamos introduciendo un concep- 
to jurídico nuevo, el de la corresponsabilidad, con una 
necesaria definición, ya que no existe. Si buscamos el 
término «corresponsabilidad» en el Código Civil o en el 
Código de la Niñez y la Adolescencia no lo vamos a en- 
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contrar y por eso era tan importante que esta norma lo 
definiera, para que tuviéramos un punto de partida, que 
es lo que buscamos. Reitero que el artículo 252 resulta 
inalterado y lo mismo sucede con los artículos 348.3, 
177 —relativo a las convenciones— y el artículo 12, pero 
sobre todo se mantiene inalterado el artículo 6.* del Có- 
digo de la Niñez y la Adolescencia, que es nada más y 
nada menos que el que define el principio del interés su- 
perior de los niños, niñas y adolescentes. Creo que este 
es un principio rector porque, si bien podemos seguir 
horas discutiendo sobre el control de convencionalidad 
o de una teoría neoconstitucionalista, en realidad, en la 
vieja universidad nos enseñaron que los convenios in- 
ternacionales y las convenciones no están por arriba de 
la Constitución y la ley, pero se ratifican por ley. Ade- 
más, el Código de la Niñez y la Adolescencia es poste- 
rior a la ratificación de la convención del año noventa, 
por lo que entiendo que este artículo 6.? sobreexiste y va 
a ser la norma rectora que todo juez, ante la inminencia 
de una situación infeliz —que lamentamos y realmente 
nos preocupa—, dejará suspendido el régimen de visitas 
y a privar al padre que sea, de acercarse al niño. Esto lo 
digo con convicción —-como padre que soy—, porque si 
hay hechos que ameritan la intervención y la suspensión 
del régimen de visitas, así se hará. 


Señora presidenta: el artículo 117 tampoco ha sido mo- 
dificado y es, precisamente, el que dentro del contexto del 
Código de la Niñez y la Adolescencia, salvaguarda y tutela 
los derechos vulnerados de niños, niñas y adolescentes. 


Por lo tanto, más allá de todas estas expresiones, que- 
ríamos dejar algunos conceptos claros. Es muy difícil ha- 
blar de guarda, visita, tenencia o patria potestad, cuando a 
veces estos conceptos ni siquiera tienen definiciones cla- 
ras, porque es el vínculo jurídico que tenemos con nues- 
tros hijos. 


Hace un rato recibí unas anotaciones de la facultad. 
Hoy se enseña de manera muy práctica: si los padres es- 
tán separados, se da la tenencia a uno y se le marca un 
régimen de visita al otro. Eso es un paradigma que este 
proyecto de ley, con buenas intenciones —y ojalá la prác- 
tica así lo permita— va a tratar de mejorar —no digo des- 
truir—, cuando el contexto de las situaciones así lo ame- 
riten. Reitero: en el contexto de un proceso voluntario de 
ratificación de tenencia o en el contexto de un proceso 
contencioso de tenencia, lejos de cualquier discusión, 
ante la inminencia de hechos que pongan en riesgo al 
niño, niña o adolescente, pierdan cuidado que acá no hay 
elementos para que un padre pueda seguir estando con su 
hijo si el tema no está resuelto, por lo menos con las pe- 
ricias de los organismos rectores. Como muy bien decía 
la señora senadora Bianchi, tenemos un Poder Judicial 
en esa área que uno lo sostiene, lo respeta: el DAS, el 
ITF, así como los que, por extensión, están en el interior 
del país en todos los juzgados. Hay que felicitar a esos 
peritos, a esos profesionales del área de la psicología que 
hacen un trabajo excepcional. 
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Por último, cuando hablemos de presupuesto y cuando 
nos enojemos, recordemos que cuando en su momento se 
votó la determinación de los sueldos de los ministros de 
Estado en un Gobierno anterior, se generó una desigual- 
dad por enganche con los funcionarios del Poder Judicial 
y luego la solución no vino de la mejor manera; casi dos 
períodos después hubo que buscar una solución convenida 
para pagar aquello que se hizo mal. Así que en esto te- 
nemos que ser objetivos. Asimismo, adhiriendo a algunas 
expresiones de que esto tiene que ser una política de Es- 
tado y de que deberíamos lograr consenso, hay que dejar 
en claro que también tenemos algunos puntos en los que 
coincidimos. 


Muchas gracias. 


34) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de un asunto 
entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR PROSECRETARIO (Adrián Juri).- «La Presi- 
dencia de la Asamblea General destina mensaje del Poder 
Ejecutivo al que acompaña el proyecto de ley por el que se 
designa Lolita Ruibal el Liceo n.” 3 de la ciudad de Minas, 
departamento de Lavalleja, dependiente de la Dirección 
General de Educación Secundaria de la Administración 
Nacional de Educación Pública». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasa a la Comisión de Edu- 
cación y Cultura. 


Dese cuenta de otro asunto entrado fuera de hora. 
(Se da del siguiente). 


SEÑOR PROSECRETARIO (Adrián Juri).- «La Pre- 
sidencia de la Asamblea General destina mensaje del Po- 
der Ejecutivo al que acompaña el proyecto de ley por el 
que se concede una pensión graciable a la señora Susana 
Fernández del Puerto por su destacada actuación como 
artista». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasa a la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


Dese cuenta de otro asunto entrado fuera de hora. 
(Se da del siguiente). 


SEÑOR PROSECRETARIO (Adrián Juri).- «La Presi- 
dencia de la Asamblea General destina mensaje del Poder 
Ejecutivo al que acompaña el proyecto de ley por el que 
se aprueba la Convención mundial sobre el reconocimien- 
to de las calificaciones relativas a la educación superior, 
adoptada el 25 de noviembre de 2019 por la Organización 
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de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y 
la Cultura (Unesco), en el marco de la 40.* reunión de su 
Conferencia General, celebrada en París del 12 al 27 de 
noviembre de 2019». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasa a la Comisión de 
Asuntos Internacionales. 


35) SOLICITUDES DE LICENCIAS E 
INTEGRACIÓN DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 2 de agosto de 2022 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia, al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por razones personales, por el día 
2 de agosto de 2022. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 
Oscar Andrade. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—23 en 24. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Juan Castillo, quien ya ha 
prestado la promesa de estilo. 


36) CORRESPONSABILIDAD EN LA CRIANZA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continúa el tratamiento 
del tema en consideración. 


SEÑOR OLESKER.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR OLESKER.- Señora presidenta: dado que cie- 
rro este tema, en primer lugar quiero hacer una aclaración. 
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Se ha dicho que entre 2004 y 2019 no hubo incremento 
en el presupuesto del Poder Judicial. Los datos del Minis- 
terio de Economía y Finanzas nos dicen que, en pesos de 
2019, pasó de $ 1:200.000 a $ 3:469.000. O sea que hubo 
un aumento importante. No hubo aumento en 2020 y 2021, 
sino que bajó un 8 % en términos reales. 


Por otra parte, simplemente diré que no vamos a votar 
este proyecto de ley y me gustaría resumir con tres carac- 
terísticas. 


En primer lugar, es un proyecto de ley innecesario. La 
sociedad está requiriendo de este Poder Legislativo que 
actúe sobre el drama existencial de la población urugua- 
ya: los salarios, las jubilaciones, el empleo; sin embargo, 
pasamos muchas horas discutiendo un proyecto de ley in- 
necesario. 


En segundo lugar, es acientífico, porque no existe evi- 
dencia empírica alguna que establezca que lo que dice el 
proyecto de ley dará efecto. 


En tercer término, a esos dos noes —no necesario y no 
científico— se agrega un sí: es un proyecto de ley que intro- 
duce un gran riesgo de aumento de la violencia. 


Por tanto, porque no es necesario, porque no es científi- 
co y porque genera una gran incertidumbre en el aumento 
de la violencia en las relaciones familiares es que votamos 
negativamente este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SENORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


SEÑORA KECHICHIAN-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA KECHICHIAN.- Como bancada del Fren- 
te Amplio, solicitamos que la votación en general sea de 
palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar lo solicitado por la bancada del Frente 
Amplio con relación a que la votación sea de palabra. 

(Se vota). 

30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Tómese la votación. 


(Se toma en el orden siguiente). 


SEÑORA ÁLVAREZ.- Voto por la afirmativa. 


SENOR CASTILLO.- Voto por la negativa. 


SEÑORA ASIAÍN.- Voto por la afirmativa. 


SENOR BATLLE.- Voto por la afirmativa. 


SENOR BERGARA.- Voto por la negativa. 
SEÑORA BIANCHI.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR BOTANA. Voto por la afirmativa. 
SEÑOR BRENTA.- Voto por la negativa. 


SEÑOR CAGGIANI.- Voto por la negativa. 


SENOR CARRERA.- Voto por la negativa. 


SENOR COUTINHO.- Voto por la afirmativa. 


SENOR DA SILVA.- Voto por la afirmativa. 


SENORA DELLA VENTURA.- Voto por la negativa. 


SEÑOR DOMENECH- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR GANDINI- Voto por la afirmativa. 
SEÑORA KECHICHIAN- Voto por la negativa. 
SEÑOR LANZ.- Voto por la afirmativa. 
SEÑORA LAZO.- Voto por la negativa. 

SEÑOR LOZANO.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR MAHÍA.- Voto por la negativa. 

SEÑOR MANINI RÍOS.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR MELÉNDEZ.- Voto por la negativa. 
SEÑORA NANE.- Voto por la negativa. 

SEÑOR NIFFOURL.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR OLESKER.- Voto por la negativa. 


SEÑOR PENADÉS.- Voto por la afirmativa. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Voto por la afirmativa. 
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SEÑOR SÁNCHEZ.- Voto por la negativa. 
SEÑORA SANGUINETTLI.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR STRANEO.- Voto por la afirmativa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Voto por la afirmativa. 
Dese cuenta del resultado de la votación. 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
Han sufragado treinta y un integrantes del Cuerpo: diecio- 
cho lo han hecho por la afirmativa y trece por la negativa. 


SEÑORA PRESIDENTA. La votación ha resultado: 
Afirmativa. 


En discusión particular. 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR PENADÉS.- Formulo moción en el sentido de 
que se suprima la lectura del articulado y se vote en blo- 
que, con excepción de los artículos 4.* y 6.”, que solicito 
sean desglosados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota). 
30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el articulado. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los 
artículos 1. a 13, con excepción de los artículos 4.* y 6.?. 


(Se vota). 

—18 en 30. Afirmativa. 

En consideración el artículo 4. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—17 en 30. Afirmativa. 

En consideración el artículo 6.*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 


CÁMARA DE SENADORES 


443-C.S. 


—17 en 30. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al considerado). 


(Aplausos en la barra). 
(Campana de orden). 


—Por favor, desalojen la barra. 


37) SOLICITUDES DE LICENCIA E 
INTEGRACIÓN DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 2 de agosto de 2022 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo me conce- 
da licencia, al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, 
literal C), de 14 de setiembre de 2004, por misión oficial 
desde el día 9 al 10 de agosto. Fui convocado para parti- 
cipar de una reunión en la sede del Parlatino, en la ciudad 
de Panamá. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 
Gustavo C. Penadés. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—24 en 26. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Magdalena Zumarán, 
Enrique Antía, Rodrigo Blás, Elena Lancaster, María de 
Lima, Pablo Iturralde, Federico Ricagni, Sebastián Andú- 
jar, Alfredo de Mattos y Alejandra Inzaurralde han pre- 
sentado nota de desistimiento informando que por esta 
vez no aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo 
que queda convocado el señor Sergio Delpino, quien ya ha 
prestado la promesa de estilo. 


444-C.S. 


38) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más asuntos, 


se levanta la sesión. 
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(Así se hace, a las 19:11, presidiendo la señora Argimón 
y estando presentes los señores senadores Álvarez, Asiaín, 
Bergara, Bianchi, Botana, Brenta, Caggiani, Carrera, 
Castillo, Da Silva, Della Ventura, Domenech, Gandini, 
Kechichian, Lazo, Lozano, Mahía, Manini Ríos, Meléndez, 
Nane, Niffouri, Penadés, Rodríguez, Sánchez y Straneo). 
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